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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, el Subsecretario de Prevención del Delito, señor Antonio Frey Valdés, y el Jefe del Plan Estadio Seguro, señor José Roa Ramírez.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Las actas de las sesiones 9ª y 10ª, ordinarias, en 14 y 15 de abril, ambas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Nueve de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero da inicio a un proyecto de reforma constitucional para sancionar la infracción a las normas sobre financiamiento, transparencia y control del gasto electoral (boletín N° 10.000-07) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión Especial encargada de conocer los proyectos relativos a probidad y transparencia. 



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto que modifica la ley N° 19.995 y prorroga el funcionamiento de los casinos municipales (boletín Nº 9.891-05).



Con los otros siete retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes materias:



1.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (boletín Nº 7.616-06).



2.- Proyecto que modifica diversas leyes con el objeto de evitar y sancionar los hechos de violencia ocurridos con ocasión de campañas electorales (boletín Nº 8.980-06).



3.- Proyecto de ley que fortalece el Ministerio Público (boletín Nº 8.265-07).



4.- Proyecto que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el Derecho Internacional respecto de los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (boletín N° 9.773-07).



5.- Proyecto de ley que establece marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor (boletín N° 9.094-12).



6.- Proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones, con el objeto de regular la instalación de centros comerciales y supermercados en áreas urbanas (boletín N° 9.296-14).



7.- Proyecto de ley que establece excepción para la pesca artesanal con línea de mano de la especie jurel y modifica regulación para establecimiento de ampliación de régimen de áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos (boletín Nº 9.097-21).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de Su Excelencia la señora Presidenta de la República:



Con el primero pide que se disponga lo necesario para que el Congreso Nacional se reúna en Congreso Pleno el día 21 de mayo próximo, con el fin de recibir la cuenta del estado administrativo y político de la nación, y propone, para tal efecto, que la mencionada sesión sea convocada para las 9:30 de dicho día.



--Se accede a lo solicitado.



Con el segundo solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Fiscal Judicial de la Excelentísima Corte Suprema al señor Juan Nolberto Escobar Zepeda (boletín N° S 1.806-05) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Remite copia de resoluciones dictadas en requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las disposiciones legales que se enuncian a continuación:



1.- Artículo 2.331 del Código Civil.



2.- Artículo 67, incisos primero y segundo, de la Ley General de Servicios Eléctricos.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública: 



Da respuesta a solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Navarro, relativa al bono de incendio requerido por los propietarios y accionistas del Mercado de Concepción que sufrieron graves pérdidas a raíz del incendio que afectó a ese recinto.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores:


Contesta petición de información, formulada en nombre del Senador señor Horvath, relativa al cobro anunciado por Argentina, a contar del mes de marzo pasado, de la denominada “tasa retributiva de servicios”, aplicable a los vehículos de pasajeros que circulen entre Chile y ese país.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores (s):


Da respuesta al acuerdo, adoptado a proposición de los Senadores señor Patricio Walker, señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Chahuán, Espina, García, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Prokurica, Quinteros y Tuma, con el que esta Corporación hizo manifiesto su rechazo al uso propagandístico en que incurrió, en medio de la desgracia que afecta a la zona norte del país, el entonces Ministro de Defensa de Bolivia, durante la entrega de la ayuda solidaria de agua (boletín N° S 1.803-12).



Del señor Ministro de Obras Públicas:


Responde solicitud de información, enviada en nombre de la Senadora señora Muñoz, relativa a diversos aspectos del Programa de Agua Potable Rural en la Región de Coquimbo.



De la señora Ministra de Salud:


Responde solicitud de antecedentes, cursada en nombre del Senador señor Bianchi, respecto del Cementerio Parque Cruz Froward y de las acciones realizadas por la autoridad sanitaria. 



Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo (s):


Atiende petición de información, recabada en nombre del Senador señor García, sobre la tramitación de diversas iniciativas que han postulado a los programas de mejoramiento urbano y de mejoramiento de barrios en la comuna de Temuco.



Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas:


Responde solicitud de antecedentes, hecha en nombre del Senador señor Bianchi, acerca de la posibilidad de que el Reglamento sobre formación, titulación y carrera profesional del personal embarcado autorice que los exámenes para obtener títulos se rindan en la Gobernación Marítima correspondiente al domicilio del postulante.



Del señor Subsecretario de Hacienda:


Responde petición de información, cursada en nombre del Senador señor Ossandón, referida a la posibilidad de remitir un proyecto de ley que declare la exención del impuesto al valor agregado para la venta de libros o, en su defecto, reduzca su tasa.



Atiende solicitud de información, recabada en nombre del Senador señor Navarro, respecto de los recursos destinados en el presupuesto vigente y los estimados para el año 2016 con el fin de enfrentar la sequía en la Región del Biobío.



Contesta solicitud de información, enviada en nombre de los Senadores señores Bianchi, Chahuán y Prokurica, acerca de la factibilidad del envío de un iniciativa que modifique la normativa sobre donaciones con fines culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985, estableciendo exigencias de calidad mínimas para ser beneficiario.



Da respuesta a solicitud de información, remitida en nombre de la Senadora señora Allende, relativa a la posibilidad de anticipar el pago del denominado “Bono Atacama”, atendida la catástrofe que afecta a los habitantes de dicha Región. 



Del señor Director General de Relaciones Económicas Internacionales:


Da a conocer el Balance de Gestión Integral 2014 de ese servicio, en cumplimiento del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.



Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal:


Atiende solicitud de antecedentes, efectuada en nombre del Senador señor De Urresti, sobre incendios forestales registrados en la Región de Los Ríos durante el mes de febrero pasado, comparándolos cuantitativamente con los de años anteriores y especificando si la vegetación afectada corresponde a flora nativa o a plantaciones de especies exóticas.



Del señor Jefe del Departamento de Asistencia y Servicios al Usuario, Superintendencia de Seguridad Social:


Adjunta copia informativa del oficio dirigido a la señora Superintendente de Pensiones, relativo al descuento del 7 por ciento que se practica a don Rafael González Gallardo, domiciliado en la comuna de Corral, materia consultada en nombre del Senador señor De Urresti.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Educación del Maule:


Responde solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Matta, respecto de la instrucción de un sumario administrativo por el homicidio de don Cristián Felipe San Martín, estudiante del Liceo Ireneo Badilla, de Linares.



Del señor Secretario Ejecutivo del Consejo Regional de La Araucanía:


Pone en conocimiento de esta Corporación la designación, por el período legal, del consejero señor Miguel Mellado Suazo como Presidente del referido órgano.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.995 y prorroga el funcionamiento de los casinos municipales (boletín Nº 9.891-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 3).



Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.327, en lo tocante a su ámbito de aplicación y al establecimiento de un régimen sancionatorio efectivo, y la ley N° 20.502, en materia de funciones de la Subsecretaría de Prevención del Delito (boletín Nº 9.566-29) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 4 y 5).



Segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece excepción para la pesca artesanal con línea de mano de la especie jurel y que modifica regulación para el establecimiento de ampliación de régimen de áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos (boletín Nº 9.097-21) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 6 y 7).



De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.089, con el objeto de permitir a los pequeños agricultores ecológicos con sistemas propios y alternativos de certificación que comercialicen sus productos orgánicos en cualquier punto de venta (boletín N° 9.618-01) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 8).



De la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece el 11 de julio como “Día de la Dignidad Nacional”, en conmemoración de la nacionalización del cobre (boletín N° 9.443-08) (Véase en los Anexos, documento 9).



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo, en lo relativo a la declaración de trabajos pesados (boletín N° 5.205-13) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi, con la que inician un proyecto que modifica la ley Nº 19.451 para ampliar la donación cruzada de órganos entre personas vivas (boletín N° 10.009-11) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Pasa a la Comisión de Salud.



De los Senadores señor Navarro y señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín, con la que dan inicio a un proyecto de reforma del Reglamento del Senado para incorporar un artículo con el fin de establecer una causal de inadmisibilidad de los mensajes y las mociones que no estén redactados en un lenguaje de género inclusivo (boletín N° S 1.805-09) (Véase en los Anexos, documento 12).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Declaraciones de inadmisibilidad



Dos mociones de los Senadores señores De Urresti y Lagos, referentes a las materias que se especifican a continuación: 



1.- La que propone un proyecto de ley que regula las designaciones, cualidades y labores de los agregados culturales.



2.- La que formula un proyecto que modifica la ley Nº 17.288 en lo relativo a la composición del Consejo de Monumentos Nacionales.



--Se declaran inadmisibles por corresponder a materias de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, conforme lo dispone el inciso cuarto, número 2°, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


Moción de los Senadores señores De Urresti, Lagos y Rossi, con la que se propone un proyecto que modifica la ley Nº 19.169 que establece normas sobre el otorgamiento de los premios nacionales.



--Se declara inadmisible por corresponder a materias de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, conforme lo disponen los incisos tercero y cuarto, número 2°, del artículo 65 de la Carta Fundamental.
Solicitud de permiso constitucional


Del Senador señor Walker, don Patricio, para ausentarse del territorio nacional a contar del día 1 de mayo próximo.



--Se autoriza.
Comunicaciones



De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, con la que informa la elección del Senador señor Ignacio Walker Prieto como su Presidente. 


--Se toma conocimiento.


De la Comisión de Salud, con la que expone que ha acordado solicitar a la Sala la fusión de los siguientes proyectos de ley, ambos en primer trámite constitucional: el que modifica el Código Sanitario para regular la eutanasia (boletín N° 9.602-11) y el que establece el derecho a la muerte digna (boletín N° 4.271-11).


--Se accede a lo solicitado.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor LAGOS.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría, para referirse a la Cuenta.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, solo quiero solicitar que se envíe un oficio, en nombre de los Senadores De Urresti, Rossi y de quien habla, a la Presidenta de la República para que patrocine las tres mociones que fueron declaradas inadmisibles.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se remitirá el oficio requerido.



Acordado.

ACUERDOS DE COMITÉS
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión celebrada hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:


1.- Tratar como si fuera de fácil despacho, en la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de ley que establece el día 11 de julio como “Día de la Dignidad Nacional”, en conmemoración de la nacionalización del cobre (boletín N° 9.443-08).



2.- Poner en el primer lugar del Orden del Día de la presente sesión la iniciativa que modifica la ley N° 19.327, en lo tocante a su ámbito de aplicación y al establecimiento de un régimen sancionatorio efectivo, y la ley N° 20.502, en materia de funciones de la Subsecretaría de Prevención del Delito (boletín Nº 9.566-29).



3.- Colocar en el primer y segundo lugar, respectivamente, del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana los siguientes proyectos:



a) El que modifica  la  ley  N° 19.995  y  prorroga  el  funcionamiento  de  los casinos municipales (boletín Nº 9.891-05).



b) El que fortalece al Servicio de Impuestos Internos para implementar la reforma tributaria (boletín Nº 9.898-05), para lo cual se autoriza a la Comisión de Hacienda, en caso de ser necesario, a informar mediante un certificado.
)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señores Senadores, según lo acordado, después de tratar el proyecto que establece el “Día de la Dignidad Nacional”, vamos a analizar la iniciativa referida a violencia en los estadios.



Si después de ello quedase tiempo, la Mesa propone a la Sala que se discuta el proyecto, en segundo trámite constitucional, que establece excepción para la pesca artesanal con línea de mano de la especie jurel y modifica la regulación para el establecimiento de ampliación de régimen de áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos.



Dicha iniciativa tiene urgencia calificada de “suma”, y el Gobierno ha solicitado que la despachemos lo antes posible. Por lo demás, fue aprobada por unanimidad en la Comisión de Pesca.



¿Habría acuerdo para tratar dicho asunto, como dije, a continuación del proyecto relativo a la violencia en los estadios? 

La señora ALLENDE.- Sí.

El señor LETELIER.- Claro.

El señor LAGOS.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor LAGOS.- He seguido con atención sus palabras, señor Presidente, pero a lo mejor tengo dificultades para comprender.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No se preocupe.

El señor LAGOS.- Entiendo que primero se verá un proyecto de fácil despacho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Así es, Su Señoría.



Se acordó ver uno como si fuera de fácil despacho. Existe el compromiso de parte de todos los Comités de no hacer uso de la palabra. ¡Ojalá que se cumpla!

El señor LAGOS.- ¡Perfecto!



¿Y en segundo lugar?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En segundo lugar abordaremos la iniciativa referida a violencia en los estadios.

El señor LAGOS.- ¡Perfecto!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Y si nos quedara tiempo…

El señor LAGOS.- Veríamos el proyecto de pesca.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Exacto. 



Se trata de una iniciativa que fue aprobada por unanimidad en la Comisión pertinente y que, además, tiene urgencia calificada de “suma”.

El señor LAGOS.- Y el proyecto que fortalece al Servicio de Impuestos Internos y el que modifica la Ley de Casinos ¿quedarían para mañana?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Así es. 



Y respecto del primero, en caso de ser necesario, la Comisión de Hacienda podrá informar mediante un certificado.

El señor LAGOS.- ¡Perfecto!



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, en el primer lugar de la tabla de hoy se halla la iniciativa relacionada con el control del tabaco. Sin embargo, de su petición deduzco que usted estaría dejando el debate de dicha materia para un par de semanas más.



Estoy tratando de entender esa lógica. 



Primero veremos una iniciativa como si fuera de fácil despacho -¡okay!- y después, una relacionada con violencia en los estadios. Y ahora usted propone agregar, en el caso de que llegáramos a despachar lo anterior -se supone que no será tan simple pues es un asunto complicado-, un proyecto relativo a pesca artesanal.



Yo no soy partidario de esa forma de proceder.



Dejemos el análisis de esa última iniciativa para mañana.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Está en su derecho, señor Senador.



Se requiere unanimidad para autorizar lo que solicito.



En resumen, primero está un proyecto que se acordó tratar como si fuera de Fácil Despacho -ya se mencionó cuál es-, y luego, el de violencia en los estadios, que tiene urgencia calificada de “suma”.

El señor COLOMA.- Que se vea mañana el de pesca.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- La propuesta de la Mesa respeta las urgencias.

El señor COLOMA.- No doy mi acuerdo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Está en su derecho a oponerse, señor Senador. Pero de cualquier modo esa materia no se podrá debatir mañana, porque deberemos ocuparnos en la iniciativa que modifica la Ley de Casinos y en la que fortalece el Servicio de Impuestos Internos.

V. ORDEN DEL DÍA
ESTABLECIMIENTO DE “DÍA DE LA DIGNIDAD NACIONAL” 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- De conformidad con lo resuelto por los Comités, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señora Allende y señores De Urresti, Harboe, Larraín y Pizarro, que establece el 11 de julio como “Día de la Dignidad Nacional”, en conmemoración de la nacionalización del cobre, con informe de la Comisión de Minería y Energía.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.443-08) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señora Allende y señores De Urresti, Harboe, Larraín y Pizarro):



En primer trámite, sesión 31ª, en 15 de julio de 2014.



Informe de Comisión:



Minería y Energía: 11ª, en 21 de abril de 2015.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es declarar el 11 de julio de cada año como “Día de la Dignidad Nacional”, a fin de rememorar la fecha en que el Congreso Nacional aprobó la ley N° 17.450, que nacionalizó la Gran Minería del Cobre.



La Comisión de Minería y Energía discutió el proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros, Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier, Pizarro y Prokurica.



El texto que se propone aprobar se consigna en las páginas 4 y 5 del informe de la referida Comisión.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión general y particular.

La señora ALLENDE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, pido que se abra la votación.



Yo fundamentaré mi postura -seré muy breve-, pues soy autora de la moción.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Hay acuerdo para abrir la votación de inmediato?

El señor LAGOS.- Sí.

El señor GARCÍA.- Sí.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.
La señora ALLENDE.- Señor Presidente, con satisfacción señalo que la Comisión de Minería y Energía aprobó esta iniciativa en forma unánime. 



Soy autora de la moción que dio origen a este proyecto, cuyo objetivo es muy simple: establecer el 11 de julio como “Día de la Dignidad Nacional”, pues en esa fecha se produjo la nacionalización del cobre.



Este proceso se fue dando gradualmente en nuestro país. Poco a poco fuimos tomando conciencia de la necesidad de ir recuperando nuestras riquezas básicas, entre otras y de manera fundamental, el cobre.



Todos recordamos cómo se logró la chilenización del cobre durante el Gobierno de Eduardo Frei Montalva, hecho que, a mi juicio, fue el paso decisivo para lograr la unanimidad del Congreso, en un momento que históricamente -hay que decirlo así- se conoce como el “Día de la Dignidad Nacional”, en torno a la nacionalización del cobre, lo cual permitió que la gran minería pasara a manos de Chile.



Quiero rendir un homenaje a nuestros técnicos y profesionales que asumieron el desafío; entre ellos, destaco al ex Diputado y uno de los fundadores de la Federación de Trabajadores del Cobre, Héctor “Negro” Olivares.



Vaya mi reconocimiento para todos los supervisores, ingenieros, trabajadores que asumieron la tarea, nada más ni nada menos, de hacerse cargo de esta gran minería. Al principio, no fue algo sencillo: hubo bloqueo; hubo negativa a la venta de repuestos; hubo sabotaje; en fin, una cantidad enorme de problemas. Sin embargo, fueron capaces de salir adelante.



Señor Presidente, la nacionalización del cobre constituye un hito que marcó a nuestro país.



En cuanto a las cifras, cabe resaltar que desde 1971 hasta 2014 el cobre proporcionó sobre 100 mil millones de dólares a las arcas fiscales, a los fondos públicos, lo que se ha utilizado en la implementación de las políticas sociales tan necesarias para Chile.



El día 11 de julio, en la principal plaza de Rancagua -lo digo con orgullo-, ¡se anunció la nacionalización del cobre!



Ello nos dejó un legado: el desafío de ser capaces de trabajar esa gran minería, de salir adelante y de generar recursos tan importantes como el cobre -este no es renovable- en beneficio de la gran mayoría de los chilenos. Y, si bien es cierto, hoy día el Estado produce solo el 32 por ciento -el resto está en manos privadas-, podemos afirmar que sigue haciéndole un enorme bien al país.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (27 votos a favor y 3 abstenciones); por no haber sido objeto de indicaciones, se aprueba también en particular, y queda despachado en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic y Lily Pérez y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvieron la señora Van Rysselberghe y los señores Coloma y Moreira.

MODIFICACIONES A LEY SOBRE VIOLENCIA EN ESTADIOS Y A FUNCIONES DE SUBSECRETARÍA DE PREVENCIÓN DEL DELITO

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.327 en lo tocante a su ámbito de aplicación y al establecimiento de un régimen sancionatorio efectivo y la ley N° 20.502 en materia de funciones de la Subsecretaría de Prevención del Delito, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización e informe de la de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (9.566-29) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 74ª, en 16 de diciembre de 2014.



Informes de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 88ª, en 21 de enero de 2015.



Gobierno, Descentralización y Regionalización (segundo): sesión 11ª, en 21 de abril de 2015.



Hacienda: sesión 11ª, en 21 de abril de 2015.



Discusión: 



Sesión: 93ª, en 28 de enero de 2015.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 28 de enero del año en curso.



La Comisión de Gobierno deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que el artículo 3°, que pasa a ser 4°, del proyecto no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que debe darse por aprobado, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, con el acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.



--Queda aprobado reglamentariamente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Gobierno realizó diversas enmiendas al texto aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad.



Por su parte, la Comisión de Hacienda deja constancia de que se pronunció acerca del artículo 1°, números 7), letra a); 14); 15), y 22) -respecto de los artículos 25, incisos primero a sexto; 27, inciso tercero N° 1), y 30-, y sobre el artículo 4° del proyecto, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Gobierno, y de que no introdujo enmiendas al texto despachado por ese órgano técnico. No obstante, el artículo 30, contenido en el numeral 22), modificado por la unanimidad de la Comisión de Gobierno, fue aprobado solo por mayoría en la Comisión de Hacienda.



Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o que existan indicaciones renovadas. De estas enmiendas unánimes, las recaídas en los artículos 26 y 27 de la ley N° 19.327, incorporados por el numeral 20), que pasó a ser 22), del artículo 1° del proyecto, requieren 22 votos favorables para su aprobación, por incidir en normas de rango orgánico constitucional.



Si los señores Senadores así lo admiten, se puede incluir en el primer pronunciamiento de la Sala la norma con rango de ley orgánica constitucional.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe el proyecto aprobado en general, las enmiendas realizadas por la Comisión de Gobierno y el texto final que resultaría de aprobarse dichas modificaciones.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión particular el proyecto.



Antes de ofrecer la palabra, solicito autorización para que ingresen a la Sala el Subsecretario de Prevención del Delito, señor Antonio Frey, y el Director de Estadio Seguro, señor José Roa.



--Se autoriza.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, ya que la mayor parte de las normas fue objeto de una aprobación unánime en las Comisiones, no sé si sea posible dar una pequeña explicación de los cambios que se han realizado en este proyecto de ley. Porque, en caso contrario, la Sala del Senado nunca se informaría sobre ellos, a pesar de que el texto sufrió modificaciones sustanciales respecto de la discusión en general. Y este es un tema que seguramente es de interés de todos los señores Senadores.



¿Cuento con su autorización, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sí.



Solo deseo señalar que después del informe que anuncia Su Señoría vamos a votar todo lo que fue aprobado por unanimidad en las Comisiones, incluyendo las normas de ley orgánica constitucional. Por tanto, les pido a los señores Senadores que estén atentos.



Puede continuar, Su Señoría.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero reconocer el trabajo realizado por los miembros de la Comisión de Gobierno, pues de verdad este es un tema bastante complejo y hubo una labor -yo diría- de mucha intensidad, pero sobre todo de gran acuciosidad. En este sentido, hago un público reconocimiento, como Presidente de la Comisión, a la Senadora Ena von Baer, que no obstante no ser “pelotera” -como dice ella- efectuó un importante y valiosísimo aporte para que esta normativa pueda aplicarse en la práctica. Destaco también la labor de los Senadores Andrés Zaldívar, Carlos Bianchi y Rabindranath Quinteros. Este último nos permitió mirar la realidad de la violencia en los estadios a partir de la experiencia práctica que acumuló como Intendente.



Asimismo, quiero agradecer la estupenda disposición que mostró en la tramitación de este proyecto el Subsecretario señor Antonio Frey. Y, muy especialmente, les expreso mi gratitud a don José Roa, quien trabajó el articulado con nuestro equipo de asesores y junto a nosotros, y a los asesores de la Subsecretaría de Prevención del Delito señores Rafael Ferrada, Rodrigo González y José Pedro Silva. Los menciono de manera expresa porque generalmente nosotros solemos omitir estos nombres, a pesar de que se trata de personas que realizan un trabajo de alta intensidad y que merecen el reconocimiento de todos.



En seguida, me gustaría hacer un breve resumen de este proyecto sobre la base de lo siguiente.



Desde luego, ninguno de nosotros desconoce la relevancia que puede tener una buena ley contra la violencia en los estadios para lograr controlar los desmanes que todos los fines de semana, o incluso en días de semana, ocurren con motivo de espectáculos de fútbol profesional. El fútbol es el deporte de mayor popularidad en nuestro país. Se trata de una actividad a la cual las familias deberían poder ir siempre con tranquilidad; es una fiesta familiar. Si bien es cierto, han existido importantes avances en los últimos años, aún vemos, como ocurrió el último fin de semana, que quienes cometen desmanes, destrozos, en el estadio y en los lugares cercanos, por regla general quedan en la más absoluta y total impunidad, lo que causa indignación en la ciudadanía, porque se ve impedida de asistir a estos espectáculos.



El legislador -y quiero hacer esta prevención- no puede resolver todos los problemas, porque ellos en parte importante van a depender de la conducta que tengan los organizadores del espectáculo de fútbol profesional, los deportistas, la fiscalía, los policías y todos quienes en definitiva deben colaborar -entre ellos, por supuesto, el propio público- para que tengamos partidos a los cuales pueda asistir la ciudadanía con tranquilidad. Pero no hay duda de que contar con una buena ley es un paso muy importante para lograr el objetivo de que la gente se atreva a ir a los estadios.



¿Cuál es el primer cambio que introduce esta iniciativa? La Ley sobre Violencia en los Estadios actualmente solo cubre los hechos que ocurren al interior del estadio o en sus inmediaciones, entendiéndose por tales hasta mil metros a la redonda. El resto de los hechos no quedan cubiertos. Pues bien, este proyecto incluye en esa normativa lo que se llaman “hechos conexos”. Es decir, se consideran no solo los actos que ocurren en el espectáculo en sí mismo, en el estadio, sino también aquellos que se producen en entrenamientos, animaciones previas, celebraciones, ventas de entradas, servicios de transporte público remunerado de pasajeros, desplazamientos de los equipos, de los asistentes, de los medios de comunicación, siempre que -este es el requisito- tengan como motivo o causa principal los espectáculos de fútbol profesional. Este era un vacío enorme en nuestra legislación.



Si en la Plaza Italia de Santiago o en las plazas de Concepción, de Temuco o de Antofagasta, a raíz de un partido de fútbol, se generan desmanes y desórdenes, hoy día esas conductas no quedan reguladas por la Ley sobre Violencia en los Estadios. Sin perjuicio de constituir delitos establecidos en la legislación común, al no estar incorporados esos hechos en la Ley sobre Violencia en los Estadios, no se podía aplicar una de las sanciones más duras: la prohibición para asistir a un espectáculo de fútbol profesional. Por lo tanto, agregar estos lugares conexos al espectáculo amplía los grados de aplicación y permite una mayor eficacia de la ley.



Lo mismo ocurre, señor Presidente, cuando las conductas se ejecutan en contra de quienes son parte del espectáculo, situaciones en las cuales muchas veces no se aplicaba la normativa. Por ejemplo, cuando las víctimas de acciones de violencia son jugadores, directores técnicos, miembros de los equipos técnicos, funcionarios administrativos, dirigentes del fútbol, periodistas, etcétera.



Y hago presente que también se encuentran incluidos los deportistas que participan en el espectáculo de fútbol profesional. Si bien de alguna manera -entre comillas- la jurisprudencia hoy día ha aplicado la ley en estos casos, la realidad es que nosotros precisamos que toda persona que participe en un hecho de violencia en los estadios quede incorporada a las posibilidades de aplicación de la Ley sobre Violencia en los Estadios.



Luego la iniciativa establece, en el artículo 2° que se incorpora a la ley vigente, un catálogo de derechos y deberes de los asistentes a los espectáculos de fútbol profesional -los señores Senadores podrán revisarlos-, en el cual se les otorgan derechos, pero también obligaciones. Y dentro de estas últimas está el “respetar las condiciones de ingreso y de permanencia, y no afectar o poner en peligro su propia seguridad, la del resto de los asistentes o del espectáculo en general.”.



Lo mencionado no es menor, porque es habitual ver que los partidos de fútbol no se pueden iniciar porque hay personas que están arriba de las rejas o de los bordes, en la parte superior de los estadios. Y, hasta ahora, esa conducta no recibía ningún tipo de sanción y, por lo tanto, esas personas quedaban en la total impunidad, hacían imposible que el partido se desarrollara y, finalmente, era perjudicada la inmensa mayoría de la gente que quería ir a un partido de fútbol con tranquilidad.



En consecuencia, se establece un catálogo de deberes y derechos que es muy importante que se tengan en cuenta para lograr que el espectáculo de fútbol profesional se desarrolle en forma correcta. Entre otros, por ejemplo, está el derecho de los espectadores a saber con tiempo cuáles son las medidas de seguridad, cómo se aplican; las zonas de evacuación y por dónde pueden tener ingresos preferentes, como veremos más adelante, etcétera.



También existen deberes y obligaciones de los organizadores, que se encuentran en el artículo 3° que se incorpora a la ley actual. Estos dicen relación con adoptar las medidas de seguridad, supervisar y garantizar el cumplimiento de la ley, organizar el espectáculo deportivo (no quiero entrar en detalles porque Sus Señorías podrán leerlo). Pero yo diría que la obligación más importante es la contenida en la letra d), que señala: “Entregar a la autoridad, a la mayor brevedad, todos los antecedentes que le sean requeridos, tales como grabaciones, listado de asistentes, registros contables contemplados en el artículo 10° de esta ley y aquella que da cuenta del monto de la recaudación por concepto de venta de entradas de cada espectáculo de futbol profesional, documentos de la organización, informes técnicos”, etcétera.



Aquí hay un punto esencial. Cuando se produce un espectáculo de fútbol profesional y existen grabaciones, la pregunta es: ¿los clubes estaban obligados a entregarlas de inmediato para poder identificar a quienes aparecen cometiendo los desmanes? No lo estaban. Con esta enmienda les asiste una obligación y su incumplimiento da origen a una drástica y dura sanción.



Se incorpora, señor Presidente, el derecho de admisión. Y, además, el derecho de admisión ampliado.



Los clubes de fútbol, como dispone la letra e) del artículo 3° que se incorpora, podrán ejercer el derecho de admisión -estará establecido con toda su descripción en el reglamento- respecto de las personas que infringen las condiciones de ingreso a un espectáculo de fútbol profesional o cuando existan motivos que justifiquen razonablemente la utilización de esta medida.



Este es el instrumento más importante que existe para impedir el ingreso de personas respecto de las cuales se sabe que provocan desmanes, desórdenes, pero cuya responsabilidad muchas veces es difícil de probar. Los clubes podrán impedir que entren a un espectáculo de fútbol profesional.



Pero, además, si un club incluye a esa persona en la nómina de quienes no pueden ingresar, no le será posible hacerlo no solo en los partidos de fútbol de ese equipo, sino que el impedimento se hará extensivo a todos los demás espectáculos de fútbol profesional, de manera de que no exista la situación absurda de que no pueda ingresar a un partido de dos equipos en Santiago, pero sí pueda hacerlo en la Quinta Región, donde comete los mismos desmanes. Por lo tanto, esa extensión, que se llama “admisión extendida”, ha sido una incorporación importante a esta normativa.



También algo muy pedido fue: “Establecer accesos preferenciales para espectadores que asistan con menores de edad, mujeres embarazadas, personas con situación de discapacidad y adultos mayores.”.



Señor Presidente, ¿me puede dar un poco más de tiempo, para terminar mi informe?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Cuánto necesita, más o menos, señor Senador?

El señor ESPINA.- Unos seis o siete minutos más, para que se sepa lo que vamos a votar, o si no, nos pronunciaremos en el aire.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Como es un informe, le vamos a dar cinco minutos más.

El señor ESPINA.- Luego, señor Presidente, hay una norma que resulta extraordinariamente relevante, incluida en el artículo 3° bis. Allí se establece la obligación para todas las personas que concurren a un espectáculo de fútbol profesional de entregar la información pertinente cuando esta es requerida por las policías o el Ministerio Público. Esto se aplica a quienes tengan grabaciones u otros antecedentes que permitan a los órganos mencionados determinar quiénes son autores de los hechos de violencia en los estadios.



Resulta habitual que haya filmaciones en medios de comunicación y que no se aporten para los efectos de probar un delito, o a veces no se requieren. Por lo tanto, se dispone la obligación de entregar esas grabaciones cuando lo requieran la policía o los fiscales.



Adicionalmente, se entienden incorporadas como las primeras diligencias que van a efectuar las policías. Por lo tanto, pueden requerirlas incluso sin necesidad de instrucción previa del fiscal competente. Y quien se niegue a entregar esta información será sancionado de acuerdo al artículo 269 bis del Código Penal, que es el delito de obstrucción a la investigación.



Se trata de una norma dura, pero es la única manera de contar con los antecedentes que permitan identificar a quienes cometen este tipo de desmanes.



Quiero agregar, entre las otras disposiciones destacadas, que los clubes tendrán la obligación -nuevo texto de la letra g) del artículo 5° de la ley actual- de contar con medios de grabación que tengan altos estándares de calidad para los efectos de que realmente puedan utilizarse durante el espectáculo de fútbol profesional con el fin de identificar a los autores de los desmanes.



Hoy día, lamentablemente, existen muchos casos en que las cámaras de televisión no son de calidad ni cuentan con las exigencias de altos estándares. Por lo tanto, cuando se requiere que con las grabaciones de estas cámaras se logre identificar a quien comete un desmán, la regla general es que ello no sirve como medio probatorio porque la imagen no tiene la calidad suficiente para identificar a la persona que lo realiza. En la letra g) del artículo 5° ello queda claramente establecido.



Luego, señor Presidente, hay normas que dicen relación con las facultades del Intendente.


El Intendente tendrá una serie de atribuciones y podrá aplicar sanciones cuando se trate de vulneraciones a ciertas obligaciones de los clubes y los organizadores del evento. Y esta autoridad, con multas mucho más altas que las existentes, podrá sancionar al club organizador o a quienes incurren en esas conductas, lo que da origen a una investigación. De esto se podrá apelar mediante un recurso de legalidad ante la corte de apelaciones respectiva. Pero por primera vez el Intendente contará con facultades para actuar y sancionar las conductas descritas en la ley.



En cuanto a faltas o delitos menores, se traspasa la competencia, que en muchos casos era de los fiscales, a los juzgados de policía local, porque se estimó que esto permitía lograr mayor agilidad en la tramitación de estas causas.



A la vez, se configura adecuadamente y se aumenta el plazo de la pena accesoria de prohibición de asistir a espectáculos deportivos de fútbol profesional, cuando se trate de personas condenadas por alguno de los delitos que señala la ley. Además, se transforma en un delito autónomo el caso de quienes sean reincidentes o infrinjan o quebranten la ley estando con una medida cautelar de prohibición de asistir a los estadios.



Así, se puede dar el caso de una persona que infringe la Ley sobre Violencia en los Estadios, luego comete un delito común, se le aplica una pena accesoria, la viola, no la cumple. Se da un aumento gradual de la pena, que puede llegar, en casos extremos, a la prohibición perpetua para ingresar a los estadios. Es decir, se considera un aumento progresivo de las sanciones.



También hay incremento de las penas -pueden verse en el artículo 10- aplicables a los dirigentes que hagan aportes a los hinchas. Como saben Sus Señorías, solo los clubes pueden efectuarlos; y, además, deben registrarlos.



Los delitos figuran en el artículo 12. Se ha establecido toda una graduación de la penalidad, particularmente en el caso de la reincidencia.



Y deseo referirme en forma especial a un tipo penal que incorporamos: el relacionado con la acción de personas que secuestran buses y los desvían de su recorrido, causando de este modo un grave problema. En muchas oportunidades ello ha significado que la gente no disponga de vehículos de locomoción colectiva para ir a los estadios a ver el fútbol profesional. Se establece, pues, una sanción durísima, que llega hasta los 15 años de cárcel, para quienes tomen un bus en forma ilegal, lo desvíen de su trayecto e incluso secuestren a quienes van en su interior y los asalten.



Sus Señorías pueden ver la descripción de aquel tipo penal en el texto que se somete a consideración de la Sala.



He dicho. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entonces, abriré la votación. Y, por supuesto, habrá derecho a fundamentar el voto.



Vamos a pronunciarnos sobre las normas aprobadas por unanimidad, incluidas las orgánicas constitucionales.



Ojalá que el debate se centre donde hubo votación de mayoría, con dos abstenciones; o sea, en el artículo 30, que se contiene en el numeral 22) (página 64 del comparado).



En votación.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Para fundamentar su voto, tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, durante los años 80 comenzaron a organizarse en Chile y en el resto de Sudamérica, especialmente en Argentina, las denominadas “barras bravas”, copia de los hooligans de Inglaterra, surgidos a inicios de aquella década en Londres, Manchester y Liverpool -entre otras ciudades de la Isla británica-, quienes eran fanáticos de distintos clubes de fútbol de la liga inglesa que protagonizaron innumerables actos de violencia fuera y dentro de los estadios, tanto en el Reino Unido como a lo largo del resto de Europa. Por ejemplo, la tragedia ocurrida en la Final de la Copa de Europa el 29 de mayo de 1985, disputada por Liverpool y Juventus en el estadio Haysel, de Bruselas, en que fallecieron 39 personas.


En Chile, a diferencia de los hooligans británicos, los hinchas comenzaron a organizarse en barras con el objetivo de alentar a su club, sin abanderizarse ni política ni religiosamente, dando origen en nuestro país, a fines de los 80 y comienzos de los 90, a un nuevo tipo de hinchada: las hoy llamadas “barras bravas”, que en muchas ocasiones surgieron bajo el amparo o el alero de los clubes más importantes, lo que cambiaría la realización de los partidos de fútbol, principalmente los de alta convocatoria, o denominados “clásicos”, y terminaría, lamentablemente, alejando de los estadios a la familia.


Nadie quiere ir con sus hijos a un estadio donde -lo vemos en la televisión- se agrede, se rompe, se quema, se lanzan botellas y, por último, a la salida -y por eso es importante este proyecto- se destrozan vehículos, se destruye la propiedad privada.



Un estudio de opinión de la Universidad Central y de la Radio Cooperativa hecho el año pasado indicó que 61,8 por ciento de los chilenos creen que la situación de violencia en los estadios del fútbol nacional ha empeorado durante los últimos 20 años, pese a las medidas implementadas tanto por el Gobierno cuanto por los clubes.



El objetivo de este proyecto es extender el ámbito de aplicación de la ley N° 19.327, conocida como “Ley de violencia en los estadios”, a todos los hechos conexos al fútbol profesional, tales como los entrenamientos, los desplazamientos y la venta de entradas. 



La idea es crear un registro, a cargo de la Subsecretaría de Prevención del Delito, que ha de contener una base de datos de las organizaciones deportivas del fútbol profesional, de los organizadores de espectáculos de este tipo, y consagrar un régimen sancionatorio efectivo contra las entidades antes mencionadas en caso de incumplimiento de las obligaciones que señala la ley, encomendándose a los intendentes la aplicación de las sanciones, las que serán susceptibles de reclamación ante la Corte de Apelaciones respectiva.


Por otra parte, se radica en los juzgados de policía local el conocimiento de las infracciones de ley cometidas por los asistentes a espectáculos del fútbol profesional.



Yo creo que esta iniciativa, señor Presidente, cumple el objetivo perseguido. La gente está esperando que se tomen medidas no solo legislativas sino también otras que impidan o limiten la violencia en los estadios.



A mi entender, el inicio de la legislación en esta materia por el Gobierno del Presidente Piñera ha sido potente, ha sido bueno. Sin embargo, hay cosas que deben mejorarse.



Por ejemplo, creo que este proyecto no aborda un aspecto en el que yo he sido recurrente: el de las ciudades donde equipos de fútbol grandes disputan encuentros de alta convocatoria.



En Atacama, por ejemplo, a 15 por ciento de los carabineros de la Región se los manda a los partidos de El Salvador. Eso significa una especie de subsidio de la seguridad para aquellos que organizan los espectáculos públicos, personas que obtienen de ellos ingresos económicos, mientras la señora Juanita se queda sin el policía que protege su sector poblacional, quien debe ir a resguardar tales espectáculos públicos.



Muchas veces he planteado este punto. He propuesto que los organizadores le paguen por la seguridad en los estadios a la Tesorería y que esta le efectúe rembolsos a Carabineros a los efectos de que recontrate a personal jubilado para que supla al personal asignado a aquel tipo de eventos y cubra los costos del combustible que se utiliza para movilizar carros policiales, del desplazamiento de caballos, en fin. Porque todo esto, en la práctica, significa desplegar elementos y funcionarios que deben ir a resguardar el desarrollo de partidos de fútbol mientras, a veces, en sectores poblacionales bastante difíciles la ciudadanía queda a merced de los delincuentes.



Está terminando mi tiempo, y...

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Su Señoría dispone de un minuto adicional.

El señor PROKURICA.- Muchas gracias. 



Señor Presidente, considero importante que las autoridades de Gobierno tomen cartas en el asunto, asuman su responsabilidad, pero también contrayendo compromisos que apunten a terminar de una vez por todas con los hechos de violencia que afectan al fútbol. 


Por eso, recomiendo nuevamente la idea de que los organizadores paguen, pero no solo por los espectáculos del fútbol, sino también por aquellos en que participan cantantes y artistas provenientes del extranjero, tanto más cuanto que media un beneficio económico a costa de personas muy modestas que, al distraerse a carabineros en el resguardo de tales eventos públicos, quedan expuestas al accionar de los delincuentes.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, tal como señaló el titular de la Comisión de Gobierno, en este órgano buscamos hacer un trabajo serio para brindarles a las familias la posibilidad de disfrutar con mucha tranquilidad de los espectáculos del fútbol.



Es por eso que, en una labor de gran dedicación, también con la participación de los representantes del Gobierno -el encargado del Plan Estadio Seguro y el Subsecretario de Prevención del Delito-, discutimos a fondo cada una de las enmiendas que se proponen a esta Sala y que esperamos les permitan a quienes asisten a los estadios disfrutar del deporte sin tener que estar preocupados por la seguridad y por si se cumplen o no los estándares de seguridad que todos esperamos.



Creo que uno de los aportes interesantes de esta iniciativa -ya lo decía el Senador Espina- es la ampliación de los efectos de la ley vigente a las acciones conexas a un espectáculo de fútbol.



Por lo tanto, uno ve que los hechos de violencia derivados de celebraciones, arengas o banderazos antes o después de un partido de fútbol serán cubiertos por la ley en proyecto.



Así, en el caso de quienes infrinjan la ley antes de un espectáculo de fútbol o después de él o de algún hecho conexo a un evento de tal índole la sanción va a ser que no podrán seguir yendo al estadio.



Creo que ese es un desincentivo muy importante a la utilización de la violencia para los hinchas que infringen la ley a propósito de un partido de fútbol. Todos esperamos que, si se les prohíbe asistir al estadio, controlen su comportamiento incluso fuera de él.



Considero muy relevante, asimismo, el establecimiento de normas especiales respecto al secuestro de buses cuando hay partidos de fútbol profesional. Esta conducta, que es recurrente, se encuentra entregada hoy a leyes comunes, y de ella no responden las personas ligadas a dicha actividad, por verificarse fuera de los estadios. De modo que, a nuestro juicio, en el proyecto hay un avance muy significativo sobre el particular.



Se consignan también -como se decía- catálogos de derechos y deberes tanto para quienes asisten a los espectáculos de fútbol cuanto para sus organizadores.



Asimismo, se establecen con mucha claridad las responsabilidades y las atribuciones de los intendentes tratándose de la organización de partidos de fútbol y de la mantención de la seguridad pública en torno a ellos.



Señor Presidente, estimamos que a través de la ley en proyecto, gracias a un trabajo conjunto, se está haciendo un aporte significativo a la erradicación de las peores prácticas asociadas al mundo del fútbol y, por lo tanto, a la búsqueda de tranquilidad en nuestros estadios, en la medida que se indican con nitidez las conductas que se aguardan de los participantes, de las entidades y de las personas que intervienen tanto en la organización como en el desarrollo de ese tipo de espectáculos.



Esperamos que este sea además un paso relevante para otros proyectos de ley que el Gobierno anunció, como el atinente a la organización de espectáculos masivos, materia en la que nos falta por avanzar.



Agradezco la participación tanto del Presidente como de los demás miembros de la Comisión y de los representantes del Ejecutivo. Y hago especial mención de los asesores legislativos que nos ayudaron en este proyecto. A decir verdad, hubo un trabajo muy importante de todos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, los estadios son espacios recreativos o deportivos donde se reúnen hasta entre 60 mil y 70 mil personas y en que se generan elementos que muchas veces pueden poner en grave riesgo la seguridad y la integridad física de los asistentes.



A lo largo de varios años hemos visto la proliferación de hechos de violencia, en algunos casos amparados por la dirigencia -antiguamente sobre todo-, y también, malas prácticas que legitimaron por vía legislativa la existencia de las denominadas “barras”.



Ha habido sucesivas modificaciones a la Ley de Violencia en los Estadios como marco normativo. Pero el problema de fondo tiene que ver más bien con un comportamiento cultural. Por un lado, de aquellos que asisten a los espectáculos deportivos y causan violencia e incluso hechos delictuales. Y también, de la dirigencia deportiva, que mantiene con un grupo minoritario, pero excesivamente riesgoso, cierta relación de connivencia: en algunos casos, explícita, y en otros, más escondida. Sin embargo, existe relación: porque muchos son socios, y como tales tienen derecho a voto; y como tienen derecho a voto, condicionan la permanencia o no de ciertos dirigentes, o al menos pueden generar problemas desde el punto de vista comunicacional.



Considero un buen avance modificar la Ley de Violencia en los Estadios. Empero, me permito hacer algunas observaciones, para que consten en la discusión de esta iniciativa.



Primero, el proyecto nuevamente circunscribe el ámbito de aplicación de la ley a los espectáculos de fútbol profesional, es decir, solo a la Primera A y la Primera B. Deja fuera todos los otros espectáculos, lo que es de absoluta lógica, porque no hay capacidad para cubrirlos. Pero (para que tengamos claridad) tampoco se va a aplicar a los partidos de tenis, ni a las copas internacionales de esta disciplina.



En segundo lugar, establece ciertos ámbitos de aplicación. Y dice primero que la ley se aplica a cualquier persona. Me parece adecuado; está bien que ella sea genérica.



Luego habla del transporte público remunerado de pasajeros y desplazamientos de los equipos, de los asistentes, de los medios de comunicación y otros intervinientes “a los recintos deportivos”. O sea, del trayecto “al ingreso” a ellos. Pero nada dice del trayecto “desde” los recintos deportivos finalizado el espectáculo, situación que puede generar, para la aplicación de la ley, una complicación práctica: que queden cubiertas todas las personas, si son agredidas, cuando van al estadio, pero no cuando salen de él.



¡Cuidado con eso!



En seguida, se impone un conjunto de obligaciones.



El artículo 3° habla de los deberes e individualiza a tres grupos: los organizadores, las asociaciones y los dirigentes de fútbol profesional. Es decir, ellos son el sujeto pasivo de la norma, los que están obligados.



Pero sucede que en la letra b) del artículo 3° se los obliga a “Supervisar y garantizar el cumplimiento de la ley, su reglamento...”. Me da la impresión de que la Comisión quiso tener en vista más bien la obligación de garantizar el cumplimiento. Pero otorgarles a organizadores, asociaciones y dirigentes la facultad de supervisar no me parece adecuado, toda vez que se está otorgando una competencia a una entidad privada, y en algún caso, incluso a personas naturales.



A continuación, en la letra d) del mismo artículo 3° se consigna la obligación de entregar a la autoridad “a la mayor brevedad” un conjunto de elementos, entre los cuales figuran las grabaciones. Pero “a la mayor brevedad” es algo indeterminado. Podría ser, según el organizador del espectáculo, 24, 48, 72 horas después. Quizás, de pronto la autoridad policial, o incluso el fiscal, puede requerirla dentro de las 4 o 5 horas siguientes, y  habría sido mejor establecerlo así.



Tal situación se repite en el artículo 3° bis.



Más adelante se establece que la negativa injustificada a entregar a las policías o al Ministerio Público la información requerida da origen a la sanción dispuesta en el artículo 269 bis del Código Penal: 61 a 540 días de reclusión. Parece adecuado. Pero sería bueno también que esas personas quedaran sujetas a una pena accesoria; por ejemplo, la de inhabilidad para ejercer cargos en la dirigencia del fútbol, que es lo que finalmente les duele a los dirigentes.



Así por ejemplo…



Se acabó mi tiempo. Sería todo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Dispone de un minuto adicional, señor Senador.

El señor LAGOS.- Dele más, señor Presidente: está entretenido.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, así como para los aficionados a los espectáculos de fútbol significa una humillación la sanción de no poder asistir a los estadios, para los dirigentes deportivos un agravio quizá más importante que una pena de presidio que el juez no aplicará sería la inhabilidad para ejercer cargos de tal índole.



En consecuencia, creo que por ahí podría haber una solución.



Me llama asimismo la atención un aspecto relacionado con las facultades del intendente.



Se dice, por primera vez, “el intendente, o quien lo represente”. A mi juicio, debió haberse establecido una disminución de la amplitud de “quien lo represente”. Porque podría ser un funcionario a honorarios, quien no tiene ningún tipo de responsabilidad.



¡Cuidado con eso!



Yo más bien soy partidario de circunscribir la situación a un ente de carácter nacional -Ministerio del Interior, Subsecretaría de Prevención del Delito- desde donde se obtenga un criterio uniforme para todo el país. Porque no resulta adecuado que en una parte haya un criterio y en otra uno totalmente distinto.



Y llego hasta aquí, señor Presidente, pues concluyó mi tiempo una vez más.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Así es el Reglamento, señor Senador. Pero después, cuando vayamos al artículo 30, podrá hablar nuevamente.



Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, a mí me sirvió muchísimo escuchar a los Senadores Espina y Harboe. Pero, si fuera posible, quisiera oír a la autoridad gubernativa -el Subsecretario de Prevención del Delito o la persona encargada del Plan Estadio Seguro, quienes están en la Sala- para que de manera pedagógica, didáctica, explicara cuáles son los tres o cuatro factores de la presente propuesta que supuestamente la singularizarán respecto de lo legislado en el pasado.



Si se conversa con personas que, o van al estadio, o ya no lo hacen, la percepción es que puede estar todo muy bien regulado, pero sin sanciones, o que si estas existen, no se respetan.



Más allá de la discusión en detalle, en consecuencia, por lo menos al Senador que habla le gustaría, desde el punto de vista comunicacional, escuchar cuáles son los aspectos que hacen “la” diferencia con relación a lo dispuesto en la materia en los últimos quince años y que, a todas luces, no ha dado resultado. No sé si ello es posible en este minuto o después de que el resto de mis colegas haya usado de la palabra.



Insisto en que no pido ir artículo por artículo. Quisiera que se precisara cuáles son los elementos centrales para establecer una distinción con lo hecho en el pasado -si son los delitos conexos; si es la sanción- y que tal vez generen un cambio en lo visto hasta el día de hoy.



Muchas gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, después de más de veinte años de vigencia de la ley N° 19.327, sobre violencia en los estadios, estamos aprobando una nueva modificación de ese cuerpo legal, el que pasará a denominarse “de derechos y deberes en los espectáculos de fútbol profesional”.



Tal como se ha expuesto en la Sala, los principales actores regulados son, por una parte, los organizadores de los eventos deportivos, y por la otra, los espectadores.



Sobre los primeros recae la obligación de brindar un programa en condiciones de seguridad, para lo cual deberán contar con los recursos que indique la autoridad, en cuanto a guardias, cámaras de vigilancia y otros medios. Como contrapartida, tendrán el derecho de admisión, es decir, podrán impedir el acceso de personas indicadas en un registro que hayan participado en hechos de violencia en los estadios, y estarán facultados para controlar la identidad y las pertenencias de los asistentes.



En lo relativo a los espectadores, al tiempo que se les reconocen diversos derechos, como garantizarles que el recinto cuente con las medidas de seguridad pertinentes, también se especifican las obligaciones correspondientes, la primera de las cuales será guardar un comportamiento adecuado y respetar las condiciones de ingreso y permanencia.



Se han dado a conocer también las facultades de las autoridades, de los clubes y de los dirigentes. Las entidades deportivas no podrán argumentar la falta de herramientas para controlar a los vándalos o la circunstancia de ser superadas por los barristas.



La situación que se vive en los estadios, en general, es muy diferente de la que existía cuando comenzó a regir la ley para la prevención y sanción de la violencia hace más de dos décadas. La mayoría de los clubes han asumido su responsabilidad, como organizadores, en la seguridad de los eventos, liberando de la carga, en parte, a la fuerza pública. Asimismo, los recintos presentan hoy otro estándar en cuanto a infraestructura y equipamiento.



Sin embargo, mucha gente aún no se siente con la tranquilidad suficiente para asistir. Para enfrentar tal realidad, estamos aprobando los cambios en examen, y estoy seguro de que progresivamente mejorarán las condiciones de resguardo en que se desarrollan los partidos del fútbol profesional, particularmente los de más alta convocatoria.



Por cierto, la convivencia y el respeto no son valores que se impongan solo con medidas punitivas. La autoridad y los clubes efectúan hoy una labor de prevención, de educación y de comunicación que es preciso profundizar. Pero asimismo tenemos que poner nuestra atención en posibilidades distintas, probablemente de más largo plazo, dirigidas a que la actuación de las entidades sea más inclusiva de todos sus socios y seguidores.



Los partidos de fútbol no solo son encuentros deportivos, sino también instancias de integración social, donde personas y familias de distintos barrios pueden compartir. No es posible que, para la enorme mayoría, tan importante actividad se haya transformado solo en un espectáculo televisivo. De esta manera, una experiencia colectiva se ha transformado en individual.



Los anteriores son los signos de un fenómeno más de fondo, que se halla detrás de los índices de depresión, de desconfianza y de inseguridad que afectan a los chilenos. Estoy convencido de que eso se puede revertir con políticas innovadoras y la participación de los sectores público y privado.



Un ejemplo de ello es el reciente maratón de Santiago. En pocos años se ha pasado de individuos aislados corriendo en plazas y parques a un fenómeno masivo, de millares de personas, de todas las edades, tomándose las calles.



De igual modo, se requiere abordar legislativamente otras materias relacionadas, como la normativa acerca de la seguridad privada, sobre la cual existe un proyecto de ley que el Ejecutivo se ha comprometido a revisar. Es sabido que se trata de un sector que ha registrado un crecimiento explosivo, pero no satisface los estándares de calidad y confianza requeridos.



Por otra parte, es necesario regular los eventos masivos, en general, y no solo los partidos de fútbol profesional, tal cual nuevamente ha quedado en evidencia después de la muerte de cuatro personas en un concierto de rock en Santiago.



Estoy seguro de que, con medidas acertadas y un marco normativo estricto, pero también con políticas de integración y promoción, las familias retornarán a los estadios y los partidos volverán a ser una fiesta popular donde los chilenos podamos encontrarnos y disfrutar convocados por el deporte.



He dicho.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sí, Su Señoría.

El señor ESPINA.- ¿Se trata de la votación del proyecto completo?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El pronunciamiento dice relación con lo aprobado por unanimidad en las Comisiones, incluidas las normas de rango orgánico constitucional.



Después nos ocuparemos en el artículo 30, que registró votación de mayoría, con dos abstenciones.

El señor ESPINA.- Pido la palabra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Quiere fundamentar el voto, señor Senador?

El señor ESPINA.- Deseo hacer una precisión.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quisiera contestar rápidamente, para la historia fidedigna de la ley, algunas de las inquietudes del Honorable señor Lagos -lamentablemente no se encuentra en la Sala-, ya que no le formularé ninguna crítica a este último. Solo deseo exponer que mi colega ha hecho un requerimiento para que le mencionemos cuáles son los cambios sustanciales en la normativa y que, habiéndome preparado para exponerlos resumidamente, como en un intento por ser un buen alumno, no se encuentra presente cuando pido la palabra. He consignado que no le dirijo un reparo, entonces, porque probablemente está trabajando en alguna Comisión o realizando alguna labor legislativa por su Región.



Simplemente quisiera precisar lo siguiente.



Si me preguntaran a mí, por lo menos, cuáles son los cambios relevantes que efectuamos en la Comisión, respondería que el primero de ellos -y el más importante- es que la ley sobre violencia en los estadios se aplica hoy exclusivamente a los hechos que ocurren en el interior, es decir, en el recinto mismo, en la cancha y en las galerías, así como en las inmediaciones, y que ahora se extenderá a cualquier lugar en que se realice una actividad con motivo de un espectáculo de fútbol profesional: un entrenamiento, celebraciones en las plazas, en fin.



¿Cuál es la diferencia? Ella se encuentra en la medida accesoria de prohibición de ingreso a los estadios. Por ejemplo, si una persona comete todo tipo de desmanes en una plaza, quiebra vidrios y destruye la propiedad pública o privada, será objeto de la pena que le corresponde, de acuerdo con la ley, pero no es posible afectarla con esa otra sanción. Y la experiencia en diferentes países es que la prohibición del ingreso a un espectáculo de fútbol profesional o a todos los partidos que el juez determine es un castigo durísimo.



En segundo lugar se encuentra el llamado “derecho de admisión”, otro aspecto clave. Los clubes no lo tienen regulado hoy día. Significa que es posible para ellos determinar: “Usted no puede entrar al estadio”. Y eso, sobre la base de una razón fundada.



Porque todo el mundo sabe quiénes son los promotores, los organizadores de los hechos de violencia; pero muchas veces es algo que no se puede probar, pues la grabación no ha sido exacta, por citar un caso. Entonces, la persona sigue cometiendo todo tipo de tropelías. Por supuesto, podría reclamar que es objeto de una acción discriminatoria.



Mas las entidades tienen la posibilidad de disponer el impedimento si media un motivo. Y ello no solo dice relación con un partido de fútbol profesional en particular, sino con todos, porque la medida es solidaria.



Tercero, para la prueba se requieren grabaciones, y los aparatos son de mala calidad en los partidos de fútbol. Ello se advierte cuando se necesita ver al tipo que tira piedras, al que provoca desmanes, al que saca un cuchillo. Entonces, en el reglamento se va a establecer la obligación de la calidad de la prueba para comprobar el delito. Y eso es fundamental, porque hoy día no tenemos cómo hacerlo. Será necesario que las cámaras realmente cubran todo el estadio y el perímetro, porque muchos de los hechos se cometen fuera del recinto.



Por lo tanto, hay ahí otro avance muy importante.



A requerimiento de carabineros y de fiscales, toda persona que tenga en su poder una grabación o pruebas de un hecho de violencia estará obligada a entregarlas a la autoridad. Es un deber que no existe hoy. Y si no lo hace, podrá ser acusada de obstrucción a la justicia.



Este es un avance gigantesco. Nos pone a la altura de la legislación más moderna para lograr medios probatorios, que es la dificultad que enfrentamos.



Y se tipifica un ilícito de enorme importancia, que no solo afecta a quienes van al fútbol, sino también a la ciudadanía, en general, en el sentido de castigarse expresamente a los que, con motivo de un partido, integran grupos de vándalos que se toman los microbuses y los desvían de su recorrido -por eso, estos no circulan los días en que tienen lugar los encuentros relevantes-, y roban a los pasajeros. A los autores finalmente no se les ha aplicado ninguna sanción, ya que la única posibilidad es la Ley de Seguridad del Estado.



Se establece una pena de cinco a quince años de cárcel para quienes incurran en la acción descrita, salvo que el delito que cometan merezca una mayor.



En el tiempo asignado a mi intervención he podido explicar distintas medidas claras, precisas y concretas que ayudarán a prevenir y sancionar los hechos de violencia en el fútbol profesional.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy didáctica su explicación, señor Senador.



Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, lo primero que cabe preguntarse, encontrándose presente el Subsecretario de Prevención del Delito, es por qué en esta ocasión no se estableció un marco general.



Tengo en mis manos el proyecto de ley que presenté en 2004 con el actual Senador señor Espina, cuando ambos éramos Diputados, texto que contenía una definición más amplia: “se entiende por espectáculo público masivo, la función o diversión pública, sea de carácter deportivo, artístico, cultural, u otra especie, celebrado en un recinto calificado, que congrega gente para presenciarla.”.


¿Por qué se contempla solo el caso del fútbol profesional? ¿Por qué no también los conciertos de música? ¿Por qué no los partidos de tenis, en circunstancias de que asimismo han originado episodios graves? O sea, únicamente sobre la primera actividad recaería el estigma de dar lugar a situaciones que pudieran ser calificadas como delitos.



Hay estadios para otros deportes, como el hockey en patines. Si los hechos ocurren en un espectáculo como este último y se registran conductas similares, sea de extranjeros o de nacionales, se argumentará que la ley aprobada por el Congreso hace referencia exclusivamente al fútbol profesional, de modo que lo sucedido, a pesar de presentar las mismas características de público y de deportistas, no recibirá sanción alguna.



Estimo que ello solo obedece a la “prisión” y el “secuestro” de lo que fue la primera ley sobre violencia en los estadios. Recuerdo que un partido -no sé si era un clásico de Universidad de Chile y Colo Colo- al que asistió el Presidente Frei y en que se quemaron butacas constituyó un punto de quiebre.

El señor COLOMA.- Y cabe tener presente lo acontecido en el Movistar Arena.

El señor NAVARRO.- Eso dice relación con un encuentro de tenis, cuando se arrojaron sillas.



En el presente trámite ya no es posible tratar el punto que menciono. Será preciso considerarlo en la Cámara de Diputados.



Creo que, con la misma asignación de responsabilidades, de deberes, de derechos, cabe una ampliación a eventos como los que he señalado. Así lo determinaba el proyecto de ley al que aludí, en tramitación en 2007 y en 2009 (boletín N° 3629-07), tendiente a establecer la prevención y sanción de la violencia en espectáculos públicos masivos. Ese era el concepto.



Ahí incluíamos la necesidad del alcotest.



En la iniciativa que nos ocupa se entrega la potestad del acceso -y ello es un tanto discrecional- al organizador. Es decir, el ingreso se puede negar. En la medida en que la entidad superior del fútbol tendrá como deber elaborar una regulación, se podrán provocar muchas situaciones incómodas, porque será ella misma la que la ponga en práctica. No hay un tercero que pueda mediar al cometerse un acto discrecional.



Juzgo que la cuestión tiene que estar sujeta a una entidad mayor. El derecho de decir: “Tú no puedes entrar, porque vistes de tal o cual forma, o porque te has comportado de tal o cual manera”, ha de corresponder a un organismo distinto del que aplique la normativa.



Surge la pregunta en cuanto a la posibilidad de un seguro. Todos hemos ido en familia al estadio, lo que ha dejado de ocurrir por la falta de seguridad. La única manera de que el grupo familiar vuelva -y me refiero no solo al caso del fútbol, sino también al de los demás deportes- es a través de un instrumento de esa índole.



Con ocasión del proyecto de ley, conversamos con un conjunto de empresas aseguradoras, y la verdad es que había una fórmula. O sea, el seguro era factible. Los accidentes al interior de los recintos no solo pueden ser producto de acciones que digan relación con el espectáculo: también pueden obedecer a fuerza mayor, a un factor de carácter personal.



Conviene recordar lo que ocurre en el transporte público, donde la persona sube y se halla protegida por un seguro.



Todo apunta a la necesidad de devolver la confianza cuando se va a un espectáculo deportivo y eventualmente se sufre algún daño. Los números dan de todas maneras para este efecto, con entradas que pueden costar hasta 60 mil pesos y con 20 mil, 30 mil, 40 mil espectadores. Y si se trata de Estadio Seguro, las primas deberían ser menores. O sea, a mayor seguridad, menor costo de ellas.



Mas la pregunta es quién paga si se sufre un accidente al caer una baranda o producto de una situación en el recinto o de la acción de un tercero.



A mi juicio, un espectador tiene que contar con la mayor seguridad para su persona y su familia, a fin de poder recuperar el encanto y la magia del fútbol, los que se disfrutaban con ella. No se trata únicamente de saltar en el tablón.



En tal sentido, creo que el proyecto podría recoger estas observaciones.



Presentamos una debilidad en el procedimiento. A veces no revisamos esfuerzos hechos de manera sostenida.



Por último, en el ámbito de las definiciones, hace falta la que determine en forma clara el rol de los dirigentes. Estimo que su responsabilidad resulta un poco difusa -el tiempo se me acaba- y que tiene que ser de carácter diferenciado para ellos, para los organizadores y para los partícipes.



Y es necesario garantizar la aplicación de las penas. Porque si tiene lugar una infracción, la pregunta es a quién se denuncia cuando la responsabilidad es del organizador. No va haber una autodenuncia.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las proposiciones acordadas por unanimidad en las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que 38 señores Senadores se pronuncian a favor.


Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Gobierno acordó enmiendas unánimes en relación con el artículo 30, pero la Comisión de Hacienda las aprobó solo por mayoría de votos, habiéndose pronunciado a favor los Honorables señores Lagos, Montes y Zaldívar, y absteniéndose los Senadores señores Coloma y García.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión la proposición sobre el artículo 30.



Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, a mí me gustaría explicar el significado de la abstención y hacer una reflexión acerca de la materia -porque, obviamente, se trata de algo transversal-, para ver si se puede modificar, si le parece a la Sala, el sentido de la disposición.



El artículo 30 expresa: “Para la adecuada aplicación de la presente ley, los derechos que consagra y deberes que ella impone, así como las sanciones que consigna, deberá configurarse un registro de la ley N°19.327 a cargo de la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que contendrá una base de datos de las organizaciones deportivas de fútbol profesional; los organizadores de espectáculos regidos por la presente ley; las asociaciones y los clubes de fútbol profesional, sus dirigentes y representantes legales; de los seguros o cauciones establecidos en el artículo 6°, letra b);” -todo ello resulta sumamente razonable, pero aquí viene el punto al que deseo hacer referencia- “de asistentes”. ¿A dónde? A espectáculos deportivos. 



Entonces, señor Presidente -sé que usted es deportista y le gusta ir a los estadios-, quiero reflexionar en un sentido conceptual, funcional y práctico. 



Conceptualmente, ¡qué quiere que le diga! De ahora en adelante, en virtud de esta ley -sé que en la actualidad existe un principio al respecto- toda persona que vaya al estadio deberá quedar registrada. Y me refiero a cualquier partido, no solo a los de alta peligrosidad. Sea que se juegue un partido de Primera División, de Primera B o de Segunda División, deberá elaborarse y mantenerse un registro con la identidad de todos los asistentes.



Lo anterior afecta el sentido de libertad de las personas para hacer las cosas conforme a un criterio de buen entendedor. Pero asumo que, de ser necesario, para evitar la violencia, si el registro fuera para aquellos que están impedidos de ingresar a los estadios, me parecería razonable. 



¿Qué encuentro razonable? Que a uno, después de mostrar su carné de identidad, le digan que no está dentro de las personas con prohibición de entrar a un estadio y, por lo tanto, puede ingresar a ese recinto deportivo. 



Esto, aunque ya es un poquito más agresivo, porque obliga a todo el mundo a ir al estadio con carné de identidad, me parece razonable, pero para los efectos de no ser de aquellos que están impedidos de ingresar a un recinto deportivo. No entiendo, señor Presidente -y pido perdón por mi ignorancia-, el sentido de un registro de otra naturaleza. Habría un registro para cada partido: 60 mil personas en el Estadio Nacional, 400 personas en cualquier otra ciudad del país. 



Yo puedo entender que a alguien le impidan entrar al estadio, pero no entiendo para qué se llevaría ese registro. La Corte Suprema, además -según me dijeron-, obligó a que se tomaran algunos resguardos en cuanto a su difusión. Pero -perdónenme que lo diga- yo no sé para qué serviría. ¿Para que me vendan camisetas de mi equipo? ¿Para que sepan con quién voy al estadio o cuándo voy? 



No entiendo la filosofía de la existencia de un registro. A lo mejor -voy a usar una expresión que he usado acá otras veces-, sería como el “Gran Hermano”, que desde arriba ve todo lo que uno hace, incluso si va o no al estadio. 



Por último, señor Presidente, también me complica la funcionalidad de lo propuesto.



Yo entendería la situación -se lo dije al Subsecretario y a su asesor, quienes han sido muy amables en darnos las explicaciones del caso- tratándose de un partido de alto riesgo, para las cámaras, pero no para cualquier encuentro de fútbol. Acabo de hablar con la gente de la Región que represento, quienes me han dicho que allí solo hay una máquina para el sector de tribunas, pero no para las otras áreas, donde, como hoy existe cierta obligación al respecto, se lleva un registro a mano, lo cual, obviamente, genera la molestia de las personas que deben ingresarse a la lista. Y en otras partes lisa y llanamente esto no se hace. 



Sin embargo, la nueva ley obliga a que en 60 días tenga que haber un registro de todos los asistentes a los estadios, en todos los partidos de fútbol, de todas las divisiones: Primera, Primera B y Segunda. 



Creo que es una exageración, señor Presidente. Por eso planteo el punto.



La pregunta es: ¿resulta necesario tener un registro de todos los asistentes a todos los partidos? Mi impresión es que la gente puede entrar o no si es que está autorizada o no, pero -lo reitero una vez más- no le veo sentido al registro, máxime si será exigido en todas las competiciones deportivas. 



De ahí viene nuestra objeción, no en el ánimo de generar un conflicto. Yo estoy muy de acuerdo con el resto del proyecto; hago fe de que resulte; hay gente muy preparada, pero aquí tenemos un problema que puede transformarse en un obstáculo para el funcionamiento social. 



Por eso, con el Senador García hemos querido abrir este debate, porque necesitamos saber si realmente el registro es indispensable, o si el tema puede ser resuelto de una manera distinta. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ha terminado su tiempo, señor Senador. 



Le doy un minuto adicional. 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, esta legislación también  tiene por objeto facilitar la vida de la gente. 



Yo voy al estadio con mis hijos y no siempre ellos llevan su carné de identidad. A partir de ahora entiendo que lo tendrán que hacer. Pero no entiendo un historial deportivo sobre cuántas veces uno va al estadio; a qué recintos concurre; si va a galería, tribuna o andes; si va a ver los partidos de “la U”, Colo-Colo, la Católica, Rangers o Curicó. Sí entiendo que no puedan ingresar quienes tienen prohibición de hacerlo, los sancionados. Pero para eso simplemente basta con acreditar que uno no es de esas personas. 



Sin embargo, no sé por qué el artículo 30 genera un megarregistro. Seguramente va a ser el registro más grande de Chile: habrá que registrar entre 200 mil y 250 mil personas a la semana. 



Por eso, pido reflexionar acerca de si es necesaria dicha medida, o si el objetivo que se persigue se puede alcanzar de una manera distinta, señor Presidente. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Gracias, señor Senador.



 ¿Hincha de Rangers o de Curicó Unido?

El señor COLOMA.- ¡De los dos!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿De “la U” no, verdad? 

El señor COLOMA.- No, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Bien. 



Le ofrezco la palabra al Senador señor Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, creo que lo expuesto por el Senador Coloma tiene cierto sentido. Y lo que plantea, luego de conversar con las autoridades de Gobierno, puede solucionarse de dos formas: una, la más sencilla, es eliminar la expresión “de asistentes”, dejando la norma solo para los otros casos que señala; y la otra es establecer que se trata de los asistentes a los partidos que determine el reglamento, o sea, los de alta conflictividad. 



Creo que cualquiera de los dos caminos elimina las observaciones manifestadas, que a mi juicio tienen bastante fundamento.



Entonces, le propondría a la Sala que la norma -redactada por Secretaría- dijera algo así como: “de asistentes a los partidos que determine el reglamento”. 



¿No sé si acaso habría acuerdo sobre el particular?

El señor COLOMA.- Es mucho mejor esa fórmula.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García. 

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en el mismo sentido expresado por el Senador Coloma, quiero señalar que en la Comisión de Hacienda nos abstuvimos, básicamente porque faltaba precisar, tal vez, cómo iba a funcionar el registro de asistentes.



Quizás se podría pasar la cédula de identidad por alguna máquina que permitiera ir dejando registro de la asistencia al estadio, pero tiendo a pensar que la tecnología todavía no hace posible aquello, que prácticamente sería el único modo en que resultaría fácil, expedito, poder tener, espectáculo a espectáculo, partido a partido, un registro de esa naturaleza. De otra manera, cuando asistieran 40 mil, 30 mil, 20 mil personas, ¿cómo se podría tener un registro de los hinchas que concurren al estadio en determinado día y a determinada hora?



Además, incluso si eso fuera tecnológicamente posible de llevar a cabo, pensemos por algunos minutos en las enormes filas que se formarían y el tiempo de anticipación con que los hinchas deberían llegar a los recintos. 



Nosotros, en realidad, le vemos bastantes problemas prácticos a la implementación de la medida. No es lo mismo un registro de asistentes como el que menciona el artículo 30 que una verificación de identidad en que selectivamente se pide mostrar el carné de identidad y que probablemente permite ir sacando del público -antes de que entre al estadio, obviamente- a aquellas personas que aparecen en la nómina de individuos con prohibición de ingresar a recintos deportivos. Esto último se hace de manera selectiva, mediante controles.



Lo otro no se entiende. Por lo menos nosotros, a pesar de las consultas que hicimos y de la buena voluntad tanto del Subsecretario como del encargado del plan Estadio Seguro, no logramos hacernos una idea de cómo podría funcionar el sistema, de tal forma que además no resultara molesto para los hinchas, que no resultara una cosa burocrática, que no significara un empleo de tiempo excesivo, porque, al final, aquí se trata, por supuesto, de un espectáculo. Debe haber todas las garantías de seguridad, pero pensando siempre que se trata de un espectáculo, ojalá familiar, con medidas que no hagan que ya solo cruzar las barreras del estadio se transforme en algo muy burocrático y molesto.



Creo, señor Presidente -y veo al Senador Espina que está en la Mesa-, que tal vez sea necesario precisar mejor el registro de asistentes que se está incorporando mediante el artículo 30.



Muchas gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy bien.



Se está preparando una indicación en la cual está participando el Senador Espina, la que, por supuesto, requiere la unanimidad de la Sala.



Se está redactando bajo una fórmula que, básicamente, recoge lo expresado por el Senador Zaldívar en términos de referirse a los “asistentes a los partidos que determine el reglamento”.



Voy a darle la palabra al señor Secretario para que nos informe qué dice exactamente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La indicación que se está proponiendo para ser considerada por la Sala tiene por objeto agregar, en el artículo 30, un nuevo inciso segundo -o sea, vendría antes de aquel que comienza con “Se aplicará”-, del siguiente tenor: “La nómina de los asistentes se requerirá en aquellos partidos indicados en el reglamento”.

El señor HARBOE.- ¿Cómo es eso?



¿En qué página figura, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entiendo que Su Señoría pregunta por el sentido de la modificación.



En todo caso, estamos en la página 65 del comparado.



Tenemos dos alternativas. Una corresponde a la indicación que están proponiendo el Senador Espina y otros Honorables colegas, recogiendo lo que acá se ha planteado. Y la otra es mantener la parte final del inciso primero que la Comisión de Gobierno sugiere eliminar y que dice: “Corresponderá al reglamento de la presente ley fijar las condiciones, contenidos, modalidades y responsables del registro mencionado, así como del procedimiento y de los habilitados para acceder a dicha información”.



Repito: una alternativa es no eliminar esta parte final, y la otra es aceptar la propuesta del Senador Espina, a quien le pido que nos ilustre respecto del sentido de su indicación, que recoge lo planteado por los Senadores Zaldívar, Coloma y otros que han intervenido sobre el punto.



Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, aclaro que no es “mi” indicación, porque también está firmada por los Honorables señores Coloma -que planteó el tema-, Zaldívar y García, quien incluso la redactó.



Efectivamente, aquí hay dos caminos. 



Yo le pediría, señor Presidente que le ofreciera la palabra al señor Subsecretario, o a don José Roa, que es quien conoce de manera más fina el proyecto, por lo siguiente.



Me parece válida la aprensión del Senador Coloma en el sentido de que no en todos los partidos de fútbol existe una máquina para llevar un registro. La ley actualmente impone esta obligación -quiero decirlo-, pero no se cumple en todos los lugares.



Si hoy usted va al Estadio Nacional, o al Estadio Elías Figueroa, en Playa Ancha, al ingresar al recinto le piden su carné de identidad -sea de quien sea- y una máquina deja registrados su nombre y demás datos.



¿Cuál es la finalidad? Una muy simple: percatarse de quiénes están impedidos de ingresar a los estadios.



Sin embargo, la Subsecretaría y Estadio Seguro requieren saber exactamente, en determinados partidos, quiénes van a cada sector, con el objeto de conocer si hay personas que están infringiendo la norma. Se necesita estar al tanto de cómo se ubican los hinchas y una serie de informaciones que alguna de las autoridades presentes puede detallar.



Nosotros hemos formulado una indicación sobre la materia, pero existen dos caminos: o se elimina la norma, de modo que no haya registro de asistentes, o bien este queda entregado a lo que establezca el reglamento -es lo que estamos planteando nosotros-, para los partidos “de alta complejidad”, por llamarlos de alguna manera, que son los de nivel A o B.



El problema con su sugerencia, señor Presidente, en cuanto a mantener la parte final del inciso primero -cuya supresión plantea la Comisión de Gobierno- es que aborda materias de ley. Por eso nosotros votamos en contra de la oración que parte diciendo “Corresponderá al reglamento de la presente ley fijar” una serie de aspectos relacionados con el registro que deben estar regulados en la ley.



Tal es la razón por la cual varios señores Senadores hemos presentado una indicación.



Sin embargo, creo que la situación debe ser aclarada definitivamente por el señor Subsecretario o por don José Roa, Director de Estadio Seguro.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ofrezco la palabra al Subsecretario de Prevención del Delito, don Antonio Frey.

El señor FREY (Subsecretario de Prevención del Delito).- Señor Presidente, solo deseo expresar que comparto las opiniones de los distintos Senadores.



Evidentemente, esta norma, y la palabra “asistente”, tienen que ver con la posibilidad de segregar en partidos de mayor complejidad. Por tanto, para ser muy escueto y preciso, la solución dada por los Senadores en cuanto a que el registro quede remitido a los partidos que establezca el reglamento nos parece absolutamente adecuada.



Respecto al registro, en general, debo decir que se trata de un sistema de sanciones efectivas y que estamos teniendo un régimen para los hinchas en los hechos conexos, independientemente de los partidos y del lugar y tiempo donde aquellos ocurren. Pongo el ejemplo de lo que sucedió para el partido Chile-España, donde esta normativa habría permitido aplicar sanciones efectivas a aquellas personas que generaron problemas en la llamada “Plaza Italia”.



Como también establece directamente sanciones aplicables a los clubes y fiscalizables por la autoridad respectiva, por los intendentes, es fundamental para castigar a los infractores y poder saber quiénes han incurrido en incumplimiento y quiénes, derivado de este incumplimiento, tienen restricciones de acceso.



Sin embargo, en este caso específico, como la norma guarda relación con la posibilidad de segregar mejor a los asistentes en partidos de alta complejidad, estamos de acuerdo con la solución planteada por los señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Gracias, señor Subsecretario.



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

 El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, pese a que firmé la indicación, yo hubiera sido un poco más preciso en lo que ella señala.



O eliminamos la palabra “asistentes” y sencillamente no hay registro de asistentes -porque a un partido pueden asistir 30 mil personas y habría que registrarlas a todas-, o bien a la misma norma se le agrega, después de “asistentes”, la frase: “en los casos que determine el reglamento”.




Personalmente, creo que no debiera existir un registro de asistentes, porque no veo que sea factible elaborarlo cuando son 30 mil o 40 mil las personas que concurren a un partido de alta complejidad.



Hablé con el señor Subsecretario, quien me dijo que aquella podía ser una solución.

El señor ESPINA.- Señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Les voy a dar la palabra a todos, pero tengan paciencia. Lo único que les quiero recordar es que se debe hacer llegar un documento escrito si se desea modificar la indicación presentada.



Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, entiendo que lo que la autoridad plantea es la necesidad de contar con un registro de aquellas personas que se encuentran inhabilitadas o sancionadas, porque, si se tratara de un registro de todos los asistentes, me da la impresión de que sería demasiada información. Y, además, nos encontraríamos con otro problema: que únicamente quedaría circunscrito a los partidos de alta convocatoria o alto riesgo, lo cual no parece adecuado. 



Voy a poner un solo ejemplo.



Todos recuerdan el famoso partido cuando el “Barti” acuchilló al “Huinca”. Eso ocurrió el 3 de diciembre del año 2000, un día domingo, a mediodía, cuando Colo-Colo enfrentaba a un equipo que estaba a punto de descender. No era un partido de alto riesgo ni nada, pero pasó lo que pasó. Y marcó un antes y un después.



Por lo tanto, si uno lo circunscribe solo a los partidos de alta complejidad, me da la impresión de que no se cumple el objetivo.



Por eso, me permito señalar que si, en vez de un registro de asistentes, se tiene uno de personas en contra de quienes los organizadores se hallan facultados para hacer ejercicio del derecho de admisión, se podría acotar más la información y tener un mejor manejo de ella para efectos prácticos y de evitar hechos de violencia.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, seré muy breve, porque ya estamos en una etapa de resolución.



En primer lugar, el Senador Harboe tiene toda la razón, pero lo que dijo ya está en la normativa.



El proyecto establece que los clubes deberán enviar a la Subsecretaría una lista de las personas que no tienen derecho de admisión; aquellas que están con la medida cautelar de prohibición de ingreso a los estadios; las que han sido condenadas con la pena accesoria de ingreso a los recintos deportivos, y aquellas que han sido objeto de suspensión condicional de la pena para los efectos de que no ingresen. Eso está cubierto.



Lo que debemos resolver, conforme a la indicación que hemos presentado varios Senadores, es si se requerirá o no un registro de asistentes en determinados partidos.



Quiero contarles que hoy -y aquí hago fe de lo que han afirmado tanto el jefe de Deportes como el señor Subsecretario- ya existe un registro. Para un partido Colo-Colo-Universidad de Chile se cuenta con la nómina completa de todos los asistentes al estadio.



Debo decir que a quienes vamos al estadio, cada vez que entramos nos piden sacar el carné de identidad y, luego, una persona llega con una máquina a la cual le acercamos el documento para que quede registrado nuestro nombre.



Por lo tanto, ese dato se consigna hoy.



La pregunta no es si esa norma se cumple en los juegos entre equipos grandes como Universidad de Chile, Colo-Colo, Wanderers o Universidad Católica, sino en partidos de menor convocatoria. 



Porque, si a un encuentro entre Iberia y Malleco Unido asisten 7 mil personas y no hay la maquinita a que obliga la ley, esa cantidad de gente hará fila y, como conocemos nuestra realidad, alguien que tenga la lista dirá: “Déjeme anotarlo”.



Eso será un descalabro.



Por consiguiente, considero que hay dos caminos.



Por un lado, si Estadio Seguro considera que necesita esos listados, la alternativa es dejarlo -así se presentó en la indicación- para cuando lo determine el reglamento.



Y por otro, si ellos lo decretan en forma ridícula, absurda, en casos que no corresponde, van a pagar el costo de decir que establecieron una norma en virtud de la cual fue imposible la realización de un partido de fútbol. Y serán autores además de negligencia y de todos los daños que se produzcan, porque así lo dice la ley.



Por tanto, en lo relativo a negar la medida cuando lo pidan las autoridades, yo por lo menos debo hacer fe de las personas a cargo del espectáculo. Por algo la solicitan.



En suma, la indicación -espero que la suscriban la mayor cantidad de Senadores- pretende señalar: “Cuando el reglamento lo pide”. Imagino que el señor Roa, jefe del plan Estadio Seguro y el señor Frey, Subsecretario de Prevención del Delito, aquí presentes, la van a aplicar en los casos en que se necesite. No creo que quieran tener control sobre todas las personas que asisten a los estadios porque, desde luego, hoy pueden tener acceso a tal información como Subsecretaría de Prevención del Delito.



En consecuencia, sugiero aprobar la indicación tal como está y dejarle entregada al reglamento la alternativa para que las autoridades la apliquen prudentemente cuando lo requieran.



Es lo que considero más práctico.



Insisto en que votaré en contra de la otra propuesta, ya que otorga al reglamento una serie de atribuciones propias de ley y que nosotros regulamos: cómo es el registro, cuándo se lleva a cabo.



Por eso propongo votar a favor de la indicación en los términos en que está redactada para que sean las autoridades las que, discrecionalmente, apliquen la medida en un partido.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).-. No pretendo influir en las peticiones.



Solo les recuerdo que la indicación de los Senadores señores Espina, García y Coloma agrega el siguiente inciso segundo nuevo al artículo 30: “La nómina de los asistentes se requerirá en aquellos partidos indicados en el reglamento”.



Por otro lado, el Honorable señor Zaldívar planteó agregar en el inciso primero, a continuación de la palabra “asistentes”, “en los casos que determine el reglamento”.



Se requeriría redactar esa propuesta de Su Señoría.



Sobre estas dos ideas que han surgido les pido, por favor, pronunciarse para ser eficaz en el debate.



Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, apoyo la indicación presentada, entre otros, por el Honorable señor Coloma, pues si dejamos el artículo 30 tal como está, con los encuentros de fútbol de primera y segunda división, el único límite serían los partidos de fútbol profesional.



Si bien esa norma se refiere a todo el fútbol profesional, se halla organizada y estructurada sobre la base de los grandes partidos que se juegan en el Estadio Nacional u otros de ese nivel.



No obstante, existe una realidad absolutamente distinta en el fútbol profesional, pues se producen acciones violentas de las barras bravas no solo en el Estadio Nacional ni en los grandes encuentros del fútbol chileno, sino también en partidos de segunda división o de primera en provincia.



Por lo tanto, establecer un registro de los asistentes a todos los estadios resulta una medida absolutamente imposible de cumplir hoy. Imagino que a lo mejor en unos dos o tres años más todos los clubes podrán adoptar esta medida y utilizarla. Pero en la actualidad es impracticable.



Por eso es muy importante que no sea el reglamento, sino las autoridades (el intendente, los gobernadores, etcétera) las que determinen en qué partido se debe obligar a los organizadores a realizar este registro. 



De no hacerlo así, nos veremos enfrentados a una norma sin aplicación, sin posibilidad de ser ejecutada, y una vez más escucharemos en todos los programas deportivos de la televisión afirmaciones en torno a que la Ley de Violencia en los Estadios no sirve, no se aplica y es incapaz de resolver el problema de la violencia. Y vemos que parte relevante de sus contenidos se refiere a los desmanes.



Por ende, tenemos que establecer normativas prácticas que vayan resolviendo poco a poco la situación.



El registro me parece una buena medida, pero aplicable a lo mejor al Estadio Nacional -me dicen que ya se hace- o a otros recintos deportivos.



Debemos contar con una legislación que rija y sea eficaz en todos los estadios donde se jueguen partidos de primera y de segunda división, porque en ellos existe el riesgo de que ocurran hechos de violencia y se debe contar con una legislación para detectar y sancionar a quienes los cometan.



Por eso, considero fundamental aprobar la indicación, a fin de que el reglamento establezca cómo las autoridades responsables del orden público aplican a determinados eventos, estadios o partidos la obligación de realizar un registro de asistentes, medida que puede ser absolutamente necesaria, ya que en países que han combatido de manera adecuada la violencia en los estadios ha sido fundamental.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, a primer oído uno pudiera encontrar mucha razón a los Senadores que hicieron uso de la palabra en torno a las condiciones prácticas de llevar adelante una medida de este tipo.



Sin embargo, quiero llamar la atención respecto de que o la ley es pareja o sencillamente no se ejecuta.



Los clubes grandes, que acarrean las llamadas “barras bravas”, juegan en todo el país. Y en algún minuto el estadio en el que se presentan se convierte en un centro donde existe mayor probabilidad de tener algún problema.



¿Por qué tendría que haber estadios de primera, segunda, tercera y quinta categoría? Eso equivaldría a decir que los carabineros que trabajan en una comuna rural deben portar un revólver calibre 22 y transportarse en moto y no en furgones.



Se va acomodando la ley.



Lo que pretendemos es que haya una cultura de la prevención, de la sanción, de la disciplina y del autocontrol. 



De ahí que el tipo de registro me parece discriminatorio y debiéramos terminar con él. Para eso existen medios tecnológicos, que también estaban incluidos en la propuesta que hace un rato le mencioné al señor Subsecretario: debe haber detector de metales. 



Cuando hemos asistido a presenciar partidos grandes, vemos que Carabineros elige a quién registra y a quién no. Una carabinera se encarga de las mujeres y un carabinero de los hombres. Pero ellos determinan al que les parece raro, sospechoso.



Lo anterior, además, constituye una invasión a la privacidad, pues las partes auscultadas no son los hombros, sino el cuerpo completo.



Entonces, este registro puede lesionar gravemente la autovalía de las personas.



Por ejemplo, en un grupo de cinco amigos registran al más pequeñito, con tales y cuales características. El resto pasa.



Se fijan en el color de la piel, en la vestimenta. 



El registro físico es algo que debemos regular, pues no puede ser discrecional, al achunte. Se trata de un tema pendiente para el plan Estadio Seguro.



Porque, si alguien porta un elemento contundente, existen medios tecnológicos para descubrirlo. La detección no puede quedar supeditada al registro físico, que conlleva una discriminación, sobre todo cuando se selecciona a uno entre un grupo.



La Asociación Nacional de Fútbol Profesional no es el Hogar de Cristo, sino un organismo que recibe recursos cuantiosos, que administra un muy buen negocio: el fútbol profesional. Y si quiere tener recintos en donde ese negocio se pueda llevar a cabo, deben ser seguros. Para eso, tendrá que proveer los mecanismos necesarios a todos los estadios del país, cuyo costo será de quien organiza el espectáculo.



Algunos se reían en la Sala cuando conté que estaba viendo televisión pero no daban los goles. Tras preguntar, me respondieron: “Ese canal da el puro audio de los goles; los fondean; hay que contratar la señal premium”.



Ellos esconden los goles.



No hablamos de un espectáculo de servicio público, sino de un negocio. Y, si este incorpora a los recintos deportivos, deberán cumplir la normativa a lo largo de todo el país, y la responsabilidad de que así sea recaerá en los organizadores. Por tanto, estos contribuirán a mejorar la seguridad, con cargo, por cierto, a quien perciba la utilidad. 



El tema de Carabineros, según me dice el Subsecretario de Prevención del Delito, se encuentra pendiente. La pregunta es por qué en un espectáculo masivo hay cientos de carabineros comprometidos. Claro, para mantener el orden público. ¡Pero esto tiene un costo monetario y físico para la institución!



La seguridad interna al menos debiera ser privada, como pasa con los partidos de la FIFA, donde hay 130 guardias de civil al interior de la cancha y ni un solo funcionario policial, porque estos se destinan para resguardar el orden público con recursos del Estado y no un negocio particular.



Algo similar sucede con las empresas forestales, respecto de las cuales a veces se asignan 400 carabineros para cuidarlas.



Considero que los privados deben financiar su propia seguridad. Esto también lo analizamos con respecto a los cajeros automáticos. Hemos tenido muchas veces este debate. Y, en el que nos ocupa, siento que si discriminamos para que en tal o cual partido, en tal o cual estadio la norma se flexibilice, esta perderá su fuerza.



Las leyes deben regir siempre y de manera permanente para crear la cultura del autocuidado, de la securitización y, en forma particular, del cumplimiento de la legislación. De otra forma, esta se relativiza.


Creo que, si la seguridad en los espectáculos deportivos implica la utilización de recursos, el sector privado debe pensar de dónde los saca, y también los municipios, en el caso de los recintos municipales, pues también les corresponde.



Señor Presidente, entiendo la intención de la indicación del Senador Espina. Pero me merece las observaciones que planteé, que son del todo razonables.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, solo deseo hacer una pregunta al Subsecretario Frey, porque la última vez que lo vi en la Sala le hice presente mi preocupación respecto de DIPRECA, en cuanto a la situación de Carabineros y de todo lo que estamos conversando.



Sin embargo, no hemos recibido respuesta, y me gustaría que, considerando la importancia de esa institución en la presente materia, nos informara cómo va la labor de la Comisión pertinente en orden a dar solución a ese problema.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, le pido que votemos la indicación, pues es lo razonable.



En todo caso -por su intermedio-, quiero señalarle al Senador Navarro que aquí no estamos discutiendo un tema de mayor o menor seguridad, sino que tratando de hacerle la vida más fácil a la gente.



Claramente, lo normal en un país es que un ciudadano pueda ir al estadio porque quiere hacerlo, y que tenga la libertad para ir con su familia.



Lo que entendemos es que el Gobierno plantea que en determinados casos se requiere un registro.



Quiero hacer una reflexión: si este existe hoy, ¡no sé bien para qué ha servido! Y, si es obligatorio, le puedo garantizar al Subsecretario, quien se encuentra en un coloquio con el Senador Prokurica…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Senador Prokurica, sé que a usted le preocupa mucho el tema de DIPRECA, pero le pido poner atención para que pueda contestar al Senador señor Coloma.



Gracias.

El señor COLOMA.- Lo que pasa es que, si hoy existe el reglamento, y su cumplimiento es obligatorio, cabría preguntarse para qué han servido los registros.



Tengo la impresión de que son para determinados momentos, eso le quiero decir al Senador Navarro, no para todos los casos.



Y quiero añadir que no hay peor legislación que la que al final no se cumple. Porque, pese a que ahora existen, le garantizo que hay lugares en que no se consideran.



Entonces, le sugiero, señor Presidente, ya que tenemos cierto acuerdo no unánime, sino mayoritario, que se vote la indicación propuesta. Esta -le insisto al Senador Navarro- es para facilitarle la vida a la gente, no para ahorrar recursos. Apunta a que la persona común y corriente no tenga inconvenientes cuando asiste al estadio. Por ejemplo, hace un momento hablé por teléfono con un hincha de un club deportivo de mi Región, quien me señaló: “Tuve que estar en una larga fila para este trámite”, en un partido donde no debía haber mayores dificultades.



En definitiva, quiero evitarle problemas a la gente; hacerle más fácil la ida al estadio.



Si la autoridad pide en forma excepcional que para algunos partidos exista un registro, concedámoselo. Pero en la manera como lo hemos planteado anteriormente, por la vía de la excepcionalidad, no por la regla general que, al final, daña la libertad de las personas y no cumple los objetivos que se persiguen. 



Por eso, me parece que la indicación va en la dirección correcta.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, solo quiero pedir que nos ahorremos el debate, pues ya está agotado, y que se vote la indicación que se ha propuesto, que incluye lo relativo al reglamento.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para permitir que se formulara la indicación a que se ha hecho referencia?



Acordado unánimemente.



El señor Secretario dará lectura a la indicación. La idea es que se voten las modificaciones de la Comisión de Gobierno con el agregado propuesto en la indicación.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La indicación cuya presentación se ha aceptado en forma unánime es para agregar al artículo 30 de las modificaciones propuestas por la Comisión un nuevo inciso segundo del siguiente tenor: “La nómina de los asistentes se requerirá en aquellos partidos indicados en el reglamento”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, entiendo una cosa un poco distinta. Lo que sugiero es que en la frase: “letra b); de asistentes” se coloque: “de los asistentes que en cada caso determine el reglamento”. Eso es mejor que incorporar un inciso segundo. Y me parece que lo planteó originalmente el Senador Zaldívar.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo en torno a darle esa redacción a la indicación, para después poder votarla?



¿Puede repetir su propuesta, Senador señor Coloma?

El señor COLOMA.- La oración que figura en el comparado dice: “de asistentes”, y, en lugar de esto, propongo que se señale: “de los asistentes que en cada caso determine el reglamento”.



Con eso resolveríamos el tema.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para permitir que se votara?



Acordado unánimemente.



Tiene la palabra el señor Secretario para que explique qué vamos a votar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En votación la indicación para que, en el artículo 30, se reemplace la frase: “de asistentes”, por la siguiente: “la nómina de los asistentes en aquellos casos que determine el reglamento”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría unanimidad para aprobarla?



--Se aprueba, por unanimidad, la indicación.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Señor Presidente, quiero hacer una consulta. ¿Significa eso que las otras enmiendas que propone la Comisión de Gobierno están aprobadas?
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Así es.



Las otras modificaciones de la Comisión de Gobierno al artículo 30 se dan por aprobadas, porque el motivo de las dos abstenciones en la Comisión de Hacienda ya fue resuelto.



--Se aprueban.
El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Como la idea es sacar un proyecto bien redactado, si se dirigen al comparado, hay una frase que sobra, y no es menor.



En ese texto, el artículo 3° expresa: “Son deberes de los organizadores, asociaciones y dirigentes de fútbol profesional, en el marco de la celebración de espectáculos organizados por ello o que les hubiesen sido autorizados, así como en los hechos o circunstancias conexas a éstos, los siguientes”.



Y a continuación, figuran tales obligaciones.



Si ustedes se dirigen a la letra d) de las modificaciones, verán que dice: “d) Entregar a la autoridad, a la mayor brevedad, todos los antecedentes que le sean requeridos, tales como grabaciones, listado de asistentes…”.



Eso está perfecto.



Pero al término de esa letra se señala: “por concepto de venta de entradas de cada espectáculo de fútbol profesional, documentos de la organización, informes técnicos y, en general, toda otra información que se le solicite”. 



Creo que esa frase: “toda otra información que se le solicite” excede con creces la información que se requiere. ¿Qué objeto tiene esta norma?



Conforme al artículo 10 a que se hace referencia en esa letra, se dice: “Mire, los clubes tienen obligación de entregarle a las organizaciones, asociaciones, dirigentes del fútbol, los antecedentes que digan relación con a quiénes los clubes ayudan”.



Por ejemplo, puede darse el caso de que exista la sospecha de que se esté ayudando con recursos a una barra. Porque ustedes saben que la ley permite que los clubes contribuyan, pero tienen que registrarlo e indicar a quiénes. Los que no pueden ayudar ni entregar plata a título personal son los futbolistas, los entrenadores y los dirigentes. En su momento tal situación generó un enredo enorme.



Por lo tanto, no comparto que se deba entregar toda otra información que se solicite. Esa parte de la norma a mí me parece de una extensión infinita. 



¿Por qué los clubes tendrían que proporcionar toda la información que quieran los dirigentes del fútbol? ¡Toda! Porque con esta disposición podrían requerirles los pases y contratos de los futbolistas; las estrategias y los documentos de venta o compra de futuros jugadores. 



Esa expresión final nunca estuvo en el espíritu del debate que sostuvimos con el Gobierno.



Soy partidario de que la letra d) diga exactamente lo siguiente: “Entregar a la autoridad, a la mayor brevedad, todos los antecedentes que le sean requeridos, tales como grabaciones, listado de asistentes, registros contables contemplados en el artículo 10° de esta ley” -dicho precepto se refiere a lo que señalé anteriormente- “y aquella que da cuenta del monto de la recaudación por concepto de venta de entradas de cada espectáculo de fútbol profesional, documentos de la organización e informes técnicos.”. 


En consecuencia, propongo borrar la frase final: “y, en general, toda otra información que se le solicite”, porque es de una amplitud tremenda, dado que entrega una potestad infinita. Con ella es posible pedir cualquier cosa: “Páseme los talonarios de cheques”; “indíqueme todas las estrategias de compra y venta de los jugadores de fútbol”. (Porque los equipos tienen tales estrategias).



Nunca estuvo en nosotros agregar una expresión de tal magnitud. Los Senadores señores Quinteros y Zaldívar lo saben. No sé por qué quedó así la norma. 



Yo la limitaría. Por tal razón, sugiero dejarla hasta “informes técnicos”. Punto. El resto me parece un exceso.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se requiere acuerdo unánime de la Sala para reabrir la discusión respecto de esa disposición, pues ya fue aprobada.



¿Habría acuerdo?



Acordado.



Tiene la palabra el Honorable señor Harboe.
El señor HARBOE.- Señor Presidente, entiendo el sentido de lo que plantea el Senador Espina y lo comparto.



Sin embargo, hago presente que, si eliminamos la parte final de la letra d) y no corregimos su encabezado, la situación quedará exactamente igual. Porque dice: “Entregar a la autoridad, a la mayor brevedad, todos los antecedentes que le sean requeridos, tales como”, y ahí viene una enumeración a modo meramente de ejemplo.



Por esa razón, si el sentido y alcance de la modificación planteada por el Senador Espina, que me parece correcta, es evitar la generalización de antecedentes que se puedan requerir, también debe enmendarse el encabezado de la norma.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, estamos trabajando aquí, en la Sala, como si fuéramos una Comisión.



Por lo tanto, sugiero que facultemos a la Secretaría para que realice las correcciones que sean necesarias. Hay que quitar una coma y agregar “e informes técnicos”, si se elimina la frase final de la letra referida.



Pido que la Secretaría le dé la redacción definitiva sobre la base de lo que resolvamos. Si no, estaremos funcionando como Comisión.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, deseo dar una explicación a la Sala.



La Comisión de Gobierno despachó este proyecto en tres semanas. El Gobierno solicitó que lo sacáramos pronto y, para cumplir, trabajamos durante muchos días. 



Por tanto, si hay algún error en el texto que aprobamos, debe entenderse que se trata de una iniciativa que el órgano especializado analizó en tres semanas, gracias al esfuerzo de sus miembros (Senadores señora Von Baer y señores Quinteros, Zaldívar y Bianchi) y del Gobierno con sus asesores.



Solicito comprensión si el proyecto contiene algún error, porque nos pidieron despacharlo rápidamente. Y créanme que lo revisamos con mucho cuidado.



Comparto lo dicho por el Senador Harboe, en cuanto a que se debe precisar también la parte inicial de la norma. Pero eso lo puede hacer perfectamente bien la Secretaría, la que de seguro entenderá el concepto. Si esta tiene ánimo de colaborar, lo hará; de lo contrario, no lo hará.



Lo que planteó el colega Harboe quedó claramente comprendido -el Senador García me había dicho lo mismo-, en orden a precisar las gestiones propias de la naturaleza de esta normativa. De hecho, para no ser tan estrictos, la disposición podría señalar: “y aquellas que diga relación con las competencias de esta ley”. Es una cuestión de redacción.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario, para dar a conocer la propuesta que recoge lo que acá se ha sugerido.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Lo planteado tanto por el Senador señor Espina como por el Honorable señor Harboe quedaría solucionado si la letra d) se redactara de la siguiente manera: “Entregar a la autoridad, a la mayor brevedad, todos los antecedentes relativos a grabaciones”, etcétera, (ahí viene el listado de información posible de proporcionar), y se suprimiera, como lo pidió el Senador señor Espina, la parte final: “y, en general, toda otra información que se le solicite”.



De ese modo, en la disposición quedaría, específicamente, toda la información que sería posible pedir.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, sugiero que en la parte introductoria diga -la Secretaría lo puede agregar-: “la información que les sea requerida para la fiscalización de la ley”. Porque hay materias de ese ámbito.



El señor Subsecretario me indica que si no se incluye el concepto de fiscalización, algunas materias pueden quedar afuera. 



En todo caso, esta es una cuestión de buena fe. La ANFP no va a andar buscando papeles de sobra.



Con eso se acota la disposición y se cierra el tema.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se autorizará a la Secretaría para que realice las correcciones de redacción en la letra d) del artículo 3º, de acuerdo a las precisiones que propuso el Senador señor Espina.



Acordado.



--Se aprueba el proyecto en particular y queda despachado en este trámite.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Agradezco la labor efectuada en esta materia por el Subsecretario de Prevención del Delito, don Antonio Frey, y por el Jefe del Plan Estadio Seguro, señor José Roa.



Les deseamos mucha suerte en la Copa América. Que todo salga bien y que esta futura ley efectivamente sirva para prevenir hechos de violencia.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, solicito autorización para que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización sesione paralelamente con la Sala.



Asimismo, pido que se permita ampliar el plazo para presentar indicaciones al proyecto sobre probidad en la función pública, hasta mañana miércoles, a las 15, a fin de incorporarle nuevas indicaciones, especialmente unas patrocinadas por el Ejecutivo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Hay acuerdo en acceder a ambas peticiones?



--Se autoriza.
ADECUACIÓN DE LEGISLACIÓN NACIONAL A ESTÁNDAR DE CONVENIO MARCO DE LA ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD PARA EL CONTROL DEL TABACO

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde continuar con la discusión particular del proyecto que adecua la legislación nacional al estándar del Convenio Marco de la Organización Mundial de Salud para el Control del Tabaco.



Para ello,…

El señor ROSSI.- Señor Presidente, para ahorrarle tiempo al Secretario y a la Mesa, hago presente que vamos a pedir aplazamiento de la votación respecto de esta iniciativa.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Para todas las normas pendientes?

El señor ROSSI.- Sí.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Está en su derecho, señor Senador.



Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, efectivamente el colega está en todo su derecho. 



Este proyecto fue considerado muy importante por algunos señores parlamentarios. Sin embargo, se solicitó segunda discusión y ahora aplazamiento de la votación. Al parecer, la importancia de la iniciativa es “reguleque”, por así decirlo.



Además, eso supone que no habría discusión: o debatimos ahora o solo habrá fundamento de voto.



Entonces, pongámonos de acuerdo en el procedimiento que aplicaremos.



Yo quiero argumentar por qué me parece equivocado este proyecto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El Honorable señor Rossi está en su derecho de pedir aplazamiento de la votación de todas las normas de la iniciativa, sin perjuicio de que se realice la segunda discusión. 



En la medida en que los señores Senadores se inscriban podrán hacer uso de la palabra, pero las distintas disposiciones no podrán ser votadas sino hasta la siguiente sesión en que se ponga en tabla el proyecto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Gracias, señor Secretario.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, invito a tomar otro acuerdo como Sala.



Pido al colega que propuso aplazar la votación y al Senador Coloma que compartan conmigo una reflexión.



Algunos de nosotros tenemos grandes reparos respecto a esta iniciativa. Por lo mismo, deseamos generar un espacio para que haya un análisis más detenido sobre su contenido.



Técnicamente, se pide no discutir ahora este asunto, porque hay una serie de materias en torno a las cuales, probablemente, se requiere un entendimiento mayor.



Muchos de nosotros pensamos que el tabaquismo es un problema grave para la sociedad. Pero no todos los instrumentos que se proponen son necesariamente los adecuados o, mejor dicho, compartidos, para no emitir un juicio de valor.



Por eso les planteamos a los colegas de la Comisión de Salud postergar un poco este debate: porque es posible construir mejores acuerdos.



El Convenio Marco de la OMS existe. Uno puede moverse dentro de lo que este establece.



Todos creemos que el tabaquismo es un problema de salud pública.



Por todo lo anterior, agradezco al Senador Rossi su voluntad al pedir el aplazamiento de la votación. Sin embargo, más allá de esa propuesta, sugiero, siempre que haya acuerdo unánime de la Sala, que se suspenda la discusión del proyecto hasta que, en reunión de Comités, se determine un procedimiento más adecuado para su tramitación.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Antes de resolver lo planteado por el Honorable señor Letelier, deseo recabar una vez más el acuerdo unánime del Senado para tratar, a continuación, el proyecto que establece excepción para la pesca artesanal con línea de mano de la especie jurel y que modifica la regulación para el establecimiento de la ampliación de régimen de áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos.



Se trata de una iniciativa que fue aprobada por unanimidad en la Comisión de Pesca y que tiene urgencia calificada de “suma”.

)----------(

El señor COLOMA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, resolvamos primero el asunto que nos ocupa. Aquí se hizo una propuesta. Si no, vamos a baipasear el tema, cosa que no quiero.



Pónganse en nuestro caso: algunos Senadores de estas bancas hemos sido acusados de haber atrasado, postergado, dilatado el proyecto.



Eso también forma parte del mundo político.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Conforme.


¿Habría acuerdo para acoger la sugerencia del Honorable señor Letelier, a saber, que los Comités determinen cuándo continuamos con la discusión de esta iniciativa?

El señor COLOMA.- Señor Presidente, debe entenderse, eso sí, que ya no será posible volver a pedir segunda discusión y aplazamiento de la votación. De lo contrario, podríamos postergar con tales procedimientos la tramitación del proyecto permanentemente. Eso no sería razonable.



Busquemos una fórmula asumiendo que esas instancias ya están agotadas.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El Honorable señor Coloma ha agregado un matiz en la propuesta.



Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, invito al colega a que acepte suspender la discusión de la iniciativa y no usar un instrumento reglamentario.

El señor COLOMA.- ¡Es lo que ustedes han utilizado!

El señor LETELIER.- Yo acabo de hacer una sugerencia a la Sala para abordar este asunto de mejor forma y en un mejor clima.



Pido al Senador Coloma que comprenda que mi planteamiento apunta al mejor funcionamiento del debate. Y, desde ya, le agradezco su disposición.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- La última palabra sobre el tema la tiene el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, agradezco mucho el tono conciliador del Senador Letelier. ¡Llega al alma...!

El señor PROKURICA.- ¡No es muy común...!

El señor COLOMA.- Así es. ¡Pero lo agradezco porque su alma ha aparecido con fuerza...!

El señor LETELIER.- ¡Mejor eso que las lágrimas de cocodrilo…!

El señor COLOMA.- Señor Presidente, este proyecto no me gusta; por tanto, mal podría estar presionando para que se resuelva.



Lo que pasa es que aquí ha habido una carga emocional y política muy fuerte hacia quienes hemos sostenido determinada posición. Entonces, nos asiste todo el derecho de señalar, con la misma honestidad de siempre, que aquí se ha abusado de los recursos reglamentarios.



Yo tengo la mejor voluntad para acordar un procedimiento. Pero no quiero que, llegado el momento, nuevamente pidan segunda discusión o aplazamiento de la votación, porque tales instrumentos ya están utilizados.



Podemos llegar al acuerdo que queramos en esta materia. Cuenten con mi mejor disposición para consensuar un procedimiento razonable, con tal de no aprobar un proyecto erróneo. 



Esa es mi visión.



En resumen, debemos entender que ya se emplearon los recursos que contempla el Reglamento -por algo no estamos votando ahora-; por tanto, se cancelaron las opciones posibles de utilizar.



Yo no tengo ningún problema en acceder a lo sugerido por el Senador Letelier, pero solo en el entendido de que cierto derrotero ya ha sido transitado.



Además, quiero agregar que al menos yo daré mi consentimiento para que se discuta la iniciativa sobre pesca artesanal que usted, señor Presidente, individualizó hace un rato.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señores Senadores, última vez que consulto a la Sala, pues se requiere unanimidad: ¿habría acuerdo para acceder a lo solicitado por el Senador señor Letelier, con las precisiones hechas por el Honorable señor Coloma?

El señor NAVARRO.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, aquí está en cuestión cuándo continuamos el debate. 



La propuesta del Senador Coloma ¿es proseguir mañana? De ser así, creo que el tiempo es insuficiente.

El señor COLOMA.- No, después.

El señor NAVARRO.- Muy bien.



La próxima semana es regional. Pienso que la primera semana de mayo es un plazo más que suficiente para debatir las normas del proyecto y votarlas.

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Pero que no se ocupen más los recursos de la segunda discusión ni del aplazamiento de la votación!

El señor NAVARRO.- Entonces, debimos haber conversado el tema antes, para no utilizar la segunda discusión. Sin embargo, ya solicitada esta, solo queda generar el plazo necesario para terminar la discusión de la iniciativa, pues no es admisible seguir dilatándola.



Gracias, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, dejaremos pendiente este proyecto para después de la semana regional, ocasión en la que los Comités determinarán cuándo ponerlo en tabla.



¿Hay acuerdo para proceder de la manera indicada y tratar ahora la iniciativa sobre pesca artesanal que individualicé con anterioridad?



--Así se acuerda.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa una comunicación del Honorable señor Matta, mediante la cual manifiesta su voluntad de retirar su firma en calidad de coautor del proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 20.609 para incorporar en el concepto de discriminación arbitraria toda distinción, exclusión o restricción que afecte a la maternidad o al nacimiento, asunto que se encuentra radicado en la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



--Se toma conocimiento.

EXCEPCIÓN PARA PESCA ARTESANAL DE JUREL Y ENMIENDA A REGULACIÓN DE RÉGIMEN APLICABLE A RECURSOS BENTÓNICOS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Según lo recién acordado, corresponde discutir en particular el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una excepción para la pesca artesanal con línea de mano de la especie jurel y que modifica la regulación para establecimiento de ampliación de régimen de áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos, con segundos informes de las Comisiones de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura y de Hacienda, y urgencia calificada de “suma”. 


--Los antecedentes sobre el proyecto (9.097-21) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 26ª, en 18 de junio de 2014.



Informes de Comisión:



Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura: sesión 59ª, en 22 de octubre de 2014.



Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura (segundo): sesión 11ª, en 21 de abril de 2015.



Hacienda: sesión 11ª, en 21 de abril de 2015.



Discusión: 



Sesiones 61ª, en 5 de noviembre de 2014 (queda para segunda discusión); 62ª, en 11 de noviembre de 2015 (aprobado en general). 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 11 de noviembre de 2014.



La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.



Cabe hacer presente que los numerales 5) y 10) del artículo 1º, que no fueron objeto de enmiendas en el segundo informe, son normas de quórum calificado, por lo que requieren, para su aprobación, el voto conforme de 20 señores Senadores.



El referido órgano técnico efectuó seis modificaciones al texto acordado en general, las que aprobó por unanimidad, con excepción de una de ellas, que será puesta en discusión y votación oportunamente.



Por su parte, la Comisión de Hacienda deja constancia de que se pronunció acerca de los números 3) y 16), numeral iii, del artículo 1º, en los mismos términos en que fueron aprobados por la de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura en su segundo informe, y de que no realizó más enmiendas al texto que despachó este último órgano especializado.



Cabe recordar que las modificaciones unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión a su respecto o que existan indicaciones renovadas.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado en que se consignan las enmiendas efectuadas por la Comisión de Pesca y el texto que resultaría si ellas fueran aprobadas.



De consiguiente, lo primero es votar los numerales 5) y 10) del artículo 1º, que no fueron objeto de enmiendas en el segundo informe y cuya aprobación requiere 20 votos favorables, por tratarse de normas de quórum calificado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En definitiva, señores Senadores, casi la totalidad de las modificaciones fue acogida por unanimidad. 



Además, hay dos normas que son de quórum especial y otra -el número 11), que figura en la página 39 del informe comparado- que se aprobó por mayoría de tres votos contra uno.


En consecuencia, sugiero partir votando las disposiciones de quórum calificado.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las dos normas a que se refiere el señor Presidente no fueron objeto de enmiendas.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Luego de ello, nos pronunciaremos respecto de las modificaciones que la Comisión aprobó por unanimidad. 



Y después votaremos el numeral 11), que fue acogido por tres votos a favor y uno en contra.

El señor COLOMA.- En cuanto a las disposiciones de quórum especial, ¿es posible fundar el pronunciamiento, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por supuesto, Su Señoría.



No hay debate en esa materia, pero sí fundamento de voto.



En votación los numerales 5) y 10) del artículo 1º, que no fueron objeto de modificaciones y para cuya aprobación, por ser de quórum calificado, se requieren a lo menos 20 votos afirmativos.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Para fundar su voto, tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, me tocó presidir la Comisión de Pesca cuando se vio este proyecto en el órgano técnico. Por lo tanto, dado que llegó a la Sala de manera bastante intempestiva, quiero informar brevemente al respecto.



Esta iniciativa se origina por la necesidad de regularizar la pesca de jurel que estaban efectuando las embarcaciones menores de 12 metros de eslora.



Asimismo, había que normar una serie de permisos para el cultivo de algas, que estaban pendientes y que no podían ser aprobados por la Subsecretaría de Pesca debido a algunos problemas con la Ley de Pesca.



En lo que se refiere a la extracción de jurel con línea de mano, se llegó a un acuerdo con el Ejecutivo en orden a que la cuota de captura estuviera dentro de la cuota global, lo que parece bastante razonable, pues, de lo contrario, la actividad de las embarcaciones menores de 12 metros podría sobrepasar lo que se considera pesca de subsistencia.



Además, a solicitud de la Senadora Adriana Muñoz, se permitió que las embarcaciones sin cubierta, inferiores a 12 metros y cuyas bodegas sean de un tamaño razonable se circunscribieran a la pesca de subsistencia, y que no estuvieran generando cuotas adicionales más allá de lo que a esta pesca se refiere.



A pesar de que hubo diferencias en un comienzo, se llegó a un acuerdo adecuado con el Ejecutivo, tanto en lo relativo a la acuicultura como a la pesca de jurel con línea de mano. Y, salvo por un artículo, el resto fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero dejar la misma constancia que formulé en la Comisión de Hacienda, porque todos estos temas de pesca parecen poco importantes. Sin embargo, aquí se juega la vida mucha gente. Entonces, no es un asunto tan menor. Esta es la cuota global. La discutimos en el Senado, y se decía durante mucho tiempo que no se podía alterar una coma.



Por lo menos quiero dejar claro que, a juicio del Gobierno -lo pregunté específicamente-, este aumento del 0,040 por ciento de la cuota global anual de captura del jurel no afectará gravemente la lógica de las pesquerías. Lo digo porque…

El señor LETELIER.- ¡Gravemente! ¡Gravemente!

El señor COLOMA.- La palabra “gravemente” es mía. Perdón. El incremento no afectará el desarrollo de las pesquerías de nuestro país.



Sé que hay un problema que se radica en algunas regiones. Más bien, es en la Región del Biobío donde se vive esta realidad. Yo creo que todos estamos dispuestos a colaborar para resolver esta situación.



Pero también quiero dejar una constancia.



Entiendo, además, que se establecieron limitaciones, como que se trate solo de una pesca ejercida con línea de mano a bordo de embarcaciones menores de 12 metros. Son las más pequeñas. Eso fue parte de lo que el Gobierno planteó como muy importante. Dicha medida no va a afectar el fraccionamiento -¡porque si no sería otro tema que se instalaría en discusión en el Senado!-, ya que ellos se harán responsables de que este 0,040 por ciento no perjudique al resto de las pesquerías.



Esto no es mensualizado, sino anual. Esto me inquieta un poco, por la carrera olímpica que se podría producir respecto del 0,040 por ciento. Pero me dijeron que esas eran las condiciones.



Quiero, por lo menos, dejar constancia de ese compromiso del Gobierno, ya que es un tema que, si bien aparece menor en cifras, obviamente en un global es importante. Como también lo es pelear hasta la última gota, porque al final lo que va pasando es que el recurso se va acabando. Entonces, no es cosa de echarle para adelante. Hay que ser extremadamente cuidadoso.



Entiendo que la Administración responde en cuanto a que esto no va a generar un efecto más complejo en quienes sí están pescando hoy conforme a los derechos que tienen en la cuota global anual de captura.



Por esas consideraciones y por ese compromiso, voto a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Quiero recordar que nos estamos pronunciando acerca de normas de quórum calificado, así que pido por favor a los Comités que nos ayuden a que todos los Senadores voten. Hay algunas Comisiones funcionando en paralelo. Ojalá se les pudiera indicar a los Senadores que vuelvan a la Sala, porque necesitamos 20 votos y no contamos con ellos.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, a mí no me gusta este proyecto, por varias razones.



Primero, porque creo que adolece de un problema de constitucionalidad, pues establece una discriminación entre los boteros de nuestro país, la que es arbitraria, haciendo alusión a un arte de pesca.



En nuestras costas hay muchos boteros, es decir, aquellos que salen a ganarse la vida en las embarcaciones de madera de 12 metros que normalmente vemos en las caletas. Y son el eslabón más pequeño de los artesanales, puesto que tenemos algunas embarcaciones que se denominan así, pero que son de armadores industriales, con una capacidad de pesca bastante más importante, más propia de la Octava Región, de la Séptima sur, de la zona de Los Lagos y del norte.



En varias regiones hay boteros, que se encuentran en la categoría de pescadores artesanales. Y porque existe el sistema de cuotas globales, ellos tienen un 0,0000001 por ciento de los derechos. La realidad de la Región de O’Higgins es que para esta fecha del año ya se acabó la cuota de merluza. En una costa de más de 110 kilómetros de largo solo hay unos 60 boteros inscritos, no existe nada mayor; como muchas veces he dicho, no hay puerto, no hay ni un pinche muelle. Es decir, se trata de personas que realizan un esfuerzo tremendo, pero a las cuales no les permiten salir a ganarse la vida. ¡Lo que se descarta como fauna acompañante por los industriales es más de lo que pescan en todo el año los boteros de la Región de O’Higgins!



Aquí se establece, porque hay un grupo de presión de pescadores -no tengo una objeción per se a que estos boteros accedan a una cuota adicional-, la violación de un principio que habíamos fijado.



Porque la Ley Longueira dispuso, y a buena hora, que una comisión técnica fijaría la cuota global, y la Administración tenía reservado un porcentaje de ella para ser distribuido de cierta forma en las pesquerías. Y aquí se está pinchando un porcentaje de esa distribución que ya estaba determinada.



Pero el problema principal, señor Presidente, y lamento mucho que no estén presentes las autoridades del Ministerio de Economía -imagino que no sabían, que no estaban informadas de que íbamos a ver este proyecto hoy-, radica en que se establece una situación de discriminación para otros boteros de nuestro país; personas que viven en caletas muy empobrecidas y que hoy no tienen el derecho de resolver su problema de subsistencia, que no afectan los ecosistemas, pero, como están cerrados los registros, no les aumentan la cuota de la merluza y no les permiten acceder a otras pesquerías. Están en la peor de las situaciones.



Lamento -planteé y representé el tema en la Comisión de Pesca de nuestra Corporación cuando se inició este debate- que no se haya recogido una norma más global, para los boteros que no inciden con su actividad, que no afectan, que no dañan la biomasa existente en cada una de las doce pesquerías de nuestro país. Por desgracia, no hubo una ley más general y en su lugar tenemos una orientada a un arte de pesca específico.



A mi juicio, el que solo exista para un arte de pesca específico genera dudas de constitucionalidad. Porque aquí se discrimina a los pescadores no por ser artesanales: se elige al interior de ellos con el objeto de privilegiar un territorio, perjudicando a otros pescadores.



Voy a hacer reserva de constitucionalidad.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.



Dispone de un minuto adicional para concluir.

El señor LETELIER.- Gracias, señor Presidente.



Hubiera agradecido mucho que los colegas miembros de la Comisión, en particular quienes representan a las regiones interesadas en que estos pescadores tengan una oportunidad, se abrieran al debate de los temas que dicen relación con los otros boteros, los de las pequeñas caletas de nuestro país que están enfrentando situaciones de tremenda precariedad, que no tienen cómo acceder a otros recursos y que hoy serán testigos de cómo a unos se les da una mano y, en cambio, a la gran mayoría, que se halla en pésimas condiciones, no se le toma ni en cuenta.



Yo no voy a votar a favor, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, hoy en la mañana sostuve una larga reunión con todas las organizaciones de pescadores artesanales, tripulantes y armadores en la Intendencia de la Región del Biobío.



La verdad es que este proyecto apunta a una parte ínfima del gravísimo problema y de la crisis que hoy enfrenta la pesca en general, y en particular la artesanal.



Vamos a legalizar la pesca del jurel con línea de mano.



Quiero recordar que en 1997 Chile pescaba 5 millones de toneladas de jurel, y hubiera sido una locura pensar en aquella época en su captura con línea de mano.



Hoy día, producto de un conjunto de medidas y a raíz de la actual Ley de Pesca, hemos llegado a una cuota de 250 mil toneladas, contexto en el cual el 5 por ciento que corresponde a los pescadores artesanales se vuelve valioso. De allí, entonces, la necesidad de que las embarcaciones menores de 12 metros de eslora tengan acceso a un arte de pesca que posibilite la extracción del recurso.



Como lo planteé muy francamente a los pescadores de mi Región, los líos que se asocian a todo esto tienen que ver con que haya una nave madre que pesque y luego entregue el producto a los botes para que estos realicen el desembarco.

El señor LETELIER.- ¡Así es!

El señor NAVARRO.- Está claro que el proceso de descarte es una atrocidad. Discutimos el año pasado que dicha práctica en alta mar provocaba que se descartara más recurso del que se llevaba a tierra. Por tanto, se generaba un daño absurdo, inadmisible, a la biomasa.



El descarte ocasiona mayor daño que la captura, porque puede llegar a representar el doble o el triple que esta.



Está bien que hoy día se autorice la pesca con línea de mano. Voy a votar a favor, porque hay que avanzar aunque sea a pequeños pasitos. Sin embargo, sigue sin tratarse el tema de fondo.



La autoridad pertinente no se encuentra presente en la Sala. No he visto al Ministro de Economía ni al Subsecretario de Pesca hace bastante tiempo. Entonces, ¿dónde los pillamos para discutir estos temas? Ahí tenemos, por ejemplo, lo que se refiere a las macrozonas.



Lo absurdo, señor Presidente, estimados colegas, es que cuando la sardina pasa por la Región del Biobío va aún chica y al llegar a la Décima o a la Decimocuarta Región tiene un tamaño saludable, pero no se puede pescar. Las personas de esas zonas no tienen la capacidad de pesca, el esfuerzo pesquero, pero los de la Octava Región tampoco pueden ir hasta allá. No obstante, ¡los industriales sí pueden pescar a lo largo de todo Chile!



A los pescadores artesanales los enmarcaron en una zona y les impusieron restricciones para acceder a las macrozonas. Incluso, dentro de la Región del Biobío actualmente se les asignan zonas específicas y no se pueden zafar de ellas para pescar.



Entonces, hay una situación gravísima.



Y no me gustaría que nos vean discutiendo sobre la pesca del jurel con línea de mano cuando hay un drama profundo de crisis casi terminal en el sector pesquero artesanal. En tal sentido, este proyecto ni siquiera es un paliativo; más bien es una corrección.



Se requiere, señor Presidente, abordar el debate sobre la pesca.



Hago un llamado a los Senadores en cuyas regiones hay pescadores artesanales. Dentro de poco se va a dar una explosión social. La situación es inaguantable. Claramente, no se soporta. Se requiere revisar la Ley de Pesca. Es preciso hacer un esfuerzo para que lo contemplado en la normativa, con autorización y acuerdo, permita que en una región cualquiera el recurso pueda ser capturado por pescadores de otra. Eso necesita acuerdo, pero también compensación, lo cual dice relación con el rol del Estado. Parece absurdo que debamos entregar bonos para compensar la falta de captura con plata del Estado, cuando hay peces que no son capturados porque la reglamentación discrecional, arbitraria -para algunos-, de resguardo (lo cual comprendo), lo inviabiliza.



En la Cámara de Diputados, durante la discusión pasada, el enfrentamiento entre regiones, particularmente de los pescadores artesanales, llegó a niveles inauditos, con amenazas de defensa armada respecto de quien cruce o penetre en una zona que no le corresponde.



El Estado no puede ser cómplice pasivo de esta crisis. Se requiere abordar el tema social de los miles de tripulantes que hoy día no tienen acceso a un trabajo permanente y, en especial, la regulación pesquera que falta.



El proyecto da un pequeño paso, pero no va al corazón de la crisis, que es mucho más profunda y requiere una urgente preocupación.



Le pido, señor Presidente, que se informe de la manera que sea al Ministro y al Subsecretario. Este debate debe hacerse con las autoridades presentes en la Sala. Es una vieja discusión. Yo no le voy a echar la culpa a la Derecha ni a la Nueva Mayoría. Aquí se puso sobre tabla esta iniciativa, pero urge conocer las opiniones tanto del Ministro como del Subsecretario.



Voto a favor, con las observaciones que he señalado.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- A propósito de la Patagonia, tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, aquí se ha hecho alusión a la Ley de Pesca, y el drama es efectivo. Hay algunos incentivos un tanto perversos para mantener a la pesca no solo en condiciones de plena explotación, sino también en riesgo de colapso (pesquerías casi colapsadas), para evitar su recuperación o licitación, que es algo a lo cual se teme demasiado.



El hecho de que se haya licitado un porcentaje mínimo de algunas especies para ser procesadas por las pequeñas y medianas industrias le dio la razón a esta iniciativa, porque muchas están dispuestas a pagar, y mucho más de lo que cancelan por patentes.



Por lo tanto, creo que es un camino que debiéramos seguir prospectando.



Lo otro que quedó pendiente de la ley del año 2013-2014 es contar con un Instituto de Fomento Pesquero de verdad autónomo, que tenga un consejo que represente el interés público y no el de algunos actores en particular. No me refiero ni a los industriales ni a los pescadores artesanales, sino a que efectivamente el IFOP sea un instituto autónomo. Eso no lo hemos logrado.



En segundo lugar, hay un proyecto que se encuentra pendiente -está por llegar al Senado- y ojalá se le fije urgencia (lo pido por su intermedio, señor Presidente). Este dice relación con lo que se ha llamado popularmente “INDAP pesquero”. Si este organismo funcionara en todas las regiones de Chile, evidentemente se descomprimirían, en forma muy razonable, las distintas expectativas y las peticiones del sector de los pescadores artesanales, por cuanto contarían con asistencia técnica, asistencia crediticia, orientación, diversificación, que es lo que el sector finalmente requiere.



En cuanto a la revisión de la Ley de Pesca, también está pendiente el que algunas artes de pesca, como el arrastre dañino, sean suprimidas. No podemos permitir que se dañen las especies y los ecosistemas con algunas artes de pesca que hoy en día pueden ser claramente mejor desarrolladas.



Por otra parte, se logró poner observadores científicos a bordo de las naves para evitar lo que se denomina “la captura de la fauna acompañante”. En el caso de que esta fauna acompañante se capture, ellos se encargarán de que sea efectivamente desembarcada y evaluada y no devuelta al mar, porque eso daña los recursos.



Creo que tenemos que avanzar en la línea de la regionalización de los recursos. Entiendo que los peces, particularmente los pelágicos, se mueven y mucho, pero tanto el sector industrial como el artesanal requieren una administración regionalizada. No hay nadie que cuide mejor los recursos que quien vive en la región respectiva.



En tal sentido, si en alguna zona -como de hecho ocurre- hay más pescadores que peces, tendrá que existir una diversificación, un plan de ayuda social y entrar por otro lado a solucionar el problema, pero no con cargo a los recursos, que realmente son los más frágiles.



Finalmente, hay que avanzar en lo que respecta a los parques y reservas marinas. Estamos al debe en este sentido. Con el parque Motu Motiro Hiva de la isla Sala y Gómez se creció de 0,03 a 4 por ciento. Pero tenemos que llegar al 10 por ciento, y representando la diversidad que hay en nuestro ancho y diverso océano Pacífico y en el borde costero.



En cuanto a la ley en proyecto, originalmente se establecía sin cuota. Y eso, evidentemente, significaría un riesgo mayor, porque puede prestarse para otro tipo de acciones. Y el que se haya aprobado una indicación que pone el límite de 0,04 por ciento de la cuota global anual de captura acota ese tipo de pesquería y no introduce factores de riesgo.



De otro lado, se hace un alcance sobre la fauna acompañante, incluyéndose las especies asociadas a los recursos bentónicos; o sea, los bivalvos, los mariscos de fondo.



Tocante a la información, aparentemente se aprobó algo sencillo -valga la redundancia-: que su entrega debe hacerse “de manera simple, completa, fidedigna y oportuna”.



La Real Academia define “simple” como “Sencillo, sin complicaciones ni dificultades”.



La verdad es que la burocracia sobra en nuestro país. Y eso tenemos que erradicarlo.



Finalmente, hay un artículo un tanto extraño en cuanto al uso de embarcaciones pesqueras artesanales como embarcaciones de transporte. A mi juicio, ellas tienen que complementarse con posicionador satelital para que efectivamente haya buen control de lo que sucede en nuestro mar.



Presentadas las indicaciones en comento y aprobadas por la Comisión, voto a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señor Presidente, solo deseo hacerme cargo de las observaciones generales formuladas por los colegas que me antecedieron en el uso de la palabra con relación a la necesidad de efectuar una revisión más completa de la Ley General de Pesca y Acuicultura.



Lo tuvimos presente en la Comisión, y parlamentarios de la Nueva Mayoría hemos estado trabajando para formularle al Gobierno una plataforma de debate que permita abrir la legislación aprobada hace algunos años.



Existe cierta porfía del Ejecutivo en cuanto a no hacerse cargo de la situación. Pero creo que la discusión habida en el marco del proyecto que nos ocupa esta tarde sirve para enviar nuevamente un mensaje en el sentido de que es urgente y necesario avanzar en aquella dirección y dejar de legislar en forma tan puntual como se está haciendo en este caso.



Por otro lado, llamo a los colegas a votar a favor pese a la carencia de un debate más general en torno a la Ley de Pesca, pues también está en juego una regulación de las áreas de manejo, lo que involucra a muchos pescadores a lo largo de toda la costa de nuestro país, quienes, para funcionar y desarrollar más tranquilamente su actividad, precisan de manera urgente la existencia de un marco que regle aquellas.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueban los numerales 5) y 10) del artículo 1° (26 votos a favor y una abstención), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional requerido.


Votaron por la afirmativa las señoras Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker y Patricio Walker.



Se abstuvo el señor Letelier.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Vamos a las enmiendas aprobadas por unanimidad.

)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, solo deseo pedir, en nombre de la bancada de la UDI, un nuevo plazo, hasta el 30 de abril, para presentar indicaciones al proyecto de ley que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (boletín N° 8.924-07), que está en la Comisión de Derechos Humanos.



Lo que ocurre es que queremos presentar algunas indicaciones, pero el plazo fijado ya se agotó.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.
)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ahora corresponde pronunciarse sobre las enmiendas unánimes de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, para después votar por separado la que solo fue aprobada por mayoría.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación las enmiendas unánimes.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueban las enmiendas aprobadas por unanimidad en la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura (17 votos a favor).


Votaron las señoras Goic, Muñoz y Van Rysselberghe y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Guillier, Horvath, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Tuma y Patricio Walker.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Les ruego a Sus Señorías dirigirse a la página 39 del comparado, donde figura una enmienda que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura aprobó por 3 votos a favor y 1 en contra.



Dice esa modificación:



“Sustituir el inciso final que propone” -aparece en la segunda columna del comparado- “por el siguiente: 



“‘La entrega de la información que conforme a este artículo debe realizarse, se hará de manera simple, completa, fidedigna y oportuna.’.”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión la enmienda.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, me gustaría saber si alguno de los miembros de la Comisión nos puede clarificar este punto. 



La norma propuesta regula una parte del artículo 63, que establece entre las obligaciones de los armadores pesqueros, industriales o artesanales la de informar al Servicio de sus capturas y desembarques.



Y aquí se planteó una de las grandes dudas que a algunos nos suscita este proyecto: cómo algunas embarcaciones mayores van a hacer las capturas para luego traspasarlas a otras menores.



Entonces, parte del debate tiene que ver con aquello. Y me gustaría que alguien de la Comisión nos aclarara la norma sugerida, que dice: “La entrega de la información que conforme a este artículo debe realizarse, se hará de manera simple, completa, fidedigna y oportuna.”. Esto tiene un alcance que quizás los colegas…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Perdón, señor Senador, pero estamos en votación.



Por cierto, alguien puede contestarle a Su Señoría al momento de fundamentar su pronunciamiento. 



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, estamos votando la sustitución del inciso final que se agrega al artículo 63. El encabezado de este artículo reza así: “Los armadores pesqueros, industriales o artesanales deberán informar al Servicio, sus capturas y desembarques por cada una de las naves o embarcaciones que utilicen, de conformidad a las siguientes reglas:”, que van desde la letra a) a la c). Y el inciso de remplazo, que se añade a la letra c), precisa que la información hecha “de manera simple, completa, fidedigna y oportuna” es para todos.



Yo no sé si quienes estuvieron en la Comisión lo pueden aclarar.



Porque -repito- se agrega un inciso a un artículo cuyo encabezado establece condiciones para armadores pesqueros, industriales y artesanales.



Por tanto, si hay una disposición que reglamenta los desembarques, debemos tener presente algo que es de suyo conocido y que nos ha perseguido durante toda la vigencia de la Ley de Pesca, desde los años 90: se declaran quinientas toneladas, pero se han capturado mil; hay blanqueo de la pesca, ya sea por la fauna acompañante, ya sea por el subreporte, el que existe, así como el descarte.



Entonces, la norma que establece que la información se entregará “de manera simple, completa, fidedigna y oportuna” es un verdadero bolsillo de payaso, pues los mecanismos son extremadamente genéricos. 



Yo entiendo que la idea original estaba en cómo informan el desembarque las naves de menos de 12 metros, que es lo que discutíamos en un precepto anterior.



Pero el artículo 63, donde se introduce la flexibilización (ello, en circunstancias de que todo el procedimiento ha sido siempre de regulación, de mayor control, porque existen muchos incentivos para subreportar), en el mediano y largo plazos es un pésimo negocio para la biomasa y para los pescadores.



Como he dicho una y otra vez, nuestros pescadores son los últimos cazadores del mundo; no hay otros. Salen a cazar; no saben qué van a capturar; ignoran si vuelven vivos o si no regresarán. Son cazadores. Para ellos, el largo plazo es la próxima semana.


Por lo tanto, el diseño de planificación es muy complejo. 



Sin embargo, en una cosa debemos coincidir: se debe reportar lo que se captura realmente. Y si hay problemas porque se extrae poco, la mecánica es otra, pero no la flexibilización de la norma para que la entrega de la información se haga “de manera simple,” (puede ser verbal; puede ser en una servilleta) “completa,” -¿cómo se certifica lo de completa?- “fidedigna” -¡seamos francos!: la información que hemos obtenido durante el procedimiento de captura en los últimos años está muy lejos de ser fidedigna- “y oportuna” (esta es también una definición que las diversas autoridades interpretarán de manera distinta).


Entonces, no sé si la medida es incorporar la obligación en comento para la captura con línea de mano en botes de menos de 12 metros, o bien, flexibilizar completamente el artículo 63. Este precepto, que es muy largo -incluye también la acuicultura-, regula toda la actividad industrial o artesanal; y en su encabezado señala las reglas para la información de la captura, las cuales, como ya dije, se desarrollan en tres letras.



Los pescadores con línea de mano, quienes  tienen botes de menos de 12 metros -estos carecen de posicionador satelital y de cabina; pueden tener motor fuera de borda, en fin- y desembarcan masivamente y en la playa, pueden hacerlo.



Por tanto, surge la pregunta: ¿lo propuesto va a afectar a todos o se reduce al sector al que hoy estamos autorizando para captura con línea de mano?


Porque el inciso final dice “La entrega de la información que conforme a este artículo”. Habla de todo el artículo 63 (no de un inciso en particular), cuyo encabezado se refiere a “Los armadores pesqueros, industriales o artesanales”. 



Yo no estoy por darles a los industriales tamaña flexibilidad, porque creo que tienen las mejores condiciones para informar de manera debida y reglada.



No sé si la Senadora Van Rysselberghe, quien pertenece a la Comisión de Pesca, nos puede informar.



Su Señoría ya no se encuentra en la Sala.


Quizá pueda hacerlo el colega Horvath.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No se preocupe, Su Señoría: otros Senadores intentarán responder su pregunta.



Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, voy a reiterar lo que señalé en mi intervención anterior.


La norma que nos ocupa se ajustó en la Comisión mediante una indicación. 


En efecto, la información se remite a todo el artículo 63, como lo dice explícitamente. O sea, no está aparejado a la letra c). Porque, de hecho, hay otros incisos entremedio.



Se refiere a las capturas y desembarques de los armadores pesqueros, industriales o artesanales. 


Aparte las reglas, lo importante es que la entrega de la información sea completa, fidedigna y oportuna, pero simple.


¿Por qué se puso “simple”? Porque -ya leí la acepción que da a este término la Real Academia- la cantidad de información que se pide en la Ley de Pesca y Acuicultura es de tal envergadura y tan compleja (además, está sujeta a reglamento) que al final hay gente que se dedica solo a elaborar datos que probablemente nadie alcanza a procesar. La idea es justamente que la información sea procesable.



Por eso me referí a una de las acepciones que sobre la palabra “simple” da el Diccionario de la Real Academia.


Pero es bueno que exista así. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, solo quiero ilustrar al Senador Navarro, aunque creo que mi intervención está de más, pues el colega Horvath lo hizo extremadamente bien. 


Lo importante es que la información sea completa y fidedigna. Si además es simple, maravilloso. Porque la verdad es que la burocracia en nuestro país tanto para los industriales cuanto para los artesanales como para cualquier persona, independiente de su categoría, es una práctica que debiéramos tratar de erradicar.


Por consiguiente, creo que existe debido resguardo al consignarse expresamente que la información, aparte simple, tiene que ser completa, fidedigna y oportuna. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, las cosas no son lo que aparentan, sino lo que son. 



La letra a) -y por intermedio de la Mesa llamo la atención de los miembros de la Comisión de Pesca- dispone que cada armador deberá registrar la información en una bitácora, la que en el caso de los industriales será electrónica. Añade que un reglamento determinará la información que deberá contener la bitácora, la que al menos comprenderá las capturas.


La letra b) dispone que deberán informarse los desembarques (no se indica cómo) “en las condiciones y oportunidades que determine el reglamento”. Vamos a suponer que es el mismo reglamento mencionado en la letra a).



A su turno, la letra c) señala que, cuando “existan diferencias entre la información de captura y desembarque, el Servicio deberá establecer un procedimiento y criterios técnicos mediante los cuales resolverán las diferencias de captura y desembarque”. Y agrega: “Todo aquello que exceda conforme al procedimiento anterior, será imputado a la cuota”. 


Es decir, el mecanismo de registro no es algo simple: estamos hablando de los derechos existentes sobre cuotas en general.


La letra c) añade que “La misma obligación de la letra b) deberán cumplir las lanchas transportadoras, los recolectores de orilla”, etcétera. O sea, hay un procedimiento definido reglamentariamente. 



Los titulares de plantas de proceso o de transformación y quienes realicen actividades de comercialización de recursos hidrobiológicos también deberán informar al Servicio de las actividades que realizan con respecto al abastecimiento de tales recursos. 


Ese es un problema grande. Sabemos que a algunos sectores ubicados al sur de la Sexta Región se los sindica como lugares donde hay muchos números negros u ocultos en cuanto a la forma de comercializar ciertas especies. 



Más adelante se dice: “Toda la información de captura, desembarque, abastecimiento y comercialización de recursos hidrobiológicos, a que se refieren los incisos anteriores deberá tener origen legal, entendiendo por tal, aquellos capturados o adquiridos, procesados o comercializados...”. Esto también depende de una resolución del Servicio. 



Quiero entender, señor Presidente -y es lo que yo esperaba escuchar-, que esos conceptos tendrán una consecuencia legal, más allá de la existencia de una bitácora donde haya simplemente números en casillas, cuando no sea completa o fidedigna la información, que es el elemento de prueba para la sanción.



Yo esperaba que alguien de la Comisión facilitara nuestro entendimiento. Porque esto es válido no solo para quienes extraen mediante la pesca artesanal o industrial: también afecta a las áreas de manejo.


En consecuencia, por ahí se trafica información indebida. Por ejemplo, cuando aquellos que tienen áreas de manejo de locos son objeto de hurtos, de robos o de saqueos, y quienes los hacen objeto de tales ilícitos deben demostrar de dónde salieron sus recursos.



Señor Presidente, tal situación es la que hace que uno a veces pida lo que señalaba antes la Senadora Muñoz.


Porque este proyecto, a decir verdad, está abordando tres materias misceláneas. La principal son las áreas de manejo. Y, al respecto, todos estamos de acuerdo en que se mejoren ciertos procedimientos para que ellas se puedan utilizar en forma adecuada y haya mejor información. 



Entiendo que los conceptos “completo”, “fidedigno” y “oportuno” apuntan a contar con instrumentos constitutivos de prueba para el efecto de sanciones posteriores. Ese es el sentido. El punto no dice relación con un mecanismo simplificado, sino con las consecuencias legales. Y quiero dejar constancia en la historia fidedigna de la ley de que este es el objetivo de esas definiciones.



Voy a pronunciarme por la aprobación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 17 votos a favor y 3 abstenciones, se aprueba el inciso final del artículo 63, y queda despachado en particular el proyecto.


Votaron por la afirmativa las señoras Goic y Muñoz y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, Guillier, Horvath, Lagos, Letelier, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Tuma y Patricio Walker. 


Se abstuvieron la señora Van Rysselberghe y los señores García-Huidobro y Navarro.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levantará la sesión, sin perjuicio de darse curso a las solicitudes de oficios que han llegado a la Mesa.
PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor BIANCHI: 



A los señores Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y Subsecretario de Transportes, pidiendo explicar EXCLUSIÓN DE REGIÓN DE MAGALLANES EN DIÁLOGOS CIUDADANOS PARA INFORME DE COMISIÓN PRESIDENCIAL PRO MOVILIDAD URBANA.



Del señor CHAHUÁN:



Al señor Ministro de Justicia, para que informe sobre FACTIBILIDAD DE CORTE DE APELACIONES EN SAN FELIPE.


Del señor DE URRESTI:



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, consultándole por SUMARIOS SOBRE SITUACIONES EN BIENES RAÍCES EN REGIÓN DE LOS RÍOS.



A señor Ministro de Energía, solicitándole remitir antecedentes sobre ESTUDIO NACIONAL DE CUENCAS.



Al señor Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos, para que informe respecto de PAGO DE IMPUESTO TERRITORIAL POR EMPRESAS FORESTALES DE REGIONES DEL BIOBÍO, DE LA ARAUCANÍA Y DE LOS RÍOS.


Del señor ESPINA:



Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiendo REPARACIÓN DE CAMINO RURAL EN SECTORES DE MENUCO Y LAS SEIS, COMUNA DE COLLIPULLI.


A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, solicitando OBRAS EN SECTOR FUERTE CRUZ DEL CALVARIO, COMUNA DE ANGOL.



Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, para pedir EXTENSIÓN DE RECORRIDO DE LÍNEA Nº 1 DE TAXIS COLECTIVOS EN COMUNA DE COLLIPULLI.



Al señor General Jefe de la IX Zona de Carabineros, de La Araucanía, solicitando AUMENTO DE DOTACIÓN Y VEHÍCULO POLICIAL PARA COMUNA DE RENAICO.



Del señor GARCÍA:



Al señor Ministro de Hacienda, requiriendo PRONUNCIAMIENTO SOBRE INQUIETUD DE DIRIGENTES DE SEREMÍAS DE VIVIENDA Y URBANISMO Y DE SERVICIOS DE VIVIENDA Y URBANIZACIÓN ANTE CONTRATOS A HONORARIOS EN TAREAS PERMANENTES.



Del señor MATTA:



Al señor Ministro de Agricultura, consultando por FUNDAMENTOS DE MANTENCIÓN DE CONDICIÓN DE “SECANO INTERIOR”, IMPLEMENTACIÓN DE CAMBIOS Y TIEMPO DE AJUSTES.



Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Defensa Nacional, preguntando por APOYO A FAMILIARES DE SEÑOR RODRIGO SANHUEZA SOTO, ENFERMERO NAVAL CAÍDO EN HAITÍ.



A los señores Ministros de Hacienda; de Economía, Fomento y Turismo, y de Vivienda y Urbanismo, pidiéndoles enviar consideraciones sobre IMPACTO DE REFORMA TRIBUTARIA EN PRECIOS DE VIVIENDAS.



A la señora Ministra de Desarrollo Social, requiriendo SOLUCIÓN EN CASO DE FAMILIAS OBJETO DE EXPULSIÓN EN FUNDO HUALPÉN.



Al señor Ministro de Educación, recabando información acerca de ALUMNOS UNIVERSITARIOS EXTRANJEROS EN CHILE.



Al señor Ministro de Justicia, consultando por POLÍTICAS DE INCENTIVO Y PROMOCIÓN PARA USO DE LEY ZAMUDIO.



Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiendo antecedentes sobre ALTERNATIVAS A FALTA DE CONECTIVIDAD INTERPORTUARIA DE PLATAFORMA LOGÍSTICA DE TALCAHUANO POR RUTA CORONEL-SAN PEDRO Y CONDICIONES DE SOTERRAMIENTO DE AVENIDA ALESSANDRI.



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, requiriendo copia de “LINEAMIENTOS GENERALES PARA ESTRATEGIA REGIONAL DE DESARROLLO. PATRIMONIO CULTURAL E IDENTIDAD LOCAL, VIVIENDA, BARRIO, CIUDAD Y TERRITORIO 2015-2030”.


Al señor Ministro de Agricultura, para que se informe sobre PREVENCIÓN DE DAÑOS EN AGRICULTURA DE BIOBÍO POR EVENTUALES NEVADAS. 


Al señor Ministro de Minería, a fin de consultar acerca de AGUA DE MAR EN MINERÍA Y EMPRESAS PARTICIPANTES EN SU UTILIZACIÓN.



Al señor Ministro del Medio Ambiente, con el objeto de preguntar por NORMATIVA DE DESALINIZADORAS, CANTIDAD DE INSTALACIONES E IMPACTO AMBIENTAL, Y PRODUCCIÓN.



Al señor Fiscal Nacional, para pedir antecedentes de INVERSIÓN EN INFRAESTRUCTURA EN FISCALÍAS DE BIOBÍO.



Al señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas, con el objeto de que se informe respecto de CONCESIONES PARA DESALINIZADORAS Y DE AGUA DE MAR EN GENERAL.



Al señor Subsecretario del Interior y al señor Director Ejecutivo de la CONAF, a fin de consultar por BALANCE DE INCENDIOS FORESTALES Y CAUSAS.



Al señor Subsecretario del Interior y al Mayor de Carabineros señor Guillermo Benítez Paredes, de la Primera Comisaría de Concepción, para que se informe en lo relativo a DETENCIÓN DE COMERCIANTE AMBULANTE EN 15 DE ABRIL RECIÉN PASADO.



Al señor Alcalde de Concepción, con el objeto de preguntar por FALTA DE BASUREROS EN DIAGONAL PEDRO AGUIRRE CERDA, TAPA EN MAL ESTADO DE DUCTO EN MAIPÚ CON PADRE HURTADO Y CONSTRUCCIÓN DE MERCADO CENTRAL, CONCEPCIÓN.


Al señor Alcalde de Talcahuano, consultándole por CONDICIÓN SOCIAL DE ESTUDIANTES DE LICEO A-21 Y SU DEMANDA POR MÁS RACIONES ALIMENTICIAS.


Al señor Alcalde de Hualqui, solicitándole determinar FECHA PARA SOLUCIONAR FALTA DE AGUA POTABLE EN SECTORES DE CAMPO SANTO, LO VARGAS, EL CARMEN, PICHACO Y ARAUCANA SUR.



Al señor Alcalde de Los Ángeles, pidiendo DETALLES DE IRREGULARIDADES FINANCIERAS MUNICIPALES DE DENUNCIA DE DIARIO CONCEPCIÓN.



A cada una de las Municipalidades de la Región del Biobío, a fin de que den a conocer MEDIDAS DE PREVENCIÓN PARA EVITAR DAÑOS POR PRECIPITACIONES O INUNDACIONES.



Al señor Director del Servicio Nacional de Pesca, con el objeto de que informe sobre CONDICIÓN DE ANCHOVETA Y SARDINA EN OCTAVA REGIÓN.



A la señora Directora del Instituto Nacional de Estadísticas, para que especifique COSTO Y ESTADO DE AVANCE DE CENSO 2017 Y GASTOS EN ARRIENDO ACTUAL Y EN INFRAESTRUCTURA PARA PRÓXIMOS TRES AÑOS, CON INDICACIÓN DE ARRENDADORES.



Al señor Secretario Regional Ministerial de Salud del Biobío, solicitando DETALLE DE CIERRE POR MALOS OLORES DE EMPRESA FIORDO AUSTRAL, EN PARQUE ESCUADRÓN CORONEL, Y BALANCE DE FISCALIZACIÓN EN SEMANA SANTA.



Al señor Director del Servicio de Salud de Concepción, para consultar acerca de ESTADO Y DESTINO DE EDIFICIO DE EXTRAUMATOLÓGICO.


Al señor Director del Servicio de Evaluación Ambiental del Biobío, a fin de que informe acerca de CONSULTA A COMUNIDADES LAFKENCHES SOBRE AMPLIACIÓN DE PLANTA ARAUCO.



Del señor PROKURICA:



A la señora Ministra de Salud, solicitando antecedentes de PRESENCIA DE ELEMENTOS NOCIVOS PARA SALUD EN ATACAMA Y ESTADO DE RED HOSPITALARIA Y CONDICIONES LABORALES DE SU PERSONAL.



Del señor TUMA:



Al señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, pidiéndole EVALUACIÓN SOBRE CREACIÓN DE NUEVAS COMUNAS EN REGIÓN DE LA ARAUCANÍA.



De la señora VON BAER:



Al señor Director General de Aguas, requiriendo información ante DENUNCIA DE INTERVENCIÓN DE CURSO NATURAL DE ESTERO EN COMUNA DE PAILLACO.

)----------(
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se levanta la sesión.


--Se levantó la sesión a las 19:16.









Manuel Ocaña Vergara, 









 Jefe de la Redacción
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL PARA SANCIONAR LA INFRACCIÓN A LAS NORMAS DE FINANCIAMIENTO, TRANSPARENCIA Y CONTROL DEL GASTO ELECTORAL
(10.000-07)
SANTIAGO, 17 de abril de 2015.-
MENSAJE Nº 163-363/

Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de reforma constitucional para sancionar eficazmente la infracción a las normas legales sobre financiamiento, transparencia, y control del gasto electoral.
ANTECEDENTES

Como Presidenta me he comprometido a realizar reformas, durante mi Gobierno que permitan tener una democracia más profunda, transparente, participativa y en la cual sus autoridades rindan cuentas directas ante la ciudadanía. Mi objetivo es llevar a cabo una reforma política integral, que cree una nueva arquitectura institucional para nuestro sistema político. 

Asimismo, esta reforma se inserta en una serie de reformas profundas que apuntan al fortalecimiento de la democracia. Es así que, a inicios de mi mandato envié el proyecto de reforma al sistema electoral binominal, reemplazándolo por un sistema proporcional moderado, con el objeto de tener una democracia más representativa, competitiva, sin vetos de la minoría, donde todas las fuerzas políticas con apoyo ciudadano estén en el Congreso  y con real equidad de género; y así fue aprobado por el honorable Congreso en el mes de enero de este año, por amplias mayorías. 

Posteriormente, en diciembre de 2014 envié al Congreso el proyecto, en actual tramitación, sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia, fundado en tres ejes fundamentales: equidad, transparencia y control democrático. Este proyecto busca generar un nuevo modelo de financiamiento de la actividad política y de rendición de cuentas, cuyos elementos centrales sean el financiamiento público de los partidos políticos, el fin de los aportes de las personas jurídicas, fin a los aporte anónimos y reservados, y la publicidad total de los aportes a las campañas políticas; mayor regulación de las campañas electorales y un Servicio Electoral fortalecido, con mayores funciones y atribuciones en materia de fiscalización y sanción. He comprometido, además, introducir importantes modernizaciones institucionales al Servicio Electoral, de modo de que tenga los recursos materiales y humanos para responder a este nuevo desafío.

Prontamente, en esta misma línea, enviaré un tercer proyecto clave para nuestro futuro sistema político, destinado a crear una nueva ley de partidos políticos, pues la actual, originada en la dictadura, presenta una serie de falencias y se funda en la desconfianza hacia la política y los partidos. Queremos partidos modernos, ciudadanos, programáticos, con gestión y cuentas transparentes y con un alto grado de democracia interna.

Pero lo anterior no basta si todo esto no va ligado con  aumentar el grado de responsabilidad de aquellos que ejercen funciones públicas. Es por ello que creé el Consejo Asesor Presidencial en el mes de marzo, cuya finalidad es realizar propuestas legales y administrativas para combatir el tráfico de influencias, los conflictos de interés y la corrupción, tanto en los negocios, como en la política y en la relación entre estos. En los próximos días dicho Consejo entregará sus propuestas, las cuales serán estudiadas y se transformarán en medidas que implementaré en el corto plazo. Sin duda muchas de ellas se traducirán en proyectos de ley que remitiré al Congreso Nacional para su discusión y aprobación.

En este ámbito, vengo en presentar a ustedes el presente proyecto de reforma constitucional que establece la pérdida de cargos de elección popular y fija mayores estándares de probidad y transparencia.

Fundamentos

Este proyecto se inspira en la discusión que se ha dado tanto en el Congreso, con mociones que se han presentado sobre la materia; como los aportes que distintos actores, tanto del mundo político como desde la sociedad civil, han hecho para mejorar la calidad de la política, haciéndola más transparente.

El 10 de marzo de 2015, al anunciar la creación del Consejo Asesor Presidencial contra los conflictos de interés, el tráfico de influencias  y la corrupción, me comprometí a enviar un proyecto de reforma constitucional para que se establezcan sanciones, incluso la pérdida del cargo, a aquellos representantes electos que hayan incurrido en delitos sancionados por los Tribunales de Justicia. Hoy cumplo ese compromiso.

Las razones que animan este proyecto de ley son la necesidad de establecer sanciones y condiciones que permitan avanzar hacia una política más transparente y que establezca altos niveles de responsabilidad política, en donde aquellos que hayan accedido a su cargo mediante prácticas ilegales y delictivas en el financiamiento de sus campañas deban cesar en el ejercicio de su cargo y no puedan ejercer funciones de representación.

El presente proyecto de reforma constitucional considera tres pilares esenciales: transparencia, probidad y responsabilidad política.

Ante todo, la transparencia, entendida como una herramienta que, en sí misma, desincentiva la corrupción y permite el control ciudadano. Alentar estos principios y hacerlos efectivos es clave para asegurar que los intereses particulares no se antepongan a los intereses generales.

Enseguida, la probidad en el actuar de las autoridades que han sido elegidas por la ciudadanía para representarlos, es fundamental para asegurar que los intereses generales primen por sobre los intereses particulares. Es mi convicción que debemos ser un ejemplo para el resto.

Finalmente, la legitimidad de que están dotadas las autoridades electas está sometida a examen día a día y, en la medida que las sociedades cambian y la ciudadanía es más activa, los niveles de exigencia con los cuales se mide a los gobernantes y representantes, aumenta.

Los ciudadanos y ciudadanas hoy exigen a sus representantes que las decisiones políticas se sometan a estándares más altos de  transparencia y rendición de cuentas, para lo cual resulta imperativo poder asegurar que aquellos candidatos que sean electos a cargos de representación popular, cumplan con sus tareas con la probidad y responsabilidad política propias del compromiso que se asume para con la sociedad.

Así, en momentos en que nuestro país atraviesa por un cambio estructural instar por consensos y aprobación de propuestas como esta respecto a la relación entre gobernantes y gobernados, es fundamental.  Nuestro país merece medidas que apunten a asegurar que toda acción reñida con la probidad y la transparencia sea sancionada con la severidad que se corresponde ante acciones absolutamente inaceptables, porque se ha quebrantado la confianza que los ciudadanos han depositado en ellos. 

La presente iniciativa comparte la finalidad con iniciativas parlamentarias similares. Ejemplo de ello es la reforma constitucional presentada por las y los Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señores Harboe, Montes y Quinteros, que establece la cesación en el cargo parlamentario para quien sea condenado por haber financiado su campaña electoral con aportaciones obtenidas de manera ilegal o fraudulenta (boletín N° 9860-07).

En tanto, dentro del marco de la discusión del proyecto de ley para el Fortalecimiento y Transparencia de la Democracia (boletín N° 9790-07), se ha planteado la misma idea por parte de los diputados integrantes de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.

Asimismo, a propósito de la discusión del proyecto de ley de probidad en la función pública (boletín Nº 7616-06), los senadores que integran la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización han expresado su voluntad de presentar una moción de reforma constitucional que sancione eficazmente la infracción al principio de probidad, incluso con el cese en el cargo respectivo; iniciativa que respaldaré. 

Contenido y objetivos
La presente reforma constitucional aborda la cesación en aquellos cargos de elección popular, que carecen de facultad legislativa. Por lo mismo, no aborda la situación de diputados y senadores. Ellos, en uso de su iniciativa legislativa, han propuesto establecer las normas que les han parecido más convenientes en estos ámbitos. Como Gobierno impulsaremos tales mociones en coordinación con los parlamentarios.

Enseguida, la norma se inserta dentro del Capítulo sobre Gobierno y Administración Interior del Estado. Hoy en día la mayor parte de las autoridades regionales y comunales son electas. Paralelamente, el Congreso discute hoy una reforma constitucional que consagra la elección del órgano ejecutivo del Gobierno Regional, dando paso a la existencia de Intendentes Electos.

La propuesta establece el cese en el ejercicio del cargo para los titulares de cargos de elección popular que defrauden las normas de financiamiento, transparencia, límites y control del gasto electoral.

El objetivo es imponer una sanción directa en la Constitución, que no dependa de la entidad de la pena finalmente aplicada al eventual delito, sino que opere de pleno derecho una vez que se encuentra firme la sentencia condenatoria respectiva.

En efecto, hoy en día, por aplicación del artículo 17, número 2, de la Constitución se pierde la ciudadanía por condena a pena aflictiva, esto es, la que exceda de tres años. Consecuentemente, se pierde el derecho a ejercer cargos de elección popular, al perder un requisito de elegibilidad. Sin embargo, al concurrir atenuantes o medidas alternativas a la privación de libertad, la pena efectivamente aplicada, no siempre coincidirá con la pena abstracta de la ley. Se diluye, así, la sanción, provocando una sensación de impunidad.

Por lo tanto, la presente reforma prevé explícita y directamente la cesación en el cargo por infracción a las normas sobre financiamiento, transparencia, límites y control del gasto electoral. Lo que se busca es una sanción efectiva y ejemplificadora. 

En cualquier caso, se resguarda el debido proceso, pues la sanción sólo puede ser la consecuencia de una resolución firme y ejecutoriada, dictada por la autoridad competente.

En mérito de lo expuesto, someto a vuestra consideración el siguiente
PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:
“ARTICULO ÚNICO.-
Modifícase la Constitución Política de la República, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, se encuentra en el decreto supremo N° 100, de 2005, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, en el siguiente sentido:

-
Agrégase en el artículo 125 el siguiente inciso segundo, nuevo:




“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, cesarán en sus cargos las autoridades mencionadas que hayan infringido gravemente las normas que regulan el financiamiento, transparencia, límites y control del gasto electoral, desde la fecha en que así lo haya declarado la autoridad competente por resolución firme y ejecutoriada.”.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.- 
Rodrigo Peñailillo Briceño, Ministro de Interior y Seguridad Pública.- Alejandro Micco Aguayo, 
Ministro de Hacienda (S).- Ximena Rincón González, Ministra Secretaria General de la Presidencia.- 
Alvaro Elizalde Soto, Ministro Secretario General de Gobierno.
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OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR COMO FISCAL JUDICIAL DE LA EXCELENTÍSIMA CORTE SUPREMA AL SEÑOR JUAN NOLBERTO ESCOBAR ZEPEDA
(S 1.806-05)
GAB. PRES. N° 000689

ANT.: Oficio N° 500 de 17 de septiembre de 2014, de la Excma. Corte Suprema.

MAT: Solícita acuerdo para el nombramiento de Fiscal de la Excma. Corte Suprema.

SANTIAGO, 14 ABR. 2015

DE: PRESIDENTA DE LA REPUBLICA

A: SEÑOR PATRICIO WALKER PRIETO

PRESIDENTE DEL H. SENADO

De conformidad al inciso tercero del artículo 78 de la Constitución Política de la República, corresponde a la Presidenta de la República, con acuerdo del Senado, designar al Fiscal Judicial de la Excma. Corte Suprema de una cinquena que le haga llegar el Máximo Tribunal del país.

Mediante su Oficio N° 500, de 17 de septiembre de 2014, la. Excma. Corte Suprema comunicó al Poder Ejecutivo, la cinquena conformada para proveer el cargo vacante por renuncia voluntaria de doña Mónica Eugenia Maldonado Croquevielle.

En mérito de lo anterior, vengo en solicitar el acuerdo de esa Honorable Corporación, para nombrar en el cargo de Fiscal Judicial de la Excma. Corte Suprema, a don Juan Nolberto Escobar Zepeda, actual Ministro de la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago.

Saluda a V.E.,
(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.995 Y PRORROGA EL FUNCIONAMIENTO DE LOS CASINOS MUNICIPALES
(9.891-05)
HONORABLE SENADO:
Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República.

A una o más de las sesiones en que vuestra Comisión trató este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Chahuán, Quinteros y Tuma, y el Honorable Diputado señor Urrutia.

Del mismo modo, concurrieron:

Del Ministerio de Hacienda, el Subsecretario, señor Alejandro Micco; la Coordinadora Legislativa, señorita Macarena Lobos; y los asesores, señores Julio Valladares, Francisco Tapia y Daniel García. 

De la Secretaría General de la Presidencia, los asesores legislativos, señoritas Bernardita Nazar y Tania Larraín, y señores Giovanni Semería, Nicolás Mena y Nicolás Torrealba. 

De la Superintendencia de Casinos de Juego, el Superintendente, señor Renato Hamel; el Jefe de la División Jurídica, señor Carlos Silva; el Jefe de la División de Autorización y Estudios, señor Luis Ruz, y el asesor legislativo, señor Fredy Ramos. 

Del Instituto Igualdad, la asesora, señorita Lía Arroyo.

De la Fundación Jaime Guzmán, el asesor, señor Benjamín Rug.

El Jefe de Gabinete del Honorable Senador Zaldívar, señor Christian Valenzuela, y la asesora, señorita Martina González. 

El asesor del Honorable Senador García, señor Tomás Zamora. 

El asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado. 

El asesor del Honorable Senador Chahuán, señor Marcelo Sanhueza. 

Del Comité Partido por la Democracia, el asesor, señor Reinaldo Monardes. 

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el asesor, señor Samuel Argüello.

De la Ilustre Municipalidad de Viña del Mar, la Alcaldesa, señora Virginia Reginato; el Concejal, señor Tomás de Rementería; el Director Jurídico, señor Mario Araya, y el Asesor Jurídico, señor Carlos Torres.

El Concejal de Puerto Varas, señor Eduardo Hernández.

El ex Superintendente de Casinos de Juego, señor Francisco Leiva. 

De Casinos Enjoy, el Vicepresidente Ejecutivo, señor Javier Martínez Segui; el Gerente General, señor Gerardo Cood, y el asesor, señor Alexis Yáñez. 

De Casinos Dreams, el Gerente General, señor Jaime Wilhelm; el Gerente de Corporaciones Financieras, señor Claudio Tessada; el abogado asesor, señor Diego Vío, y el asesor, señor Max Cano. 

De Casino Monticello, el Gerente General, señor Jacobus Pretorius; el Director, señor Martín Gubbins, y el abogado asesor, señor Fernando Riveros.

De la Asociación de Casinos Municipales, el abogado, señor Carlos Tudela.

De Ovalle Casino Resort, el Gerente General señor Ricardo Abdala, y la apoderada, señora Michele Daroch.

De la Coordinadora de Sindicatos de Casinos Municipales, el Vocero Nacional, señor Carlos Gómez; el asesor, señor Rony Loaiza; el Tesorero del Sindicato del Casino de Pucón, señor Antonio Medina; el Presidente del Sindicato del Casino de Puerto Varas, Víctor Guinao; el Presidente de la Federación del Casino de Viña del Mar, señor Carlos Martínez, y el Vocero de la Federación del Casino de Viña del Mar, señor Ricardo Naranjo.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

De ser aprobado, el numeral 13) del artículo único, que incorpora un artículo 27 bis en la ley N° 19.995, debe serlo por las cuatro séptimas partes de los senadores en ejercicio, en virtud de lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, en relación con el inciso segundo del artículo 66 de la misma Carta Fundamental. 

- - -

OPINIÓN DE LA CORTE SUPREMA

En relación con la precitada disposición del proyecto de ley, se deja constancia que mediante oficio N° H/04, de 14 de abril de 2015,  la Comisión de Hacienda puso en conocimiento de la Excma. Corte Suprema su aprobación.

Lo anterior, dando cumplimiento a lo preceptuado en los también precitados artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, toda vez que aquélla incide en las atribuciones y organización de los tribunales de justicia.

- - -

Cabe hacer presente que en sesión de 14 de abril de 2015, la Sala del Senado autorizó a la Comisión de Hacienda a discutir en general y en particular la iniciativa durante el primer informe.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

Perfeccionar la ley Nº 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego. Para ello, se propone prorrogar las actuales concesiones municipales, modificar el mecanismo y el período de inicio del proceso de  otorgamiento de los permisos de operación, y fortalecer las facultades de supervisión de la Superintendencia de Casinos de Juego.

- - -

ANTECEDENTES
Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I.- ANTECEDENTE JURÍDICO

Ley Nº 19.995, establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje que dio origen a la iniciativa da cuenta, en primer lugar, de los antecedentes de la misma. Señala que en el año 2005 se publicó la ley Nº 19.995, que permitió fijar un marco general y avanzar hacia un modelo regulado, sistemático y orgánico, cuyo funcionamiento quedó regido por principios y reglas claras y dio lugar a un sistema que protege y promueve bienes y principios esenciales para el ordenamiento jurídico, tales como la fe pública, la transparencia de la actividad, la supervisión que le compete al Estado, la igualdad ante la ley, la vigencia de una sana competencia y el orden público, entre otros.

En dicho marco fue que se estableció el máximo de casinos que pueden operar en Chile, y las restricciones para su ubicación; se reguló el funcionamiento y administración de los mismos y de los juegos de azar que se explotan en su interior; se consagró el mecanismo de otorgamiento y extinción de permisos de operación; se creó un órgano autónomo –con personalidad jurídica y  patrimonio propio– encargado de la supervisión, dotado de facultades para dictar normas, fiscalizar la industria y sancionar los incumplimientos; se fijó un impuesto especial al ingreso de personas al casino y otro impuesto específico a los ingresos brutos que se perciben por concepto de la explotación de los juegos de azar, y se estableció un estatuto de transitoriedad para los casinos de juego regulados en leyes especiales existentes a la fecha de vigencia de la ley, y para las concesiones que los amparan.

Como consecuencia de la aplicación y entrada en vigencia de la precitada ley, a la fecha se han otorgado 20 permisos de operación, de los cuales 16 se encuentran en marcha, 2 en proceso de ejecución de los proyectos autorizados y 2 extinguidos por renuncia del operador. Los permisos de operación puestos en marcha han implicado la creación de casinos de juego en las comunas de Antofagasta, Calama, Copiapó, Rinconada, San Antonio, Santa Cruz, Mostazal, Talca, Talcahuano, Los Ángeles, Temuco, Valdivia, Osorno, Coyhaique, Castro y Punta Arenas.

Añade el Mensaje que, de acuerdo con la información con que cuenta la Superintendencia del ramo, la industria de casinos creada al amparo del aludido cuerpo legal ha aportado a las regiones una nueva oferta en infraestructura y servicios turísticos y culturales, adicionales a los casinos, tales como hoteles, salas de eventos, centros de convenciones, centros comerciales, salas de espectáculos y salas de arte, entre otros, que han implicado una inversión total superior a US$750 millones. De la misma manera, la puesta en marcha de estos casinos ha generado más de 2.700 nuevos empleos directos permanentes en las 16 sociedades operadoras que se adjudicaron un permiso de operación y que se encuentran en funcionamiento. Esto, sin considerar los nuevos empleos generados en el resto de las actividades económicas que ofrecen los proyectos integrales. 

En síntesis, al año 2013 la industria ha generado ingresos brutos de juego o “win” por $236.420.475.107 (equivalentes a US$478,96 millones), que permitieron obtener una recaudación fiscal de $39.160.749.757 (US$79,34 millones) por concepto de impuesto específico al juego, que se suman a los $16.239.035.789 recaudados por impuesto por entradas a los casinos (equivalentes a US$32,93 millones), y a los $37.747.806.949 (US$76,47 millones) generados por IVA débito fiscal.

Seguidamente, se extiende el Mensaje sobre los fundamentos del proyecto de ley.

Indica que la experiencia recogida durante los nueve años de vigencia de la ley N° 19.995 ha permitido detectar que puede ser objeto de perfeccionamientos, sobre todo en aspectos relativos a los denominados “casinos municipales”, al proceso de otorgamiento de los permisos de operación y a la labor de la Superintendencia de Casinos de Juego.

Reseña que el artículo 3° transitorio de la ley establece el día 31 de diciembre de 2015 como fecha de término de las concesiones municipales de los casinos de Arica, Iquique, Coquimbo, Viña del Mar, Pucón, Puerto Varas y Puerto Natales. Todos ellos, destaca, han contribuido al desarrollo turístico, recreativo y presupuestario de las comunas en las que están ubicados y, de paso, al del resto de las comunas de sus respectivas regiones, gracias a los ingresos que recibe la gobernación regional por concepto de impuestos. Por esta razón, parece necesario prorrogar el derecho de dichas comunas a ser sedes de casinos por 3 periodos de 15 años cada uno, prorrogables, lo que en todo caso no las exceptúa del sistema de obtención de permisos y de funcionamiento de casinos regulados por la ley N° 19.995. 

Del mismo modo, las actuales disposiciones adolecen de un vacío que genera un período de tiempo durante el cual no se explotan todos los permisos de operación que la ley contempla, lo que en el caso de los casinos municipales hace aún más gravosa la situación. En efecto, la ley vigente sólo permite iniciar el proceso de otorgamiento de permisos de operación de los cupos correspondientes a esos casinos a partir del primer bimestre del año 2016, situación que implicaría no contar con ninguno de ellos ni sus ingresos por un período estimado de dos años, debido al tiempo que demora su instalación. Este es un problema que requiere atención urgente, ya que se traduce en una grave merma no solo para la industria, sino también para el Fisco de Chile y las municipalidades respectivas. Con el objeto de solucionar lo anterior, se propone prorrogar el plazo de las concesiones municipales hasta el plazo máximo del 31 de diciembre de 2017.

Agrega, en otro orden de cosas, que el sistema de otorgamiento de permisos de operación contemplado originalmente, logró con creces los objetivos de instalación de la industria de casinos de juego y de dotar a las regiones de nueva infraestructura y de una oferta turística-cultural inédita. Sin embargo, habiendo culminado el período de dicha  instalación y de sus servicios anexos y complementarios, en el contexto del  régimen normal de explotación que hoy vive la industria se requiere mejorar los niveles de competencia y evitar fallas de mercado propias de las actividades monopólicas. Con ese fin se propone un sistema de adjudicación de permisos en base a la oferta económica presentada.

Finalmente, se pone de manifiesto que existe clara conciencia de la debilidad normativa en aspectos propios del funcionamiento de la industria, así como de las limitaciones en materia de supervisión y de sanción. Se observa un marco legal rígido y poco ágil en su capacidad de dar respuesta a las innovaciones de una actividad esencialmente tecnológica y dinámica, y se constata que la Superintendencia se ve muchas veces limitada por la falta de herramientas y facultades de fiscalización, así como por la imposibilidad de imponer sanciones acordes con los montos involucrados que le permitan, a la larga, concretar la aspiración de lograr el respeto de la fe pública, la transparencia de la actividad y la debida protección de los jugadores.

Todo lo anterior, concluyen los fundamentos del Mensaje, configura la necesidad de introducir modificaciones que perfeccionen la ley y estructuren una regulación que, por una parte, responda de mejor manera a las necesidades de la industria y, por otra, esté a la altura de los estándares internacionales.

Más concretamente, se explaya el Mensaje, las áreas en las que se deben realizar mejoras son las siguientes:

- Estatuto de transitoriedad de los “casinos municipales”.

A fin de dar una solución a los municipios en que se encuentran ubicados los casinos creados con anterioridad a la ley N° 19.995, y buscando evitar un posible daño de las finanzas municipales, el proyecto contempla, en primer término, introducir modificaciones a su artículo 2°, prorrogando las actuales concesiones municipales hasta fines del año 2017. Asimismo, por la vía de modificar el artículo 3° transitorio se prorroga la sede actual de los casinos de juego municipales por tres períodos de 15 años cada uno, con la posibilidad de ser renovado por plazos sucesivos de 15 años, salvo resolución fundada en contrario del Consejo Resolutivo. Lo anterior no implica la continuidad del régimen concesional previo a la ley N° 19.995 ni la mantención de los actuales concesionarios; por el contrario, tendrá lugar un proceso de otorgamiento de permiso de operación en el cual podrán participar todos los interesados, sin excepción, velando, en todo caso, porque se resguarden los derechos de los trabajadores de los actuales casinos municipales. 

En el mismo artículo 3° transitorio, además, se establece un mecanismo especial, aplicable sólo a estos permisos de operación y para los periodos en que se prorrogue el derecho a estas comunas, destinado a proteger los ingresos municipales y estableciendo condiciones especiales que permitan abordar las particularidades de la situación que en cada comuna se presenta. Para ello, el Consejo Resolutivo podrá fijar condiciones, a propuesta de la Superintendencia de Casinos de Juego y oyendo a los alcaldes de las municipalidades, orientadas, por ejemplo, a asegurar un mínimo de oferta económica por el permiso de operación, a dotar de cierta infraestructura turística a esas comunas y a velar porque un porcentaje de los trabajadores que se desempeñan para el actual concesionario continúen prestando servicios, entre otros aspectos que fueren pertinentes. 

Este estatuto apunta a que las comunas en las que se encuentran los casinos se adecúen a la normativa general y, al mismo tiempo, a dar una solución a una situación que originalmente no se previno, respetando, por tanto, el espíritu original de unificar el régimen de autorización, funcionamiento y supervisión de las entidades que operan como casinos de juego, bajo una misma ley de bases generales. En definitiva, que exista  una sola industria, un solo marco legal y un solo supervisor.

- Sistema de otorgamiento de permisos de operación de un casino de juego.

Sin perjuicio de la eficiencia para lograr el desarrollo de infraestructura en las comunas donde se emplazan los casinos de juego, demostrada por el actual sistema basado en un modelo de subasta conocido como “concurso de belleza” o “beauty contest”, se han generado también efectos que requieren ser corregidos, sobre todo en atención a que la industria de casinos ya terminó su proceso de instalación y se encuentra en régimen normal de explotación. Entre aquellos, la susceptibilidad de generar espacios de subjetividad en el otorgamiento de los permisos, y el hecho de que al momento de concursarse las renovaciones de los actuales permisos de operación, existirían ventajas para quienes soliciten la renovación, en razón de que ya contarían con las instalaciones e infraestructura requeridas, lo que genera una barrera de entrada para nuevos postulantes.

Por lo expuesto, se propone modificar el actual mecanismo y pasar a otro basado en la presentación de una oferta económica, habida cuenta que  tanto en la experiencia comparada como en la nacional se ha constatado que en la licitación de un monopolio, el mecanismo “a la Demsetz” (esto es, adjudicar a la estructura de precios más eficiente), permite asegurar una recaudación para el Fisco con una provisión eficiente del servicio y, al mismo tiempo, la posibilidad de entrada de nuevos competidores. Al efecto, la propuesta considera que el nuevo mecanismo se aplique tanto para los casinos de comunas en que actualmente existen concesiones municipales, como para todos los permisos que con posterioridad se concursen o renueven.

- Oferta Económica.

Para poder pasar del sistema actual de otorgamiento de permisos de operación a otro basado en la presentación de una oferta económica y, de esta forma, cumplir los objetivos que el proyecto de ley contempla, se agrega en el artículo 3°, que contiene los conceptos básicos de la ley de casinos, la definición de Oferta Económica. Se entiende por tal la cantidad en dinero que un postulante a un permiso de operación para casino de juego ofrece pagar anualmente a la municipalidad en que esté instalado su casino de juego una vez que éste entre en operaciones, por todo el periodo de vigencia del permiso. Se precisa que el pago de ella debe estar garantizado por la operadora, para lo cual se definen determinados instrumentos.

- Etapa de precalificación de las sociedades postulantes a un permiso de operación.

Del mismo modo, se busca regular de manera más exhaustiva la etapa de precalificación de las sociedades postulantes a un permiso de operación para un casino de juego, consignando condiciones o requisitos de manera expresa, y regulando sus efectos y consecuencias.

La actual redacción del artículo 18 de la ley limita la obligación que tienen los accionistas de justificar el origen de sus fondos solamente a aquellos que se destinarán a la sociedad, sin hacerla extensiva al origen de todo el patrimonio. La ley permitiría, entonces, que un accionista invierta en una sociedad operadora justificando únicamente el origen de los bienes que aporta a la sociedad, bastando para ello, por ejemplo, que acompañe los antecedentes que den cuenta de un préstamo bancario que le ha sido otorgado, precisamente en atención a su fortuna, cuyo origen no necesitaría justificar ante la Superintendencia de Casinos de Juego. En tal caso, la sociedad operadora habría justificado el origen de los fondos que se invierten y cumpliría la norma, aunque la autoridad mantuviera una duda razonable acerca de cómo ese accionista conformó su patrimonio originario. Para este objetivo, es deseable que la Superintendencia cuente expresamente con facultades para investigar el origen y conformación de los patrimonios cuando lo estime pertinente.

Por otra parte, se subsana la falta de objetividad del proceso de precalificación, incorporando en el artículo 21 bis nuevo un listado de hipótesis que habilitan a la Superintendencia del ramo para no precalificar a una determinada sociedad postulante. Se le entregan, asimismo, facultades a la Superintendencia para que pueda revisar la precalificación de las sociedades operadoras y sus accionistas las veces que lo estime conveniente, durante el tiempo que esté en vigencia el permiso de operación. Esto, con miras a evitar que utilicen los permisos de operación personas que, habiendo sido idóneas al momento de otorgarse el permiso, por alguna causal sobreviniente dejen de serlo. 

- Período para iniciar un proceso de otorgamiento de permisos de operación.

Resulta también relevante, en relación con el procedimiento, el momento en que se pueden abrir los concursos para los permisos de operación, en particular en los casos en que no hay una renovación de los mismos. En efecto, la ley establece que la Superintendencia deberá efectuar la convocatoria de los procesos de otorgamiento de los permisos de operación el primer bimestre de cada año. Esto implica que si un permiso de operación termina en el año uno, en enero del año dos puede concursarse ese permiso. Considerando que el proceso de habilitación de un casino considera un plazo máximo de dos años, existen períodos de tiempo en que no se estarán explotando todos los casinos de juego que permite la legislación. 

Es urgente, entonces, atender a esta situación, particularmente respecto de las comunas donde se ubican los casinos municipales y, en el largo plazo, para la continuidad y buen desarrollo de la industria en general. Con ese fin se propone establecer la obligación, para la Superintendencia, de iniciar este proceso de postulación con la antelación necesaria para asegurar que una vez vencido un determinado permiso de operación, entre en funciones el nuevo casino, sea que continúe el mismo operador o llegue uno nuevo, de modo que exista continuidad entre ellos. Así será posible evitar que el Fisco se vea privado, durante uno o dos años -dependiendo del tiempo de instalación del nuevo operador- de percibir los impuestos generados por el juego, que es lo que ocurriría si los procesos de postulación a los nuevos permisos de operación sólo comenzaran a realizarse una vez que hayan vencido los permisos ya otorgados.

Por otra parte, se propone aumentar el plazo para la formalización de solicitudes de operación, para que las sociedades postulantes cuenten con tiempo suficiente para estructurar adecuadamente sus postulaciones. 

- Etapa de evaluación de los proyectos de las sociedades postulantes a permisos de operación para casinos de juego.

Se encarga a la Superintendencia, dentro de la etapa de precalificación, revisar la factibilidad técnica y legal de concretar el proyecto en el emplazamiento propuesto, dotándola de amplias facultades para requerir los informes que estime pertinentes, tanto de las propias sociedades postulantes como de cualquier órgano de la Administración del Estado. 

Si en virtud de este nuevo análisis se concluye que el proyecto no es factible de concretarse, la solicitud no podrá pasar a la etapa de evaluación económica y, en consecuencia, quedará fuera del proceso, por cuanto no procedería otorgar un permiso de operación para un casino de juego a un proyecto que no podrá llegar a construirse en los términos propuestos.

Para regular el proceso de evaluación económica de los proyectos factibles, en tanto –en el que se propone pasar de la Superintendencia de Casinos de Juego al Consejo Resolutivo– se modifican los artículos 23 y siguientes, estableciendo las condiciones y finalidades del mismo.

- Modificación de los plazos asociados al proceso de otorgamiento de permisos de operación para casinos de juego.

La evaluación de los nueve años de vigencia de la ley N° 19.995, permite constatar que los plazos previstos para efectuar la precalificación de los accionistas de las sociedades postulantes son excesivamente breves, lo que ha significado dificultades al organismo regulador para conseguir la información relativa a cada accionista. Por lo mismo, y considerando lo dispuesto en ciertas legislaciones comparadas sobre la materia, el proyecto de ley propone aumentar el plazo contemplado para otorgar el permiso de operación de 90 a 120 días desde que se efectúan las solicitudes por parte de las sociedades postulantes, con el fin de poder realizar un análisis más exhaustivo de los antecedentes. 

Por otra parte, ante el nuevo sistema de evaluación de los proyectos postulantes a permisos de operación que propone el proyecto de ley, se establece un nuevo sistema de apertura de los procesos de postulación. La Superintendencia tendrá que efectuarla durante un período de tiempo, para lo cual deberá dictar la correspondiente resolución, y posteriormente realizar la pertinente publicación en el Diario Oficial y las restantes publicaciones que defina el reglamento. 

- Revocación de los permisos de operación.

Las modificaciones propuestas demandan una revisión de las causales de revocación del permiso de operación otorgado, incluyendo, entre otras, aquellas relativas al incumplimiento, en tiempo y forma, de la propuesta para optar al permiso de operación o por no pagar la oferta económica.

- Incorporación de nuevas facultades y atribuciones.

Con el objeto de permitir que la Superintendencia de Casinos de Juego cumpla cabalmente con las funciones y objetivos que señala la ley, se propone dotarla de mayores facultades. Entre ellas, velar porque las sociedades operadoras fiscalizadas cumplan con las leyes, reglamentos, instrucciones, circulares y demás órdenes impartidas por la Superintendencia, y resolver los reclamos que se presenten en contra de un casino o sociedad operadora. 

Para estos efectos, el supervisor quedará habilitado, entre otras facultades, para requerir la entrega de cualquier documento, libro o antecedente necesario para fines de fiscalización; citar a los socios, personas naturales o jurídicas de las sociedades operadoras, o a los dependientes de éstas, a prestar declaración; y citar a cualquier persona que haya ejecutado o celebrado actos y contratos con una sociedad operadora a declarar sobre hechos que estime necesarios para el cumplimiento de sus funciones, pudiendo solicitar a la justicia la aplicación de apremios para quienes no concurran sin causa justificada.

- Mejoramiento del marco sancionatorio.

Se hace necesario, por otra parte, contar con un sistema de sanciones acorde con la realidad económica de la industria, que permita hacer efectiva la responsabilidad por la administración y funcionamiento del casino de juego, por lo que se propone elevar las multas de un máximo de 600 unidades tributarias mensuales (UTM), a 2.000 UTM; y ajustar la gradualidad de las sanciones, incorporando la amonestación verbal o escrita dentro de las opciones sancionatorias y distinguiendo entre infracciones gravísimas, graves y leves.

En ese mismo orden de ideas, se incorporan normas de prescripción e interrupción de la acción sancionatoria, en directa relación con la gravedad de la infracción. Esto, con la finalidad de no someterse a las normas de prescripción de las faltas penales, como ha sostenido la jurisprudencia judicial y administrativa, considerando especialmente que en el funcionamiento de la industria de casinos de juego, muchas veces las infracciones a la normativa vigente se verifican transcurrido un tiempo desde su ocurrencia y, en la generalidad de los casos, suponen una investigación previa que permita fundamentar una formulación de cargos que de inicio al correspondiente proceso sancionatorio.

- - -

DISCUSIÓN GENERAL

El Subsecretario de Hacienda, señor Alejandro Micco, efectuó una presentación del siguiente tenor:

1. Contexto: Industria de Casinos
Casinos Existentes

- Ley 19.995 autoriza el funcionamiento de 24 Casinos a nivel nacional.

- Ley 19.669 establece la excepción de dicho límite para la comuna de Arica.

- Actualmente existen 26 Casinos:

· 7 Casinos Municipales, con leyes particulares, no regulados por la Superintendencia de Casinos de Juego (SCJ). 

· 16 Casinos en operación, regulados por la ley N° 19.995 y la SCJ. 

· 2 permisos otorgados en proceso de implementación (Ovalle y Arica).

· 1 Casino en proceso de otorgamiento de permiso (Chillán).
Casinos Existentes

	Casinos regulados por Ley n°19.995
	Casinos Municipales

	Casino
	Comuna
	Sociedad Operadora
	Casino
	Comuna
	Sociedad operadora

	Casino Sol Calama
	Calama
	Latin Gaming Calama S.A.
	Casino de Arica
	Arica
	Casino Puerta Norte S.A

	Enjoy Antofagasta
	Antofagasta
	Operaciones El Escorial S.A.
	Casino de Iquique
	Iquique
	Casino de Juegos de Iquique S.A

	Antay Casino & Hotel
	Copiapó
	Gran Casino de Copiapó S.A.
	Casino de Coquimbo
	Coquimbo
	Campos del Norte S.A

	Casino de Juegos del Pacífico
	San Antonio
	Casino de Juegos del Pacífico S.A.
	Casino de Viña del Mar
	Viña del Mar
	Antonio Martínez y Compañía

	Casino Rinconada
	Rinconada
	Casino Rinconada S.A.
	Casino de Pucón
	Pucón
	Kuden S.A

	Monticello Grand Casino
	Mostazal
	San Francisco Investment S.A.
	Casino de Puerto Varas
	Puerto Varas
	Plaza Casino S.A.

	Casino de Colchagua
	Santa Cruz
	Casino de Colchagua S.A.
	Casino de Puerto Natales
	Puerto Natales
	Inversiones del Sur S.A

	Gran Casino de Talca
	Talca
	Casino de Juego de Talca S.A.
	Fuente: Superintendencia de Casinos de Juego (Estudios Externos)

	Termas de Chillan
	Pinto
	Casino Termas de Chillan S.A.
	

	Marina del Sol
	Talcahuano
	Marina del Sol S.A.
	

	Casino Gran Los Ángeles
	Los Ángeles
	Casino Gran Los Ángeles S.A.
	

	Dreams Temuco
	Temuco
	Casinos de Juegos Temuco S.A.
	

	Dreams Valdivia
	Valdivia
	Casinos de Juegos Valdivia S.A.
	

	Casino Sol Osorno
	Osorno
	Latin Gaming Osorno S.A.
	

	Enjoy Chiloé
	Castro
	Rantrur S.A.
	

	Dreams Coyhaique
	Coyhaique
	Casino de Juegos Coyhaique S.A.
	

	Dreams Punta Arenas
	Punta Arenas
	Casino de Juegos Puntas Arenas S.A.
	


Ingresos

	MM$
	Casinos Regulados (1)
	Casinos Municipales (2)

	Ingresos Brutos
	256.735,6
	131.760,0

	
	388.495,6


Fuente Casinos Regulados: Superintendencia de Casinos de Juego para el año 2014.

Fuente Casinos Municipales: Información entregada por los Municipios para el año 2012.

Ingresos y Aportes Casinos Regulados

	MM$
	Casinos Regulados (información año 2014)

	Ingresos Brutos
	256.735,6


	Aporte Regional
	21.372,8

	Aporte Municipal
	21.372,8

	Aporte por Entradas
	15.500,8

	IVA
	40.991,4

	Total Recaudación
	99.237,8


Fuente: Superintendencia de Casinos de Juego

Ingresos y Aportes Casinos Municipales

	Año 2012
	Ingreso Bruto Casino ($MM)
	% del ingreso bruto a Municipio
	Peso en Presupuesto Municipal (%)

	Arica
	6.875
	43%
	2.956
	15%

	Iquique
	24.224
	38%
	9.205
	34%

	Coquimbo
	25.716
	20%
	5.143
	20%

	Viña del Mar
	49.607
	51%
	25.300
	43%

	Pucón
	9.016
	19%
	1.713
	37%

	Puerto Varas
	14.991
	7%
	1.049
	21%

	Puerto Natales
	1.331
	34%
	453
	15%

	Total
	131.760
	35%
	45.819
	32%


Fuente: Información entregada por los Municipios durante el trabajo pre-legislativo.

2. Objetivos Proyecto de Ley
- Resolver la situación de los Casinos Municipales. Si al 31 de diciembre de 2015 no se modifica la ley, estos casinos no contarán con autorización para continuar operando.
· Asegurar su continuidad operacional.

· Incorporar los casinos municipales a la regulación de la SCJ.
· Incorporar la obligación de un aporte del 10% de los ingresos brutos al Gobierno Regional.

· Asegurar un mecanismo de otorgamiento de permisos objetiva y que maximice la recaudación (nacional, regional y municipal) para no afectar los presupuestos municipales.

- Perfeccionar la regulación de la Industria

· Modificar el mecanismo de adjudicación.

· Aumentar las facultades de investigación de antecedentes en la etapa de calificación de ofertas.

· Perfeccionar las facultades de fiscalización y supervisión de la SCJ.

· Perfeccionar el régimen de sanciones y multas.
3. Contenidos Proyecto de Ley
I. Continuidad Operacional Casinos Municipales
Artículo 2° transitorio: prorroga las actuales concesiones de casinos municipales, permitiendo su renovación en las mismas condiciones hasta el 31 de diciembre de 2017.
Artículo 3° transitorio:
· Mantiene la sede de los actuales casinos municipales (Arica, Iquique, Coquimbo, Viña del Mar, Pucón, Puerto Varas y Puerto Natales) por 3 periodos de 15 años cada uno, renovable por plazos sucesivos de 15 años, salvo resolución fundada del Consejo Resolutivo.
· La Superintendencia tendrá 120 días, contados desde la entrada en vigencia de la ley, para dictar la resolución que llama a concurso para el otorgamiento de los permisos -a partir del año 2018- para estas comunas.
· Se faculta al Consejo Resolutivo para fijar condiciones especiales para el otorgamiento de estos nuevos permisos o sus renovaciones, a solicitud de los alcaldes, velando, entre otras condiciones, por el resguardo de los derechos laborales de los trabajadores que actualmente se desempeñan en los casinos municipales.

· Finalmente, se garantiza que todas las entidades que operen como casinos de juego queden sujetas a un mismo régimen de operación, funcionamiento y supervisión.
II. Perfeccionar la Regulación de la Industria

a) Se modifica el mecanismo de asignación de permisos de operación, pasando de una modalidad que ponderaba principalmente la inversión propuesta a otra de oferta económica que maximiza la recaudación.
b) Se modifica el proceso de precalificación de las sociedades postulantes a los permisos de operación, aumentando las facultades de la Superintendencia en la supervisión de la industria.
c) Se modifica el plazo de precalificación de las sociedades postulantes a los permisos de operación.
d) Se adecúa el proceso de evaluación de los proyectos de las sociedades postulantes a permisos de operación de casinos. 
e) Se aumentan las facultades para la supervisión de la industria de casinos, otorgando nuevas facultades y atribuciones a la Superintendencia.
4. Impacto Fiscal del Proyecto

En materia de ingresos:
Respecto de las finanzas municipales, el proyecto de ley tiene como propósito asegurar en el largo plazo la recaudación proveniente de los casinos municipales.

Asimismo, y desde un punto de vista fiscal, la aplicación de la presente normativa debiera implicar en régimen un incremento de los ingresos de los Gobiernos Regionales en un monto estimado de $13.176 millones anuales, equivalente al 10% de los ingresos brutos de los casinos de juego municipales.

Adicionalmente, a partir del año 2018 se incrementarán los ingresos fiscales debido a que se comenzarán a aplicar en los siete casinos municipales el impuesto por entradas, del cual están eximidos acorde a la ley vigente.

En materia de gasto:
La aplicación del presente proyecto de ley no implica mayor gasto fiscal en su primer año de operación. Para los años siguientes se consultará en los presupuestos anuales de la Superintendencia de Casinos de Juego el mayor gasto que pudiera implicar el reforzamiento de los procesos sancionatorios que deban implementarse a partir de 2018.
Una vez culminada la presentación del señor Subsecretario de Hacienda, se registraron las siguientes intervenciones:

El Honorable Senador señor Coloma valoró, en primer lugar, el hecho que el proyecto de ley aborde la situación actual de los casinos municipales, asegurando su continuidad operacional e incorporándolos a la regulación de la Superintendencia del ramo.

En segundo término, criticó la falta de realismo que supone el que el proyecto no se haga cargo de la existencia de establecimientos de máquinas tragamonedas a lo largo de todo el país. Su operación, sostuvo, exige contar con una regulación que en vez de posponerlo, como ha ocurrido con diversos Gobiernos, afronte el problema.

Criticó con firmeza, asimismo, que el propósito de la modificación del mecanismo de asignación de permisos de operación sea transitar desde una modalidad que pondera principalmente la inversión propuesta, a otra de oferta económica que maximiza la recaudación. Cuando años atrás se debatió el entonces proyecto que dio lugar a la ley de casinos original, argumentó, sus defensores hicieron especial hincapié en que el objetivo no era la maximización de la recaudación, sino la generación de focos de atracción turística y de infraestructura; esa fue, de hecho, la razón detrás de la prohibición de instalación de casinos en la ciudad de Santiago –por más que en la práctica, consignó, hoy exista uno a la entrada y otro a la salida de la Región Metropolitana-. De manera que se cambia, ahora, diametralmente el foco que desde la concepción de la ley tuvo la industria de los casinos: en vez de propiciar la atracción de más personas y nuevos visitantes, se conformará con que los chilenos gasten cada vez más recursos en el juego. Esto último, concluyó, resulta de máxima gravedad, pues el límite para que el objetivo de la industria no sea otro que la recaudación se encontrará muy cerca.

El Honorable Senador señor Montes coincidió con la última de las aprensiones manifestadas por el Honorable Senador señor Coloma, pues efectivamente se está pasando desde un extremo conceptual al otro.

Preguntó, por otra parte, por los siguientes antecedentes:

- Cuál es el diagnóstico que, a juicio de la autoridad, torna necesario aumentar las facultades de fiscalización de la Superintendencia.

- Cuáles son los niveles de transparencia que operan respecto del rol que cumple el supervisor. ¿Cualquier ciudadano puede informarse de los problemas que se suscitan en la industria?, inquirió.

- Si se han detectado irregularidades en la relación de los fiscalizadores de la Superintendencia con los casinos en que ejercen sus funciones; y cuál es el sistema de sanciones que sobre el particular se aplica.

- Cuál es la relación entre los casinos, y sus altos directivos, y el financiamiento de campañas políticas, no sólo en el ámbito municipal.

El Honorable Senador señor García hizo un reconocimiento, en primer lugar, a la labor del Ejecutivo al abordar las materias contenidas en el proyecto de ley en estudio. No obstante tratarse de asuntos complejos que, en rigor, debieron haberse resuelto durante el Gobierno anterior, las actuales autoridades han tenido la capacidad de resolverlos de buena manera, con acuerdo de los alcaldes involucrados.  





Respecto de los denominados juegos de destreza, que incluyen a las máquinas tragamonedas a que hiciera referencia el Honorable Senador señor Coloma, indicó que si bien se trata de una problemática que debe ser enfrentada y regulada, no resultaría aconsejable hacerlo en la presente iniciativa, pues sabido es que la pronta expiración de las concesiones de casinos municipales en vigor exige una pronta tramitación legislativa.





Coincidió, enseguida, con la última de las preocupaciones exteriorizadas por el precitado señor Senador. Efectivamente, la ley siempre privilegió que las inversiones fueran turísticamente atractivas y permitieran, por ejemplo, la realización de convenciones en las nuevas instalaciones.





Finalmente, dio a conocer su impresión de que, en general, el plazo de 15 años para la operación de un casino parece un tanto exiguo como para que un operador pueda recuperar la inversión realizada.





La Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Ximena Rincón, dejó constancia de la preocupación del Ejecutivo por la situación normativa de los juegos de destreza y de azar. Sin embargo, además de los antecedentes que la Subsecretaría de Hacienda tiene en su poder, se requiere un análisis de las diversas mociones parlamentarias presentadas, por lo que no es el presente proyecto de ley el instrumento idóneo para realizar la discusión, entre otras razones, por la urgencia que existe por aprobar las enmiendas a la ley de casinos.





Puso énfasis, por otra parte, en que la opción de cambiar el mecanismo de asignación de permisos de operación se toma luego de 10 años de vigencia de la ley de casinos, y tras haber evaluado su conveniencia.





Al terminar, consignó que en lo que importa a la fórmula de licitación y el plazo de operación de los casinos han contado con el acuerdo de los alcaldes de las siete comunas pertinentes. También la prórroga por dos años de las actuales concesiones, que permitirá que las nuevas licitaciones se lleven a cabo y evitará repercusiones en los ingresos municipales.





El Honorable Senador señor Zaldívar advirtió la necesidad de un pronto despacho del proyecto de ley, el que, a su juicio, se encuentra en general bien resuelto. Con todo, hizo ver la necesidad de revisar si los plazos contemplados para la realización de las licitaciones serán o no suficientes.





En relación con el mecanismo de asignación de permisos, reseñó cómo en la ciudad de Talca, aún con la modalidad vigente que pondera la inversión propuesta, el nuevo casino se instaló en un lugar que no aprovecha la conectividad turística de la región y no ha significado un atractivo turístico, y que a la larga se ha nutrido mayoritariamente de los propios talquinos que, atraídos por los espectáculos que les ofrecen, asisten a él.





Como fuere, y habida consideración de que los casinos entregan una recaudación, debe existir una preocupación especial por dos aspectos: de un lado, cautelar que el destino que las municipalidades y los gobiernos regionales dan a los recursos agenciados por esa vía, sea efectivamente en inversión turística si es eso lo que se quiere estimular; del otro, que en aras de la descentralización y regionalización del país, lo justo sería que la totalidad de los impuestos así percibidos quedaran en la respectiva región, sin que al Fisco toque parte alguna. 





En lo que importa a los juegos de destreza, en tanto, señaló que incluso en las comunas más rurales la proliferación de máquinas es muy notoria, y la existencia de establecimientos con propaganda y en los que hasta los niños juegan, no se puede soslayar. Hace falta, subrayó, legislar sobre este problema.





El señor Subsecretario de Hacienda reiteró la preocupación que asiste al Ejecutivo por el aumento de los juegos de máquinas tragamonedas. En efecto, una comisión se encuentra trabajando sobre el tema, analizando jurisprudencia de la Contraloría General de la República, en particular una del año 2015 que se ha pronunciado sobre la certificación de las máquinas de azar. Si fruto de los estudios en desarrollo se concluye la conveniencia de realizar enmiendas legales, finalizó, así se hará.





Sobre el destino de los recursos recaudados por medio de los casinos de juego, manifestó que con el proyecto de ley se hace más evidente que deberán ser orientados a inversión. Ya la legislación vigente dispone que el 10% que va a las municipalidades debe ser  invertido en obras de desarrollo de la comuna, y algo similar acontece con el 10% que acrece al Fondo Nacional de Desarrollo Regional, que no puede ser utilizado en gastos corrientes. Del mismo modo, sostuvo que en la actualidad la gran mayoría del dinero se queda en las regiones respectivas. 





En cuanto a los plazos previstos en el proyecto, expresó que de acuerdo con lo informado por la Superintendencia, el levantamiento de un casino tarda, desde su adjudicación, en promedio dieciocho meses. Eso se tiene en cuenta cuando se propone una prórroga de dos años para los casinos municipales en actual funcionamiento, pues en este último período los potenciales nuevos entrantes tendrán tiempo suficiente de ejecutar sus obras.  





Se refirió, a continuación, al cambio de modelo de asignación de permisos de operación de casinos. La idea inicial, es cierto, fue propiciar la construcción de infraestructura hotelera capaz de estimular el turismo, objetivo que con el correr de los años se ha cumplido. Así las cosas, persistir en esa lógica acarrearía el riesgo de poner incentivos que redundarían en una sobreproducción innecesaria de inmuebles, de “elefantes blancos” que resultarían subutilizados, lo que, en definitiva, y dado que la industria ya se encuentra suficientemente madura, conduce a hacer más aconsejable quitar todo el foco de la inversión y situarlo, en cambio, en otro donde la variable final de adjudicación sea la mayor oferta económica. Con todo, resaltó, antes de ésta tiene lugar una etapa de precalificación en la que, por ejemplo, una comuna puede exigir inversiones previas en ella por parte de los inversionistas postulantes como condición necesaria para avanzar en el concurso. 





En relación con la transparencia de la industria, explicó que dada la naturaleza de su actividad, corresponde a los casinos reportar permanentemente información a la Unidad de Análisis Financiero (UAF) sobre cualquier actuación sospechosa de lavado de dinero.





El Superintendente de Casinos de Juego, señor Renato Hamel, añadió que la necesidad de perfeccionar el rol fiscalizador del supervisor se explica, entre otros, por motivos como los siguientes:

- Por el hecho de que en la etapa de precalificación las facultades para determinar el origen de los fondos de un operador son limitadas, pues no permiten llegar a conocer la procedencia de, por ejemplo, un préstamo bancario de US$50 millones. Se hace necesario, en consecuencia, aumentar su campo de acción.

- En la misma etapa se lleva a cabo, además, una evaluación de la idoneidad (comercial, penal, etcétera) de los postulantes. Si durante los quince años de duración de la concesión, sin embargo, esa idoneidad inicial desaparece, la Superintendencia no cuenta con facultades para revisar ni mucho menos revocar el permiso respectivo.





- No se encuentran especificadas las causales de no precalificación, cuestión de la que el proyecto de ley se hace cargo.





- En el día a día se ha constatado muchas veces la negativa a entregar información por parte de los fiscalizados. Al efecto, indicó, el proyecto de ley explicita cuál es la información que se podrá solicitar, como actas de directorios o antecedentes propios de la gestión de los casinos.





En materia de transparencia, por otra parte, puso de relieve que desde hace unos meses la Superintendencia ha implementado la publicación en su página web de los casos en los que ha intervenido, con sus correspondientes sanciones, todo lo cual se encuentra a disposición de quien quiera consultarlo.





Y en lo que importa a la probidad interna, dio a conocer que la sujeción al estatuto administrativo y demás reglamentación sirvió para llevar adelante un sumario administrativo que culminó en la destitución de un funcionario fiscalizador, precisamente por una relación inconveniente con un casino. Los fiscalizadores, agregó, no se encuentran asignados a un establecimiento en particular, sino que rotan.  

 



Acerca de la vinculación de los casinos con el financiamiento de campañas políticas, el señor Subsecretario de Hacienda señaló que, como cualquier sociedad anónima, pueden en la actualidad efectuar donaciones como aportes reservados. Tal figura, empero, dejará de ser posible de ser aprobado un proyecto de ley que sobre el particular ha propuesto el Ejecutivo.





A continuación, presentó sus planteamientos a la Comisión la Alcaldesa de Viña del Mar, señora Virginia Reginato, quien agradeció la invitación y preocupación de la Comisión de Hacienda por el inmediato análisis del proyecto de ley.

Señaló que cuando se inició hace siete años la Cruzada de Defensa de los Casinos Municipales, los alcaldes de las comunas de Arica, Iquique, Coquimbo, Viña del Mar, Pucón, Puerto Varas y Puerto Natales siempre anhelaron recibir respuesta y reacción por parte de las autoridades nacionales, para evitar la tragedia que se generaría en  dichos municipios si se pierden los recursos provenientes de los casinos. Felizmente, valoró, la voluntad y decisión requeridas se han hecho presente en el presente Gobierno de la Presidenta Bachelet, quien desde siempre ha expresado su voluntad de efectuar las modificaciones legales necesarias para permitir que los casinos municipales puedan continuar operando y cooperando en el desarrollo integral de los vecinos de las señaladas comunas. En tal labor, ciertamente, ha sido muy relevante el aporte de la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia y de los señores Ministro y Subsecretario de Hacienda y Superintendente de Casinos.

Similar apoyo, prosiguió, se encontró en la Cámara de Diputados, que aprobó por amplia mayoría el proyecto en su primer trámite constitucional, acogiendo las soluciones propuestas, las que calificó de justas, realistas y solidarias.

Justas, porque establecen que todos los operadores deben ofertar y pagar una oferta económica adicional al pago del impuesto al juego, y disponen la existencia de un sistema único de otorgamiento de permisos de operación y de fiscalización para todos los casinos del país, a cargo de la Superintendencia, sin generar discriminaciones entre ellos.

Justas y realistas, porque junto con mantener la localización del casino municipal en las siete comunas, establecen condiciones especiales propias de sus realidades, como la posible construcción de la infraestructura del casino respectivo. 

Solidarias con el resto de las municipalidades de cada Región, al establecer que el 10% de los ingresos de sus casinos serán aportados al Fondo Nacional de Desarrollo Regional (FNDR) en beneficio de todas aquellas, de la misma manera que el actual sistema lo hace con los casinos privados.

Justas y solidarias con los actuales trabajadores de los casinos municipales, finalmente, al fijar condiciones especiales propias de sus realidades para ir en su protección y con miras a evitar una gran cesantía. 

Hizo hincapié, enseguida, en el impacto y alcance que tendría el no modificar la legislación vigente. Se produciría, en primer lugar, una de las más injustas privatizaciones de recursos municipales, que significaría restar la mitad de los actuales ingresos de las municipalidades involucradas, vitales para su desarrollo integral, para entregárselo gratuitamente a operadores privados de casinos de juego. En efecto, sin los casinos tales comunas dejarían de percibir, en conjunto, casi $40 mil millones anuales (equivalentes al 45% de los ingresos totales). 

Un hecho de ese impacto, sostuvo, provocaría necesariamente tener que dejar de prestar diversos servicios a la comunidad, como aseo domiciliario y urbano a las obras de adelanto y desarrollo, tener que suprimir los aportes que se realizan a la educación y la salud municipales. Del mismo modo, dañaría seriamente la columna vertebral de la industria turística nacional, afectando a cerca de un millón de chilenos en su desarrollo social.  

Y, en segundo lugar, los efectos negativos se verificarían no sólo en las siete comunas directamente involucradas, sino en  la totalidad de las municipalidades del país, que verían disminuidos sus recursos por la redistribución que habría que hacer del Fondo Común Municipal. La única forma de no afectar a los demás municipios, advirtió, sería aumentar el aporte fiscal, lo que a la postre significaría que los recursos que hoy ponen los privados tendrían que ser suplidos por el Estado con sus propios recursos.

Quiso dejar constancia, por otra parte, que ha quedado demostrado en cifras que, en promedio, en la concesión de sus casinos las municipalidades obtienen más del doble de recursos de lo que logra el aparato estatal en la operación de los casinos privados. Tal realidad hace  imperativo, resaltó, anteponer el bien común al interés privado.

De acuerdo con todo lo expuesto, y en nombre de la Asociación de Municipalidades con Casinos de Juego, solicitó a los integrantes de la Comisión la pronta aprobación del proyecto de ley en estudio (de no hacerlo, hizo ver, las respectivas comunas deberán dejar de operar y cerrar sus casinos al 31 de diciembre del presente año), el que, junto con actualizar la regulación de los casinos de juego, permitirá continuar operando a los casinos municipales, sin condenar a un proceso de deterioro constante y progresivo a siete comunas donde viven un millón de chilenos.





Una vez culminada la intervención de la señora Alcaldesa, el Honorable Senador señor Montes preguntó sobre el rol y experiencia de las municipalidades en la fiscalización de los casinos de juegos.





La señora Reginato indicó que los fiscalizadores de casinos son funcionarios municipales que rotan en la planta municipal, no se trata de funcionarios externos.

En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, expuso ante la Comisión el Gerente General de Casino Monticello, señor Jacobo Pretorius, quien expresó que dicho establecimiento forma parte del grupo Sun International, gran industria de turismo que cuenta con hoteles de lujo y casinos mayoritariamente en África y también en Chile, Panamá y, próximamente, en Colombia. 

En la búsqueda de una economía estable y con una industria del juego regulada en la cual invertir, se explayó, Sun International escogió Chile para la construcción de un proyecto de largo plazo, capaz de generar crecimiento y empleo a gran escala. En efecto, Casino Monticello, situado a 20 minutos de Rancagua y 45 de Santiago, ha supuesto una inversión global aproximada de US$300 millones y 250 mil metros cuadrados construidos, con un hotel cinco estrellas y diversos lugares de entretenimiento para sus usuarios.

En relación con el proyecto de ley que la Comisión está conociendo, señaló que existen ciertas dudas y preocupaciones que debiesen ser resueltas, como el hecho de que no se aborde la situación de los casinos ilegales que funcionan en Chile. Sólo en el área de concesión en que opera Casino Monticello, graficó, hay 3.800 máquinas de juego ilegales, prácticamente el doble de las –formales y autorizadas- que el casino tiene. Por otra parte, se otorgan nuevas facultades a la autoridad, sin un debido análisis previo.

Finalizó su intervención solicitando una revisión y perfeccionamiento del contenido de la iniciativa de ley.

Hizo uso de la palabra, a continuación, el Director de Casino Monticello, señor Martín Gubbins, quien hizo hincapié en que la importante inversión realizada por el casino en San Francisco de Mostazal, con altos estándares de calidad, fue posible porque la ley estableció los incentivos para hacerlo, sobre la base de un modelo de otorgamiento de licencias orientado a beneficiar el turismo regional fundado en un sistema objetivo para la evaluación de los proyectos. En ese contexto, indicó, y apostando por el modelo vigente, a fines del año pasado Sun International compró su parte de la propiedad a su entonces socio, en US$140 millones,  en la actualidad se encuentra evaluando una fusión con el operador de casinos Dreams, que podría significar un desembolso adicional de US$65 millones, y continuamente se efectúan mejoras de calidad en las infraestructuras construidas. 





Un cambio legislativo como el que se está proponiendo, en consecuencia, no es oportuno, genera preocupación y no resulta del  agrado de las empresas a las que representa. Porque no obstante la real y urgente necesidad de dar solución a la situación de los casinos municipales, no resulta comprensible mezclar ese problema con otra serie de cuestiones, estructurales y de largo plazo, que deben resolverse en la industria de los casinos de juego.





Manifestó que sin perjuicio del análisis que aún se está haciendo sobre el alcance de las disposiciones del proyecto de ley –encargado a tres destacados académicos-, es posible constatar que se está modificando completamente el modelo de adjudicación de los casinos. Se pasaría, así, a un híbrido que mientras por una parte señala que se va a adjudicar a la mejor oferta económica, por otra mantiene elementos de evaluación de los proyectos, pero sin los parámetros objetivos de puntuación que tiene la ley actual, abriendo espacios de discrecionalidad que no resultan deseables. Es claro, sostuvo, que Sun International está conforme con el modelo vigente basado en inversión. Ahora, si se va a transitar hacia otro basado en la oferta económica y en el que prevalezca el mercado, desde luego debe ser sin las distorsiones que contiene la iniciativa legal.     

Cabe preguntarse, prosiguió, cuál es el estudio de impacto económico social que justifica el cambio hacia un modelo sui generis, o cuántos mercados va a pasar a tener Chile. Respecto de esto último, hace diez años se definió que iba a ser sólo uno, sometido a la Superintendencia, con dos casinos por región y ninguno en Santiago. Sin embargo, se sabe que existe un rango de entre 400.000 y 700.000 máquinas ilegales de juego en el país (más que todas las legales que existen en Estados Unidos), sin ninguna supervisión y absolutamente convalidadas, expresa o tácitamente, por distintas autoridades, lo que ha abierto un mercado que está generando alteraciones en la cadena de suministro de máquinas, porque, en razón del volumen de venta, para algunos proveedores resulta más atractivo atender a los ilegales.

Otras dudas, agregó, surgen de la revisión de las nuevas facultades generales y sancionatorias que se dan a la Superintendencia de Casinos de Juego (SCJ). En efecto, sostuvo, no se definen adecuadamente los tipos ni los procedimientos, y se dejan a los reglamentos u oficios del supervisor definiciones que son estructurales para la industria en relación no sólo con el debido proceso, sino también con la previsibilidad de las normas aplicables. En definitiva, con el proyecto de ley los operadores no pueden saber por qué causales van a ser sancionados.

Por lo demás, apuntó, la SCJ ya cuenta con suficientes atribuciones, superiores incluso a las de la Unidad de Análisis Financiero, por lo que cabe nuevamente cuestionarse si acaso es necesario legislar en pocos días sobre un asunto que es debatible. Hacerlo, en su opinión, es, además de innecesario, peligroso.

A todo lo anterior, añadió, se suman otras inquietudes vinculadas, por ejemplo, a si la extensión de las licencias municipales es o no materia de ley de quórum calificado; o al examen de constitucionalidad de ciertos reenvíos normativos, en pro de salvaguardar el principio de legalidad.

Si se van a enfrentar los problemas de la industria, enfatizó, debe hacerse seriamente, separando lo urgente de lo estructural y a largo plazo, para dar forma a un buen proyecto de ley. Esto implica darse el tiempo suficiente para analizar cuidadosamente el proyecto y dilucidar cuáles son los incentivos económicos del nuevo modelo propuesto, que puede significar incertidumbres a la larga muy perversas para el sistema. 

Enseguida, realizó sus planteamientos el Gerente General de Casinos Dreams, señor Jaime Wilhelm, quien reseñó que se trata de una empresa que opera seis casinos en Chile, dos de ellos municipales, y otros cuatro en Lima, Perú, y que recientemente, en el mes de febrero del año en curso, suscribió un memorándum de entendimiento con Sun International para fusionar las operaciones en Latinoamérica. De prosperar, este acuerdo daría lugar a la empresa de juego y entretenimiento más grande de la región, con base en Chile, que podría abrirse próximamente a la bolsa.

Para Dreams, expresó, el objetivo original de la ley de casinos, dotar de infraestructura a las regiones, ha sido cumplido con creces. Persistir en él, entonces, podría resultar dañino, porque significaría aumentar innecesariamente la dotación de infraestructura. Por ello, manifestó compartir plenamente el cambio de objetivo de la legislación con miras a  unificar a toda la industria bajo un mismo criterio y supervisión, y a incrementar la recaudación de impuestos para que sea la autoridad la que decida en qué invertirlos, sin estar ya constreñida a hacerlo exclusivamente en infraestructura turística.





Más concretamente, se manifestó de acuerdo con que se pase de un sistema de licitación de licencias en el que se evalúan las características de cada uno de los proyectos, a otro en el que se evalúan las propuestas económicas. Es este último, resaltó, el mejor mecanismo. Empero, lo que el proyecto de ley propone no es puramente un criterio de oferta económica, porque mantiene ciertos elementos del modelo actual que no se justifican.





Coincidió, por otra parte, con la conveniencia de contar con un espacio mayor de tiempo para analizar las modificaciones más estructurales que se proponen para la industria de los casinos, porque tendrán el carácter de permanentes, y para abordar al menos dos asuntos que requieren solución. El primero de ellos, el del juego ilegal, que ha proliferado desenfrenadamente en Chile desde el año 2008 (entre 400.000 y 700.000 máquinas, como se dijo, versus las 14.300 máquinas de los casinos legales), pese a que la ley es clara en prohibir los juegos de azar y sólo pueden realizarse en aquellos lugares en que el Gobierno lo permita. Hizo presente que si bien existen querellas presentadas por la Asociación de Casinos de Juego por lavado de dinero contra los operadores de establecimientos  ilegales, en algunas de las cuales la SCJ la ha acompañado, por diversas razones, como permisos concedidos por las municipalidades, no han prosperado. 

Como fuere, enfatizó, lo razonable sería que antes de abrir los próximos procesos licitatorios de los casinos emblemáticos de Chile (Viña del Mar, Iquique, Puerto Varas), hubiese claridad acerca de qué es lo que se va a licitar, lo que implica solucionar primero el problema de los ilegales. Citó, al efecto, la experiencia comparada más exitosa de que se tiene noticia, Perú, donde la respectiva Superintendencia se encuentra facultada por ley para clausurar los locales de juego ilegales, herramienta que aplica ordinariamente con no más de una semana de tiempo desde que recibe una denuncia.     





El segundo punto que merece consideración y debiese ser contemplado en la ley, señaló, es el de la participación de las sociedades anónimas e inversionistas calificados en el mercado, cuestión que para Sun International y Dreams, que han manifestado su intención de utilizar Chile como plataforma para abrirse a la bolsa de valores y transformarse en la compañía de juegos más grande de América Latina, resulta muy relevante. Hoy por hoy, expuso, para las sociedades anónimas abiertas es muy difícil cumplir los requerimientos de la  legislación, que exige, por ejemplo, que para precaver el lavado de dinero las compañías deben tener un máximo de diez accionistas. Esto implica que la participación de una sociedad anónima abierta o un inversionista institucional sólo se da asumiendo el rol de matriz, porque debe ser una subsidiaria la que obtenga los permisos de operación. Respecto de esa matriz, se investiga a cada accionista que posea más del 5% de las acciones. De acuerdo a como en la práctica se desarrolla el mercado de las sociedades anónimas, es perfectamente posible que el que tenga más del 5% accionario sea un fondo de inversiones compuesto, a su vez, por millones de personas, lo que a la larga impide a las empresas de casinos y a la propia Superintendencia cumplir, en los plazos establecidos, con la aludida investigación a tal cantidad de agentes económicos.   





En consonancia con lo expuesto, solicitó a los integrantes de la Comisión distinguir en el proyecto de ley lo urgente de aquello que requiere de mayor análisis, de manera de dar forma a una regulación que permita un mejor desarrollo de la industria.





Posteriormente, el asesor legal de Casinos Dream, señor Diego Vio, expresó que, desde una perspectiva jurídica, al tenor del Mensaje del proyecto de ley no es posible comprender del todo cuáles son las razones por las que se están planteando modificaciones, pues no queda claro cuáles han sido las falencias detectadas que las motivan. Asimismo, si bien se declara que lo que se persigue es aumentar la transparencia en el sistema de licitaciones, incorporando criterios de objetividad y mecanismos de control, la revisión del contenido propuesto arroja resultados que no se condicen con tal fin. 





En efecto, argumentó, hoy existe una etapa de precalificación con factores determinados en la ley y regulados en el reglamento, y otra de evaluación con factores que tienen una ponderación específica y son analizados por una instancia superior, el Consejo Resolutivo. Todo eso se reduce en la propuesta a una sola etapa, que se radica en la SCJ y en cuyo mérito se eliminan los factores de ponderación y otros informes de instituciones, y se limita el rol del citado Consejo, originalmente concebido como instancia de control, a tener que puramente verificar cuál es la mejor oferta. Lo cual, opinó, conspira contra la anhelada transparencia de un proceso de licitación pública.





Pretende el proyecto, por otra parte, fomentar la competencia, en el entendido que ya se ha cumplido el objetivo de generar infraestructura turística. Actualmente, la regulación dispone que ante iguales ponderaciones en una licitación, el operador que está postulando a la renovación se adjudique la concesión. Se propone ahora, en cambio, el derecho preferente del actual operador de un casino para igualar la mejor oferta económica que se reciba. Sobre esto caben dos interpretaciones: primero, que el que está renovando pueda presentar una oferta exactamente igual a la mejor una vez que se abren los sobres con las ofertas, caso en el cual no hay tal derecho preferente, porque es poco probable que existan ofertas económicas exactamente iguales en proyectos de esta naturaleza; y segundo, que se trate de un derecho a igualar la oferta, caso en el que, naturalmente, el que esté renovando su permiso va a esperar a ver las ofertas económicas presentadas por los otros solicitantes, para sólo posteriormente formular la propia. ¿Se estimula así la competencia?, preguntó.





Con esta nueva modalidad, además, se obvia el hecho que las empresas hicieron un esfuerzo de inversión importante para construir la infraestructura satisfactoria que hoy se tiene. Por la vía de las ofertas públicas que a partir de ahora se instauraría, sería posible que un tercero, nuevo, se adjudicara la licitación sin necesidad de acreditar el estándar del operador actual del casino al que postula. Esto podría dar pie a situaciones anómalas en que, por ejemplo, el actual operador (para no enfrentar competencia) y un tercero (para entrar al mercado) se pongan de acuerdo para repartirse el negocio, presentando una sola oferta económica.





En materia de potestades, por otro lado, explicó que las que hoy ejerce la SCJ abarcan desde el proceso de calificación hasta el proceso de sanción. Con el proyecto de ley, las atribuciones del supervisor pasan a ser totales en el primero de dichos procesos, y no se dejan a salvo contrapesos para impugnar la precalificación que haga. Se incorporan mediante el artículo 21 bis, además, causales por las que una sociedad solicitante no puede aprobar una precalificación; algunas de ellas muy razonables, pero una, en particular, que no puede ser soslayada. Se trata de la letra h), que señala: “No acatar las instrucciones que les sean impartidas por la Superintendencia durante el proceso de otorgamiento del permiso de operación”. Para que una licitación sea transparente y objetiva, destacó, es primordial que los requisitos y causales aplicables se encuentren claramente definidos, lo que no se cumple cuando se habla de instrucciones aún no dictadas que otorgan, en definitiva, un margen de discrecionalidad y arbitrariedad muy grande a la Superintendencia. 





Las reseñadas, concluyó, son sólo algunas de las observaciones jurídicas que ha sido posible advertir en el poco tiempo que ha habido para revisar el proyecto de ley, por lo que sería recomendable un análisis más profundo aun. 





El Honorable Senador señor Montes solicitó información acerca de las rentabilidades de las empresas de casinos, los aportes que han hecho por impuestos y por otros conceptos a las regiones y comunas, incluidos los correspondientes a responsabilidad social empresarial. 





El Honorable Senador señor Lagos manifestó que hasta antes de conocer el proyecto de ley en estudio, lo que se sabía era que pretendía dar solución al problema de los casinos municipales cuyas concesiones se encuentran próximas a expirar. Su contenido, sin embargo, va más allá, y aborda otras materias propias de la industria.





El Honorable Senador señor Zaldívar indicó que hay dos temas distintos en discusión: uno más urgente, el de los casinos municipales, y otro que precisa de un análisis más profundo, el del perfeccionamiento de la industria de casinos en su globalidad. Esto sin perjuicio de que, en su opinión, falta todavía otra problemática que afrontar: la de los juegos ilegales.





El Honorable Senador señor Coloma dejó expresa constancia de que existe plena voluntad de aprobar con prontitud la propuesta del proyecto de ley en lo que dice relación con los casinos municipales. En lo que concierne a los otros temas que se abordan, en cambio, hace falta un estudio más acabado.





El señor Subsecretario de Hacienda aclaró que el proyecto de ley se compone efectivamente de dos partes: una relativa a dar solución a la situación de los casinos municipales y otra a cambios que se realizan a la modalidad de adjudicación en la industria de los casinos. Ambas no son fáciles de separar, por cuanto ahora los siete casinos municipales tendrán que ser objeto de procesos licitatorios que, como es lógico, deben desarrollarse de acuerdo al nuevo marco normativo que operará de aquí en adelante, que será también aplicable al resto del total de  casinos que hay en Chile. Sería muy complejo, advirtió, que a siete casinos se licitaran con arreglo a reglas distintas de las que regirán para el resto. De ahí la importancia de abordar ambos temas de manera conjunta.





En cuanto a las observaciones planteadas en materia de transparencia, dio a conocer la disposición del Ejecutivo para efectuar las enmiendas que sean necesarias para cautelarla debidamente en el proceso de licitación que, dicho sea de paso, constaría igualmente de dos etapas: una de precalificación y otra de apertura de sobres para evaluar la oferta económica.





El Honorable Senador señor Zaldívar indicó que en atención a lo expresado por el señor Subsecretario, una posibilidad podría ser posponer el plazo en el que deban efectuarse las nuevas licitaciones, de manera de contar con mayor tiempo para estudiar con detención una   regulación que se aplicable a todos los actores.





Solicitó, por otra parte, toda la información disponible sobre las máquinas de juegos ilegales. Reiteró que se trata de un problema que no puede ser obviado, menos si la Contraloría General de la República se pronuncia a veces validándolos y hasta los propios municipios les otorgan patentes. Impresiona, sostuvo, observar cómo en muchas comunas se instalan cada vez más salas de juego absolutamente ilegales, pero a vista y paciencia de toda la comunidad. Advirtió que mientras más se dilate la adopción de medidas al respecto, será más difícil encontrar soluciones.   





Todo lo anterior, culminó, dejando claro que existe pleno acuerdo respecto de que a los casinos municipales se les debe dispensar un tratamiento como el que el proyecto de ley viene proponiendo.





El Honorable Senador señor Lagos recordó que en la determinación de qué se entiende por juegos ilegales, hay quienes han hecho la distinción entre juegos de azar y juegos de destreza para dar a entender que estos últimos no se encuentran fuera de la ley. Aun en caso que se quisiera validar y avanzar en esta diferenciación, señaló, debe hacerse de manera institucional y regulada. Trajo a colación lo que acontece en Japón, donde se ha hecho una distinción similar a la referida y se permiten juegos, que no son de dinero, que entregan premios a los jugadores. El punto está en que a la salida de los establecimientos existen compradores dispuestos a pagar en dinero y de manera exclusiva, justamente, nada más y nada menos que esos mismos premios. Se trata, indicó, de una hipocresía institucionalizada. Mientras, en Chile ya se puede apreciar la existencia de asociaciones que representan a locatarios de juegos de azar o de destreza. Se trata, a fin de cuentas, de un tema que no puede ser soslayado si lo que se pretende es abordar de manera integral la realidad de la industria del juego.





Solicitó conocer la visión del Gobierno sobre este asunto.





El Honorable Senador señor Coloma reiteró, por otra parte, su parecer sobre la modificación que se propone para entronizar la recaudación como el objetivo primordial de la industria de casinos de juego. No es posible ignorar, señaló, que en la discusión de la original ley de casinos se planteó que si la finalidad última era meramente la recaudación, el Parlamento no iba a prestar su aprobación. Que lo que se buscaba era, en realidad, el desarrollo turístico en el país. 





Coincidió, asimismo, en que si la urgencia es resolver la cuestión de los casinos municipales, existen vías para hacerlo.





El Honorable Senador señor Montes manifestó que se está en presencia de un tema sin duda complejo y con muchos intereses en juego. Pidió al Ejecutivo sistematizar toda la información y observaciones recibidas, con miras a realizar los planteamientos que permitan avanzar en la tramitación de la iniciativa.





En cuanto a los juegos ilegales, hizo presente que incluso se han presentado proyectos de ley sobre la materia y que la dificultad en los tiempos que corren es incluso mayor, pues, sin necesidad de máquinas, en internet se puede encontrar toda clase de juegos.





El Honorable Senador señor García observó que existe consenso sobre la necesidad de afrontar la situación de los juegos ilegales.





Reparó, además, en que las exposiciones de los representantes de la industria de los casinos de juego fueron algo contradictorias respecto de la conformidad, o no, con el nuevo modelo de adjudicación de las concesiones que el proyecto de ley propone. Como fuere, adelantó su opinión negativa hacia que la medición de los proyectos de casinos, en general, y para los casinos municipales muy en particular, sea hecha en base a la recaudación prevista. Lo razonable, a su juicio, sería que un postulante presente un plan que signifique un aporte al turismo de la comuna de que se trate. Terminar, graficó, con gimnasios disfrazados o acondicionados como casinos, sería un flaco favor no sólo para el desarrollo turístico, sino también para la propia industria de casinos.  





El Honorable Senador señor Zaldívar añadió que debe precaverse que la inversión turística de un proyecto de casino no se circunscriba exclusivamente al edificio en que funcione, sino también a obras anexas y complementarias que beneficien a la comunidad.





En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, el Honorable Senador señor Chahuán planteó la conveniencia de, con el objeto de destrabar su discusión, dividir el proyecto de ley. Existen temas relativos a la globalidad de la industria de casinos, fundamentó, como las atribuciones del ente fiscalizador o las cauciones que se deben entregar, que son de largo aliento y cuyo debate puede entrampar lo que es realmente urgente, a saber, la prórroga de las concesiones de los actuales casinos municipales. Solicitó al Ejecutivo evaluar la factibilidad de su sugerencia.

A continuación expuso ante la Comisión el ex Superintendente de Casinos de Juego, señor Francisco Leiva, quien primeramente manifestó no prestar asesoría ni tener relación con ningún operador de casinos. Sólo, como es de público conocimiento, ser asesor técnico de la Asociación Gremial de Operadores, Fabricantes e Importadores de Entretenimientos Electrónicos (FIDEN). 





Luego desarrolló la siguiente presentación:

PRINCIPALES OBSERVACIONES AL PROYECTO DE LEY

1. Cronograma del nuevo proceso

- Entrada en vigencia: desde publicación en el Diario Oficial.

- Resolución de inicio de proceso: 120 días desde la entrada en vigencia de la ley (artículo 3°transitorio, letra i.)

- Anuncio: 60 días  desde la publicación de la resolución de inicio del proceso.

- Formalización: 90 días siguientes.

- Precalificación: 120 días siguientes, prorrogable en 30.

- Pronunciamiento del Consejo: 45 días siguientes.

- 435 días (14,5 meses) o 465 días (15,5 meses) si se prorroga la fase de precalificación que realiza la SCJ.
- Posteriormente, el adjudicado tiene un plazo de 24 meses para construir e iniciar la operación del casino de juego, plazo que además puede ser prorrogado hasta en 12 meses.

- Los plazos efectivos desde el otorgamiento del permiso hasta su puesta en operación, según ley N° 19.995, muestran un promedio de 29 meses y 10 días.
En consecuencia, los dos años de prórroga contemplado en el proyecto para las actuales concesiones municipales son claramente insuficientes.
2. Coexistencia de dos mecanismos de asignación dependiendo de la comuna a la cual se postula
- El proyecto de ley genera dos sistemas diferenciados para asignar los permisos de operación, dependiendo de la comuna  a la cual se postula un permiso de operación.

- Un mecanismo corresponde al definido en el artículo 3° transitorio, para ser aplicado a las actuales concesiones municipales, es decir, para asignar los permisos en las  comunas  de Arica, Iquique, Coquimbo, Viña del Mar, Pucón, Puerto Varas y Puerto Natales.
- Otro, según lo estipulado en el Título IV Del Permiso de Operación, para asignar los cupos cuando expiren los actuales permisos de operación otorgados en el marco de la ley N°19.995. 

No resulta comprensible que existan mecanismos diferentes dependiendo de la comuna a la cual postula el inversionista.
3. Indefiniciones en los mecanismos de asignación de los permisos de operación

a) Mecanismo aplicable a las comunas que concesionan un casino municipal

- De acuerdo con el proyecto (modificación del artículo 3° transitorio), se deben considerar, entre otras: la oferta económica mínima garantizada, el porcentaje de recontratación del personal actual del concesionario, que no podrá ser inferior al 80%, y la construcción o ampliación de la infraestructura turística de la comuna.
- No se entrega ningún criterio respecto de la importancia relativa de cada uno de los factores. Además, la incertidumbre es mayor, ya que la redacción propuesta señala que los factores antes mencionados, son “entre otros”. ¿Cuáles son esos factores adicionales?

- ¿Habrá una ponderación relativa de cada uno de esos factores? ¿Se establecerán mínimos para cada uno de ellos? ¿Tiene algún efecto ofrecer sobre esos mínimos? ¿Habrá condiciones diferentes para cada una de las siete comunas?
Se corre el riesgo, señaló, de que sean hasta ocho los mecanismos de asignación que coexistan (uno por cada una de las siete comunas que tiene casinos municipales, más un octavo para el resto de la industria).

b) Mecanismo permanente

- Si el mecanismo de asignación es la mayor oferta económica, ¿qué sentido tiene mantener los requerimientos de información del artículo 20, que eran necesarios en un mecanismo de evaluación tipo “concurso de belleza”? ¿Para qué proporcionar los estudios técnicos, comerciales y turísticos o el plan de operación del proyecto?

- En el nuevo primer inciso del artículo 21, se expresa “la Superintendencia revisará la factibilidad legal y técnica del proyecto presentado por la sociedad operadora”. ¿A qué se refiere con factibilidad técnica, ya que en ningún otro artículo se hace referencia a esta exigencia ni tampoco se definen condiciones de cumplimiento?

- Sorprenden las causales estipuladas en el nuevo artículo 21 bis, que señala un conjunto de circunstancias que impiden a la sociedad postulante precalificar y, en consecuencia, quedar fuera del proceso. Indicó que la redacción es muy abierta e imprecisa, y deja espacios a subjetividades por parte de la Superintendencia.
- ¿Qué sentido tiene mantener las solicitudes de informes a los gobiernos regionales, municipalidades, Servicio Nacional de Turismo y Ministerio del Interior, si el objetivo es la adjudicación vía oferta económica? (artículo 22).

- Existen interrogantes que es necesario precisar o que al menos la ley defina un marco para los reglamentos. Por ejemplo, ¿cuáles son las condiciones para cumplir la factibilidad técnica?, ¿cómo se garantizará la oferta económica?, ¿qué porcentaje del monto ofrecido se debe garantizar?, ¿se pretende garantizar la totalidad de los ingresos fiscales por los 15 años del permiso?, ¿cómo se descartarán ofertas económicas temerarias?
- A pesar que se declara que se seleccionará por oferta económica, se siguen manteniendo requerimientos que son propios del mecanismo vigente que corresponde a un “concurso de belleza”.
- El proceso de selección mediante oferta económica presenta un conjunto de indefiniciones que requieren mayor precisión en la ley.

4. Proceso de Precalificación
- Es necesario precisar algunas modificaciones que se proponen.

- El nuevo artículo 21 bis estipula un conjunto de circunstancias que le permitirían excluir del proceso a las sociedades postulantes. Por ejemplo: “h) No acatar las instrucciones que les sean impartidas por la Superintendencia durante el proceso de otorgamiento del permiso de operación”
- Por tanto, si la SCJ lo instruye, ¿las sociedades postulantes no podrían apelar de las decisiones de la autoridad?

5. Información de los resultados operacionales de los casinos municipales
Por transparencia y para que los interesados en participar en las futuras licitaciones dispongan de información confiable que les permita evaluar sus proyectos y realizar ofertas económicas competitivas, es necesario que durante el período en que se prorrogan las concesiones municipales la SCJ publique información mensual de sus resultados operacionales, tal como sucede con la nueva industria.

6. Constitucionalidad

- Mediante diversas leyes se autorizó el establecimiento de casinos de juego en siete comunas. De esta manera, el legislador eliminó las barreras impuestas por la Constitución para el ejercicio de esta actividad en dichas comunas.

- El legislador empleó la expresión “autorización”, que como tal es revocable. Por tanto, las comunas solo han sido habilitadas para establecer casinos de juego, y no puede entenderse que dicho permiso es permanente ni menos que han adquirido en su patrimonio el derecho otorgado.

En consecuencia, que el proyecto de ley indique que las ubicaciones de los casinos municipales se mantengan en sus actuales comunas contravendría la Constitución, que no gusta ni de los sujetos injustamente privilegiados ni de los caprichosamente perjudicados. Es decir, no puede haber discriminación arbitraria.

7. Otras interrogantes
- Dado que los permisos de operación otorgados en el marco de la ley N°19.995 empiezan a expirar durante el año 2023, ¿el actual proyecto de ley será un precedente para que se mantengan las comunas donde se ubican los casinos de la nueva industria?

- Si se prorrogan las actuales concesiones de los casinos municipales, ¿por qué no se prorrogan los actuales permisos de operación de los casinos de juego, de manera que no exista una discriminación dependiendo de la comuna en que se emplaza el casino de juego?
- Atendido que el factor de decisión será la Oferta Económica, ¿cómo se asegura a la empresa oferente que las principales condiciones, no controladas por ella y que pudieran afectar sensiblemente el cumplimiento de la misma, permanezcan constantes o controladas por el período de 15 años?

- Evaluar considerar la experiencia del postulante o de sus accionistas como operador de casinos de juego.
- En el Título V, el artículo 37 agrega nuevas  atribuciones para la Superintendencia de Casinos de Juego. Respecto del nuevo numeral 10 el texto es demasiado amplio, pues señala que la SCJ podrá obligar a un operador a hacer pública información sobre su situación jurídica, económica, financiera, societaria o de otra naturaleza que se determine.

- En el Título VI, párrafo segundo De las Infracciones (artículos 45 a 55), la descripción de los hechos potencialmente considerados infracciones es vaga y susceptible de ampliarse unilateralmente por la SCJ. Además, las penalidades pecuniarias deberían guardar un cierto correlato con los perjuicios económicos fiscales.
Conclusiones

- El plazo de dos años de prórroga para los actuales concesionarios de los casinos municipales es claramente insuficiente para realizar el proceso de otorgamiento de los permisos de operación, más el plazo que requiere el adjudicado para materializar el proyecto.

- Se sugiere ampliar el período de prórroga de los actuales casinos municipales en 48 meses.
- Se genera la coexistencia de dos mecanismos para asignar los permisos de operación, dependiendo de la comuna a la cual se postula. Uno para los casinos ubicados en las comunas donde existen casinos municipales y otro para el resto del país.

- Existencia de indefiniciones en los procesos de otorgamiento de permisos, que quedan al arbitrio de la Superintendencia.

- El proceso de precalificación requiere precisiones para evitar la arbitrariedad o discriminación de la autoridad reguladora.

- Desde el momento de vigencia de la ley, la SCJ debe entregar información de la operación de los casinos municipales, de manera equivalente a como lo hace con la nueva industria de casinos de juego.
- Es dudosa la constitucionalidad de un proyecto que predetermina que siete casinos de juego deben emplazarse en comunas específicas.
- Los privilegios que otorga el proyecto a las actuales siete comunas donde se ubican los casinos municipales son un precedente para que los municipios donde operan los casinos otorgados en el marco de la ley N° 19.995 y los operadores de dichos casinos, soliciten privilegios equivalentes.
Sugerencias

- De acuerdo con las observaciones formuladas, y dada la situación de los casinos municipales que se extinguen el 31 de diciembre de 2015, parece necesario diferenciar los aspectos relacionados con éstos, de los “perfeccionamientos” de la ley N° 19.995. Parece razonable tramitar un proyecto que prorrogue las actuales concesiones municipales. Así se subsana la preocupación de esas comunidades.

- Parece necesario tramitar con tiempo los perfeccionamientos de la ley N° 19.995, atendida las diversas observaciones e interrogantes planteados al texto del proyecto de ley,  que requieren un análisis más profundo.
- Finalmente, si se decide tramitar con tiempo los perfeccionamientos de la ley N° 19.995, quizás sea también la oportunidad para actualizar la legislación de la industria del juego, reconociendo realidades nacionales e internacionales que no han sido abordadas por la legislación nacional. A modo de ejemplo: juegos on line, máquinas recreativas de premio programado o apuestas deportivas.

Enseguida, hizo uso de la palabra el Vicepresidente Ejecutivo de Casinos Enjoy, señor Javier Martínez, quien puso de manifiesto el interés de la empresa que representa, que cuenta con cuarenta años de experiencia y es la única del rubro en América Latina abierta en bolsa, por contribuir en la discusión que el proyecto de ley en estudio ha abierto respecto de dos temas: las modificaciones a la ley N° 19.995 y la solución a la situación de los casinos municipales.

En cuanto al primero, señaló que si bien el Mensaje presidencial expresa sus finalidades (contar con un modelo regulado, sistemático y orgánico, con reglas claras que protejan y promuevan la fe pública, la transparencia, la supervisión del Estado, la igualdad ante la ley, la sana competencia y el orden público), lo cierto es que no queda claro por qué se juzga necesario modificar un sistema que, desde la que la ley de casinos entró en vigor, ha generado una inversión cercana a US$ 800 millones (construyendo 1.900.000 metros cuadrados en oferta turística en regiones, incluidos más de 16 hoteles cinco estrellas con más de 1.260 habitaciones), y ha permitido la creación de más de 10.000 empleos directos, considerando todos los anexos de los respectivos proyectos.

No queda claro, en particular, qué es lo que se buscar cambiar en materia de competencia. Porque analizando diversos parámetros es posible advertir que sí existe competencia. En efecto, sostuvo, cuando se hizo la primera licitación de casinos, para 17 licencias se presentaron nada menos que 61 anuncios, de los cuales 48 pasaron a la segunda etapa y 40 a la tercera. Y en cuanto a los márgenes de rentabilidad de la industria, la chilena alcanza a 27,5%, encuadrándose plenamente con los que alcanzan los operadores mundiales, que llegan en promedio a 27,3%.

Por otra parte, prosiguió, debe tenerse en cuenta que la ley vigente contempla un marco de fiscalización bastante estricto (en el caso de Enjoy, conformado por las Superintendencias de Valores y Seguros y de Casinos de Juego y por la UAF), difícil de encontrar en otras latitudes. En ese escenario es que los operadores del sistema han podido o prevén abrirse a ser transados en bolsa y emitir deuda pública, y han atraído la presencia de inversionistas extranjeros e inversionistas institucionales que han visto en Chile la existencia de reglas claras para desarrollar, con base en nuestro país, el mercado latinoamericano. 

En su momento, se explayó, la ley N° 19.995 estableció un plazo de quince años de autorización de operación para los casinos, renovable por otros quince previo cumplimiento de un procedimiento especial de renovación. Contando con la suma de ambos períodos, resaltó, es que los inversionistas han adoptado sus decisiones de inversión, las cuales desde luego consideran ciertos riesgos, como los cambios de los ciclos macroeconómicos o las modificaciones normativas (las leyes más restrictivas de tabaco y alcohol que en el intertanto el país aprobó son un buen ejemplo). Pero que no consideran otros distintos, como el hecho de que el monopolio legal que se consagró se vea en la práctica socavado por la presencia, en aumento, de máquinas ilegales de juego, o la posibilidad de que se realicen enmiendas, cuando ni siquiera ha finalizado el primer ciclo, al modelo estable que hace sólo algunos años se definió. Hay operadores, graficó, a los que se les adjudicó una licencia de casino con arreglo a la ley N° 19.995 que aún se encuentran en etapa de construcción y no inician sus operaciones. 

En lo que concierne al segundo tema enunciado, la realidad de los casinos municipales, indicó que el plazo de dos años de implementación que se prevé resulta insuficiente, por cuanto ninguno de los proyectos hasta ahora desarrollado ha tardado menos de tres años y fracción. En realidad, razonó, se requerirían al menos cinco años, considerando el tiempo de discusión que podría tener el proyecto de ley y el señalado plazo de demora que la práctica ha permitido constatar.

Por otro lado, expresó que desde la perspectiva de los ingresos que Chile percibe gracias a la industria de casinos (impuestos, contratos municipales, etcétera), no es preocupación de los operadores cómo el Estado los distribuye. Sin embargo, no se puede desconocer que cualquier solución que se ofrezca para la continuidad de los actuales casinos municipales y para que puedan, a la postre, sujetarse al marco que la ley N° 19.995 prescribe, pasa por salvaguardar los ingresos que reciben, que deben ser iguales a los de la respectiva región. Tal condición, argumentó, podría satisfacerse en el caso de Enjoy, que creciendo entre 4% y 5% real los próximos diez años podría duplicar su aporte al Fisco, con lo que ya no sería necesario tener que permitir la coexistencia de mecanismos de asignación de permisos de operación (uno o varios para los casinos municipales, y otro para el resto de la industria), medida que por lo demás conspira contra lo que debiera ser el ideal de contar con un único sistema aplicable a todos por igual. Si de lo que se trata, ahondó, es de diseñar un sistema que asegure mantener los ingresos fiscales, la mejor vía que existe es que se respeten los contratos que hoy existen. Así lo demuestra el hecho de que, teniendo el contrato de Enjoy con la Municipalidad de Viña del Mar una cláusula que permite la revisión de sus condiciones, esta última no se ha visto en la necesidad de hacerlo, lo que solamente se puede explicar porque los términos actuales le resultan beneficiosos.

De acuerdo con lo expuesto, indicó, sería posible asegurar al municipio de la ciudad jardín su aporte de $20.000 millones, de modo tal que todo lo que se genere por sobre esta cifra vaya al Gobierno Regional, para que al cabo de los diez años ambas instancias reciban dicha misma cantidad, lo que significaría ajustarse a lo prescrito en le ley N° 19.995. 

Finalmente, hizo presente que la empresa a que representa tiene, hoy por hoy, paralizados proyectos de inversión del orden de US$20 millones, por la incertidumbre acerca de qué va a pasar con la industria. Un buen ejemplo de ello es lo que acontece en Pucón, donde Enjoy se adjudicó la licencia y tras el incendio que afectó al casino, adquirió el antiguo hotel de la ciudad, que hasta ahora, justamente por la falta de certezas, no ha podido remodelar.

El Honorable Senador señor Chahuán consultó al representante de Casinos Enjoy su opinión sobre el hecho que el proyecto de ley aborde tanto la situación de los casinos municipales como otras enmiendas normativas aplicables a la industria de casinos, y sobre si el plazo de dos años de prórroga para aquellos es satisfactorio.

El señor Martínez reiteró que los dos años parecen insuficientes, porque todos los proyectos se han demorado casi cuatro años desde su inicio hasta su entrada en operación, y sólo la construcción tarda al menos 24 meses.

Asimismo, puso de relieve que, en rigor, el contrato de Enjoy con Viña del Mar expira el próximo día 15 de septiembre, por lo que no es difícil imaginar la preocupación que cunde entre los trabajadores. Dar solución a la situación de los casinos municipales es, en consecuencia, muy urgente. Las otras enmiendas a la ley de casinos, en tanto, debieran ser discutidas con más tiempo, entre otras razones porque la legislación vigente es, en su opinión, suficiente para llevar adelante una efectiva fiscalización.

En relación con las exposiciones de los señores Leiva y Martínez, el Superintendente de Casinos de Juego, señor Hamel, efectuó los siguientes comentarios:

- Dio a conocer la disposición del Ejecutivo para revisar si los dos años de prórroga para los casinos municipales son o no suficientes. Si bien, a priori, pensar en cinco años parece algo excesivo, se trata de un asunto que se va a analizar.

- Respecto de eventuales indefiniciones en los factores de asignación, puntualizó que la ley sólo establece un marco que posteriormente debe ser precisado en el reglamento. En el mismo sentido, subrayó que es algo buscado que existan tantos mecanismos de asignación de licencias como municipalidades involucradas, en el caso de los tantas veces citados siete casinos, porque las realidades locales son totalmente distintas y deben ser recogidas.   

- Sobre la propuesta de que la Superintendencia de a conocer información, señaló que debiera también comprender el período del proceso de licitación, con miras a que los interesados en postular puedan estar en conocimiento de los antecedentes. Agregó que el Ejecutivo estudia presentar una indicación en esa dirección.

- Actualmente, la ley establece un marco genérico que admite que los permisos de operación, que duran quince años, puedan ser renovados, bajo ciertas condiciones de preferencia ante igualdad en la evaluación, por el actual operador por igual período. De manera alguna cabe entender, entonces, que el segundo período de quince años está asegurado, lo que significa que todos los proyectos deben ser evaluados con un horizonte de solamente quince años, no treinta. No existe en el proyecto, en consecuencia, alteración de las reglas vigentes.  

Ante una consulta del Honorable Senador señor García, expresó no estar en conocimiento de si el contrato entre la municipalidad de Viña del Mar y Casinos Enjoy contiene una cláusula de renovación de quince años. 

- En cuanto a la posibilidad de duplicar los ingresos fiscales en un plazo de diez años, observó que pareciera haber una confusión cuando se plantea que los otros $20.000 millones que se generen se destinarán a los Gobiernos Regionales, por cuanto una cláusula de este tipo no forma parte de los actuales contratos de concesión de casinos. Sin ella, por más que se extienda la vigencia de los contratos no habría manera de que esos recursos se allegaran a dichos gobiernos.

- La única fórmula plausible para dividir el proyecto de ley sería la extensión del régimen concesional de los casinos municipales. Debe tenerse en cuenta que los otros fines de la iniciativa (establecer el modelo de oferta económica precisamente para solucionar el problema de las municipalidades y hacer aplicable a los casinos municipales la regulación a que se somete el resto de la industria), sólo pueden hacerse en el contexto de la ley de casinos.

- Existe una relación directa, casi de 1 a 1, entre monto de inversión e ingreso generado por los casinos. De modo que si un operador hace una apuesta en su oferta económica, no tiene otra alternativa que construir infraestructura suficiente que le permita recuperar la misma proporción. Es decir, el monto que se genera es consecuencia de la inversión. Así se constata, por lo demás, analizando la trayectoria que han tenido todos los operadores que están desarrollando su actividad al alero de la ley de casinos: a mayor inversión, mayor ingreso.

- Las referencias a lo exitoso que ha resultado el marco vigente en inversión turística dan cuenta, precisamente, de que en algún punto existe cierto nivel de saturación que en quince o treinta años ya no hará sostenible la construcción de nuevos hoteles porque el tamaño de las ciudades no lo permitirá. 

- En relación con supuestos espacios para una actuación discrecional de la Superintendencia, dio a conocer que el Ejecutivo evalúa realizar ciertos perfeccionamientos que reduzcan esa impresión.

El Honorable Senador señor Lagos recordó que cuando se decidió establecer una industria privada de casinos, el año 2005, se hizo considerando que había siete casinos municipales operando desde antes, pero siempre con la idea de que llegaría el día en que ambas institucionalidades iban a converger, bajo la premisa de que a todos debe dispensarse igual tratamiento.

Lo que no se atendió, empero, fue que en el caso de esos casinos municipales se trata de entidades que forman parte del patrimonio de una ciudad. Es el caso del de Viña del Mar, que representa en sí mismo un ícono cuya gravitación no se puede soslayar. De ahí que adolezca de falta de realismo político el que, como probablemente se previó en la discusión de la ley N° 19.995, en pro de una industria altamente competitiva, con las mismas reglas para todos y de alcance nacional, haya quedado en la ley la posibilidad de que al cabo de quince o treinta años el Casino de Viña del Mar pudiera desaparecer porque otra comuna de la misma región se adjudicara la licencia.

El reseñado, indicó, es el escenario en el que se discute el presente proyecto de ley, que todos esperaban en el entendido que lo que se iba a abordar era justamente la situación de los casinos municipales, respecto de lo cual hay acuerdo. El punto es que no pasa lo mismo con el resto de las modificaciones propuestas. Surge, entonces, la legítima preocupación sobre cómo proceder, por ejemplo tomándose el tiempo que sea necesario para debatir sobre los perfeccionamientos a la regulación de la industria en su globalidad, pero sin olvidar que hay un tema bien de fondo que en algún momento tiene que enfrentarse: que no se puede  pretender que en algún momento ciudades como Viña del Mar, Pucón u otras  puedan perder sus históricos casinos, y que preferible incluso sería que hubiesen dos casinos en una misma región antes que uno solo, pero en otra ciudad. 





La Ministra Secretaria General de la Presidencia, señor Ximena Rincón, sostuvo que lo cierto es que en el pasado, por las razones que sean, se decidió no enfrentar la realidad dada por la prexistencia de siete casinos municipales, que requerían un tratamiento acorde a la importancia que cada uno de ellos reviste para sus respectivas comunas y regiones. Ha llegado el momento en que esa discusión no se puede seguir posponiendo, y eso es lo que se trata de abordar a través de la fórmula que el Ejecutivo ha presentado –por más que internamente, admitió, no hubiera unanimidad sobre ella-, que prorroga casi indefinidamente la presencia de casinos en las aludidas siete comunas. Esto, teniendo en cuenta también la necesidad de no afectar a aquellas otras comunas que hoy también tienen casinos,  surgidos al amparo de la ley N° 19.995 en un esquema de cierta transitoriedad que, sin embargo, ha supuesto importantes inversiones que tienen impactos evidentes en la infraestructura de las regiones y en la generación de empleos.





Del mismo modo, añadió, es oportuno ampliar las facultades y atribuciones de la SCJ. Quienes han formado parte de organismos reguladores, explicó, saben bien que muchas veces los cuerpos jurídicos resultan insuficientes si el supervisor no cuenta con herramientas efectivas para hacerlos aplicables. Esta, resaltó, es también una materia muy relevante del proyecto de ley. Por lo mismo, invitó a los integrantes de la Comisión a explorar conjuntamente las vías que sean conducentes a su perfeccionamiento, dejando en claro que el Ejecutivo no se encuentra en condiciones de dividir su contenido. Las dos temáticas reseñadas, entonces, son necesarias: la primera por los plazos que agobian y la segunda porque es imperiosos fortalecer al regulador. La realidad que en el día de hoy vive nuestro país, puso de relieve, conmina a las autoridades a abordar adecuadamente a industrias como la de los casinos de juego.





Hizo presente, además, que la iniciativa en estudio se hace cargo de un compromiso asumido por la señora Presidenta de la República con los alcaldes de las comunas involucradas, y que el vencimiento del plazo para que sea aprobado ya se acerca.





El Honorable Senador señor Tuma señaló que es sabido que el Ejecutivo, la Superintendencia y las municipios de los siete casinos municipales concordaron una modalidad de resolver el problema que a estos últimos se les presenta. Por lo mismo, lo esperable era un proyecto de ley de simple tramitación que recogiera ese amplio consenso. Ahora, si también es preciso realizar ciertas modificaciones a la industria en su globalidad, debe tenerse presente el riesgo de que se retrase lo que es urgente. Por ello sugirió despachar lo que ya se encuentra consensuado y, al mismo tiempo, legislar sobre la regulación de la industria, con la urgencia que el Ejecutivo estime procedente.





El Honorable Senador señor Zaldívar insistió en que debe cautelarse el pronto despacho de la prórroga de la operación de los siete casinos municipales que existen en el país, y dejar para otro proyecto de ley, específico, el resto de las modificaciones que se han planteado a la industria de casinos, porque del debate ha surgido la necesidad de revisar diversos aspectos e inquietudes que se han planteado. Entre ellas, por ejemplo, lo de una fórmula que permita garantizar los ingresos al municipio en que se encuentra el casino y, en el curso del tiempo, asegurar iguales ingresos al respectivo Gobierno Regional, para que todas las comunas de la región puedan participar de los beneficios.





Son razonables, agregó, los fundamentos esgrimidos por el Ejecutivo para no ser partidario de dividir el contenido del proyecto de ley. Empero, asiste al Legislativo la facultad de pronunciarse en contra de aquellas disposiciones con las que no esté de acuerdo. Despachar lo que es verdaderamente urgente y para lo que hay consenso, reiteró, no obsta a que se tramite otro proyecto de ley, en plazos breves, que recoja algunas de las observaciones planteadas.   





El Honorable Senador señor Montes sugirió no adoptar aún una decisión sobre el contenido del proyecto de ley. Porque legislar sobre los casinos municipales importa, en definitiva, prorrogar lo que ya existe, sin alterar las relaciones actuales. El punto es que el Ejecutivo vincula este asunto con la posibilidad de realizar algunos cambios estructurales al sistema, porque considera que hay áreas que no cuentan con suficiente control. Sin embargo, si se divide el proyecto de ley, lo más probable es que esta segunda materia difícilmente va a ver la luz, porque hay intereses muy fuertes en juego.





Lo recomendable, en consecuencia, sería que el Ejecutivo analizara todas las cuestiones planteadas y presentara una propuesta sobre qué perfeccionamientos podrían hacerse a la iniciativa. Para sólo posteriormente, con ese antecedente, decidir si corresponde dividirla o no. 





La señora Ministra Secretaria General de la Presidencia reiteró la disposición del Gobierno para analizar y revisar cuanto sea necesario para que el proyecto de ley pueda ser mejorado y corregido. Hizo hincapié en que no sólo se trata de prorrogar la operación de los siete casinos municipales, sino también de cambiar el sistema en que los mismos se desenvuelven y de someterlos a la supervigilancia y control de la SCJ. 





El Honorable Senador señor Zaldívar expresó que, según se puede inferir a partir de las intervenciones de diversos señores Senadores, la postura de insistir en abordar simultáneamente la prórroga de los casinos municipales y los demás cambios a la industria, no es mayoritaria. Sería deseable, ciertamente, encontrar con prontitud soluciones que permitan formarse el juicio de que estos últimos son adecuados y necesarios; pero si eso no es así, no es posible perder de vista que lo realmente urgente es lo de los casinos municipales.





Todo lo anterior, sin perjuicio de volver a insistir en que es menester que el Ejecutivo presente un proyecto de ley que se haga cargo de la situación de los juegos clandestinos.

Respecto de la última solicitud, la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia dio a conocer que se trata de un tema que ha sido conversado en el Gobierno, y que va a dar lugar a la pronta constitución de un equipo interministerial compuesto por el Ministerio de Hacienda, la SCJ, la Subsecretaría de Prevención del Delito y el Ministerio que ella encabeza. 

En cuanto a la forma en que proseguirá la tramitación del presente proyecto de ley en su globalidad, recalcó la conveniencia de darse un espacio para revisar y analizar todas las observaciones realizadas durante el debate.  

El Honorable Senador señor Zaldívar apuntó que si el Ejecutivo es de la idea de acercar una propuesta para salvar las dudas que se han manifestado, debe hacerlo dentro del menor plazo posible. Si los argumentos resultan convincentes para la Comisión y la Sala, deberán ser atendidos. Pero más pareciera, en su opinión, que los diversos aspectos que conciernen a cambios regulatorios más allá de la prórroga de los casinos municipales se encuentran en una suerte de nebulosa que debe ser despejada.

El Honorable Senador señor Lagos volvió a hacer ver que el objetivo primigenio del proyecto de ley era afrontar la situación de los casinos municipales. En algún momento posterior, por buenas razones de política pública, se optó por incorporar otros elementos; si éstos generan complicaciones, se está en presencia de un problema que se debe solucionar.





El Honorable Senador señor García se declaró conteste con lo expresado por el Honorable Senador señor Lagos, en el sentido que es difícil concebir a Viña del Mar o Pucón, por ejemplo, sin su tradicional casino. Lo que a su vez conduce a la antigua discusión, de índole constitucional, sobre el derecho de propiedad que dichos municipios podrían invocar sobre sus casinos. Poder extender esas concesiones, en consecuencia, resulta adecuado, como también lo es que queden sometidas al control de la Superintendencia del ramo, pues a veces las relaciones entre los municipios y los concesionarios no son las más convenientes. 





Dicho lo anterior, hay aspectos que deben ser analizados más cuidadosamente. Por ejemplo, para asegurarse de que la construcción de un casino vaya acompañada de la un hotel y un centro de eventos, por ejemplo, y no se corra el riesgo de terminar con gimnasios o grandes bodegas convertidas en casinos. Si, como el proyecto propone, se va a privilegiar la recaudación en desmedro de la inversión en infraestructura, ese riesgo va a ser mayor. Cabe la duda, por otra parte, sobre si los recursos que se recauden serán o no suficientes para mantener los ingresos de los municipios que tienen casinos y, al mismo tiempo, asegurar otros para el resto de la respectiva región.   

En la siguiente sesión, la Comisión recibió a representantes de la Coordinadora de Sindicatos de Casinos Municipales, cuyo asesor, señor Rony Loaiza, expuso que les afecta del proyecto de ley, en especial la modificación que se propone a la ley N° 19.995 relativa a las indemnizaciones y los beneficios con que cuentan actualmente los trabajadores que representan.

Manifestó que desde el año 2012 han venido planteando tres puntos fundamentales. El primero de ellos es que al término de las concesiones actuales, los operadores deberán finiquitar a sus trabajadores conforme al artículo 161 del Código del Trabajo, esto es, por necesidades de la empresa, en contraposición a la cláusula que dispone que al término de la concesión los trabajadores verán terminados sus contratos en virtud de la causal contemplada en el artículo 159, N° 5 -conclusión del trabajo o servicio que dio origen al contrato-, que no otorga derecho a indemnización por años de servicio.

Indicó que la segunda materia que han planteado, es que se incluya entre las modificaciones que los operadores deban contar con un departamento de bienestar que beneficie a los trabajadores, con financiamiento compartido entre estos y los empleadores.

El tercer punto a considerar, en tanto, es qué sucede con el cambio que se producirá en la situación de los trabajadores que, con la norma actual, sabían que en el año 2015 finalizaban su vínculo laboral con la indemnización correspondiente y, en base a los cambios que se proponen, se dará una primera prórroga de dos años que no regula la situación de los trabajadores y no otorga ningún beneficio.

Agregó que tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado, se aprobaron proyectos de acuerdo que contienen los tres puntos consignados precedentemente, los cuales el Ejecutivo también se comprometió a considerar.

Sostuvo que sin perjuicio de resultar positivo que los casinos y los operadores vean extendidas sus operaciones y licencias por dos años, no se entrega nada a los trabajadores, que en la mayoría de los casos ya se encuentran en el tope de su indemnización por años de servicio. Señaló que, en su oportunidad, se propuso el otorgamiento de un beneficio directo, similar al entregado a las manipuladoras de alimentos; no obstante, el problema radica en que por más que los postulantes a una concesión incluyan un beneficio de este tipo en su oferta, de todos modos se debe preferir y adjudicar al que haga la mayor oferta económica, aunque no haya incluido un beneficio como aquel al que se hace mención.

El Honorable Senador señor Zaldívar consultó por la existencia de contratos o convenios colectivos con los operadores.

El señor Loaiza respondió que existen contratos y convenios colectivos con los distintos operadores y, a modo de ejemplo, señaló que, en virtud de un decreto municipal, en Viña del Mar no existe tope para la indemnización por años de servicio, y se paga a todo evento. Asimismo, agregó que acuerdos como el indicado no existen con los nuevos operadores de casinos.

A continuación, la Comisión escuchó al Concejal de Viña del Mar, señor Tomás de Rementería, quien planteó como observaciones al proyecto de ley lo que sigue:

- Necesidad de una ley corta que resuelva el tema de los casinos llamados municipales.

- En aquellas comunas que tienen un bien raíz de su propiedad destinada exclusivamente al juego, la Superintendencia deberá incluir la renta del bien raíz en la licitación, en beneficio exclusivo de la comuna correspondiente.

- Que, en las nuevas licitaciones la renta que ofrece el concesionario sea libre con un mínimo de 20%, que estará destinado en proporción de 10% a la comuna y 10% para la región.

- Aunque se amplíen las actuales concesiones de casinos por dos años (hasta septiembre de 2017), desde que entre en vigencia la ley que se discute, dichos casinos serán fiscalizados por la Superintendencia de Casinos y Juegos de manera automática.

-Realización de un profundo estudio de la ley de casinos para que los fondos que se entregan a los municipios vayan a inversiones y a desarrollo de las comunas, y no al gasto corriente de los mismos municipios.

- Creación obligatoria en los municipios que tienen casino de una comisión “Auditoría Casino”, integrada por un representante del Alcalde, el Jefe de Finanzas y al menos dos concejales. Esta comisión se vinculará directamente con la Superintendencia respectiva.

Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
- - -

DISCUSIÓN PARTICULAR

En forma previa al análisis del articulado del proyecto, el Subsecretario de Hacienda, señor Alejandro Micco, señaló que el Ejecutivo ha preparado una serie de indicaciones, que dan cuenta de una serie de enmiendas a partir de los diversos planteamientos y observaciones recogidas durante la discusión del proyecto de ley.

Al respecto, desarrolló una presentación del siguiente tenor:

Objetivo de las indicaciones 

Las indicaciones que se presentan tienen los siguientes objetivos: 

1) Resguardar el debido proceso y simplificar el procedimiento de otorgamiento de los permisos. 

2) Disminuir la discrecionalidad de la Superintendencia de Casinos y Juegos. 

RESGUARDAR EL DEBIDO PROCESO Y SIMPLIFICAR EL PROCEDIMIENTO DE OTORGAMIENTO DE PERMISOS. 

En términos generales: 

- Se pasa de un procedimiento basado únicamente en la oferta económica a uno que pondera, también, una oferta técnica. 

- Se reestructura el procedimiento fusionando la etapa de precalificación y la de evaluación; delimitando claramente el proceso e incorporando audiencias públicas

NUEVO PROCEDIMIENTO DE OTORGAMIENTO DE PERMISOS DE OPERACIÓN (Indicación N°2)

                        CONTENIDO                                                      OPORTUNIDAD
	Resolución de apertura: deberá declarar abierto el proceso y señalar el plazo y lugar para el retiro de las bases técnicas y la fecha, hora y lugar de entrega de las ofertas técnicas y económicas. 
	Entre los 48 y 36 meses anteriores al vencimiento de algún permiso (o entre los 120 y 180 días siguientes a la extinción de un permiso por cualquier otra causal). 


	Audiencia de presentación de ofertas: en ella se reciben las ofertas técnicas y económicas. Se procede a verificar que la oferta técnica contenga todo lo solicitado y se pone bajo custodia la oferta económica. 
	Entre 90 y 120 días desde la publicación de la resolución de apertura. 


	Evaluación: la Superintendencia evalúa las ofertas técnicas y el Consejo Resolutivo verifica dicha evaluación o la devuelve al Superintendente cuando sea insatisfactoria. 


	La evaluación dura 120 días desde la audiencia de recepción de ofertas. 

	Resolución de evaluación: el Superintendente dicta la resolución con el puntaje ponderado verificado por el Consejo Resolutivo y cita a audiencia de apertura de oferta económica. 


	Concluida la evaluación. 

	Audiencia de apertura de oferta económica: con los postulantes que obtengan puntajes ponderados equivalentes a, al menos, el 60% del puntaje total, se realizará la apertura de la oferta económica.

 
	Dentro de cinco días desde la publicación de la resolución de evaluación. 

	Resolución de otorgamiento, denegación o renovación. 
	Dentro de los cinco días siguientes a la fecha de la audiencia de apertura de la oferta económica. 






En relación con la etapa de evaluación de las ofertas técnicas, el señor Subsecretario explicó que habrá condiciones mínimas que analizar (idoneidad, procedencia de los fondos, etc.), y los requerimientos específicos que hayan dispuesto las bases de licitación (infraestructura, otros servicios), que permitan asegurar que la postulación de que se trate se enmarca dentro de un proyecto turístico. En base a todo eso se obtendrá un puntaje ponderado que habilitará, o no –previo acuerdo, además, por el Consejo Resolutivo, con aras a evitar discrecionalidades por parte de la Superintendencia-, el paso a la siguiente etapa, la de evaluación de la oferta económica.     





El Honorable Senador señor Coloma consultó si está claramente determinado qué se debe entender por “técnico” en las diversas referencias que en el proyecto y en las indicaciones se contienen.





El señor Subsecretario expuso que dicho término refiere al contenido del artículo 23, número 5, de la ley N° 19.995, que contiene una serie de factores específicos que deben considerarse en la evaluación de las cualidades del proyecto integral y su plan de operación, a saber: a) el incremento de la oferta turística de la zona de emplazamiento, b) la ubicación, diseño y calidad de las instalaciones, c) la relación armónica con el entorno, d) la conexión con los servicios y vías públicas, e) los efectos económico-sociales que la instalación del establecimiento haya de crear o promover en la zona geográfica de su localización, y f) el monto de la inversión total del proyecto a ejecutar por la solicitante.

RESGUARDAR EL DEBIDO PROCESO Y SIMPLIFICAR EL PROCEDIMIENTO DE OTORGAMIENTO DE PERMISOS.

- Asignación de permiso. Para obtener el permiso habrá que superar un puntaje mínimo ponderado (correspondiente al 60% del total de los puntajes) y haber presentado la oferta económica más alta (Indicación N° 9). 

- Procedimiento administrativo especial. Se incorpora un procedimiento para recurrir respecto de las resoluciones dictadas en el procedimiento de otorgamiento, consistente en una reposición ante el Superintendente y, respecto de lo que resuelva dicha autoridad, un recurso de reclamación ante la Corte de Apelaciones de Santiago (Indicación N° 10). 

- Eliminación de facultad especial de la Superintendencia. Referida a la posibilidad de “Establecer procedimientos administrativos para la fiscalización de las operaciones de los casinos de juego” (Indicación N° 15). 

- Definiciones. Se definen “oferta técnica” y “bases técnicas”. (Indicación N° 1). 

- Adecuaciones. Se adecúan distintas disposiciones en relación a este objetivo (Indicaciones N° 3, 4, 7, 11, 12 y 13). 

- Infracciones. Se sustituye el artículo que clasificaba las infracciones. En su lugar, se establece un plazo de prescripción común de 3 años para todas las infracciones y se precisa como operará la interrupción de la prescripción (Indicación N° 16). 

- Requerimiento de información a casinos municipales. Se le otorga a la Superintendencia la facultad de requerir información a los casinos municipales desde la entrada en vigencia de la ley para efectos de los llamados a concurso que se realicen (artículo segundo transitorio). 

DISMINUIR LA DISCRECIONALIDAD DE LA SUPERINTENDENCIA DE CASINOS Y JUEGOS.
- Objetivación de causales. Se objetivan las causales que establecen requisitos mínimos (que actualmente son causales de precalificación) y se establece su taxatividad. (Indicación N° 5). 

- Lavado de activos. Se incorpora como causal para que no se continúe la evaluación respecto de un postulante, el haber sido sancionada dicha sociedad o alguno de sus accionistas por lavado de activos (Indicación N° 5) 

- Informes a organismos. Se establece de forma taxativa que en la etapa de evaluación se requerirá informes al Ministerio del Interior, SERNATUR, la Intendencia y la Municipalidad en la que se emplazaría el casino (Indicación N° 6). 

A continuación, la Comisión analizó las distintas disposiciones del proyecto de ley.

Artículo único

Por medio de 24 numerales, introduce una serie de modificaciones en la ley N° 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego:

Número 1)

Modifica el artículo 3° (que contiene una serie de definiciones para efecto de la ley de casinos) de la siguiente forma:

Letra a)

Sustituye en su literal d) la frase “que debe ofrecer un operador, según se establezca en el permiso de operación”, por la frase “que ofreciere el postulante a una solicitud de permiso de operación de un casino de juego”.

Letra b)

Elimina en su literal e) la expresión “, incluidas en él las licencias de juego y los servicios anexos”.

Letra c)

Agrega el siguiente literal k), nuevo:

“k) Oferta económica: monto de dinero expresado en unidades de fomento, ofrecido por una sociedad postulante a un permiso de operación o renovación del mismo y recaudado por el Servicio de Tesorerías, que será pagado anualmente a la municipalidad correspondiente a la comuna en que se encuentre ubicado el casino.

La oferta económica constituirá una suma de dinero adicional al porcentaje del impuesto establecido en el artículo 59.

El pago de dicha oferta económica deberá ser garantizado por la sociedad postulante mediante alguno de los instrumentos establecidos en esta ley.”.





El numeral 1) fue objeto de las indicaciones números 1 y 1 bis.

La indicación número 1 bis, del Honorable Senador señor Coloma, para eliminar la letra k) propuesta en el literal c).





La indicación fue retirada por su autor.

El Honorable Senador señor Coloma dejó constancia que el precedente retiro se funda en el entendimiento de que las indicaciones del Ejecutivo permiten superar la inquietud, tantas veces planteada, que surge ante la propuesta original de transitar desde un modelo de ley de casinos concebido para potenciar los atractivos turísticos, a otro basado exclusivamente en un afán recaudatorio.

Con lo que el Gobierno ahora plantea, en cambio, queda claro que la evaluación de proyectos tendrá un componente técnico-turístico de 60%, mientras el recaudatorio será de 40%. 

A su juicio, resaltó, sigue siendo preferible el modelo que actualmente rige, por lo que cualquier innovación en la materia constituye un retroceso. Lo que no obsta a admitir que las nuevas indicaciones dan cuenta de una mejoría respecto de lo que el mismo proyecto de ley inicialmente planteaba, por más que a partir de ahora sea altamente probable, precisamente en virtud de los incentivos recaudatorios, que a poco andar la ciudad de Santiago tenga los casinos que en la ley original se le habían negado.    





El señor Subsecretario de Hacienda llamó la atención sobre que uno de los asuntos latamente planteados durante el debate, ha sido tratar de asegurar a los municipios que actualmente tienen una alta recaudación por sus casinos, un nivel cierto nivel de ingresos. Cuestión que, con esta nueva fórmula, se estima va a acontecer.





Como fuere, destacó el hecho de que, de aquí en más, la oferta económica de un postulante no será ni siquiera abierta si no ha cumplido antes con el 60% de calificación técnica.





El Honorable Senador señor Lagos manifestó que es sabido que a los operadores municipales les resulta atractivo un modelo basado en la oferta económica. Preguntó si, a juicio del Gobierno, la introducción de un porcentaje técnico podría significarles alguna preocupación.





El señor Subsecretario expresó que existe una clara correlación entre los ingresos de los casinos y las inversiones que realizan, como se demuestra en el gráfico que seguidamente se exhibe. Tal es la premisa que el Ejecutivo tuvo a la vista cuando presentó el proyecto de ley. Sin embargo, atendiendo justamente a las aprensiones exteriorizadas durante la discusión general en la Comisión de Hacienda (alusivas, por ejemplo, al riesgo de que se adaptaran simples bodegas o gimnasios como casinos de juego), es que se ha resuelto establecer una exigencia de condiciones mínimas de oferta técnica que aseguren un cierto estándar de desarrollo turístico y de infraestructura.

La capacidad de generar ingresos está correlacionada directamente con el monto invertido
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El Honorable Senador señor García preguntó cuál es el alcance de que en la definición de oferta económica, se contemple que puede ser ofrecida por la sociedad que postula tanto a un permiso de operación como a un permiso de renovación. 





La Coordinadora Legislativa del Ministerio de Hacienda, señorita Macarena Lobos, expresó que se prevén ambos escenarios justamente para que no se entienda que solamente los permisos originales son los que deben hacer una oferta económica. Cualquier renovación también la supone, agregó.

Luego, fue puesta en discusión la indicación número 1, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar la siguiente letra d,) nueva:

“d) Agréganse los literales l) y m) nuevos:

“l) Oferta técnica: conjunto de propuestas realizadas por la sociedad operadora postulante que deberá considerar cada uno de los requisitos técnicos establecidos en las bases técnicas.

m) Bases técnicas: conjunto de normas y especificaciones técnicas, elaboradas por la Superintendencia, que deben cumplir las sociedades postulantes para que sean evaluadas.”.”.

El Honorable Senador señor Coloma planteó que en las dos definiciones que se proponen resulta muy reiterativo el recurso al concepto “técnico”, lo que a su vez lleva a preguntarse qué se entiende por tal.





El Honorable Senador señor García señaló que, de acuerdo con lo que se explicara anteriormente con motivo de los objetivos de las indicaciones formuladas por el Ejecutivo, debiera hacerse una remisión al artículo 23 de la ley N° 19.995.





La señorita Lobos hizo ver que tal remisión resultaría restrictiva, pues existen otros artículos de la ley que también establecen requisitos de esa índole. Esto por cuanto, en sus indicaciones, el Ejecutivo ha fusionado las fases de precalificación y evaluación técnica inicialmente propuestas en el proyecto de ley.





El Honorable Senador señor Coloma indicó que es relevante que la referencia a lo técnico no sea amplia, sino estricta y por tanto hecha a disposiciones determinadas.





En relación con el literal a) del número 1), en tanto, el Honorable Senador señor García sostuvo que la definición del permiso de operación contempla incluso la participación de los respectivos municipios, por lo que la frase de la redacción actual de la letra d) del artículo 3° de la ley es más adecuada que la que el precitado literal propone.





La señorita Lobos observó que el Ejecutivo entiende que cualquiera de las dos redacciones resulta pertinente.

La Comisión estuvo por dejar subsistente la actual redacción de la letra d) del artículo 3°, y en consecuencia acordó la supresión de la letra a) del número 1) del artículo único del proyecto de ley. 

Enseguida, fue puesta en votación la letra c) del número 1), que fue aprobada con enmiendas.





Puesta en votación la indicación número 1, a su turno, fue aprobada con modificaciones, tanto en la letra l) como en la m).

La señorita Lobos reparó en que la aprobación de la indicación número 1 torna inconsistente lo propuesto en la letra b) del numeral 1) del artículo único. Debe subsistir, por lo tanto, el contenido actual de la letra e) del artículo 3° de la ley N° 19.995.

Consecuencialmente, la Comisión acordó la supresión de la letra b) del número 1) del artículo único del proyecto de ley. 

De acuerdo con todo lo expuesto, la letra c) (que propone la incorporación de un literal k) en el artículo 3°) pasó a ser, con enmiendas, letra a), y se incorporó una letra b), nueva, que agrega unos literales l) y m) a dicho artículo. 

Consecuencialmente, los nuevos literales del k), l) y m) del artículo 3° quedan como sigue:

“k) Oferta Económica: monto de dinero expresado en unidades de fomento, ofrecido por una sociedad postulante a un permiso de operación o renovación del mismo y recaudado por el Servicio de Tesorerías, que será pagado anualmente a la municipalidad correspondiente a la comuna en que se encuentre ubicado el casino.





La oferta económica constituirá una suma de dinero adicional al porcentaje del impuesto establecido en el artículo 59, y su pago deberá ser garantizado por la sociedad postulante mediante alguno de los instrumentos establecidos en esta ley.




l) Oferta Técnica: conjunto de propuestas realizadas por la sociedad operadora postulante, que deberá considerar cada uno de los requisitos establecidos en las bases técnicas, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 17, 18, 20, 21 bis y 23 de la presente ley.

m) Bases Técnicas: conjunto de normas y especificaciones, elaboradas por la Superintendencia, que deben cumplir las sociedades postulantes para que sean evaluadas.”.
Cabe señalar, finalmente, que todos los acuerdos adoptados con ocasión del numeral 1) del artículo único del proyecto de ley, fueron convenidos por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.  

Número 2)

 Modifica el artículo 18 (que fija ciertos deberes de los accionistas de las sociedades operadoras de casinos), de la siguiente forma:

Letra a)

Sustituye, en el inciso primero, la expresión “comerciales que el reglamento establezca” por la frase “señalados en el inciso final de este artículo”.

Letra b)

Agrega el siguiente inciso final, nuevo:

“Para cumplir con lo señalado en los incisos anteriores, la Superintendencia estará facultada para investigar los antecedentes comerciales, tributarios, financieros, administrativos, civiles y penales que el reglamento establezca, y justifiquen el origen de los fondos que destinarán a la sociedad quienes financien la propuesta de la sociedad postulante a un permiso de operación, en los casos en que ésta lo estime pertinente.”.

La letra a) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.  

Respecto de la letra b), el Honorable Senador señor García citó el informe en derecho elaborado por el abogado señor Jaime Arancibia, que en lo pertinente señala que el deber de acreditar de modo suficiente el origen de los fondos debe ser fiscalizado por la Superintendencia conforme a parámetros de duda razonable, y conforme a los criterios impartidos por la UAF de la ley N° 19.913. Del mismo modo, indica que los principios de eficacia, eficiencia procedimental y proporcionalidad desaconsejan el sometimiento del operador vigente a los requerimientos de información del trámite de precalificación. Con todo, dicha exención debiera estar regulada de modo expreso en la ley. 

Solicitó la opinión del Ejecutivo sobre el particular.

La señorita Lobos consignó que el Ejecutivo tuvo a la vista el citado informe en derecho. Recordó que el proyecto de ley original contempla una fase de precalificación que faculta a la SCJ (en el artículo 21 bis) para investigar de manera amplia el origen de los fondos. En lo que ahora se propone, en cambio –en la indicación número 5 que más adelante se detalla-, la facultad de la SCJ ya no opera como requisito de precalificación, y se agregan dos nuevas causales para que el solicitante no continúe con la etapa de evaluación: que haya sido sancionada la sociedad operadora, en virtud de la ley N° 20.393, que consagra la responsabilidad penal de las personas jurídicas por lavado de activos, terrorismo o cohecho, o los accionistas personas naturales, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 27 o 28 de la ley N° 19.913, sobre lavado o blanqueo de activos.

 El Honorable Senador señor Coloma acotó que, siendo así, el inciso final que agrega la letra b) quedaría más completo con una referencia a determinadas disposiciones que, en definitiva, permitan delimitar el rango de antecedentes que se pueden solicitar. Esto, en el entendido que lo que se busca cautelar es, básicamente, que no se hayan cometido delitos.

La señorita Lobos puso de relieve que la letra b) en discusión debe ser sistémicamente analizada con las aludidas causales que se contienen en la indicación número 5, más específicamente en la letra g) que esta propone.

El Honorable Senador señor Coloma consultó si, de acuerdo con lo explicado, la existencia de antecedentes de la comisión de un delito distinto de aquellos que se tipifican en la indicación número 5 que el Ejecutivo ha presentado, o de cuestionamientos de índole administrativa, por ejemplo, podría hacerse valer para eventualmente rechazar la postulación a una licencia por parte de una sociedad.

El Honorable Senador señor Lagos preguntó si la referencia, en la letra b) del numeral 2), al “origen de los fondos que destinarán a la sociedad quienes financien la propuesta de la sociedad postulante”, remite sólo a personas jurídicas o también a personas naturales.

La señorita Lobos precisó que los accionistas de las sociedades operadoras, que es a lo que se refiere el artículo 18 de la ley de casinos, pueden ser personas naturales o jurídicas.

Del mismo modo, sugirió perfeccionar el nuevo inciso que se propone, en el sentido de que los antecedentes que se podrán investigar sean los necesarios para verificar el cumplimiento de los requisitos establecidos en la ley.

El Honorable Senador señor Montes consultó si, tal como en la fase previa a la adjudicación de una licencia, una vez que esta ha sido adjudicada subsiste la misma clase de facultades para la Superintendencia. 

En el mismo sentido, solicitó conocer si existe información sobre la comisión de delitos vinculados a narcotráfico y prostitución infantil en los casinos de juego, y cuáles son los efectos que se seguirían si se constata, por ejemplo, la existencia de una red de drogas al interior de un casino. ¿Habría que esperar una condena penal para adoptar medidas o habría sanciones previas?, preguntó.

El Superintendente de Casinos, señor Hamel, explicó que la institución que dirige no maneja antecedentes que tengan que ver con el entorno de los casinos. Como fuere, hizo presente que el artículo 18 alude al comportamiento de los accionistas controladores de un casino, no al del público o de quienes circulen alrededor del recinto.

El Honorable Senador señor Montes observó que, como en cualquier actividad, lo que ocurra al interior de un casino es responsabilidad de sus dueños. Es decir, si hubiera tráfico de drogas o prostitución infantil, el casino debe adoptar medidas para ponerles fin.  
El señor Superintendente de Casinos manifestó que tomando conocimiento de un caso como los descritos, u otros, y con arreglo a las facultades de que dispone, la Superintendencia debe imponer las sanciones administrativas que correspondan y hacer la denuncia al Ministerio Público, si procede. Así se ha operado, graficó, cuando se han detectado indicios de lavado de activos: sancionando a los operadores por el incumplimiento normativo y poniendo los antecedentes a disposición de la UAF y del Ministerio Público. 

Puesta en votación la letra b) del numeral 2), fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.  

Su nueva redacción es la siguiente:

“b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

“Para cumplir con lo señalado en los incisos anteriores, la Superintendencia estará facultada para investigar los antecedentes comerciales, tributarios, financieros, administrativos, civiles y penales necesarios para verificar los requisitos que la ley establece. Además, podrá solicitar a la sociedad postulante, si lo estima pertinente, justificar el origen de los fondos que destinarán a financiar su propuesta a un permiso de operación.”.”.

Número 3)

Modifica, mediante unas letras a) y b), el artículo 19 (relativo al procedimiento a que deben sujetarse las solicitudes de permisos de operación).

Letra a)

Reemplaza las letras a) y b) por las siguientes:

“a) Con una antelación que no podrá superar los cuarenta y ocho ni ser inferior a treinta y seis meses, contados desde la fecha de vencimiento de los permisos en actual explotación, la Superintendencia deberá dictar una resolución declarando formalmente abierto el proceso de otorgamiento y,o renovación de permisos de operación. Dicha resolución deberá publicarse en extracto en el Diario Oficial y, completa, en un diario de circulación nacional de conformidad a las reglas que establecerá el reglamento respectivo.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo precedente, tratándose de los permisos de operación que se extingan por aplicación de alguna de las causales previstas en las letras b), c), d) y e) del artículo 30 de esta ley, la Superintendencia deberá dictar la resolución antes señalada dentro de un plazo no superior a ciento ochenta ni inferior a ciento veinte días, contado desde que quede ejecutoriada la resolución que dé lugar a la extinción del correspondiente permiso en los términos definidos en el reglamento. En todo caso, esta última resolución deberá contener la declaración de vacancia del respectivo permiso de operación y señalar expresamente el plazo en que se declarará abierto formalmente el proceso de otorgamiento de permisos de operación correspondiente.

b) Dentro del plazo de sesenta días contado desde la publicación de la resolución que declara abierto el proceso de otorgamiento y,o renovación de permisos de operación, las sociedades deberán anunciar sus respectivas solicitudes mediante el formulario elaborado por la Superintendencia para esos efectos, indicando el lugar en donde se propone la instalación del casino de juego.

Al formulario deberá acompañarse la escritura social y demás antecedentes y acuerdos relativos a la constitución de la sociedad, así como aquellos en que consten los poderes de los gerentes y apoderados que los autoricen para tramitar ante la Superintendencia las solicitudes de permiso de operación y servicios anexos.”.

Letra b)

Agrega la siguiente letra c):

“c) Las solicitudes de renovación de permisos de operación de casinos de juego en ejercicio deberán anunciarse por sus respectivos operadores dentro del mismo plazo establecido en la letra precedente.”.

El numeral 3) fue objeto de la indicación número 2, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“3) Sustitúyese el artículo 19 por el siguiente:

“Artículo 19.- Las solicitudes de permisos de operación o de renovaciones de los mismos, deberán efectuarse de conformidad al siguiente procedimiento y en los periodos que se indican:

a) Resolución de apertura: con una antelación que no podrá superar los cuarenta y ocho ni ser inferior a treinta y seis meses, contados desde la fecha de vencimiento de los permisos en actual explotación, la Superintendencia deberá dictar una resolución declarando formalmente abierto el proceso de otorgamiento y, o renovación de permisos de operación. 

Dicha resolución deberá señalar el plazo y lugar para el retiro de las bases técnicas y la fecha, hora y lugar de entrega de las ofertas técnicas y económicas y deberá publicarse en extracto en el Diario Oficial y, completa, en un diario de circulación nacional de conformidad a las reglas que establecerá el reglamento respectivo.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo precedente, tratándose de los permisos de operación que se extingan por aplicación de alguna de las causales previstas en las letras b), c), d) y e) del artículo 30 de esta ley, la Superintendencia deberá dictar la resolución antes señalada dentro de un plazo no superior a ciento ochenta ni inferior a ciento veinte días, contado desde que quede ejecutoriada la resolución que dé lugar a la extinción del correspondiente permiso en los términos definidos en el reglamento. En todo caso, esta última resolución deberá contener la declaración de vacancia del respectivo permiso de operación y señalar expresamente el plazo en que se declarará abierto formalmente el proceso de otorgamiento de permisos de operación correspondiente.

b) Audiencia de presentación de ofertas: en el día y lugar señalado por la resolución de apertura, el que en todo caso deberá ser entre los noventa y ciento veinte días siguientes a la publicación de dicha resolución, se llevará a cabo la audiencia de presentación de la oferta técnica y económica de cada uno de los postulantes. En dicha audiencia pública, la Superintendencia abrirá la oferta técnica y verificará que contenga cada uno de los documentos solicitados. Por su parte, un representante del Consejo Resolutivo custodiará la oferta económica hasta la audiencia correspondiente.

c) Evaluación: dentro de los ciento veinte días siguientes a la audiencia señalada en el literal anterior, la Superintendencia deberá llevar a cabo el proceso de evaluación de las ofertas técnicas. Dicha evaluación, acompañando el expediente respectivo, indicando el puntaje ponderado de cada uno de los solicitantes será propuesta al Consejo Resolutivo, quien ratificará, solicitará la revisión del mismo, o terminará la evaluación, en su caso, en el plazo de cuarenta días contados desde la recepción de los expedientes. De requerirse la revisión de los puntajes, el Superintendente deberá pronunciarse en el plazo máximo de cinco días contados desde el requerimiento. 

El Superintendente no dará curso a la evaluación de las solicitudes que no den cumplimiento a los requisitos establecidos en el artículo 17, 18, 20 y 21 bis.

d) Resolución de evaluación: Concluida la evaluación, la Superintendencia dictará la resolución de la misma, señalando los puntajes ponderados finales de cada uno de los postulantes o las causales de cesación de ella, según corresponda y citará a la audiencia de apertura de la oferta económica a aquellos postulantes que hubiesen obtenido el puntaje mínimo ponderado.

e) Audiencia de apertura de la oferta económica: Dentro de los cinco días siguientes a la publicación de la resolución de evaluación, deberá llevarse a cabo la audiencia pública de apertura de la oferta económica, en la cual un  representante del Consejo Resolutivo deberá abrir los sobres de las ofertas económicas de aquellos postulantes que hayan superado el puntaje mínimo ponderado establecido en esta ley. 

f) Resolución de otorgamiento, denegación o renovación de los permisos: dentro de los cinco días siguientes a la fecha de la audiencia de apertura de la oferta económica, el Superintendente deberá dictar la resolución de otorgamiento, denegación o renovación de los permisos.”.”.





El Honorable Senador señor Chahuán planteó que en relación con las ofertas económicas a que haya lugar durante el procedimiento que la indicación establece, sería deseable contar con un mecanismo similar al que utiliza actualmente el Ministerio de Obras Públicas (MOP), que permite indexar las ofertas, encriptadas, a una plataforma. Esto, con miras a asegurar que las ofertas no podrán ser modificadas una vez presentadas.





El señor Subsecretario de Hacienda explicó que la finalidad perseguida se resguarda cuando se prevé que en la audiencia de presentación de ofertas, la oferta económica quede en custodia de un representante del Consejo Resolutivo.





La señorita Lobos apuntó que cabría analizar primeramente cuál es la factibilidad técnica de la Superintendencia para implementar un mecanismo como el señalado, y que, justamente en consonancia con la práctica del MOP, se ha contemplado que la presentación de ofertas se lleve a cabo en audiencia pública. Como fuere, una alternativa sería, por ejemplo, establecer la obligación de dejar instrucciones en una notaría para que sea un ministro fe quien salvaguarde la autenticidad de las ofertas.





El Honorable Senador señor García acotó que el mecanismo propuesto por el Senador señor Chahuán ya es de común ocurrencia en el MOP.





La señorita Lobos dejó constancia de que, para estos efectos, el Ejecutivo velará por que el reglamento respectivo contemple  los mecanismos necesarios para garantizar la adecuada custodia de la oferta económica, siguiendo las modalidades utilizadas por el Ministerio de Obras Públicas en la materia. 

La indicación número 2 fue aprobada, con modificaciones (en los términos que se indican en el capítulo pertinente), por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.  

Número 4)
A través de 6 literales, modifica el artículo 20 (que enumera los antecedentes que deben acompañarse al formalizar una solicitud de permiso).

Letra a)

Sustituye, en el inciso primero, la palabra “treinta” por “noventa”.

Letra b)

Intercala en la letra a), entre la palabra “accionistas” y el punto y coma, la frase “, en la forma que establezca el reglamento”.

Letra c)

Elimina, en la letra b), la palabra “integral”.

Letra d)

Reemplaza, en la letra c), la frase “El informe económico-financiero, que comprenderá”, por “La oferta económica y el informe económico-financiero, el cual comprenderá”.

Letra e)

Reemplaza, en la letra j), la expresión “, y” por un punto y coma.

Letra f)

Incorpora la siguiente letra k), pasando la actual letra k) a ser letra l):

“k) Una caución o garantía, pagadera a la vista y de carácter irrevocable, emitida a favor de la Superintendencia de Casinos de Juego, por el monto y de acuerdo a las modalidades que establezca el reglamento, para garantizar el cabal y oportuno cumplimiento del pago de la oferta económica, y”.





El numeral 4) fue objeto de las indicaciones números 3 y 3 bis.





La indicación número 3 bis, del Honorable Senador señor Coloma, para suprimir la letra d).





La indicación fue retirada por su autor, quien reiteró, para estos efectos, la constancia realizada con motivo del retiro de la indicación número 1 bis.

La indicación número 3, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para modificarlo en el siguiente sentido:

a) Sustituir el literal a) por el siguiente:

“a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 20.- La oferta técnica deberá contener, y acompañar en su caso, a lo menos:”.”.

b) Elimínar el literal c), adecuándose la numeración correlativa de los siguientes literales.

c) Intercalar, a continuación del actual literal d), que pasa a ser c), un nuevo literal d) reordenándose los siguientes:

“d) Elimínase en su letra i) la expresión “de precalificación”.

En relación con la letra b) de la indicación, que elimina el literal c) del texto despachado por la Cámara de Diputados (que, a su turno, suprimía la referencia a la integralidad de un proyecto), la señorita Lobos expuso que dicha supresión se justificaba bajo la prevalencia de la oferta económica como criterio rector de toda postulación. Como ahora el Ejecutivo se ha allanado a efectuar enmiendas para transitar hacia un modelo mixto que considere también la oferta turística y de infraestructura, la alusión al “proyecto integral” ha vuelto a ser pertinente.

La indicación número 3 fue aprobada con enmiendas formales (en los términos que se indican en el capítulo pertinente), por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.  





Enseguida, fue puesta en votación la letra b) del numeral 4), que resultó aprobada, con modificaciones (con una referencia a que lo que se debe verificar es el cumplimiento de los requisitos establecidos en la ley), por la misma unanimidad precedentemente señalada.





Respecto de la letra f) del numeral 4), por su parte, la señorita Lobos manifestó que tiene por objeto inhibir la participación de oferentes temerarios. 





El Honorable Senador señor García volvió a citar el informe en derecho emitido por el abogado señor Arancibia, en lo tocante a que, en opinión del informante, el proyecto presenta en principio resguardos insuficientes para evitar ofertas temerarias o riesgosas, proponiendo al efecto complementarlos con mecanismos de caución de la seriedad de la oferta, ofertas que incentiven la valorización verdadera del bien, y mediante la fijación por ley de la garantía destinada a asegurar el cumplimiento de la oferta económica una vez en régimen.





El señor Subsecretario de Hacienda señaló que justamente para eso se considera en la oferta económica una boleta de garantía y, para evitar ofertas temerarias se establece la condición de una oferta técnica inicial.





El Honorable Senador señor Chahuán observó que el monto de dinero que una sociedad postulante debe ofrecer en su oferta económica, está asociado a un porcentaje del total de lo que pudiera recaudar una vez adjudicada la licencia, lo que en el caso del Viña del Mar podría significar una caución del orden de US$ 120 millones. La cuantía involucrada, opinó, podría inhibir la participación de interesados.





La señorita Lobos dejó constancia de que la nueva caución o garantía que agrega la letra f) del numeral 4) persigue asegurar el cabal y oportuno cumplimiento del pago de la oferta económica. Como el pago de esta última, conforme al inciso primero de la nueva letra k) que se incorpora en el artículo 3° de la ley de casinos, se ha de realizar anualmente, se entiende que dicha nueva caución o garantía deberá ser pagada con la misma periodicidad.   





Puestas en votación las letras d) –que en virtud de la aprobación de la indicación número 3 pasó a ser letra c)-, e) y f) del numeral 4), fueron aprobadas por la misma unanimidad señalada con antelación.

Número 5)

Sustituye el inciso primero del artículo 21 (relativo al proceso de precalificación de la sociedad postulante), por el siguiente:

“Artículo 21.- Previo a la apertura de la oferta económica que haya presentado la sociedad postulante a un permiso de operación de un casino de juego, la Superintendencia iniciará un proceso de precalificación de la sociedad postulante y, en particular, de todos sus accionistas, para cuyo efecto tendrá facultades para investigar los antecedentes en conformidad a lo establecido en el inciso final del artículo 18, incluidas las personas naturales que integren las sociedades accionistas, como asimismo el origen de los capitales aportados. Junto con lo anterior, la Superintendencia revisará la factibilidad legal y técnica del proyecto presentado por la sociedad operadora.”.





Fue objeto de la indicación número 4, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por el que sigue:

“5) Sustitúyese el artículo 21, por el siguiente 

“Artículo 21.- La Superintendencia tendrá facultades para investigar los antecedentes en conformidad a lo establecido en el inciso final del artículo 18, incluidas las personas naturales que integren las sociedades accionistas, como asimismo el origen de los capitales aportados, tanto respecto a las exigencias establecidas en dicho artículo como las señaladas en los artículos 17, 20 y 21 bis.

Los costos de este proceso serán asumidos por la sociedad solicitante, conforme a lo establecido en la letra i) del artículo 20.

Las atribuciones establecidas en el presente artículo también se ejercerán por la Superintendencia, cada vez que, ya otorgado un permiso de operación, se produjeren modificaciones en la composición accionaria o en el capital de la sociedad, como asimismo cuando se incorpore un nuevo partícipe en la sociedad operadora.”.”.





El Honorable Senador señor Montes indicó que queda claro que la SCJ ejercerá atribuciones en relación con los capitales y los accionistas de las sociedades operadoras. Preguntó si acontecerá lo mismo en relación con el funcionamiento propiamente tal de los casinos, ya sean privados o de los llamados municipales.





Consultó, además, si el hotel del casino de Viña del Mar forma parte del proyecto de casino o, por el contrario, se trata de una empresa distinta.





El señor Superintendente de Casinos de Juego expuso que la definición legal de lo que se entiende por casino incluye la sala de juegos y los servicios anexos, esto es, entre otros, restaurantes, casas de cambio y salas de estar situadas en torno a la sala de juegos. El resto de las instalaciones, como cines, hoteles o centros culturales, se insertan dentro de la categoría de los denominados servicios complementarios. Las facultades de la SCJ, precisó, llegan sólo hasta los servicios anexos.





Desde luego, se extendió, lo más relevante es lo que ocurre en la sala de juegos, donde la fiscalización cubre las condiciones del funcionamiento del juego con tres objetivos fundamentales:

- Preservar la fe pública, en el marco de una relación tremendamente asimétrica entre quien ofrece los servicios (el operador) y quien los utiliza (el jugador). Con ese fin se ha desarrollado una completa regulación sobre los tipos de apuesta, pago de premios, funcionamiento de las máquinas, etc.

- Velar por el orden público, a través de la prevención del lavado de activos que pueda provenir de los operadores de casinos o de los jugadores. Cuestión que se logra mediante visitas a terreno y el análisis de mucha información.    

- Asegurar que la base sobre la cual se calcula el impuesto específico sea la correcta, lo que exige un trabajo conjunto con el Servicio de Impuestos Internos.





Adicionalmente, por cierto, la SCJ fiscaliza asuntos vinculados a atención de público, manejo de reclamos, cumplimiento de las condiciones ofrecidas en el proyecto original del respectivo casino, etc.

Puesta en votación la indicación número 4, resultó aprobada con modificaciones (en los términos que se indican en el capítulo pertinente), por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.  

Número 6)

Agrega el siguiente artículo 21 bis:

“Artículo 21 bis.- Se considerará causal suficiente para que la sociedad solicitante no apruebe la precalificación dispuesta en el artículo 21, que ésta o sus accionistas se encuentren en alguna de las siguientes circunstancias:

a) En estado de insolvencia.

b) No acreditar suficientemente, a juicio de la Superintendencia, el origen de los fondos destinados al financiamiento del proyecto postulado.

c) Haber sido, en los últimos quince años, director, gerente o accionista en una sociedad operadora a la cual se haya revocado su permiso de operación.

d) Haber aportado a la Superintendencia información falsa, incompleta, inconsistente, adulterada o manifiestamente errónea respecto de sus antecedentes.

e) No haber acompañado los antecedentes requeridos por la Superintendencia para llevar a cabo su precalificación en tiempo y forma.

f) Ser socio o administrador de empresas o sociedades que mantengan deudas impagas con el Fisco.

g) Haber sido sancionado administrativamente, mediante resolución firme, por tres o más infracciones graves en los últimos cinco años por incumplimiento de las normas que regulan la actividad de los casinos.

h) No acatar las instrucciones que les sean impartidas por la Superintendencia durante el proceso de otorgamiento del permiso de operación.”.

Sobre este numeral recayó la indicación número 5, para modificar el artículo 21 bis nuevo en el siguiente sentido: 

a) Sustituir el inciso primero, por el siguiente: 

“Artículo 21 bis.- Se considerarán como únicas causales, junto con el incumplimiento de los requisitos dispuestos en los artículos 17, 18 y 20, para que la sociedad solicitante no continúe con la etapa de evaluación, que ésta o sus accionistas se encuentren en alguna de las siguientes circunstancias:”.

b) Eliminar la letra b), pasando la letra c) a ser b), y modificándose el orden correlativo de las letras siguientes. 

c) Sustituir en la letra e), que pasa a ser d), la frase “su precalificación” por “la evaluación”.

d) Agregar en la letra f), que pasa a ser e), entre la palabra “Fisco” y el punto (.) aparte, la frase “cuyo plazo para el pago se encuentre vencido”.

e) Sustituir la letra h), que pasa a ser g), por una del siguiente tenor:

“g) Haber sido sancionada la persona jurídica por alguno de los delitos contemplados en la ley N° 20.393, que consagra la responsabilidad penal de las personas jurídicas por lavado de activos, terrorismo o cohecho o los accionistas personas naturales en virtud de lo dispuesto en los artículos 27 o 28 de la ley N° 19.913, sobre lavado o blanqueo de activos. La causal se configurará, en ambos casos, de haber sido sancionados la sociedad o los accionistas por cuerpos legales equivalentes en sus países de origen.”. 

Respecto de la letra d) de la indicación, la Coordinadora Legislativa del Ministerio de Hacienda, señorita Lobos, consignó que permite, haciéndose cargo de las observaciones planteadas por diversos actores, dar certeza de que no es cualquier deuda con el Fisco la que operará como causal para no continuar con la etapa de evaluación, toda vez que, hizo hincapié, el plazo de pago deberá estar vencido.  

En cuanto a la letra e), en tanto, el Honorable Senador señor Montes consultó por qué el tráfico de drogas no forma parte del catálogo de delitos que la letra g) propone.

La señorita Lobos explicó que la causal de dicha letra g) se encuentra vinculada al origen de los fondos. Dado que el tráfico de drogas se encuentra asociado al lavado de activos, en opinión del Ejecutivo se encontraría subsumido en este último tipo. 

El señor Subsecretario de Hacienda puso de relieve que cuando las ganancias de una operación de tráfico de drogas se traspasan a la inversión, se está en presencia de una acción de lavado de dinero.

El Honorable Senador señor Montes apuntó que su inquietud se extiende también al eventual caso en que un socio de una sociedad operadora haya tenido participación en un delito de narcotráfico. O sea, con prescindencia de si obtiene o no ganancias y si lava o no activos.

El Honorable Senador señor Coloma coincidió con que sería deseable agregar alguna referencia al tráfico de drogas.

Del mismo modo, observó que debiera también aplicarse la causal para que los accionistas personas naturales que han cometido delitos de terrorismo y cohecho priven a la sociedad postulante de continuar en el proceso de licitación. Al tenor de la letra g) que se propone, empero, no sería así.

El Honorable Senador señor Zaldívar acotó que, a su entender, la figura del lavado de activos comprende los recursos obtenidos a través del tráfico de drogas.

La señorita Lobos indicó que el Ejecutivo va a analizar la procedencia de incluir alguna referencia a la ley N° 20.000, que sanciona el trafico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.

Puesta en votación la indicación número 5, fueron aprobadas sin enmiendas sus letras b), c) y d), y con modificaciones las letras a) y e) (en los términos que se indican en el capítulo pertinente). Así lo acordó la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.  

Con la misma unanimidad fueron aprobadas las letras a), c), d) y g) (que pasaron a ser, en el caso de estas tres últimas, letras b), c) y f), respectivamente). 

- - -

A continuación, la Comisión tomó conocimiento de la indicación número 6, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar el siguiente numeral 7), nuevo, en el artículo único, pasando el actual 7) a ser 8), y así sucesivamente:

“7) Reemplázase el artículo 22 por el siguiente:

“Artículo 22.- Respecto de cada solicitud de operación que se presente, la  Superintendencia deberá requerir informe a los siguientes órganos:

a) Ministerio del Interior, que se pronunciará respecto de las consideraciones de seguridad y orden público que reúna el lugar de emplazamiento y su entorno inmediato.

b) Servicio Nacional de Turismo, que se pronunciará respecto de la calidad de territorio turísticamente consolidado o de claro potencial turístico del lugar de emplazamiento del casino de juego cuyo permiso de operación se solicita.

c) Intendencia de la región en que se emplazaría el establecimiento, que se pronunciará respecto de la comuna propuesta por el postulante y el impacto en el desarrollo regional. 

d) Municipalidad de la comuna en que se emplazaría el establecimiento, que se pronunciará respecto del impacto y la viabilidad logística de llevar a cabo el proyecto en la comuna. 

Dichos informes serán ponderados en la forma establecida en el reglamento. 

Los órganos requeridos, y la Superintendencia, podrán solicitar al postulante la información necesaria para mejor resolver y requerir las aclaraciones e informaciones complementarias que considere oportuno.”.”.

La señorita Lobos expresó que el sentido de la indicación es establecer de manera taxativa, en aras de la certeza jurídica, a qué autoridades podrá la Superintendencia requerir informe, no vinculante, sobre el proyecto que se presente: a aquellas que tienen interés directo en la eventual instalación de un casino, lo que permite que las variables relativas a emplazamiento, infraestructura y desarrollo turístico formen parte del proceso decisorio.

El Honorable Senador señor Montes hizo ver que si bien los informes que las autoridades entreguen no serán vinculantes, tendrán influencia en la ponderación de las solicitudes de operación que se presenten.

La indicación número 6 fue aprobada, con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.  

- - -

Número 7)

Mediante cuatro literales modifica el artículo 23 (relativo, en general, al proceso de evaluación que se inicia después de la precalificación).

Letra a)

Elimina, en el inciso primero, la expresión “de antecedentes de la sociedad solicitante y de sus accionistas,”.

Letra b)

Sustituye, también en el inciso primero, la frase “dar inicio al proceso de evaluación y de resolución de toda solicitud de operación de casino de juego”, por la siguiente: “dar inicio a la apertura de las ofertas económicas presentadas por las distintas sociedades postulantes a un permiso de operación de casino de juego”.

Letra c)

Sustituye el inciso segundo por los siguientes:

“Verificado lo anterior, la Superintendencia procederá a remitir los antecedentes al Consejo Resolutivo para que este realice la evaluación económica de la solicitud de operación, y resuelva otorgarla o denegarla en los términos que se describen en los artículos 24, 25, 26 y 27.

Solo aquellos proyectos que cumplan íntegramente con lo prescrito en los artículos precedentes se someterán a la etapa de evaluación económica de la propuesta para optar al permiso de operación que establece esta disposición.”.

Letra d)

Suprime el actual inciso tercero.





Respecto de este numeral se formularon las indicaciones números 7 y 7 bis.

La indicación número 7, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para modificarlo en los siguientes términos: 

a) Reemplazar la letra a) por la siguiente:

“a) Sustitúyense el inciso primero, el encabezado del inciso segundo y los numerales 1.-, 2.-, 3.- y 4.- del mismo inciso, por el siguiente, pasando los actuales números 5.- y 6.- a ser 2.- y 3.-, respectivamente: 

“Artículo 23.- Junto con el cumplimiento de los requisitos establecidos en los artículos 17, 18, 20, y 21 bis, las sociedades postulantes serán sometidas a una evaluación de los criterios y factores que se señalan a continuación, aplicando al efecto la ponderación que para cada uno de ellos establezca el reglamento:

1.- Los informes favorables de los organismos señalados en el artículo 22.”.”. 

b) Eliminar la letra b), adecuándose la ordenación correlativa de los siguientes.

c) Sustituir la actual letra c), que pasa a ser b), por la siguiente: 

“b) Intercálase en el actual inciso tercero que pasa a ser segundo, entre la expresión “Evaluación” y el punto (.) final, la expresión “cuyo funcionamiento e integración se determinará de conformidad al reglamento.”.  

d) Eliminar el literal d).





La señorita Lobos manifestó que los actuales numerales 5 y 6 del artículo 23 de la ley de casinos, que en virtud de la letra a) de la indicación pasan a ser 2 y 3, respectivamente, contienen los requerimientos de infraestructura que deben satisfacer los casinos postulantes.





Con la letra c) de la indicación, por su parte, se busca precisar que el funcionamiento e integración del Comité Técnico de Evaluación –ente ya consagrado en la vigente ley de casinos-, se determinará en el correspondiente reglamento.  

La indicación número 7 fue aprobada, con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.  





La indicación número 7 bis, en tanto, fue formulada por el Honorable Senador señor Coloma para suprimir las letras b) y c) del numeral 7).





La indicación fue retirada por su autor, quien reiteró, para estos efectos, la constancia realizada con motivo del retiro de la indicación número 1 bis.

Número 8)

Introduce, mediante dos literales, modificaciones en el artículo 24 (que fija el plazo en que la Superintendencia deberá efectuar la precalificación).

Letra a)

Modifica el inciso primero en el siguiente sentido:

i. Sustituye el guarismo “90” por las palabras “ciento veinte”.

ii. Elimina la frase “y evaluar la solicitud”.

b) Reemplaza el inciso final por el siguiente: 

“Cumplido lo anterior, el Superintendente, acompañando el expediente respectivo, elevará a la consideración del Consejo Resolutivo cada una de las solicitudes de permisos de operación para casinos de juego, con el objeto de que dicho órgano resuelva otorgar o denegar cada solicitud en los términos establecidos en el artículo siguiente.”.





Este numeral fue objeto de la indicación número 8, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“9) Elimínase el artículo 24.”





La eliminación del artículo 24 de la ley de casinos, consignó la señorita Lobos, es necesaria porque el artículo 19 –cuya nueva redacción fue aprobada en virtud de la indicación número 2- será el que recoja ahora de manera integral el procedimiento a seguir.

La indicación número 8 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.  

Número 9)

Sustituye el artículo 25 por el siguiente:

“Artículo 25.- El Consejo Resolutivo, en ejercicio de las atribuciones exclusivas que le encomienda la presente ley y dentro del plazo máximo de cuarenta y cinco días contado desde que la Superintendencia le haya remitido los antecedentes del proceso, deberá resolver cada una de las solicitudes de permiso de operación que hayan sido elevadas a su consideración por el Superintendente.

El Consejo Resolutivo no podrá denegar un permiso de operación a ningún solicitante cuyo proyecto postulante cumpla con las condiciones establecidas en el artículo 17 y cuya oferta económica supere a las presentadas por otros solicitantes en las mismas condiciones.

Con todo, la sociedad operadora que solicite la renovación de un permiso de operación vigente tendrá derecho preferente para la obtención del permiso cuando, a lo menos, iguale la mejor oferta económica presentada por otro de los solicitantes que cumpla con las condiciones establecidas en el inciso precedente.”.





Sobre este numeral recayó la indicación número 9, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para modificarlo en el siguiente sentido: 

a) Sustituir los incisos primero y segundo del nuevo artículo 25, por el siguiente: 

“Artículo 25.- Para obtener un permiso de operación se debe alcanzar al menos un 60% de la suma total de los puntajes ponderados establecidos en el reglamento y, a su vez, haber presentado la oferta económica más alta. El empate de las ofertas técnicas y económicas, deberá ser dirimido conforme a lo establecido en el reglamento.”. 

b) Reemplazar, en el inciso final, la frase “, a lo menos, iguale la mejor oferta económica presentada por otro de los solicitantes que cumpla con las condiciones establecidas en el inciso precedente”, por “igualando en la oferta económica, hubiere obtenido  un puntaje ponderado mayor en la etapa de evaluación técnica.”.  





El Honorable Senador señor Coloma preguntó cuál es el alcance de la palabra “igualando”.





La señorita Lobos sostuvo que en el marco del nuevo diseño del proyecto de ley a que se ha allanado el Ejecutivo, de una mixtura técnica-económica, el objetivo de la letra b) de esta indicación es que ante iguales ofertas económicas, opere como criterio dirimente el mayor puntaje obtenido en la evaluación técnica.





No se trata, en absoluto, de un derecho a igualar la mejor oferta económica ex post.

Puesta en votación la indicación número 9, la letra a) fue aprobada sin enmiendas, y la letra b), con modificaciones (en los términos que se indican en el capítulo pertinente). En ambos casos, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.  

Número 10)

Reemplaza, en el inciso primero del artículo 26 (que, en general, dispone que la resolución que otorgue, deniegue o renueve el permiso de operación de un casino debe ser fundada), el guarismo “23” por la palabra “anterior”.

Fue objeto de la indicación número 10, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“11) Modifícase el artículo 26 en el siguiente sentido:

a) Agrégase en su inciso primero, entre las palabras “deberá” y “ser” la frase  “dictarse dentro del plazo establecido en el literal f) del artículo 19,”.

b) Agréganse los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto nuevos, pasando los  actuales incisos segundo, tercero y cuarto a ser séptimo, octavo y noveno, respectivamente:

“En contra de las resoluciones de evaluación y otorgamiento, denegación o renovación de los permisos de operación, se podrá interponer el recurso de reposición establecido en el artículo 9° de la ley N° 18.575, en el plazo de cinco días hábiles contado desde el día siguiente a la notificación de la respectiva resolución. La Superintendencia dispondrá de diez días hábiles para resolver.

Los postulantes que estimen que las resoluciones de la Superintendencia no se ajustan a la ley, reglamentos o disposiciones que le corresponda aplicar, podrá reclamar de las mismas, dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la notificación, ante la Corte de Apelaciones de Santiago. 

Por la interposición del reclamo no se suspenderán los efectos del acto reclamado, ni podrá la Corte decretar medida alguna con ese objeto mientras se encuentre pendiente la reclamación.

La Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación a la Superintendencia, notificándola por oficio y esta dispondrá de un plazo de diez días hábiles contado desde que se notifique la reclamación interpuesta, para formular observaciones.

Evacuado el traslado por la Superintendencia, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y escuchar los alegatos de las partes. La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días. Contra la resolución de la Corte de Apelaciones no procederá recurso alguno.”.”.

La señorita Lobos recordó que durante la discusión general de la iniciativa se objetó que el debido proceso no estaba debidamente garantizado, pues no se había contemplado un procedimiento de reclamo de las resoluciones de evaluación, otorgamiento, denegación o renovación de permisos, ni en sede administrativa ni en sede judicial. Tal falencia se subsana ahora, incorporando un procedimiento ya estandarizado en las distintas superintendencias existentes.

El Honorable Senador señor Zaldívar se mostró de acuerdo con la existencia de un procedimiento que garantice a las partes un debido proceso. No obstante, llamó la atención sobre el hecho de que se contemple que la interposición del recurso no suspenderá los efectos del acto reclamado, lo que significa que el proceso de evaluación seguirá adelante. ¿Qué pasaría –preguntó-, si más tarde la Corte dicta una resolución contraria a lo que en dicho proceso se haya decidido?

Dejó constancia de su preocupación por la existencia de una norma de ese tipo.

Respondiendo a la pregunta formulada, la señorita Lobos indicó que en tal caso se produciría la nulidad del proceso, el cual debería iniciarse nuevamente.

Añadió que la razón por la que se prevé la disposición a que alude el señor Senador, es no ofrecer incentivos para la interposición de recursos por parte de aquellos operadores que prefieran dilatar y paralizar los procesos de postulación. Con todo, se fija un plazo de quince días para que la Corte de Apelaciones dicte sentencia.

El señor Subsecretario de Hacienda acotó que la existencia de plazos acotados permite cautelar que, mientras se tramitan los recursos, no se alcancen a realizar inversiones importantes, de aquellas que hacen que un proceso de adjudicación se torne irreversible.  

El Honorable Senador señor Zaldívar observó que difícilmente serán sólo quince los días a esperar por una resolución, pues sabido es que la acumulación de causas en la Corte de Apelaciones puede significar el retardo de su vista. La norma en comento, a la postre, puede igualmente tener el efecto de que los procedimientos de postulación se prolonguen de manera indeseada.

La letra a) de la indicación número 10 fue aprobada con enmiendas meramente formales.

La letra b), en tanto, fue aprobada con modificaciones, dando lugar a un nuevo numeral 13) del artículo único del proyecto de ley, que incorpora un artículo 27 bis, nuevo, en la ley N° 19.995, del siguiente tenor:

“13) Agrégase el siguiente artículo 27 bis, nuevo:

“Artículo 27 bis.- En contra de las resoluciones de evaluación y otorgamiento, denegación o renovación de los permisos de operación, se podrá interponer el recurso de reposición establecido en el artículo 9° de la ley N° 18.575, en el plazo de cinco días hábiles contado desde el día siguiente a la notificación de la respectiva resolución. La Superintendencia dispondrá de diez días hábiles para resolver.





Los postulantes que estimen que las resoluciones de la Superintendencia no se ajustan a la ley, reglamentos o disposiciones que le corresponda aplicar, podrán reclamar de las mismas, dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la notificación, ante la Corte de Apelaciones de Santiago.





Por la interposición del reclamo no se suspenderán los efectos del acto reclamado, ni podrá la Corte decretar medida alguna con ese objeto mientras se encuentre pendiente la reclamación.





La Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación a la Superintendencia, notificándola por oficio y esta dispondrá de un plazo de diez días hábiles contado desde que se notifique la reclamación interpuesta, para formular observaciones.





Evacuado el traslado por la Superintendencia, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y escuchar los alegatos de las partes. La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días. Contra la resolución de la Corte de Apelaciones no procederá recurso alguno.”.”.
Ambos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.  

Número 11)

Modifica el artículo 27 (relativo a las menciones que debe tener la resolución que otorgue o renueve un permiso de operación), mediante cuatro literales.

Letra a)

Elimina, en la letra b), la palabra “integral”, e intercala, entre la expresión “autorizado” y el punto y coma, la oración “y los servicios anexos que hubiere ofrecido el postulante a una solicitud de permiso de operación de un casino de juego”.

Letra b)

Reemplaza, en la letra e), la expresión “, y” por un punto y coma.

Letra c)

Sustituye, en la letra f), el punto por la expresión “, y”.

Letra d)

Agrega el siguiente literal g):

“g) El monto de la oferta económica comprometido por la sociedad postulante.”.





Este numeral fue objeto de la indicación número 11, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para eliminar el literal a).

Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.  

Con la misma votación se aprobaron las letras b), c) y d) de este numeral, que pasaron a ser a), b) y c), respectivamente.

Número 12)

Modifica el artículo 28 (relativo al plazo en que la sociedad deberá desarrollar el proyecto), por medio cuatro literales:

Letra a)

Elimina, en el inciso primero, la expresión “integral”.

Letra b)

Elimina, también en el inciso primero, la frase “tratándose del inicio de la operación del casino de juego propiamente tal, y de tres años para el cumplimiento de las demás obras o instalaciones que comprenda el proyecto;”.

Letra c)

Sustituye, en el inciso segundo, la frase “Vencidos los respectivos plazos o la prórroga” por “Vencido el plazo o la prórroga”.

Letra d)

Reemplaza el inciso final por el siguiente:

“Las circunstancias acreditadas por la sociedad operadora, a efectos del otorgamiento del certificado referido en el inciso anterior, deberán mantenerse durante toda la vigencia del permiso de operación, lo que será fiscalizado por la Superintendencia de acuerdo a sus facultades. En caso de perderse dichas condiciones procederá la revocación conforme a la causal dispuesta en el artículo 31, letra a).”.

El numeral 12 fue objeto de la indicación número 12, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para eliminar la letra a).

Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.  

Con la misma votación se aprobaron las letras b), c) y d) de este numeral, que pasaron a ser a), b) y c), respectivamente. En el caso de las nuevas letras a) y c), con modificaciones (en los términos que se indican en el capítulo pertinente).

Número 13)

Elimina del inciso primero del artículo 29 (en general, relativo al alcance del permiso de operación), la expresión “integral”.

Sobre él recayó la indicación número 13, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para eliminarlo.

Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.  

Número 14)

Se vale de dos literales para modificar el artículo 31 (que contiene las causales para revocar el permiso de operación).

Letra a)

Sustituye, en el literal g), el término “autorizados” por la expresión “contemplados”.

Letra b)

Agrega el siguiente literal p), nuevo:

“p) No haber dado cumplimiento, en tiempo y forma, a la oferta económica presentada para optar al permiso de operación, o a las obligaciones establecidas en el artículo 20 letra k) y en el inciso primero del artículo 61 bis.”.





Ante una consulta del Honorable Senador señor Coloma, la señorita Lobos aclaró que la letra a) de este numeral se explica porque, en rigor, lo que se autoriza es la operación de los casinos, no la explotación de los servicios anexos. Estos últimos, en realidad, se contemplan en la propuesta que hace la sociedad operadora. De ahí la necesidad de efectuar la precisión que el proyecto de ley propone.





El Honorable Senador señor Montes reparó en que entre las causales de revocación no se encuentra lo que pueda acontecer con el funcionamiento del casino propiamente tal; por ejemplo, si se llevasen a cabo en su interior conductas inapropiadas o derechamente ilícitas.





El señor Superintendente expresó que, efectivamente, la ley vigente no contiene una causal como la planteada por el señor Senador. Agregó que en la literatura y en la experiencia comparada se encuentran antecedentes de conductas, que podrían calificarse de inapropiadas, que se desarrollan al interior de los casinos, como prostitución u otras. En Chile, en tanto, se han detectado ciertos brotes de actividades cuya licitud podría ser cuestionada, que gracias a las atribuciones que la SCJ tiene en la etapa de precalificación y en el seguimiento que posteriormente hace, ha sido posible mitigar. Sin embargo, admitió, subsisten flancos abiertos que pueden ser abordados. 

La Comisión acordó incorporar una letra b), nueva, en el numeral 14) (que producto de los acuerdos precedentes, pasa a ser 15)), que a su vez agrega una frase final en la letra j) del artículo 31 de la ley N° 19.995, en el sentido de que la infracción grave de las instrucciones de la Superintendencia deberá ser en relación con las actividades propias que deben realizarse en los casinos. Lo hizo por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.  





Con la misma votación se aprobó la letra b) del numeral 14), que pasó a ser letra c).

Número 15)

Agrega en el artículo 37 (sobre atribuciones y funciones de la Superintendencia), los siguientes números nuevos:

“9.- Velar porque las sociedades operadoras fiscalizadas cumplan con las leyes y reglamentos que las rigen y con las instrucciones, circulares y demás órdenes que la Superintendencia emita, sin perjuicio de las facultades que pudieran corresponder a otros organismos fiscalizadores.

10.- Requerir de las sociedades operadoras que proporcionen, a través de los medios que la Superintendencia determine, información veraz, suficiente y oportuna al público sobre su situación jurídica, económica, financiera, societaria o de otra naturaleza que se determine.

La Superintendencia podrá efectuar directamente las publicaciones necesarias para los fines precisados en el inciso anterior. Asimismo, podrá disponer la publicidad de medidas, instrucciones o información relativa a las sociedades operadoras o casinos de juegos.

11.- Elaborar y difundir índices, estadísticas y estudios relativos a las sociedades operadoras y a los casinos de juegos.

12.- Atender las consultas del público y resolver los reclamos que se formulen en contra de un casino de juego o de una sociedad operadora.

13.- Ejercer las demás facultades que esta y otras leyes o normas vigentes le confieran.”.

El número 15) fue objeto de la indicación número 14, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar, en el numero 10.-, la frase “su situación jurídica, económica, financiera, societaria o de otra naturaleza que se determine” por “la información que sea estrictamente necesaria para conocer el funcionamiento de la industria”. 

La señorita Lobos puso de manifiesto que con esta indicación es posible superar otra de las observaciones realizadas al proyecto de ley original, a saber, que el alcance de la información que la SCJ podía solicitar era demasiado amplio y podía afectar ciertos datos sensibles de la industria.

La indicación fue aprobada con modificaciones (en los términos que se señalan en el correspondiente capítulo), por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.  

Con la misma votación fueron aprobados los número 9, 11, 12 y 13 que el numeral 15) propone agregar al artículo 37. 

Número 16)

Introduce, por medio de dos literales, modificaciones en el artículo 42 (relativo a los deberes del Superintendente de Casinos de Juego).

Letra a)

Modifica el número 12 en el siguiente sentido:

i. Intercala, entre la expresión “libros,” y la expresión “cuentas,”, la palabra “actas”, seguida de una coma.

ii. Sustituye la expresión “entidades fiscalizadas” por “sociedades operadoras, sus socios, accionistas, directores y administradores de dichas entidades fiscalizadas, siempre y cuando se refieran a la operación de los casinos”.

Letra b)

Sustituye el número 14 por el siguiente: 

“14.- Citar a los socios y accionistas, sean personas naturales o jurídicas, de las sociedades operadoras, a comparecer y,o a prestar declaración bajo juramento, acerca de cualquier hecho o circunstancia cuyo conocimiento estimare necesario para esclarecer alguna operación de las entidades fiscalizadas o la conducta de su personal o ejercer sus facultades de fiscalización.

Las personas indicadas en el artículo 361 del Código de Procedimiento Civil no estarán obligadas a comparecer y declararán por escrito.

El Superintendente podrá requerir del juez de turno en lo civil competente la aplicación del procedimiento de apremio contemplado en los artículos 93 y 94 del Código Tributario, en contra de las personas que, habiendo sido citadas bajo apercibimiento y sin causa justificada, no concurran a declarar.”.

Las letras a) y b) de este numeral fueron aprobadas, con enmiendas de adecuación (en los términos que se señalan en el correspondiente capítulo), por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar. 
Número 17)

Agrega en el inciso final del artículo 43 (que otorga el carácter de ministro de fe a los fiscalizadores de la Superintendencia), a continuación de la palabra “fiscalizadora” y antes del punto aparte, que pasa a ser coma, el siguiente párrafo: “entre las cuales se considerarán, a lo menos, las siguientes:

a) Establecer procedimientos administrativos para la fiscalización de las operaciones de los casinos de juego.

b) Realizar visitas inspectivas en cualquiera de las dependencias del establecimiento.”.

Sobre este numeral recayó la indicación número 15, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para eliminarlo. 

La indicación, expuso la señorita Lobos, se funda en las críticas que en la discusión general se plantearon hacia la posibilidad de que la SCJ pudiera establecer procedimientos administrativos para fiscalizar. Para dar una mayor certeza a los supervisados, entonces, el Ejecutivo ha optado por la supresión de esa facultad.

La  indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.  

Número 18)

Agrega el siguiente artículo 45 bis:

“Artículo 45 bis.- Para los efectos del ejercicio de la potestad sancionatoria de la Superintendencia, las infracciones derivadas de la aplicación de la presente ley se clasificarán en gravísimas, graves y leves:

1.- Son infracciones gravísimas los hechos, actos u omisiones que contravengan las disposiciones o instrucciones pertinentes y que puedan dar lugar a la revocación del permiso de operación.

2.- Son infracciones graves los hechos, actos u omisiones que contravengan las disposiciones o instrucciones pertinentes y que atenten contra la fe pública o la transparencia, pero que no puedan dar lugar por sí solas a la revocación del permiso de operación.

3.- Son infracciones leves los hechos, actos u omisiones que contravengan cualquier precepto, instrucción o medida obligatoria y que no constituyan infracción gravísima o grave, de acuerdo con lo previsto en los números anteriores.

En caso de reincidencia dentro de un período no superior a un año, las multas podrán duplicarse.

Será responsable del pago de la multa la sociedad operadora del casino de juego y, subsidiariamente, los directores, gerentes y apoderados que tengan facultades generales de administración.

Las acciones de la Superintendencia para imponer las sanciones a las que se refiere este Párrafo prescribirán en el plazo de cinco años, tratándose de infracciones gravísimas, tres años en el caso de  infracciones graves y un año si se trata de infracciones leves, contado desde la ocurrencia de la infracción. Dichos plazos se interrumpirán en el caso de que la Superintendencia lleve a cabo cualquier acción de fiscalización al respecto.”.

En relación con este numeral, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló la indicación número 16, para reemplazarlo por el siguiente:

“18) Agrégase el siguiente artículo 45 bis, nuevo:

“Artículo 45 bis.- Será responsable del pago de la multa la sociedad operadora del casino de juego y, subsidiariamente, los directores, gerentes y apoderados que tengan facultades generales de administración. En caso de reincidencia dentro de un periodo no superior a un año, las multas podrán duplicarse. 

Las acciones de la Superintendencia para imponer las sanciones a las que se refiere este Párrafo, prescribirán en un plazo de 3 años desde la ocurrencia de la infracción. Dichos plazos se interrumpirán con la notificación de la formulación de cargos por los hechos constitutivos de las mismas.”.”.

La indicación fue aprobada con modificaciones, en el siguiente sentido:

- El contenido de su inciso primero da lugar a un numeral 21), nuevo, del artículo único, que incorpora un nuevo artículo 53 bis a la ley N° 19.995. Su tenor es el siguiente:

“21) Agrégase el siguiente artículo 53 bis, nuevo:

“Artículo 53 bis.- Serán responsables del pago de la multa las sociedades operadoras y, subsidiariamente, sus directores, gerentes y apoderados siempre que tengan facultades generales de administración. En caso de reincidencia dentro de un periodo no superior a un año, las multas podrán duplicarse.”.”.

- El contenido de su inciso segundo da lugar, asimismo, a otro numeral nuevo, el 22), del artículo único, que incorpora un nuevo artículo 56 bis a la ley N° 19.995. Es del siguiente tenor:

“22) Agrégase el siguiente artículo 56 bis, nuevo:

“Artículo 56 bis.- Las acciones de la Superintendencia para imponer las sanciones a las que se refiere este Párrafo, prescribirán en el plazo de 3 años desde la ocurrencia de las infracciones respectivas. Dicho plazo se interrumpirá con la notificación de la formulación de cargos por los hechos constitutivos de las mismas.”.”.
Consecuencialmente, debe suprimirse el actual número 18) del artículo único.

Así lo acordó la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.  

Número 19)

Sustituye el artículo 46 (que establece multa entre tres y noventa unidades tributarias mensuales para las infracciones que no tienen sanción especial), por el siguiente:

“Artículo 46.- Las infracciones de esta ley, de sus reglamentos, y de las instrucciones y órdenes que imparta la Superintendencia, que no tengan señalada una sanción especial, serán sancionadas con amonestación o multa a beneficio fiscal de hasta ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de las sanciones establecidas en otros cuerpos legales.”.

La señorita Lobos explicó que el incremento del techo superior de las multas en relación con lo que dispone la ley vigente, en este caso para todas las infracciones que no tengan una sanción especial, se realiza en atención a los altos volúmenes de dinero que se manejan en la industria de casinos de juego.

El Honorable Senador señor Coloma planteó que así como se fija un tope superior para la multa, sería preferible establecer un límite inferior. 

La Comisión acordó introducir una enmienda en el artículo 46, en el sentido de establecer que el rango de multas se encontrará entre cinco y ciento cincuenta unidades tributarias mensuales. Lo hizo por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar. 

Número 20)

Agrega el siguiente artículo 46 bis:

“Artículo 46 bis.- Serán sancionados con amonestación o multa de quince a doscientas unidades tributarias mensuales, las sociedades postulantes u operadoras de casinos de juego que, durante el período que va entre el inicio del proceso de otorgamiento del permiso de operación y el inicio de operaciones del casino, no cumplan con las normas legales o reglamentarias o con las instrucciones impartidas por la Superintendencia.”.

Fue objeto de la indicación número 17, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para eliminar, en el artículo 46 bis, las frases “postulantes u” e “inicio del proceso de”.

Con esta propuesta, sostuvo la señorita Lobos, se supera la aprensión expresada ante el hecho de que se fijaran multas también a los postulantes. Quedan restringidas, ahora, a los operadores de casinos. 

Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.  

Número 21)

Sustituye el artículo 50 (que establece una multa de entre ciento cincuenta y seiscientas unidades tributarias mensuales para la sociedad operadora que explote juegos no autorizados o prohibidos), por el siguiente:

“Artículo 50.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 31, será sancionada con multa de ciento cincuenta a dos mil unidades tributarias mensuales la sociedad operadora que incurra en alguna de las conductas descritas en dicho artículo y que no tenga señalada una sanción diversa en el presente Título. Lo anterior no será aplicable tratándose de la situación contemplada en el literal a) del referido artículo.”.

La Comisión aprobó con enmiendas formales, el artículo 50 (en los términos que se indican en el capítulo pertinente), por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.  

Número 22)

Agrega los siguientes artículos 61 bis y 61 ter:

“Artículo 61 bis.- La oferta económica comprometida en la propuesta para optar al permiso de operación por la sociedad operadora deberá enterarse de acuerdo a los plazos y condiciones que establezca el reglamento.

El Servicio de Tesorerías recaudará los recursos por concepto de oferta económica comprometida por la sociedad postulante, los que ingresarán al patrimonio de la municipalidad respectiva.

Artículo 61 ter.- Si el monto de la oferta económica comprometida por la sociedad postulante no se entera oportuna e íntegramente en las condiciones que establezca el reglamento, la Superintendencia procederá a hacer efectiva la garantía indicada en el artículo 20, letra k), sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 31, letra p), de la presente ley.”.

El numeral fue aprobado con modificaciones formales en ambos artículos (en los términos que se indican en el capítulo pertinente), por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.  

Número 23)

Sustituye, en el inciso segundo del artículo 2° transitorio (relativo a la vigencia de los actuales contratos de concesión), el guarismo “2015” por “2017”.

El numeral fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.  

Número 24)

Modifica el artículo 3° transitorio (que pone límite a la vigencia de las leyes que autorizan la instalación de los denominados casinos municipales), mediante tres literales.
Letra a)

Sustituye, en el inciso primero, el guarismo “2016” por el guarismo “2018”.

Letra b)

Reemplaza el inciso segundo por el siguiente:

“A partir de dicha fecha, las comunas señaladas en el inciso anterior continuarán siendo sede de un casino de juegos por un total de tres períodos de quince años cada uno, con la posibilidad de ser renovado este último, por plazos sucesivos de quince años, salvo resolución fundada del Consejo Resolutivo en contrario. Con todo, no podrá excederse el número máximo de permisos de operación autorizados en esta ley.”.

Letra c)

Agrega los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto y sexto:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el proceso de asignación del permiso de operación se desarrollará en la misma forma y condiciones indicadas en el Título IV de este cuerpo legal, con las siguientes excepciones:

i. La Superintendencia deberá dictar la resolución de apertura del proceso dentro del plazo de ciento veinte días contado desde la fecha de entrada en vigencia de esta ley. Para estos efectos, el Consejo Resolutivo de la Superintendencia, previa proposición de aquella, determinará las condiciones especiales para el otorgamiento del permiso de operación, que considerarán, entre otras, una oferta económica mínima garantizada, la construcción o ampliación de la infraestructura turística de la comuna donde haya de instalarse el casino y el porcentaje de trabajadores que se desempeñan para el actual concesionario que continuarán prestando servicios, que no podrá ser inferior al 80%. La propuesta que formule la Superintendencia deberá efectuarse previa audiencia de los alcaldes de las comunas a que se refiere el inciso primero, sin perjuicio de que, una vez efectuada dicha propuesta, el Consejo Resolutivo deberá oír a las referidas autoridades si éstas lo solicitan.

ii. Los casinos de juego que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentren en actual operación en razón de una concesión municipal, podrán seguir operando en las condiciones convenidas con la municipalidad respectiva en conformidad a las normas que resultan aplicables en la especie, hasta la fecha en que se dé inicio a la operación de los nuevos permisos otorgados según lo dispuesto en el numeral i) precedente.

Con todo, las condiciones especiales para el otorgamiento de permisos de operación a que se refiere el numeral i) podrán ser fijadas, indistintamente, para los periodos de quince años o sus renovaciones, a los que hace alusión el encabezado del inciso segundo de este artículo.

Los permisos de operación otorgados con anterioridad a la modificación de la presente ley se regirán por las normas vigentes al tiempo de su otorgamiento, salvo que las normas posteriores impliquen mejores condiciones para su operación.

En todo lo demás, regirán las normas permanentes de la presente ley.”.

En relación con la letra a), el Honorable Senador señor García recordó que en la discusión general del proyecto de ley, el Ejecutivo había manifestado su disposición a analizar la extensión del plazo.

Puesta en votación la letra a) del numeral 24), fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.  

El señor Subsecretario de Hacienda indicó que los estudios de la SCJ arrojan que el plazo requerido era incluso inferior a dos años. Considerando el tiempo de discusión del proyecto de ley, además, lo cierto es que los casinos contarán finalmente con un plazo del orden de los dos años y medio.

El señor Superintendente agregó que la evidencia indica que la construcción de un casino dura aproximadamente 18 meses.

Respecto de la letra b), en tanto, la señorita Lobos hizo hincapié en que la primera oración del inciso que se propone no se refiere al permiso de operación, sino a la localización que tendrán los casinos municipales. La segunda oración, a su vez, alude al máximo de permisos de operación que se pueden autorizar en el territorio nacional, que de acuerdo con el artículo 16 de la ley de casinos, asciende a veinticuatro.

El Honorable Senador señor Montes manifestó su desacuerdo con que el período por el que finalmente se asegura la conservación de la sede a las siete comunas que cuentan con casino municipal, sea tan extenso.   

El Honorable Senador señor García comentó que, a su juicio, los casinos de Arica, Iquique, Coquimbo, Viña del Mar, Pucón, Puerto Varas y Puerto Natales forman parte del patrimonio de los respectivos municipios. Innovar al respecto acarrearía, en su opinión, problema de carácter constitucional.

Puesta en votación la letra b) del numeral 24), fue aprobada, con modificaciones, con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos y Zaldívar, y el voto en contra del Honorable Senador señor Montes.

El texto con que fue aprobado dicha letra b) es el siguiente:

“b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:

“A partir de dicha fecha, las comunas señaladas en el inciso anterior continuarán siendo sede de un casino de juegos por un total de tres períodos de quince años cada uno. Una vez vencido el último de los referidos períodos, la sede podrá ser renovada por plazos sucesivos de quince años, salvo resolución fundada del Consejo Resolutivo en contrario. Con todo, no podrá excederse el número máximo de permisos de operación autorizados conforme a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 16 de la presente ley.”.”.
En lo que importa a la letra c), el Honorable Senador señor Coloma comentó que no resulta del todo comprensible  por qué, en el inciso cuarto que se propone, se prevé que las condiciones especiales de operación puedan ser fijadas no sólo para los períodos de quince años, sino también para sus renovaciones.

Puesta en votación la letra c) del numeral 24), fue aprobada, con modificaciones, con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos y Zaldívar, y la abstención del Honorable Senador señor Montes.

Cabe señalar que el texto con que fue aprobado el inciso cuarto de la letra c), es el siguiente:

“Con todo, las condiciones especiales para el otorgamiento de permisos de operación señaladas en el numeral i. del inciso precedente podrán ser fijadas, indistintamente, para los periodos de quince años o sus posteriores renovaciones, a que se refiere el inciso segundo de este artículo.”.
Artículo transitorio

Prescribe que los procesos de otorgamiento y,o renovación de permisos de operación para casinos de juego que se encuentren en curso a la fecha de entrada en vigencia de la ley que el presente proyecto propone, se regirán por las normas vigentes al inicio del citado proceso.

Ante una consulta del Honorable Senador señor Coloma, el señor Superintendente de Casinos señaló que, al día de hoy, existe un solo proceso de otorgamiento pendiente: el del casino de Chillán.

El artículo transitorio fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.  

- - -





A continuación, se discutió la indicación número 18, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar los siguientes artículos segundo y tercero transitorios, pasando el “Artículo transitorio” a ser “Artículo primero transitorio”: 

“Artículo segundo transitorio.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3º transitorio de la ley N° 19.995, a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, la Superintendencia podrá requerir información a los casinos individualizados en dicha norma.

Artículo tercero transitorio.- Las adecuaciones a los reglamentos a los que se refiere esta ley, deberán realizarse dentro de un plazo de 60 días a contar de la publicación de la misma.”.

Respecto del artículo segundo transitorio que se propone, la señorita Lobos expuso que sólo al cabo de los dos años de prórroga de las concesiones vigentes de los actuales casinos municipales, éstos quedarán sometidos, en igualdad de régimen, a las disposiciones de la ley N° 19.995, con las excepciones precedentemente aprobadas en el artículo 3° transitorio de la misma ley.   

Se hace necesario, en consecuencia, establecer que durante dichos dos años la SCJ va a contar de todos modos con la facultad de solicitar información a los casinos municipales. 

Los artículos segundo y tercero transitorios de la indicación fueron aprobados, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.  

La redacción de los precitados artículos queda como sigue:

“Artículo segundo transitorio.- Respecto de los casinos a que se refiere el inciso primero del artículo 3º transitorio de la ley N° 19.995, la Superintendencia podrá, a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, requerir información pertinente relativa a las actividades de su funcionamiento.

Artículo tercero transitorio.- Las adecuaciones a los reglamentos a los que se refiere esta ley, deberán realizarse  en un plazo de 60 días contado desde la publicación de la misma.”.
- - -

Posteriormente, una vez despachado el articulado del proyecto de ley, el Honorable Senador señor García solicitó un pronunciamiento al Ejecutivo sobre los planteamientos realizados por los trabajadores de la Coordinadora de Sindicatos de Casinos Municipales.

Sobre el particular, los representantes del Ejecutivo hicieron expresa entrega de la siguiente constancia:

“Respecto de la preocupación representada por la Coordinadora Nacional de Sindicatos de Casinos Municipales, en relación a la situación laboral de los funcionarios de casinos municipales al término de las concesiones, cabe señalar lo siguiente: 

1. La jurisprudencia administrativa y judicial está conteste en que el término de una concesión no es asimilable a la causal de conclusión del trabajo o servicio que dio origen al contrato, contemplada en el numeral 5.- del artículo 159 del Código del Trabajo. Esto en razón de que el término de la concesión sería parte del riesgo del negocio que asume el empleador y que no es extensivo al trabajador.

2. En razón de lo anterior el término de las concesiones se equipararía a la causal referente a necesidades de la empresa, contenida en el artículo 161 del Código del Trabajo, la que da lugar a las indemnizaciones correspondientes.

3. En este contexto, se considera que legislar de manera particular para estos trabajadores podría generar problemas interpretativos en orden a que sólo respecto de ellos se garantizara el tema indemnizatorio, que como se ha manifestado, es reconocido por la jurisprudencia uniforme tanto judicial como administrativa para todos los que se encuentran en situación análoga.

4. Por último se reitera lo planteado por el representante del Ministerio del Trabajo en el primer trámite constitucional en orden a que las organizaciones sindicales del sector se acerquen al Ministerio del Trabajo para discutir estos temas en mesas de trabajo y de seguimiento de la situación, a fin de garantizar el pleno cumplimiento de sus derechos laborales.”.

El Honorable Senador señor Zaldívar observó que la materia en cuestión requiere iniciativa del Ejecutivo para ser incluida en la ley; y si así se hiciera, exigiría la adopción de resguardos para que la libertad de negociación de las partes no se viera afectada y no se pusieran en riesgo ciertos beneficios ya logrados por los trabajadores. 

El Honorable Senador señor García señaló que, efectivamente, tanto la jurisprudencia judicial como la administrativa han validado la posición de los trabajadores.

- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 23 de enero de 2015, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

El presente proyecto de ley propone perfeccionamientos a la Ley N°19.995, en especial respecto de los denominados casinos de juego municipales, del proceso de otorgamiento de los permisos de operación y de la labor de la Superintendencia de Casinos de Juego en cuanto a sus facultades de supervisión.

Así, el proyecto de ley prorroga las actuales concesiones municipales hasta fines del año 2017, manteniendo por tres períodos de 15 años la comuna sede actual de los casinos de juego municipales, con la posibilidad de renovarlos por plazos sucesivos de 15 años, salvo resolución fundada en contrario del Consejo Resolutivo. Al respecto, el proyecto también establece un mecanismo especial, destinado a proteger los ingresos de dichos municipios, facultando al Consejo Resolutivo a establecer medidas destinadas a asegurar, entre otras, un mínimo de oferta económica por el permiso de operación.

Por otra parte, con el objeto de simplificar y ofrecer mayor objetividad, el proyecto modifica el mecanismo de otorgamiento de permisos de operación, pasando a un sistema basado en la presentación de una oferta económica de beneficio municipal. El nuevo proceso se aplicará tanto a los casinos donde actualmente existen concesiones municipales como para todos los permisos que con posterioridad se concursen o renueven.

Adicionalmente, el proyecto propone modificar el período para iniciar un proceso de otorgamiento de permisos de operación, obligando a la Superintendencia de Casinos a iniciarlos con la antelación necesaria para la continuidad de la operación de la industria. También se regula de manera más exhaustiva la etapa de precalificación de las sociedades postulantes a un permiso de operación. Asimismo, la Superintendencia de Casinos podrá revisar la precalificación las veces que lo estime conveniente, durante el tiempo que está en vigencia el permiso de operación.

En cuanto a la evaluación económica, el proyecto propone que el proceso se traspase desde la Superintendencia de Casinos al Consejo Resolutivo, previa conclusión de la Superintendencia sobre la factibilidad técnica y legal del proyecto.

Respecto al marco sancionatorio, el proyecto propone elevarlo de un máximo de 600 UTM a 2.000 UTM, como asimismo, propone ajustar la gradualidad de las sanciones.

Para implementar estos cambios normativos, el proyecto incorpora mayores facultades para la Superintendencia de Casinos y para el Superintendente.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal
En materia de Ingresos

Respecto de las finanzas municipales, el proyecto de ley tiene como propósito asegurar en el largo plazo la recaudación proveniente de los casinos de juego municipales.

Asimismo, y desde un punto de vista fiscal, la aplicación de la presente normativa debiera implicar en régimen un incremento de los ingresos de los Gobiernos Regionales en un monto estimado en $13.176 millones anuales, equivalente al 10% de los ingresos brutos de los casinos de juego municipales.

Adicionalmente, a partir del año 2018 se incrementarán los ingresos fiscales debido a que se comenzará a aplicar en los siete casinos municipales el Impuesto por Entradas, del cual están eximidos acorde a la ley vigente.

En materia de Gastos

La aplicación del presente proyecto de ley no implica mayor gasto fiscal en su primer año de operación. Para los años siguientes se consultará en los presupuestos anuales de la Superintendencia de Casinos de Juego el mayor gasto que pudiera implicar el reforzamiento de los procesos sancionatorios que deben implementarse a contar del año 2018.”.

Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 17, inciso segundo, de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

MODIFICACIONES

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación de las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en primer trámite constitucional por la Cámara de Diputados:

Artículo único

Número 1)

Letras a) y b)





Suprimirlas. (Unanimidad 5x0).

Letra c)





Pasó a ser letra a), sustituyéndose el literal k) propuesto por el siguiente:





“k) Oferta Económica: monto de dinero expresado en unidades de fomento, ofrecido por una sociedad postulante a un permiso de operación o renovación del mismo y recaudado por el Servicio de Tesorerías, que será pagado anualmente a la municipalidad correspondiente a la comuna en que se encuentre ubicado el casino.





La oferta económica constituirá una suma de dinero adicional al porcentaje del impuesto establecido en el artículo 59, y su pago deberá ser garantizado por la sociedad postulante mediante alguno de los instrumentos establecidos en esta ley.”. (Unanimidad 5x0).

- - -

Incorporar la siguiente letra b), nueva:





“b) Agréganse los siguientes literales l) y m), nuevos:





“l) Oferta Técnica: conjunto de propuestas realizadas por la sociedad operadora postulante, que deberá considerar cada uno de los requisitos establecidos en las bases técnicas, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 17, 18, 20, 21 bis y 23 de la presente ley.





m) Bases Técnicas: conjunto de normas y especificaciones, elaboradas por la Superintendencia, que deben cumplir las sociedades postulantes para que sean evaluadas.”.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 1).

- - -

Número 2)
Letra b)





Sustituirla por la siguiente:





“b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:





“Para cumplir con lo señalado en los incisos anteriores, la Superintendencia estará facultada para investigar los antecedentes comerciales, tributarios, financieros, administrativos, civiles y penales necesarios para verificar los requisitos que la ley establece. Además, podrá solicitar a la sociedad postulante, si lo estima pertinente, justificar el origen de los fondos que destinarán a financiar su propuesta a un permiso de operación.”.”. (Unanimidad 5x0).

Número 3)





Reemplazarlo por el siguiente:





“3) Sustitúyese el artículo 19 por el siguiente:





“Artículo 19.- Las solicitudes de permisos de operación o de renovaciones de los mismos, deberán efectuarse en los periodos que se indican y de conformidad al siguiente procedimiento:





a) Resolución de apertura: con una antelación que no podrá superar los cuarenta y ocho ni ser inferior a treinta y seis meses, contados desde la fecha de vencimiento de los permisos en actual explotación, la Superintendencia deberá dictar una resolución declarando formalmente abierto el proceso de otorgamiento o de renovación de permisos de operación, según corresponda.





Dicha resolución deberá señalar el plazo y lugar para el retiro de las bases técnicas y la fecha, hora y lugar de entrega de las ofertas técnicas y económicas. Deberá publicarse en extracto en el Diario Oficial y, completa, en un diario de circulación nacional de conformidad a las reglas que establecerá el reglamento respectivo.





Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo primero, tratándose de los permisos de operación que se extingan por aplicación de alguna de las causales previstas en las letras b), c), d) y e) del artículo 30 de esta ley, la Superintendencia deberá dictar la resolución antes señalada dentro de un plazo no superior a ciento ochenta ni inferior a ciento veinte días, contado desde que quede ejecutoriada la resolución que dé lugar a la extinción del correspondiente permiso en los términos definidos en el reglamento. En todo caso, esta última resolución deberá contener la declaración de vacancia del respectivo permiso de operación y señalar expresamente el plazo en que se declarará abierto formalmente el proceso de otorgamiento de los permisos de operación correspondientes.





b) Audiencia de presentación de ofertas: en el día y lugar señalado por la resolución de apertura, el que en todo caso deberá ser entre los noventa y ciento veinte días siguientes a la publicación de aquella, se llevará a cabo la audiencia de presentación de la oferta técnica y económica de cada uno de los postulantes. En dicha audiencia, que será pública, la Superintendencia abrirá la oferta técnica y verificará que contenga cada uno de los documentos solicitados. Por su parte, un representante del Consejo Resolutivo custodiará, con los resguardos correspondientes, la oferta económica hasta la audiencia respectiva.





c) Evaluación: dentro de los ciento veinte días siguientes a la audiencia señalada en el literal anterior, la Superintendencia deberá llevar a cabo el proceso de evaluación de las ofertas técnicas. Dicha evaluación, acompañando el expediente respectivo e indicando el puntaje ponderado de cada uno de los solicitantes será propuesta al Consejo Resolutivo, el que ratificará, solicitará la revisión del mismo o pondrá término a  la evaluación, en su caso, en el plazo de cuarenta días contados desde la recepción de los expedientes. De requerirse la revisión de los puntajes, el Superintendente deberá pronunciarse en el plazo máximo de cinco días contados desde el requerimiento.





El Superintendente no dará curso a la evaluación de las solicitudes que no den cumplimiento a los requisitos establecidos en los artículos 17, 18, 20 y 21 bis de la presente ley.





d) Resolución de evaluación: concluida la evaluación, la Superintendencia dictará una resolución pronunciándose sobre la misma, indicando los puntajes ponderados finales de cada uno o lo señalado en el párrafo segundo del literal precedente, según corresponda, y citará a la audiencia de apertura de la oferta económica a aquellos postulantes que hubiesen obtenido el puntaje mínimo ponderado.





e) Audiencia de apertura de la oferta económica: dentro de los cinco días siguientes a la publicación de la resolución de evaluación, deberá llevarse a cabo la audiencia pública de apertura de la oferta económica, en la cual un representante del Consejo Resolutivo deberá abrir los sobres que contengan las ofertas de aquellos postulantes que hayan superado el puntaje mínimo ponderado establecido en esta ley.





f) Resolución de otorgamiento, denegación o renovación de los permisos: dentro de los cinco días siguientes a la fecha de la audiencia de apertura de la oferta económica, el Superintendente deberá dictar la resolución de otorgamiento, denegación o renovación de los permisos.”.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 2).

Número 4)
Letra a)





Sustituirla por la siguiente:





“a) Reemplázase el encabezado del inciso primero por el siguiente:





“Artículo 20.- La oferta técnica deberá contener, y acompañar en su caso, a lo menos:”.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 3).

Letra b)





Agregar, a continuación de la voz “reglamento”, la siguiente frase: “, para verificar el cumplimiento de los requisitos que exige la ley”. (Unanimidad 5x0).

Letra c)





Suprimirla. (Unanimidad 5x0. Indicación número 3).

Letra d)





Pasa a ser letra c), sin enmiendas.

- - -





Intercalar la siguiente letra d), nueva:





“d) Elimínase, en su letra i), la expresión “de precalificación”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 3).

- - -

Número 5)




Reemplazarlo por el siguiente:





“5) Sustitúyese el artículo 21, por el siguiente:





“Artículo 21.- La Superintendencia tendrá facultades para investigar los antecedentes en conformidad a lo establecido en el inciso final del artículo 18, incluidas las personas naturales que integren las sociedades accionistas, como asimismo el origen de los capitales aportados, tanto respecto a las exigencias establecidas en dicho artículo como las señaladas en los artículos 17, 20 y 21 bis.





Los costos de este proceso serán asumidos por la sociedad solicitante, conforme a lo establecido en la letra i) del artículo 20.





Las atribuciones establecidas en el presente artículo serán, del mismo modo, ejercidas por la Superintendencia cada vez que, ya otorgado un permiso de operación, se produjeren modificaciones en la composición accionaria o en el capital de la sociedad, como asimismo cuando se incorpore un nuevo partícipe en la sociedad operadora.”.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 4).

Número 6)
Artículo 21 bis





Sustituir su encabezado por el siguiente:





“Artículo 21 bis.- Se considerarán como únicas causales, junto con el incumplimiento de los requisitos dispuestos en los artículos 17, 18 y 20, para que la sociedad solicitante no continúe con la etapa de evaluación, que ésta o sus accionistas se encuentren en alguna de las siguientes circunstancias:”.

Letra b)





Suprimirla.

Letras c) y d)





Pasaron a ser letras b) y c), respectivamente, sin enmiendas.

Letra e)





Pasó a ser letra d), sustituyendo las palabras “su precalificación” por “la evaluación”.

Letra f)





Pasó a ser letra e), intercalando, entre la palabra “Fisco” y el punto (.) aparte, lo siguiente: “, cuyo plazo para el pago se encuentre vencido”.

Letra g)





Pasó a ser letra f), sin modificaciones.

Letra h)





Sustituirla por la siguiente letra g): 





“g) Haber sido sancionada, la persona jurídica, por alguno de los delitos contemplados en la ley N° 20.393, que consagra la responsabilidad penal de las personas jurídicas por lavado de activos, terrorismo o cohecho; o los accionistas personas naturales en virtud de lo dispuesto en los artículos 27 ó 28 de la ley N° 19.913, sobre lavado o blanqueo de activos, en la ley N° 18.314, que determina conductas terroristas o fija su penalidad, o en los artículos 250 y 251 bis del Código Penal, relativos al delito de cohecho. 

Asimismo, la causal a que se refiere este literal también se configurará en aquellos casos en que los accionistas, sean personas jurídicas o naturales, hayan sido condenados por delitos equivalentes en el extranjero.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 5).

- - -





Incorporar el siguiente número 7), nuevo:





“7) Reemplázase el artículo 22 por el siguiente:





“Artículo 22.- Respecto de cada solicitud de operación que se presente, la  Superintendencia deberá requerir informe a los siguientes órganos:





a) Ministerio del Interior, que se pronunciará respecto de las consideraciones de seguridad y orden público que reúna el lugar de emplazamiento y su entorno inmediato.





b) Servicio Nacional de Turismo, que se pronunciará respecto de la calidad de territorio turísticamente consolidado o de claro potencial turístico del lugar de emplazamiento del casino de juego cuyo permiso de operación se solicita.





c) Intendencia de la región en que se emplazaría el establecimiento, que se pronunciará respecto de la comuna propuesta por el postulante y el impacto en el desarrollo regional.





d) Municipalidad de la comuna en que se emplazaría el establecimiento, que se pronunciará respecto del impacto y la viabilidad logística de llevar a cabo el proyecto en la comuna. 





Dichos informes serán ponderados en la forma establecida en el reglamento.





Los órganos requeridos y la Superintendencia podrán solicitar al postulante la información necesaria para mejor resolver y requerir las aclaraciones e informaciones complementarias que consideren oportunas.”.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 6).

- - -

Número 7)





Pasó a ser número 8), con las siguientes enmiendas:

Letra a)





Reemplazarla por la siguiente:





“a) Sustitúyense el inciso primero, el encabezado del inciso segundo y los numerales 1.-, 2.-, 3.- y 4.- del mismo inciso, por lo siguiente, pasando los actuales números 5.- y 6.- a ser 2.- y 3.-, respectivamente:





“Artículo 23.- Junto con el cumplimiento de los requisitos establecidos en los artículos 17, 18, 20 y 21 bis, las sociedades postulantes serán sometidas a una evaluación de los criterios y factores que se señalan a continuación, aplicando al efecto la ponderación que para cada uno de ellos establezca el reglamento:





1.- Los informes favorables de los organismos señalados en el artículo 22.”.

Letra b)





Suprimirla.

Letra c)





Pasó a ser letra b), sustituida por la siguiente:





“b) Intercálase en el actual inciso tercero, que pasa a ser segundo, entre la expresión “Evaluación” y el punto (.) final, la siguiente frase: “, cuyo funcionamiento e integración se determinará de conformidad al reglamento”.

Letra d)





Suprimirla. (Unanimidad 5x0. Indicación número 7).

Número 8)





Pasó a ser número 9), reemplazado por el siguiente:





“9) Elimínase el artículo 24.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 8).

Número 9)





Pasó a ser número 10), con las siguientes enmiendas:

Artículo 25





- Reemplazar los incisos primero y segundo propuestos, por el siguiente:





“Artículo 25.- Para obtener un permiso de operación se debe alcanzar al menos un 60% de la suma total de los puntajes ponderados establecidos en el reglamento y, a su vez, haber presentado la oferta económica más alta. El empate de las ofertas técnicas y económicas deberá ser dirimido conforme a lo establecido en el reglamento.”.





- Sustituir, en el inciso final, la frase “a lo menos, iguale la mejor oferta económica presentada por otro de los solicitantes que cumpla con las condiciones establecidas en el inciso precedente”, por  la siguiente: “habiendo igualado con otra sociedad postulante en la oferta económica, hubiere obtenido un puntaje ponderado mayor en la etapa de evaluación técnica”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 9).

Número 10)





Pasó a ser número 11), sustituido por el siguiente:





“11) Agrégase, en el inciso primero del artículo 26, entre las palabras “deberá” y “ser”, la siguiente frase: “dictarse dentro del plazo establecido en el literal f) del artículo 19,”.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 10).

Número 11)





Pasó a ser número 12), con las siguientes modificaciones:

Letra a)





Eliminarla.

Letras b), c) y d)





Pasaron a ser letras a), b) y c), respectivamente, sin enmiendas. (Unanimidad 5x0. Indicación número 11).

- - -





Incorporar  el siguiente número 13), nuevo:





“13) Agrégase el siguiente artículo 27 bis, nuevo:





“Artículo 27 bis.- En contra de las resoluciones de evaluación y otorgamiento, denegación o renovación de los permisos de operación, se podrá interponer el recurso de reposición establecido en el artículo 9° de la ley N° 18.575, en el plazo de cinco días hábiles contado desde el día siguiente a la notificación de la respectiva resolución. La Superintendencia dispondrá de diez días hábiles para resolver.





Los postulantes que estimen que las resoluciones de la Superintendencia no se ajustan a la ley, reglamentos o disposiciones que le corresponda aplicar, podrán reclamar de las mismas, dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la notificación, ante la Corte de Apelaciones de Santiago.





Por la interposición del reclamo no se suspenderán los efectos del acto reclamado, ni podrá la Corte decretar medida alguna con ese objeto mientras se encuentre pendiente la reclamación.





La Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación a la Superintendencia, notificándola por oficio y esta dispondrá de un plazo de diez días hábiles contado desde que se notifique la reclamación interpuesta, para formular observaciones.





Evacuado el traslado por la Superintendencia, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y escuchar los alegatos de las partes. La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días. Contra la resolución de la Corte de Apelaciones no procederá recurso alguno.”.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 10).

- - -

Número 12)





Pasó a ser número 14), con las siguientes modificaciones:

Letra a)





Suprimirla. (Unanimidad 5x0. Indicación número 12).

Letra b)





Pasó a ser letra a), sustituida por la siguiente:

“a) En su inciso primero, sustitúyese, en la primera oración, la frase “tratándose del inicio de la operación del casino de juego propiamente tal, y de tres años para el cumplimiento de las demás obras o instalaciones que comprenda el proyecto; todo ello contado”, por la palabra “contados”, y en la segunda oración, la expresión “de los referidos plazos” por “del referido plazo”.”. (Unanimidad 5x0).

Letra c)





Pasó a ser letra b), sin enmiendas.

Letra d)





Pasó a ser letra c), intercalándose en su segunda oración, entre las palabras “perderse” y “dichas”, las voces “alguna de”. (Unanimidad 5x0).

Número 13)




Eliminarlo. (Unanimidad 5x0. Indicación número 13).

Número 14)




Pasó a ser número 15), con las siguientes modificaciones:

- - -





Intercalar la siguiente letra b), nueva:





“b) Intercálase, en su letra j), entre la voz “reglamentarias” y el punto y coma (;), la siguiente frase: “, en relación a las actividades que deban realizarse en los casinos”. 

- - -

Letra b)





Pasó a ser letra c), sin enmiendas. (Unanimidad 5x0).

Número 15)




Pasó a ser número 16), reemplazando el número 10.- propuesto, por el siguiente:





“10.- Requerir que las sociedades operadoras proporcionen al público, a través de los medios que la Superintendencia determine, la información estrictamente necesaria para conocer el funcionamiento de la industria, velando porque ésta sea suficiente, oportuna y veraz.





La Superintendencia podrá efectuar directamente las publicaciones necesarias para dar cumplimiento a lo señalado en el párrafo anterior. Asimismo, podrá disponer la publicidad de medidas, instrucciones o información relativa a las sociedades operadoras o casinos de juegos.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 14).

Número 16)




Pasó a ser número 17), con las siguientes enmiendas:

Letra a)





Suprimir, en el numeral ii., la frase “de dichas entidades fiscalizadas”.

Letra b)





Reemplazar, en el párrafo primero del numeral 14.-, las expresiones “las entidades fiscalizadas” por “dichas entidades”. (Unanimidad 5x0).

Número 17)





Eliminarlo. (Unanimidad 5x0. Indicación número 15).

Número 18)





Suprimirlo. (Unanimidad 5x0. Indicación número 16).

Número 19)




Pasó a ser número 18), sustituyendo en el artículo 46 que se propone, a continuación de la preposición “de” ubicada luego del vocablo “fiscal”, la palabra “hasta” por la expresión “cinco a”. (Unanimidad 5x0).

Número 20)




Pasó a ser número 19), suprimiendo en el nuevo artículo 46 bis que se propone, las palabras “postulantes u” y la frase “inicio del proceso de”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 17).

Número 21)





Pasó a ser número 20), reemplazando la oración final del artículo 50 que se propone, por la siguiente: “Con todo, lo anterior no será aplicable tratándose de la causal contemplada en el literal a) del referido artículo.”. (Unanimidad 5x0).

- - -





Intercalar los siguientes numerales 21) y 22), nuevos:





“21) Agrégase el siguiente artículo 53 bis, nuevo:





“Artículo 53 bis.- Serán responsables del pago de la multa las sociedades operadoras y, subsidiariamente, sus directores, gerentes y apoderados siempre que tengan facultades generales de administración. En caso de reincidencia dentro de un periodo no superior a un año, las multas podrán duplicarse.”.





22) Agrégase el siguiente artículo 56 bis, nuevo:





“Artículo 56 bis.- Las acciones de la Superintendencia para imponer las sanciones a las que se refiere este Párrafo, prescribirán en el plazo de 3 años desde la ocurrencia de las infracciones respectivas. Dicho plazo se interrumpirá con la notificación de la formulación de cargos por los hechos constitutivos de las mismas.”.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 16).
- - -

Número 22)




Pasó a ser número 23), con las siguientes enmiendas:

Artículo 61 bis





Sustituir, en el inciso final, la palabra “postulante” por “operadora”.

Artículo 61 ter





Reemplazar la palabra “postulante” por “operadora”. (Unanimidad 5x0).

Número 23)




Pasó a ser número 24), sin enmiendas.

Número 24)




Pasó a ser número 25), con las siguientes modificaciones:

Letra b)





Sustituirla por la siguiente:





“b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:





“A partir de dicha fecha, las comunas señaladas en el inciso anterior continuarán siendo sede de un casino de juegos por un total de tres períodos de quince años cada uno. Una vez vencido el último de los referidos períodos, la sede podrá ser renovada por plazos sucesivos de quince años, salvo resolución fundada del Consejo Resolutivo en contrario. Con todo, no podrá excederse el número máximo de permisos de operación autorizados conforme a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 16 de la presente ley.”.”. (Mayoría de votos 4 a favor x 1 en contra).

Letra c)

Inciso tercero que propone:





- Reemplazar, en la segunda oración del numeral i., la palabra “aquella” por “ésta”, y agregar en la oración final, a continuación de la palabra “primero”, la expresión “del presente artículo”.





- Sustituir, en el numeral ii, la expresión “numeral i)” por “numeral i.”.

Inciso cuarto que propone

Sustituirlo por el siguiente:





“Con todo, las condiciones especiales para el otorgamiento de permisos de operación señaladas en el numeral i. del inciso precedente podrán ser fijadas, indistintamente, para los periodos de quince años o sus posteriores renovaciones, a que se refiere el inciso segundo de este artículo.”. (Mayoría de votos 4 a favor x 1 abstención).
Artículo transitorio





Ha pasado a ser artículo primero transitorio, sin modificaciones.

- - -





Agregar los siguientes artículos segundo y tercero transitorios:





“Artículo segundo transitorio.- Respecto de los casinos a que se refiere el inciso primero del artículo 3º transitorio de la ley N° 19.995, la Superintendencia podrá, a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, requerir información pertinente relativa a las actividades de su funcionamiento.





Artículo tercero transitorio.- Las adecuaciones a los reglamentos a los que se refiere esta ley, deberán realizarse  en un plazo de 60 días contado desde la publicación de la misma.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 18).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO
En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación, en general y en particular, del proyecto de ley en informe, cuyo texto es el siguiente:
PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego:

1) Modifícase el artículo 3° de la siguiente forma:

a) Agrégase el siguiente literal k), nuevo:

“k) Oferta Económica: monto de dinero expresado en unidades de fomento, ofrecido por una sociedad postulante a un permiso de operación o renovación del mismo y recaudado por el Servicio de Tesorerías, que será pagado anualmente a la municipalidad correspondiente a la comuna en que se encuentre ubicado el casino.

La oferta económica constituirá una suma de dinero adicional al porcentaje del impuesto establecido en el artículo 59, y su pago deberá ser garantizado por la sociedad postulante mediante alguno de los instrumentos establecidos en esta ley.”.

b) Agréganse los siguientes literales l) y m), nuevos:





“l) Oferta Técnica: conjunto de propuestas realizadas por la sociedad operadora postulante, que deberá considerar cada uno de los requisitos establecidos en las bases técnicas, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 17, 18, 20, 21 bis y 23 de la presente ley.

m) Bases Técnicas: conjunto de normas y especificaciones, elaboradas por la Superintendencia, que deben cumplir las sociedades postulantes para que sean evaluadas.”.
2) Modifícase el artículo 18 de la siguiente forma:

a) Sustitúyese, en su inciso primero, la expresión “comerciales que el reglamento establezca” por la frase “señalados en el inciso final de este artículo”.

b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

“Para cumplir con lo señalado en los incisos anteriores, la Superintendencia estará facultada para investigar los antecedentes comerciales, tributarios, financieros, administrativos, civiles y penales necesarios para verificar los requisitos que la ley establece. Además, podrá solicitar a la sociedad postulante, si lo estima pertinente, justificar el origen de los fondos que destinarán a financiar su propuesta a un permiso de operación.”.”.

3) Sustitúyese el artículo 19 por el siguiente:





“Artículo 19.- Las solicitudes de permisos de operación o de renovaciones de los mismos, deberán efectuarse en los periodos que se indican y de conformidad al siguiente procedimiento:





a) Resolución de apertura: con una antelación que no podrá superar los cuarenta y ocho ni ser inferior a treinta y seis meses, contados desde la fecha de vencimiento de los permisos en actual explotación, la Superintendencia deberá dictar una resolución declarando formalmente abierto el proceso de otorgamiento o de renovación de permisos de operación, según corresponda.





Dicha resolución deberá señalar el plazo y lugar para el retiro de las bases técnicas y la fecha, hora y lugar de entrega de las ofertas técnicas y económicas. Deberá publicarse en extracto en el Diario Oficial y, completa, en un diario de circulación nacional de conformidad a las reglas que establecerá el reglamento respectivo.





Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo primero, tratándose de los permisos de operación que se extingan por aplicación de alguna de las causales previstas en las letras b), c), d) y e) del artículo 30 de esta ley, la Superintendencia deberá dictar la resolución antes señalada dentro de un plazo no superior a ciento ochenta ni inferior a ciento veinte días, contado desde que quede ejecutoriada la resolución que dé lugar a la extinción del correspondiente permiso en los términos definidos en el reglamento. En todo caso, esta última resolución deberá contener la declaración de vacancia del respectivo permiso de operación y señalar expresamente el plazo en que se declarará abierto formalmente el proceso de otorgamiento de los permisos de operación correspondientes.





b) Audiencia de presentación de ofertas: en el día y lugar señalado por la resolución de apertura, el que en todo caso deberá ser entre los noventa y ciento veinte días siguientes a la publicación de aquella, se llevará a cabo la audiencia de presentación de la oferta técnica y económica de cada uno de los postulantes. En dicha audiencia, que será pública, la Superintendencia abrirá la oferta técnica y verificará que contenga cada uno de los documentos solicitados. Por su parte, un representante del Consejo Resolutivo custodiará, con los resguardos correspondientes, la oferta económica hasta la audiencia respectiva.





c) Evaluación: dentro de los ciento veinte días siguientes a la audiencia señalada en el literal anterior, la Superintendencia deberá llevar a cabo el proceso de evaluación de las ofertas técnicas. Dicha evaluación, acompañando el expediente respectivo e indicando el puntaje ponderado de cada uno de los solicitantes será propuesta al Consejo Resolutivo, el que ratificará, solicitará la revisión del mismo o pondrá término a la evaluación, en su caso, en el plazo de cuarenta días contados desde la recepción de los expedientes. De requerirse la revisión de los puntajes, el Superintendente deberá pronunciarse en el plazo máximo de cinco días contados desde el requerimiento.





El Superintendente no dará curso a la evaluación de las solicitudes que no den cumplimiento a los requisitos establecidos en los artículos 17, 18, 20 y 21 bis de la presente ley.





d) Resolución de evaluación: concluida la evaluación, la Superintendencia dictará una resolución pronunciándose sobre la misma, indicando los puntajes ponderados finales de cada uno o lo señalado en el párrafo segundo del literal precedente, según corresponda, y citará a la audiencia de apertura de la oferta económica a aquellos postulantes que hubiesen obtenido el puntaje mínimo ponderado.





e) Audiencia de apertura de la oferta económica: dentro de los cinco días siguientes a la publicación de la resolución de evaluación, deberá llevarse a cabo la audiencia pública de apertura de la oferta económica, en la cual un representante del Consejo Resolutivo deberá abrir los sobres que contengan las ofertas de aquellos postulantes que hayan superado el puntaje mínimo ponderado establecido en esta ley.

f) Resolución de otorgamiento, denegación o renovación de los permisos: dentro de los cinco días siguientes a la fecha de la audiencia de apertura de la oferta económica, el Superintendente deberá dictar la resolución de otorgamiento, denegación o renovación de los permisos.”.
4) Modifícase el artículo 20 de la siguiente forma:

a) Reemplázase el encabezado del inciso primero por el siguiente:

“Artículo 20.- La oferta técnica deberá contener, y acompañar en su caso, a lo menos:”.
b) Intercálase en su letra a), entre la palabra “accionistas” y el punto y coma, la frase “, en la forma que establezca el reglamento, para verificar el cumplimiento de los requisitos que exige la ley”.

c) Reemplázase en su letra c) la frase “El informe económico-financiero, que comprenderá” por “La oferta económica y el informe económico-financiero, el cual comprenderá”.

d) Elimínase, en su letra i), la expresión “de precalificación”.
e) Reemplázase en su letra j), la expresión “, y” por un punto y coma.

f) Incorpórase la siguiente letra k), pasando la actual letra k) a ser letra l):

“k) Una caución o garantía, pagadera a la vista y de carácter irrevocable, emitida a favor de la Superintendencia de Casinos de Juego, por el monto y de acuerdo a las modalidades que establezca el reglamento, para garantizar el cabal y oportuno cumplimiento del pago de la oferta económica, y”.

5) Sustitúyese el artículo 21, por el siguiente:





“Artículo 21.- La Superintendencia tendrá facultades para investigar los antecedentes en conformidad a lo establecido en el inciso final del artículo 18, incluidas las personas naturales que integren las sociedades accionistas, como asimismo el origen de los capitales aportados, tanto respecto a las exigencias establecidas en dicho artículo como las señaladas en los artículos 17, 20 y 21 bis.





Los costos de este proceso serán asumidos por la sociedad solicitante, conforme a lo establecido en la letra i) del artículo 20.

Las atribuciones establecidas en el presente artículo serán, del mismo modo, ejercidas por la Superintendencia cada vez que, ya otorgado un permiso de operación, se produjeren modificaciones en la composición accionaria o en el capital de la sociedad, como asimismo cuando se incorpore un nuevo partícipe en la sociedad operadora.”.
6) Agrégase el siguiente artículo 21 bis:

“Artículo 21 bis.- Se considerarán como únicas causales, junto con el incumplimiento de los requisitos dispuestos en los artículos 17, 18 y 20, para que la sociedad solicitante no continúe con la etapa de evaluación, que ésta o sus accionistas se encuentren en alguna de las siguientes circunstancias:
a) En estado de insolvencia.

b) Haber sido, en los últimos quince años, director, gerente o accionista en una sociedad operadora a la cual se haya revocado su permiso de operación.

c) Haber aportado a la Superintendencia información falsa, incompleta, inconsistente, adulterada o manifiestamente errónea respecto de sus antecedentes.

d) No haber acompañado los antecedentes requeridos por la Superintendencia para llevar a cabo la evaluación en tiempo y forma.

e) Ser socio o administrador de empresas o sociedades que mantengan deudas impagas con el Fisco, cuyo plazo para el pago se encuentre vencido.

f) Haber sido sancionado administrativamente, mediante resolución firme, por tres o más infracciones graves en los últimos cinco años por incumplimiento de las normas que regulan la actividad de los casinos.

g) Haber sido sancionada, la persona jurídica, por alguno de los delitos contemplados en la ley N° 20.393, que consagra la responsabilidad penal de las personas jurídicas por lavado de activos, terrorismo o cohecho; o los accionistas personas naturales en virtud de lo dispuesto en los artículos 27 ó 28 de la ley N° 19.913, sobre lavado o blanqueo de activos, en la ley N° 18.314, que determina conductas terroristas o fija su penalidad, o en los artículos 250 y 251 bis del Código Penal, relativos al delito de cohecho. 

Asimismo, la causal a que se refiere este literal también se configurará en aquellos casos en que los accionistas, sean personas jurídicas o naturales, hayan sido condenados por delitos equivalentes en el extranjero.”.
7) Reemplázase el artículo 22 por el siguiente:

“Artículo 22.- Respecto de cada solicitud de operación que se presente, la  Superintendencia deberá requerir informe a los siguientes órganos:

a) Ministerio del Interior, que se pronunciará respecto de las consideraciones de seguridad y orden público que reúna el lugar de emplazamiento y su entorno inmediato.

b) Servicio Nacional de Turismo, que se pronunciará respecto de la calidad de territorio turísticamente consolidado o de claro potencial turístico del lugar de emplazamiento del casino de juego cuyo permiso de operación se solicita.

c) Intendencia de la región en que se emplazaría el establecimiento, que se pronunciará respecto de la comuna propuesta por el postulante y el impacto en el desarrollo regional.

d) Municipalidad de la comuna en que se emplazaría el establecimiento, que se pronunciará respecto del impacto y la viabilidad logística de llevar a cabo el proyecto en la comuna. 

Dichos informes serán ponderados en la forma establecida en el reglamento.

Los órganos requeridos y la Superintendencia podrán solicitar al postulante la información necesaria para mejor resolver y requerir las aclaraciones e informaciones complementarias que consideren oportunas.”.
8) Modifícase el artículo 23 de la siguiente forma:

a) Sustitúyense el inciso primero, el encabezado del inciso segundo y los numerales 1.-, 2.-, 3.- y 4.- del mismo inciso, por lo siguiente, pasando los actuales números 5.- y 6.- a ser 2.- y 3.-, respectivamente:

“Artículo 23.- Junto con el cumplimiento de los requisitos establecidos en los artículos 17, 18, 20 y 21 bis, las sociedades postulantes serán sometidas a una evaluación de los criterios y factores que se señalan a continuación, aplicando al efecto la ponderación que para cada uno de ellos establezca el reglamento:

1.- Los informes favorables de los organismos señalados en el artículo 22.”.

b) Intercálase en el actual inciso tercero, que pasa a ser segundo, entre la expresión “Evaluación” y el punto (.) final, la siguiente frase: “, cuyo funcionamiento e integración se determinará de conformidad al reglamento”.

9) Elimínase el artículo 24.

10) Sustitúyese el artículo 25 por el siguiente:

“Artículo 25.- Para obtener un permiso de operación se debe alcanzar al menos un 60% de la suma total de los puntajes ponderados establecidos en el reglamento y, a su vez, haber presentado la oferta económica más alta. El empate de las ofertas técnicas y económicas deberá ser dirimido conforme a lo establecido en el reglamento.
Con todo, la sociedad operadora que solicite la renovación de un permiso de operación vigente tendrá derecho preferente para la obtención del permiso cuando, habiendo igualado con otra sociedad postulante en la oferta económica, hubiere obtenido un puntaje ponderado mayor en la etapa de evaluación técnica.”.

11) Agrégase, en el inciso primero del artículo 26, entre las palabras “deberá” y “ser”, la siguiente frase: “dictarse dentro del plazo establecido en el literal f) del artículo 19,”.
12) Modifícase el artículo 27 de la siguiente forma:

a) Remplázase en su letra e) la expresión “, y” por un punto y coma.

b) Sustitúyese, en su letra f), el punto por la expresión “, y”.

c) Agrégase el siguiente literal g):

“g) El monto de la oferta económica comprometido por la sociedad postulante.”.

13) Agrégase el siguiente artículo 27 bis, nuevo:

“Artículo 27 bis.- En contra de las resoluciones de evaluación y otorgamiento, denegación o renovación de los permisos de operación, se podrá interponer el recurso de reposición establecido en el artículo 9° de la ley N° 18.575, en el plazo de cinco días hábiles contado desde el día siguiente a la notificación de la respectiva resolución. La Superintendencia dispondrá de diez días hábiles para resolver.

Los postulantes que estimen que las resoluciones de la Superintendencia no se ajustan a la ley, reglamentos o disposiciones que le corresponda aplicar, podrán reclamar de las mismas, dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la notificación, ante la Corte de Apelaciones de Santiago.

Por la interposición del reclamo no se suspenderán los efectos del acto reclamado, ni podrá la Corte decretar medida alguna con ese objeto mientras se encuentre pendiente la reclamación.

La Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación a la Superintendencia, notificándola por oficio y esta dispondrá de un plazo de diez días hábiles contado desde que se notifique la reclamación interpuesta, para formular observaciones.

Evacuado el traslado por la Superintendencia, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y escuchar los alegatos de las partes. La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días. Contra la resolución de la Corte de Apelaciones no procederá recurso alguno.”.
14) Modifícase el artículo 28 de la siguiente forma:

a) En su inciso primero, sustitúyese, en la primera oración, la frase “tratándose del inicio de la operación del casino de juego propiamente tal, y de tres años para el cumplimiento de las demás obras o instalaciones que comprenda el proyecto; todo ello contado”, por la palabra “contados”, y en la segunda oración, la expresión “de los referidos plazos” por “del referido plazo”.

b) Sustitúyese en su inciso segundo la frase “Vencidos los respectivos plazos o la prórroga” por “Vencido el plazo o la prórroga”.

c) Reemplázase su inciso final por el siguiente:

“Las circunstancias acreditadas por la sociedad operadora, a efectos del otorgamiento del certificado referido en el inciso anterior, deberán mantenerse durante toda la vigencia del permiso de operación, lo que será fiscalizado por la Superintendencia de acuerdo a sus facultades. En caso de perderse alguna de dichas condiciones procederá la revocación conforme a la causal dispuesta en el artículo 31, letra a).”.

15) Modifícase el artículo 31 de la siguiente forma:

a) Sustitúyese en su literal g) el término “autorizados” por la expresión “contemplados”.

b) Intercálase, en su letra j), entre la voz “reglamentarias” y el punto y coma (;), la siguiente frase: “, en relación a las actividades que deban realizarse en los casinos”. 

c) Agrégase el siguiente literal p), nuevo:

“p) No haber dado cumplimiento, en tiempo y forma, a la oferta económica presentada para optar al permiso de operación, o a las obligaciones establecidas en el artículo 20 letra k) y en el inciso primero del artículo 61 bis.”.

16) Agréganse, en el artículo 37, los siguientes números nuevos:

“9.- Velar porque las sociedades operadoras fiscalizadas cumplan con las leyes y reglamentos que las rigen y con las instrucciones, circulares y demás órdenes que la Superintendencia emita, sin perjuicio de las facultades que pudieran corresponder a otros organismos fiscalizadores.

10.- Requerir que las sociedades operadoras proporcionen al público, a través de los medios que la Superintendencia determine, la información estrictamente necesaria para conocer el funcionamiento de la industria, velando porque ésta sea suficiente, oportuna y veraz.

La Superintendencia podrá efectuar directamente las publicaciones necesarias para dar cumplimiento a lo señalado en el párrafo anterior. Asimismo, podrá disponer la publicidad de medidas, instrucciones o información relativa a las sociedades operadoras o casinos de juegos.

11.- Elaborar y difundir índices, estadísticas y estudios relativos a las sociedades operadoras y a los casinos de juegos.

12.- Atender las consultas del público y resolver los reclamos que se formulen en contra de un casino de juego o de una sociedad operadora.

13.- Ejercer las demás facultades que esta y otras leyes o normas vigentes le confieran.”.

17) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 42:

a) Modifícase su número 12 en el siguiente sentido:

i. Intercálase entre la expresión “libros,” y la expresión “cuentas,”, la palabra “actas”, seguida de una coma.

ii. Sustitúyese la expresión “entidades fiscalizadas” por “sociedades operadoras, sus socios, accionistas, directores y administradores, siempre y cuando se refieran a la operación de los casinos”.

b) Sustitúyese su número 14 por el siguiente: 

“14.- Citar a los socios y accionistas, sean personas naturales o jurídicas, de las sociedades operadoras, a comparecer y,o a prestar declaración bajo juramento, acerca de cualquier hecho o circunstancia cuyo conocimiento estimare necesario para esclarecer alguna operación de dichas entidades o la conducta de su personal o ejercer sus facultades de fiscalización.

Las personas indicadas en el artículo 361 del Código de Procedimiento Civil no estarán obligadas a comparecer y declararán por escrito.

El Superintendente podrá requerir del juez de turno en lo civil competente la aplicación del procedimiento de apremio contemplado en los artículos 93 y 94 del Código Tributario, en contra de las personas que, habiendo sido citadas bajo apercibimiento y sin causa justificada, no concurran a declarar.”.

18) Sustitúyese el artículo 46 por el siguiente:

“Artículo 46.- Las infracciones de esta ley, de sus reglamentos, y de las instrucciones y órdenes que imparta la Superintendencia, que no tengan señalada una sanción especial, serán sancionadas con amonestación o multa a beneficio fiscal de cinco a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de las sanciones establecidas en otros cuerpos legales.”.

19) Agrégase el siguiente artículo 46 bis:

“Artículo 46 bis.- Serán sancionados con amonestación o multa de quince a doscientas unidades tributarias mensuales, las sociedades operadoras de casinos de juego que, durante el período que va entre el otorgamiento del permiso de operación y el inicio de operaciones del casino, no cumplan con las normas legales o reglamentarias o con las instrucciones impartidas por la Superintendencia.”.

20) Sustitúyese el artículo 50 por el siguiente:

“Artículo 50.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 31, será sancionada con multa de ciento cincuenta a dos mil unidades tributarias mensuales la sociedad operadora que incurra en alguna de las conductas descritas en dicho artículo y que no tenga señalada una sanción diversa en el presente Título. Con todo, lo anterior no será aplicable tratándose de la causal contemplada en el literal a) del referido artículo.”.

21) Agrégase el siguiente artículo 53 bis, nuevo:





“Artículo 53 bis.- Serán responsables del pago de la multa las sociedades operadoras y, subsidiariamente, sus directores, gerentes y apoderados siempre que tengan facultades generales de administración. En caso de reincidencia dentro de un periodo no superior a un año, las multas podrán duplicarse.”.





22) Agrégase el siguiente artículo 56 bis, nuevo:

“Artículo 56 bis.- Las acciones de la Superintendencia para imponer las sanciones a las que se refiere este Párrafo, prescribirán en el plazo de 3 años desde la ocurrencia de las infracciones respectivas. Dicho plazo se interrumpirá con la notificación de la formulación de cargos por los hechos constitutivos de las mismas.”.
23) Agréganse los siguientes artículos 61 bis y 61 ter:

“Artículo 61 bis.- La oferta económica comprometida en la propuesta para optar al permiso de operación por la sociedad operadora deberá enterarse de acuerdo a los plazos y condiciones que establezca el reglamento.

El Servicio de Tesorerías recaudará los recursos por concepto de oferta económica comprometida por la sociedad operadora, los que ingresarán al patrimonio de la municipalidad respectiva.

Artículo 61 ter.- Si el monto de la oferta económica comprometida por la sociedad operadora no se entera oportuna e íntegramente en las condiciones que establezca el reglamento, la Superintendencia procederá a hacer efectiva la garantía indicada en el artículo 20, letra k), sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 31, letra p), de la presente ley.”.

24) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 2° transitorio el guarismo “2015” por “2017”.

25) Modifícase el artículo 3° transitorio en el siguiente sentido:
a) Sustitúyese, en su inciso primero, el guarismo “2016” por el guarismo “2018”.

b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:

“A partir de dicha fecha, las comunas señaladas en el inciso anterior continuarán siendo sede de un casino de juegos por un total de tres períodos de quince años cada uno. Una vez vencido el último de los referidos períodos, la sede podrá ser renovada por plazos sucesivos de quince años, salvo resolución fundada del Consejo Resolutivo en contrario. Con todo, no podrá excederse el número máximo de permisos de operación autorizados conforme a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 16 de la presente ley.”.
c) Agréganse los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto y sexto:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el proceso de asignación del permiso de operación se desarrollará en la misma forma y condiciones indicadas en el Título IV de este cuerpo legal, con las siguientes excepciones:

i. La Superintendencia deberá dictar la resolución de apertura del proceso dentro del plazo de ciento veinte días contado desde la fecha de entrada en vigencia de esta ley. Para estos efectos, el Consejo Resolutivo de la Superintendencia, previa proposición de ésta, determinará las condiciones especiales para el otorgamiento del permiso de operación, que considerarán, entre otras, una oferta económica mínima garantizada, la construcción o ampliación de la infraestructura turística de la comuna donde haya de instalarse el casino y el porcentaje de trabajadores que se desempeñan para el actual concesionario que continuarán prestando servicios, que no podrá ser inferior al 80%. La propuesta que formule la Superintendencia deberá efectuarse previa audiencia de los alcaldes de las comunas a que se refiere el inciso primero del presente artículo, sin perjuicio de que, una vez efectuada dicha propuesta, el Consejo Resolutivo deberá oír a las referidas autoridades si éstas lo solicitan.

ii. Los casinos de juego que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentren en actual operación en razón de una concesión municipal, podrán seguir operando en las condiciones convenidas con la municipalidad respectiva en conformidad a las normas que resultan aplicables en la especie, hasta la fecha en que se dé inicio a la operación de los nuevos permisos otorgados según lo dispuesto en el numeral i. precedente.

Con todo, las condiciones especiales para el otorgamiento de permisos de operación señaladas en el numeral i. del inciso precedente podrán ser fijadas, indistintamente, para los periodos de quince años o sus posteriores renovaciones, a que se refiere el inciso segundo de este artículo.
Los permisos de operación otorgados con anterioridad a la modificación de la presente ley se regirán por las normas vigentes al tiempo de su otorgamiento, salvo que las normas posteriores impliquen mejores condiciones para su operación.

En todo lo demás, regirán las normas permanentes de la presente ley.”.

Artículo primero transitorio.- Los procesos de otorgamiento y,o renovación de permisos de operación para casinos de juego que se encuentren en curso a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley se regirán por las normas vigentes al inicio del citado proceso.

Artículo segundo transitorio.- Respecto de los casinos a que se refiere el inciso primero del artículo 3º transitorio de la ley N° 19.995, la Superintendencia podrá, a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, requerir información pertinente relativa a las actividades de su funcionamiento.

Artículo tercero transitorio.- Las adecuaciones a los reglamentos a los que se refiere esta ley, deberán realizarse  en un plazo de 60 días contado desde la publicación de la misma.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 17, 18 y 31 de marzo, y 14 de abril de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa (Alejandro García-Huidobro Sanfuentes), José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Carlos Montes Cisternas. 

Sala de la Comisión, a 20 de abril de 2015.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario Accidental de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.327, EN LO TOCANTE A SU ÁMBITO DE APLICACIÓN Y AL ESTABLECIMIENTO DE UN RÉGIMEN SANCIONATORIO EFECTIVO, Y LA LEY N° 20.502, EN MATERIA DE FUNCIONES DE LA SUBSECRETARÍA DE PREVENCIÓN DEL DELITO
(9.566-29)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidente de la República, con urgencia calificada de “Suma”.


A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Honorable Diputado señor Jaime Pilowsky.


De la Subsecretaría de Prevención del Delito, el Subsecretario, señor Antonio Frey, y los asesores señores Rafael Ferrada, Rodrigo González, y José Pedro Silva. 

Del Ministerio del Interior y Seguridad Pública el Director de Estadio Seguro, señor José Roa, el asesor señor Rodrigo González y el asesor señor Rodrigo Medina.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia los asesores, señores Sergio Herrera y Nicolás Torrealba. 

De la Biblioteca del Congreso Nacional el Analista, señor Pedro Harris y Rafael Hernández.


Los asesores del Honorable Senador señor Alberto Espina, señora Andrea Balladares y señor Leonardo Contreras; el asesor del Honorable Senador señor Rabindranath Quinteros, señor Jorge Frites y los asesores del Honorable Senador señor Andrés Zaldívar, señora Martina González y señor Christian Valenzuela.
|
Cabe hacer presente que el proyecto debe ser considerado, además, por la Comisión de Hacienda, según el trámite conferido a su ingreso a esta Corporación.

- - -

 
Cabe consignar que la Asociación Nacional de  Fútbol Profesional de Chile y  Club de Deportes Santiago Wanderers S.A.D.P hicieron llegar a la Comisión una minuta con las observaciones de esa entidad respecto del proyecto de ley en estudio. Dicho documento fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Los artículos 26 y 27 de la ley N°19.327, incorporados por el numeral 20 del artículo 1° del proyecto de ley, tienen el carácter de normas de rango orgánico constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo  de la misma Carta Fundamental.
- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto 


de indicaciones ni modificaciones: Artículo 3°

2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones:1,2,3,4,9,10,13,14,23,24,25,26,27,28,31,32,41,42,51,52,53,54,57,58,61,62,63,64,65,66,69,70,75,76,79,80,81,82,83,84,85 y 86

3.-
Indicaciones aprobadas

con modificaciones:5,6,7,8,11,12,15,16,17,18,19,20,21,22,29,30,33,34,


35,36,37,38,39,40,43,44,45,46,47,48,49,50,55,56,59,60,67,68,71,72,73,74,77,78,87 y 88. 

4.-
Indicaciones rechazadas: no hay.

5.-
Indicaciones retiradas: no hay.

6.-
Indicaciones declaradas 


inadmisibles:  no hay.

- - -


En sesión de 28 de enero del año en curso el Senado aprobó en general la iniciativa en informe, fijando el día 23 de marzo como plazo para presentar indicaciones. 


Cabe hacer presente que las 88 indicaciones presentadas contienen 44 propuestas de modificación al proyecto aprobado en general, en atención a que ellas después de ser concordadas entre los representantes del Ejecutivo y de los miembros de la Comisión, se presentaron en forma simultánea.  Asimismo, se deja constancia que la Honorable Senadora señora Von Baer, pese a no haberlas suscrito, compartió el acuerdo en tal sentido y por tanto, las respectivas indicaciones. 

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, que se transcriben  y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.
ARTÍCULO PRIMERO


El artículo 1° del proyecto en informe introduce diversas modificaciones a la ley N° 19.327, que fija normas para prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional. En primer término, mediante su número 1) se propone reemplazar el epígrafe de la ley antes citada.

Número 2)


Mediante este numeral se introduce un Título Preliminar, nuevo, que incorpora los artículos 1°, 2° y 3°, nuevos, pasando los actuales artículos 1°, 2°, 2°A, 2°B, 2°C, 3°, 4°, 5°, 6°, 6°A, 6°B, 6°C, 6°D, 6°E, 6°F, 7°, 7°A, 9°, 9°A y 10, ser, artículos 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9°, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 21, 22, 23 y 24, respectivamente.


Como consecuencia de la aprobación de las indicaciones Nos 17 y 18, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, , Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar, que introduce un artículo 3° bis, nuevo, en el Título Preliminar, vuestra Comisión acordó modificar el encabezado del número 2), reemplazando su mención a los "artículos 1°, 2° y 3°” por otra a los “artículos 1°, 2°, 3° y 3° bis”, en virtud de lo dispuesto por el artículo 125 del Reglamento de la Corporación.
TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1º

Inciso segundo


El inciso segundo del nuevo artículo 1º propuesto para la ley N° 19.327, establece textualmente:


“Se aplicará la presente ley, de igual manera, a los delitos, faltas e infracciones cometidas con ocasión de un espectáculo de fútbol profesional, sea en el interior del recinto deportivo o en sus inmediaciones. Asimismo, se aplicará a todos los hechos y circunstancias conexas a dicho espectáculo y, especialmente, a los ejecutados en el transcurso de entrenamientos, animaciones previas, celebraciones, venta de entradas, uso de los servicios de transporte público remunerado de pasajeros y desplazamientos de los equipos, de los asistentes, de los medios de comunicación y otros intervinientes a los recintos deportivos y lugares de concentración, anteriores o posteriores a un evento deportivo, que tengan como motivo o causa principal los espectáculos antes referidos.”.

La indicación número 1, de S.E. la Presidenta de la República y la indicación número 2  de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, proponen intercalar después de la palabra “cometidas” la frase “por cualquier persona”.

En este sentido, el Jefe del Plan Estadio Seguro señor José Roa señaló que la principal incorporación a esta normativa es la ampliación del ámbito de aplicación de la ley a los hechos conexos a los partidos de fútbol profesional.


Agregó que actualmente un comportamiento desviado en celebraciones, arengazos, banderazos, venta de tickets entre otros, no está comprendido en esta regulación, de lo que ha resultado que las personas que cometen actos de violencia en actividades derivadas de los espectáculos de fútbol profesional no pueden, por ejemplo, ser excluidos de los estadios. 


Indicó que con la modificación se hace responsables a las personas por sus propios hechos lo que permitirá que quienes se aparten de la comunidad del fútbol queden fuera de los estadios, y delimitar las responsabilidades de los organizadores de los espectáculos, estableciendo que sólo lo serán cuando en los actos que efectivamente sean organizados por ellos, como la venta de tickets o una celebración, no cumplan con la regulación pertinente.


El Honorable Senador señor Espina hizo presente que se han incorporado en el ámbito de aplicación de la ley aquellos delitos, faltas o infracciones cometidas en las circunstancias y hechos conexos al espectáculo del fútbol profesional, con el objeto de poder aplicar las sanciones respectivas a quienes participen en conductas tipificadas en esta ley, especialmente con la prohibición de asistir a los estadios.


A mayor abundamiento, señaló que lo hechos producidos en lugares distintos de los estadios son igualmente hechos delictuales, pero que actualmente a los responsables no se les puede aplicar la sanción más disuasiva de todas para los hinchas, que es la prohibición de asistir a los espectáculos de fútbol profesional.


En cuanto a la indicación, expresó que la modificación propuesta busca terminar con interpretaciones discordantes respecto del ámbito de aplicación de la ley, que han llevado a debatir si ella se aplicaba sólo respecto de los espectadores, o de los jugadores y árbitros, o de los socios de un club, hinchas, simpatizantes, etc.  


Con tal propósito, agregó, las modificaciones apuntan a  establecer clara y precisamente que las normas de esta ley se aplican a los delitos, faltas e infracciones cometidas por cualquier persona con ocasión de un espectáculo de fútbol profesional, sea en el interior del recinto deportivo o en sus inmediaciones, o en los hechos y circunstancias conexas a dicho espectáculo.

Enseguida, la Honorable Senadora señora von Baer expresó inquietud respecto a la responsabilidad de los Clubes de Fútbol en relación a actividades que no necesariamente organizan ellos, como podría ocurrir en una celebración, haciendo presente la necesidad de delimitar claramente en la ley el límite de tal responsabilidad.


Dentro de este contexto, el Jefe del Plan Estadio Seguro hizo presente que este tema fue objeto de discusión en su oportunidad en la Honorable Cámara de Diputados donde, a su juicio, se recogió adecuadamente esa inquietud en lo que dice relación con el ámbito de aplicación de la ley. No obstante, enfatizó que luego, en el acápite referido a las infracciones de los organizadores, este tema queda clara y suficientemente resuelto.  


- Puestas en votación, las indicaciones números 1 y 2 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.
Artículo 3°


El nuevo artículo 3º propuesto para la ley N° 19.327, en su encabezado señala: “Son deberes de los organizadores de espectáculos de fútbol profesional y de los dirigentes de los clubes y asociaciones de fútbol profesional, los siguientes:”.


A este respecto, el Jefe del Plan Estadio Seguro indicó que se trata de establecer el correlato de los deberes de los organizadores  de espectáculos de fútbol profesional, en el sentido que contempla un conjunto de obligaciones específicas, particularmente respecto del cumplimiento de la ley.


Agregó que las menciones relativas a los hechos conexos, están hechas sobre la base que se trata de actividades autorizadas por la autoridad. En este sentido, enfatizó que todos aquellos eventos masivos en el marco de esta ley son previamente autorizados por el Intendente o Gobernador si este tuviese delegada su autoridad, de tal manera que para organizar un espectáculo de fútbol se debe realizar una solicitud a dicha autoridad y lo propio sucede cuando el club organiza actividades conexas, tales como venta de tickets, que puedan afectar el orden público, así como las celebraciones.


Indicó que la responsabilidad del club organizador es en cuanto administrador, y surge cuando habiendo solicitado autorización a quien corresponda incumple las reglas fijadas por ella. Distinto es el caso de las personas que participan en estos hechos, pues se aplica la interpretación amplia de hecho conexo de manera que en el caso de cometer delitos, faltas o infracciones contempladas en esta ley, pueden ser sancionados, además, con la prohibición de ingreso a los estadios.


El Honorable Senador señor Espina indicó que al leer el encabezado del artículo 3° le merece dudas si queda suficientemente claro en la normativa que los organizadores responden respecto de aquellos espectáculos que organizan y no sólo respecto de los partidos de fútbol propiamente tales, por lo que planteó la conveniencia de modificar su redacción para que así quede explícitamente establecido en la ley, con el objeto de evitar eventuales controversias a este respecto.


Para evitarlo, agregó, se requiere una redacción que resulte comprensiva de los distintos casos, sea en el encabezado de esta norma o en otra disposición del proyecto.


El señor Roa puso de relieve que existe una delgada línea entre organizar y participar o consentir, pues existen actividades como los arengazos, que se realizan dentro de las dependencias del club privado pero no siempre con su consentimiento, no obstante lo cual manifestó estar de acuerdo con lo sugerido.


En otro aspecto, el Honorable Senador señor Quinteros inquirió una mayor explicación respecto de la duplicidad que se podría producir entre esta ley y la Ley del Consumidor, pues en términos genéricos el organizador del espectáculo es responsable de brindar seguridad a quienes pagan por asistir al encuentro deportivo que ofrece.


El Jefe del Plan Estadio Seguro señaló que tal como está redactada la norma de la Ley del Consumidor cumple con evitar distintas interpretaciones y regula la relación entre el consumidor y el proveedor del servicio o espectáculo, ahora bien, esta ley, según explicó, regula la relación entre el organizador en cuanto a administrado versus la autoridad del Intendente que es quien autoriza la realización del espectáculo de fútbol bajo determinadas condiciones que debe cumplir.


Dicho esto, señaló que en algunas ocasiones estos hechos podrán coincidir y podrá el mismo hecho tener dos infracciones distintas, y que en otros casos ello no ocurrirá.


Acto seguido, la Honorable Senadora señora Von Baer llamó la atención sobre la mención a la autoridad respecto de la información que se le debe entregar, por lo que requirió mayor precisión con respecto a quien es la autoridad y la extensión de lo que puede solicitar, especialmente en lo que se refiere a la información contable a que se refiere la letra d) del artículo 3°.


El señor Roa hizo presente que la autoridad no siempre será la misma. Normalmente será el Intendente pero eventualmente puede delegar su facultad en el Gobernador, quien si autoriza en virtud de esta ley, también podrá instar por la sanción ante los incumplimientos. En este sentido, señaló que las infracciones pueden ir desde sobre aforo (número de venta de entradas mayor al autorizado) y en ese caso se requiere contar con información referida al listado de asistentes e información contable que permita verificar o descartar esta situación.


Actualmente, una situación que puede ser habitual es que pese a que el examen visual de un estadio indica que hay más personas que las autorizadas, al momento de informarse la asistencia al mismo siempre el aforo coincide con lo autorizado, lo que hace necesario solicitar información de respaldo adicional que permita establecer o descartar que se ha cometido tal infracción.


Enseguida la Honorable Senadora señora Von Baer preguntó si la información solicitada se utiliza para autorizar o sancionar en virtud de esta ley, y que si es así parece necesario clarificar la redacción de la norma respectiva para evitar problemas de interpretación.


El señor Roa hizo presente que existe una norma de cierre con respecto al manejo de la información solicitada, que se refiere a que toda la que se maneje en el marco de la ley es precisamente para su aplicación y en el ejercicio de las atribuciones que debe ejercer cada autoridad.


A mayor abundamiento, indicó que en el caso de ciertos espectáculos, la autoridad puede solicitar una lista de los asistentes históricos de un equipo determinado, para los efectos de establecer la necesidad o no de una mayor segregación u otra medida similar.


Posteriormente el Ejecutivo, atendiendo las observaciones planteadas, propuso una nueva redacción para el encabezado de este artículo, del siguiente tenor:


“Artículo 3°.- Son deberes de los organizadores, asociaciones y dirigentes de fútbol profesional, en el marco de la celebración de espectáculos organizados por ello o que les hubiesen sido autorizados, así como en los hechos o circunstancias conexas a éstos, los siguientes:”.


-Sometida a votación la nueva redacción del encabezado del artículo 3°, fue aprobada en los términos antes consignados, por la unanimidad de los miembros de la Comisión Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.
Letra b)


Este literal dispone lo siguiente:


“b) Supervisar y garantizar el cumplimiento de la ley, su reglamento y las disposiciones adoptadas por la autoridad administrativa y policial para cada espectáculo deportivo, hecho o actividad conexa.”.

Fueron presentadas dos indicaciones al literal en análisis.


La indicación número 3 de S.E. la Presidenta de la República, y la indicación número 4 de los Honorables Senadores  señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, proponen reemplazarla por la siguiente:

“b) Supervisar y garantizar el cumplimiento de la ley, su reglamento y las disposiciones que la autoridad administrativa o policial le hayan ordenado adoptar, para cada espectáculo de fútbol profesional, hecho o actividad conexa.”.


El Honorable Senador señor Espina indicó que el propósito de la indicación es corregir la redacción de la norma, pues para poder cumplir las disposiciones de las autoridades es necesario que ellas le hayan ordenado adoptarlas al organizador, que de otra forma podría incluso desconocerlas. 


-Puestas en votación las indicaciones números 3 y 4, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

Letra c)


La letra aprobada en general señala:


“c) Adoptar las medidas de seguridad necesarias para prevenir alteraciones a la seguridad y al orden público que sean producto del espectáculo deportivo de fútbol profesional, hecho o actividad conexa, tales como venta de entradas, entrenamientos, concentraciones y traslados de equipos.”.


El Honorable Senador señor Espina estimó conveniente que se modificara la redacción de este literal, por cuanto es necesario hacer referencia a cuáles son las medidas de seguridad que debe adoptar, siendo determinante a este respecto lo que señale la autoridad que corresponda.


En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Zaldívar enfatizó que es necesario que las medidas que se adopten sean las requeridas por la autoridad, pues en ella recae la facultad de solicitar las medidas que sean indispensables para mantener el orden público.


El asesor seño Rodrigo González señaló que se trata de las medidas generales que, de acuerdo a la naturaleza del espectáculo o del recinto, sea prudente establecer, de modo que no existe un listado taxativo de medidas sino que será la autoridad quien determine un conjunto mínimo de requisitos para la realización del espectáculo, como el aforo, horario u otros.


Cosa distinta, señaló, son las medidas que quedan al buen criterio del organizador y que van más allá del mínimo que establezca la autoridad, además de aquéllas previstas en otros cuerpos normativos, como disposiciones sanitarias o de seguridad.


El Honorable Senador señor Zaldívar insistió en que el organizador no puede ser quien determine las medidas de seguridad pues puede que las que decida adoptar simplemente no sean suficientes, de modo que planteó que podría incorporarse una mención a las leyes y reglamentos sobre la materia, además de las que ordene la autoridad.


Enseguida, el Honorable Senador señor Espina consideró que la norma tal como está, consagra una cierta discrecionalidad, por lo que compartió el criterio de incorporar en esta disposición una remisión a las leyes y reglamentos vigentes en la materia.


En virtud del artículo N°125 del Reglamento del Senado, este  literal fue modificado y quedó de la siguiente forma:


“c) Adoptar las medidas de seguridad establecidas en las leyes, reglamentos, disposiciones de la autoridad y protocolos determinados por la entidad superior del futbol profesional necesarias para prevenir alteraciones a la seguridad y al orden público que sean producto del espectáculo deportivo de fútbol profesional, hecho o actividad conexa, tales como venta de entradas, entrenamientos, concentraciones y traslados de equipos.”. 


-Sometida a votación la modificación antes señalada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.
Letra d)

El literal antes señalado, aprobado en general,  dispone lo siguiente:


“d) Entregar información veraz, oportuna, fiel y precisa, tales como grabaciones, listado de asistentes, información contable, documentos de la organización, informes técnicos y, en general, toda información que sea requerida por la autoridad, en la forma y plazos que establezca el reglamento de esta ley.”.


Las indicaciones número 5 de S.E. la Presidenta de la República y número 6 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Quinteros y Zaldívar, proponen sustituirla por la siguiente:


“d) Entregar a la autoridad, a la mayor brevedad, toda la información que le sea requerida, tales como grabaciones, listado de asistentes, información contable, documentos de la organización, informes técnicos y, en general, toda otra información que se le solicite.”.


A este respecto, el Honorable Senador señor Espina inquirió mayor información con respecto a la necesidad de solicitar información contable, que en términos generales se refiere a los balances respectivos.


El Jefe del Plan Estadio Seguro precisó que lo que se solicita es información contable referida a la venta de las entradas, y en este sentido agregó que la información solicitada, por una parte dice relación con los aportes que las personas jurídicas realizan respecto de hinchas, en cuyo caso deben ser informados a los propios Intendentes y, por otra, está referida a la eventual sobreventa de entradas. 

La Honorable Senadora señora Von Baer estimó que el término información contable no se condice con la información que se pretende recabar, razón por la cual estimó que toda la información que se solicita, cualquiera sea, debe estar enmarcada en el ámbito de aplicación de esta ley y así debe quedar reflejado en la norma.


En la misma línea, planteó la necesidad de acotar la información que se puede solicitar, pues tal como está redactada la norma el espectro resulta demasiado amplio.


Por su parte el Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que la referencia a la información contable también le parece que establece un ámbito muy amplio, de modo que consideró que resulta más conveniente señalar expresamente la información que es necesario entregar, consignándolo con mayor precisión.


Además, señaló que al indicar que esa información se debe entregar en forma veraz, oportuna, fiel y precisa se establecen una serie de calificativos que generarán debate sobre el cumplimiento de la obligación que se establece, y estimó conveniente simplificar y precisar los términos.  


Posteriormente el Ejecutivo, atendiendo las observaciones formuladas, propuso una nueva redacción de este literal, del siguiente tenor:


“d) Entregar a la autoridad, a la mayor brevedad, todos los antecedentes que le sean requeridos, tales como grabaciones, listado de asistentes, registros contables contemplados en el artículo 10° de esta ley y aquella que da cuenta del monto de la recaudación por concepto de venta de entradas de cada espectáculo de futbol profesional, documentos de la organización, informes técnicos y, en general, toda otra información que se le solicite.”.

-Puestas en votación las indicaciones números 5 y 6, fueron aprobadas con modificaciones, en los términos antes señalados, por la unanimidad de los miembros de la Comisión Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

Letra e)


Dispone textualmente:


“e) El organizador podrá reservarse el derecho de admisión, conforme lo establezca el reglamento, respecto de quienes infrinjan las condiciones de ingreso y permanencia o cuando existan motivos que justifiquen razonablemente la utilización de dicha facultad”.


La letra e), transcrita precedentemente, fue objeto de dos indicaciones:


La indicación número 7 de S.E. la Presidenta de la República y número 8 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, para reemplazarla por la siguiente:


“e) El organizador deberá ejercer el derecho de admisión, conforme lo establezca el reglamento, respecto de quienes infrinjan las condiciones de ingreso y permanencia o cuando existan motivos que justifiquen razonablemente la utilización de dicha facultad.”.


El Honorable Senador señor Espina hizo presente que en este literal se consagra uno de los grandes avances que propone este proyecto de ley, pues se permite a los clubes respectivos tomar medidas que impidan que una persona pueda ingresar al recinto donde éste se desarrolle, en virtud de que afecta la seguridad del espectáculo deportivo.

Agregó que se ha hecho presente la conveniencia que en virtud del derecho de admisión los organizadores puedan impedir el ingreso de quienes hayan sido objeto de tal decisión por otros organizadores, en la medida que ello haya sido informado e incorporado al registro de que trata el artículo 30. 


Acogiendo la observación planteada el Ejecutivo propuso agregar el siguiente párrafo a la letra e):


“Asimismo, el organizador deberá impedir el acceso al recinto deportivo a aquellas personas respecto de quienes, éste o cualquier otro organizador, hubiere ejercido el derecho de admisión y que ello haya sido informado e incorporado al registro a que hace referencia el artículo 30.”.





- Puestas en votación, las indicaciones números 7 y 8, modificadas en la forma antes expuesta, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.

Letra f)


Este dispone textualmente lo siguiente:



f) Promover y realizar actividades de difusión y extensión que promuevan una cultura de convivencia, bienestar y seguridad en los espectáculos de fútbol profesional.

Vuestra Comisión, acordó modificar la redacción de la norma, sustituyendo su expresión inicial “Promover y realizar” por “Realizar”. 


- Sometida a votación la enmienda antes indicada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.

Letra g)


Este literal dispone:


“g) Establecer accesos preferenciales para espectadores que asistan con menores de edad, mujeres embarazadas, personas con situación de discapacidad y adultos mayores, conforme disponga el reglamento.”.


Las indicaciones número 9 de S.E. la Presidenta de la República y número 10 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, proponen eliminar la frase “, conforme disponga el reglamento”.

- Puestas en votación, las indicaciones números 9 y 10 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.

o o o


La indicación número 11 de S.E. la Presidenta de la República, y número 12 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, proponen agregar una letra h) del siguiente tenor:


“h) Denunciar los delitos que presenciaren o de los que tomaren conocimiento, con ocasión de los espectáculos de futbol profesional o hechos conexos, en especial, los que les afectaren a ellos o a la institución a la que representan.”.

El señor Presidente de la Comisión destacó que se establece el deber de denunciar, lo que a su juicio es un elemento fundamental para que los distintos clubes asuman un papel activo en el esfuerzo colectivo tendiente a erradicar la violencia del espectáculo del fútbol profesional. 


Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer señaló que compartía la idea que se trata de un deber fundamental, pero al mismo tiempo consultó si la normativa contemplaba una sanción para el caso en que ello no ocurra y sea evidente la falta de denuncia, especialmente en hechos conexos.


Además el Honorable Senador señor Espina planteó que en este punto se debe resolver el tema de dónde se denuncia y como se protege al denunciante. En este sentido agregó que en el hecho ocurre que los denunciantes se ven amenazados por quienes cometen infracciones, lo que evidentemente los inhibe de cumplir con esta obligación.


Ante esa realidad, insistió  en la necesidad de contar con una norma que permita proteger al denunciante como, por ejemplo, que la denuncia no deba realizarse en el mismo recinto en que ocurren los hechos.


El asesor señor González, señaló que en este caso se trata de la misma situación que enfrentan los testigos o víctimas que eventualmente son amedrentados frente a cualquier denuncia, de modo que la protección que se puede brindar al denunciante no es otra que la misma que se aplica en forma general. Agregó que es muy importante no relativizar el sistema de denuncia, pues en tal caso el mecanismo persecutorio no va a dar resultado.  


El Honorable Senador señor Zaldívar indicó que en los casos de flagrancia es la autoridad policial presente la que debe actuar y, en caso contrario, tomando el organizador conocimiento de la ocurrencia de un delito deberá efectuar la denuncia frente a la autoridad policial que corresponda.


A este respecto, el señor González indicó que la regla general es que los particulares no están obligados a denunciar, sino que sólo los funcionarios públicos por los delitos que tomen conocimiento en el ejercicio de sus funciones, de modo que lo que hace la norma es imponerle a los dirigentes de las asociaciones de fútbol y organizadores de espectáculos deportivos una obligación, tal como si fueren entes públicos, en consideración a que el espectáculo que organizan tiene el carácter de público y, además, masivo.


Dado lo anterior, quienes están en una situación de autoridad, como el dirigente del club deportivo o el administrador del estadio, tiene esta obligación como garante del desarrollo mismo del espectáculo deportivo.


En sesión posterior, el Ejecutivo propuso la siguiente nueva redacción, considerando el contenido de las indicaciones antes señaladas:


“h) Denunciar, ante la autoridad que corresponda, los delitos que presenciaren o de los que tomaren conocimiento con ocasión de los espectáculos de futbol profesional o hechos conexos, en especial, los que les afectaren a ellos o a la institución a la que representan.”





- Puestas en votación, las indicaciones números 11 y 12 fueron aprobadas con las modificaciones consignadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina y Zaldívar.

o o o

Inciso segundo


Este inciso dispone textualmente lo siguiente:


“Asimismo, los organizadores de espectáculos de fútbol profesional estarán sujetos a las obligaciones que para los proveedores impone la ley N°19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, debiendo aplicarse el procedimiento establecido en dicho cuerpo normativo respecto de las eventuales infracciones a los preceptos mencionados.”.

Las indicaciones números 13 y 14 de S.E. la Presidenta de la República, y  de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, respectivamente, proponen intercalar luego de la expresión “Asimismo,” la frase “y sin perjuicio de la responsabilidad por el incumplimiento de las obligaciones señaladas anteriormente,”.

En el seno de vuestra Comisión se indicó que el propósito de las indicaciones era reafirmar que el organizador será responsable del incumplimiento de las normas de esta ley, sin perjuicio que además lo sea por infracciones a la Ley del Consumidor.


- Puestas en votación, las indicaciones números 13 y 14 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina y Zaldívar.


La indicación número 15 de S.E. la Presidenta de la República y número 16 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, son para agregar el siguiente inciso tercero:


“La entidad superior del fútbol profesional tendrá como deber elaborar el calendario de competiciones, mantener una adecuada organización del campeonato y velar que los clubes participantes cumplan con los requisitos establecidos por la ley, el reglamento y las resoluciones administrativas correspondientes.”.

- Puestas en votación, las indicaciones números 15 y 16 fueron aprobadas, con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina y Zaldívar.

o o o


La indicación 17 de S.E. la Presidenta de la República y la indicación número 18 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, son para incorporar un artículo 3° bis del siguiente tenor: 

“Artículo 3° bis.- Sin perjuicio de las obligaciones de los organizadores y asistentes establecidas en los artículos precedentes, toda persona natural o jurídica que tenga información o antecedentes que permitan identificar a los responsables de una infracción o delito que se haya producido con motivo u ocasión de la realización de un espectáculo de fútbol profesional o hecho o actividad conexa al mismo, tales como grabaciones o fotografías, deberá entregarla, a la mayor brevedad, a las policías o al Ministerio Público, sin perjuicio de las restricciones y garantías que la ley procesal penal establece.”.

El Honorable Senador señor Espina indicó que con la ley actual hay una gran cantidad de infracciones o delitos que resulta muy difícil de perseguir por la dificultad de identificar a los responsables. Tal situación explica que se incorpore la obligación del organizador de contar con cámaras de alta resolución que permitan identificar a os responsables, pero que no es razonable desperdiciar las pruebas que el desarrollo tecnológico permite, pues en la actualidad es de muy común ocurrencia que los particulares graven o filmen, por ejemplo con sus teléfonos, los acontecimientos que están presenciando, elementos que pueden ser de gran utilidad para perseguir conductas que la sociedad ha establecido como delitos. 


Por otra parte, estimó innecesaria e incluso contradictoria con el propósito perseguido la última frase de la norma propuesta, pues es evidente que operan las garantías que las leyes consagran sin que sea necesario mencionarlas, lo que podría generar divergencias interpretativas.


A su turno, la Honorable Senadora señora Von Baer consultó desde cuándo se hace exigible esta obligación, si desde que se presenció la conducta o bien dentro del marco de un juicio, pues tal como está redactadla norma es posible interpretarla en ambos sentidos.


A mayor abundamiento hizo presente que al tenor de la norma se está obligando a todas las personas que asisten a u espectáculo de fútbol profesional a entregar la información, pero que en caso que ello no ocurra no se contempla una sanción ante el incumplimiento de la obligación.


El señor González señaló que la norma se pone sólo en los casos en que se haya cometido una infracción a la Ley de Violencia en los Estadios, de modo que la obligación es genérica y contribuye al deber de colaboración en la persecución de estos hechos de quienes asistan a los estadios, es decir, que no exista una suerte de complicidad, pasividad o falta de colaboración en presencia de un ilícito, y destacó que los clubes ya se encuentran obligados a proporcionar tales antecedentes y en caso de incumplimiento están sujetos a sanción.


Así las cosas, la Honorable Senadora señora Von Baer hizo presente que tal como está la norma si no hay sanción y es posible que no sea de utilidad, por lo que planteó proponer una sanción para que toda persona, natural o jurídica, que no proporcione los antecedentes solicitados sean objeto de sanción.


El Honorable Senador señor Zaldívar coincidió en las apreciaciones antes señaladas y agregó que si bien puede existir una motivación ética o moral para prestar colaboración a la autoridad es necesario que exista un requerimiento, pues de lo contrario resulta difícil establecer que incumplió una obligación por la cual debe ser sancionado. En cuanto a la sanción, señaló que es necesario establecer la obligatoriedad de entregar los antecedentes frente a un requerimiento, pues si lo hace voluntariamente tanto mejor, pero frente a un requerimiento si se puede establecer una sanción en caso que no entregue la información que permite perseguir un delito. 


El Honorable Senador señor Espina coincidió en que la norma que establece una obligación, como en este caso, debe llevar  aparejada una sanción en caso de incumplimiento, y  compartió que para ello debe existir un requerimiento por parte de la autoridad.


El asesor señor González propuso que el requerimiento se consigne en otro inciso que contemple la obligatoriedad frente a un requerimiento y se mantenga el deber general de entregar la información porque puede existir voluntariedad.


Dentro de este contexto, la Honorable Senadora señora Von Baer planteó la posibilidad de recoger este deber  dentro de los derechos y deberes de las personas que asisten a estos espectáculos, consignando en esta norma el deber de requerimiento.


En sesión posterior, el Ejecutivo recogió el contenido de estas indicaciones y propuso la siguiente nueva redacción:


“Artículo 3° bis.- Sin perjuicio de las obligaciones de los organizadores y asistentes establecidas en los artículos precedentes, toda persona natural o jurídica que tenga información o antecedentes que permitan identificar a los responsables de una infracción o delito que se haya producido con motivo u ocasión de la realización de un espectáculo de fútbol profesional o hecho o actividad conexa al mismo, tales como grabaciones o fotografías, deberá entregarla, a la mayor brevedad, a las policías o al Ministerio Público, cuando les sean requeridos por estos.
El requerimiento de información y antecedentes efectuados por las policías, podrá realizarse en el marco de las primeras diligencias efectuadas por aquellas y, en todo caso, no necesitará instrucción previa del fiscal competente.

La negativa injustificada a entregar dichas informaciones o antecedentes se castigará con la pena señalada para el delito establecido en el artículo 269 bis del Código Penal.”.


- Puestas en votación, las indicaciones números 17 y 18 fueron aprobadas con la redacción antes consignada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

o o o

Artículo 5°


Este artículo se refiere a las exigencias que debe cumplir el organizador de un espectáculo de fútbol profesional en los recintos deportivos destinados a ese propósito.


Las indicaciones número 19 de S.E. la Presidenta de la República, y número 20 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, proponen intercalar el siguiente numeral 3), nuevo:

“3) Reemplázase la letra g) del actual artículo 2°, que ha pasado a ser artículo 5°, por la siguiente:


“g) Disponer de medios de grabación de imágenes, a través de cámaras de seguridad, que cumplan con las finalidades de identificar íntegramente a cada uno de los asistentes al espectáculo de fútbol profesional y de vigilar las zonas exteriores aledañas al lugar donde se celebre. Estas cámaras deberán ser monitoreadas permanentemente por los organizadores durante el desarrollo del espectáculo, debiendo resguardarse sus imágenes por un período mínimo de 30 días y ello sin perjuicio de lo señalado en el artículo 3° bis.”.”. 


El Honorable Senador señor Espina hizo presente que en la actualidad las cámaras presentes en los recintos deportivos no tienen el estándar necesario para cumplir con la norma, y que la baja calidad o resolución generan controversia respecto de la efectiva identificación de un imputado, lo que es perfectamente solucionable con cámaras de mayor capacidad.


Enseguida, el Honorable Senador señor Zaldívar consultó respecto de la capacidad tecnológica existente para mantener una grabación completa en los términos que la norma establece.


El Jefe del Plan Estadio Seguro enfatizó que el objetivo de la norma es que las cámaras mencionadas tengan la aptitud para identificar a cualquiera de los asistentes.


Respecto del control de las cámaras, el señor Roa puso de manifiesto que el club debe contar con cámaras aptas, operativas y con una persona que las monitoree. Sin perjuicio de ello, enfatizó que Carabineros de Chile lleva sus propias cámaras y las gestiona para sus propios fines, de modo que hizo presente que no deben confundirse ambas situaciones ya que las grabaciones tienen distintos propósitos y utilidades.


El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que además de grabar lo que ocurre entre los asistentes las cámaras tienen el propósito de resguardar el perímetro del lugar donde se realiza el partido, y manifestó que la expresión “zona exterior aledaña” resulta demasiado amplia y más imprecisa que la expresión perímetro.


 Posteriormente, la Comisión acordó una nueva redacción para este literal, considerando el contenido de las indicaciones, del siguiente tenor:


“g) Disponer de medios de grabación, a través de cámaras de seguridad, que tengan los estándares de calidad suficientes para identificar a los asistentes al espectáculo de futbol profesional, junto con vigilar el perímetro del lugar donde se celebre el mismo. Estas cámaras deberán ser monitoreadas permanentemente por los organizadores durante el desarrollo del espectáculo, debiendo resguardarse sus imágenes por un periodo mínimo de 90 días y ello sin perjuicio de lo señalado en el artículo 3° bis.”.


- Puestas en votación, las indicaciones números 19 y 20 fueron aprobadas con modificaciones, en los términos antes señalados, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina y Zaldívar.

Número 3)
Artículo 6°


El artículo antes señalado establece las exigencias adicionales que la autoridad correspondiente puede realizar a los organizadores de un espectáculo de fútbol profesional.

Mediante este numeral, agrega en el artículo  6°, los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos:


“Asimismo el intendente, o quien lo represente, podrá, fundado en razones de orden y seguridad, requerir a los organizadores cumplir con medidas adicionales de seguridad, rechazar por sectores el aforo máximo para el desarrollo del espectáculo, rechazar la programación del evento deportivo o su realización en un recinto determinado, y revocar la respectiva autorización del espectáculo de fútbol profesional en cualquier momento cuando se comprometa la seguridad y el orden público, decisión esta última que se comunicará a Carabineros, al jefe de seguridad y al árbitro del encuentro. Las mismas facultades se aplicarán a los hechos y circunstancias conexas señaladas en el inciso segundo del artículo 1°, cuando proceda.

Las medidas adicionales de seguridad impuestas a los organizadores deberán ser proporcionales a la clasificación del riesgo del encuentro de fútbol profesional, de acuerdo a lo establecido en el reglamento de esta ley.”.

La indicación número 21 de S.E. la Presidenta de la República, y número 22 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, proponen intercalar en el inciso cuarto propuesto, a continuación de la expresión “y revocar”, la frase “, previo informe verbal o escrito de Carabineros,”.

Las indicaciones números 23 y 24 de S.E. la Presidenta de la República, y de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar respectivamente, son para introducir en el inciso quinto propuesto, luego de la frase “encuentro de fútbol profesional”, lo siguiente: “y el aforo máximo autorizado para éste”.

El Honorable Senador señor Espina hizo presente que para tener un equilibrio entre la autoridad política y la policial se propone la indicación número 22,  no obstante que la opinión de la policía no es  vinculante para la autoridad y la decisión final recae siempre en ella.


Por su parte, el Honorable Senador señor Zaldívar consideró necesario que se incorpore la palabra gravemente cuando se hace mención a la seguridad y al orden público, ya que consideró que este elemento permitiría discernir con mayor claridad entre una y otra situación. Adicionalmente, sugirió dividir este inciso para explicitar su alcance y distinguir las situaciones excepcionales.

El señor Roa agregó que actualmente el Intendente tiene la facultad de revocar la autorización del espectáculo de futbol profesional autorizado. No obstante, indicó, dicha facultad no se encuentra reglada que es lo que se propone con esta normativa. Agregó que, en todo caso, el Intendente no puede dar por terminado el partido, sino que sólo puede detener la parte pública del espectáculo, pues es el árbitro quien decide si pone término al encuentro de fútbol.


Posteriormente, el Ejecutivo con el acuerdo de la Comisión propuso la siguiente redacción para el inciso cuarto aprobado en general, considerando el contenido de las dos indicaciones en estudio y las observaciones planteadas:


“Asimismo el intendente, o quien lo represente, podrá, fundado en razones de orden y seguridad, requerir a los organizadores cumplir con medidas adicionales de seguridad, rechazar por sectores el aforo máximo para el desarrollo del espectáculo, rechazar la programación del evento deportivo o su realización en un recinto determinado.”.

El Intendente podrá revocar, en cualquier momento, cuando se comprometa gravemente la seguridad y el orden público, y previo informe verbal o escrito de Carabineros, la respectiva autorización de un espectáculo de futbol profesional, decisión que se comunicará a Carabineros, al jefe de seguridad y al árbitro del encuentro.


Las facultades de los dos incisos anteriores se aplicarán a los hechos y circunstancias conexas señaladas en el inciso segundo del artículo primero, cuando proceda.”.


En el seno de vuestra Comisión se concordó con la modificación  propuesta, y se acordó someter a votación el texto que comprende las cuatro indicaciones, sin perjuicio de las modificaciones formales que resulte necesario introducir a este número por el incremento de sus incisos.


- Puestas en votación, las indicaciones números 21, 22, 23 y 24 fueron aprobadas, con el texto antes transcrito, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.

Número 4)


Este numeral  introduce modificaciones en el artículo 2°B, que pasa a ser 7°, y no fue objeto de indicaciones.

Artículo 7°


El artículo sobre el cual incide el numeral se refiere a las facultades del personal de seguridad contratado por el organizador del espectáculo de fútbol profesional, y las modificaciones propuestas señalan literalmente:


“a) Agrégase en el inciso primero, luego de la expresión “presente ley”, el siguiente texto: “, estando facultado para registrar vestimentas, bolsos, vehículos y todo elemento con que ingresen los espectadores al recinto deportivo, impedir el ingreso de elementos prohibidos, revisar la correspondiente entrada y corroborar la identidad del asistente, impedir el ingreso o hacer efectivo el derecho de admisión respecto de las personas que violen las condiciones de ingreso y permanencia, e impedir el ingreso de personas con prohibición judicial de acceso o respecto de quienes se haya ejercido el derecho de admisión”.


b) Introdúcese el siguiente inciso segundo:


“El reglamento fijará la aptitud, suficiencia y las obligaciones que deberán cumplir los guardias de seguridad.”.”.


El Honorable Senador señor Zaldívar expresó que la norma parece confusa e imprecisa pues, por ejemplo, la letra b) se refiere a que los guardias deban tener la “suficiencia” que señale el reglamento, cuando pareciera referirse a sus capacidades. 


El asesor señor González hizo presente que en esta norma se consideran dos casos distintos, ya que por una parte se refiere a la prohibición de ingreso de las personas que tienen una prohibición judicial, en cuyo caso el personal de seguridad contratado podrá verificar del listado que se le proporcione en virtud del registro que para estos efectos se crea y, por otra, a quienes no cumplan con los requisitos o condiciones de permanencia en el espectáculo respectivo. No obstante, señaló que la redacción podría mejorarse para una mayor claridad.


En sesión posterior, con el acuerdo de la Comisión, el Ejecutivo propuso la siguiente nueva redacción para el artículo 2°B de la ley vigente, que ha pasado a ser 7°:


“Artículo 7°.- El personal de seguridad contratado por el organizador del espectáculo de fútbol profesional podrá, siempre sujeto a las órdenes y disposiciones del organizador,  controlar que los asistentes cumplan con los requisitos de ingreso y permanencia que determine el reglamento de la presente ley; impedir el ingreso de elementos prohibidos; revisar el correspondiente ticket de ingreso;  corroborar la identidad del asistente; hacer efectivo el derecho de admisión; impedir el ingreso de quienes tengan prohibición judicial de acceso y hacer efectiva la expulsión de los asistentes, cuando corresponda.
Para el ejercicio de las funciones referidas en el inciso anterior, el personal de seguridad estará facultado para registrar vestimentas, bolsos, vehículos y todo elemento con que ingresen los espectadores al recinto deportivo.

El personal de seguridad siempre podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública en caso de estimarse necesario.
El reglamento fijará la aptitud, capacidades y las obligaciones que deberán cumplir los guardias de seguridad.”.


- Sometida a votación la propuesta de modificación, con las modificaciones formales necesarias para incorporarlas en el proyecto, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.

Número 5)


Este literal introduce modificaciones al artículo 3 que ha pasado a ser 9°.
Artículo 9°


Esta norma se refiere al plazo para solicitar autorización a la autoridad respectiva para la realización de un espectáculo de fútbol profesional y sus excepciones.


La indicación número 25  de S.E. la Presidenta de la República y número 26 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, proponen reemplazarlo por el siguiente:


“6) Modifícase el artículo 3°, que ha pasado a ser 9°, en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en el inciso segundo la palabra “veinticuatro” por la expresión “setenta y dos”.


b) Agrégase el siguiente inciso final:


“Sin perjuicio de lo anterior, la Intendencia respectiva podrá, en casos calificados y mediante resolución fundada, autorizar la celebración de un partido de fútbol profesional que no haya sido informado dentro del plazo señalado en el inciso anterior.”.”.

El Honorable Senador señor Espina explicó que la norma vigente determina que las autoridades del fútbol profesional cuando fijan el calendario de sus competencias y cuando toman conocimiento de los partidos internacionales deben comunicarlo al Intendente para su evaluación, y que cuando se trate de partidos no considerados o el cambio de los previstos esa información la deben proporcionar con al menos veinticuatro horas de anticipación.


Agregó que el proyecto aprobado en general se limita a cambiar dicha anticipación elevándola a setenta y dos horas, lo que permite una mejor apreciación de la situación por el Intendente. Sin embargo, prosiguió, no es extraño que en algunos partidos se sepa que es necesario jugarlos con menos tiempo que el exigido, como suele ocurrir con algunas finales, lo que hace necesario considerar la norma de excepción propuesta en la letra b).


- Puestas en votación, las indicaciones números 25 y 26 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.

Número 6)


Modifica el artículo 4°, que ha pasado a ser 10.

El artículo 10 establece la obligación de registrar y comunicar a la Intendencia respectiva, toda contribución en dinero o estimable en dinero efectuada por una organización deportiva, a hinchas o simpatizantes de un club de fútbol, sancionando la omisión total o parcial del deber de informar con multa de cien a doscientas unidades tributarias mensuales.


Para este numera, se presentó la indicación número 27 de S.E. la Presidenta de la República y número 28 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, que proponen sustituirlo por el siguiente:


“7) Modifícase el artículo 4°, que ha pasado a ser 10, en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en el inciso tercero, la expresión “doscientas” por la palabra “mil”.


b) Sustitúyese el inciso final por el siguiente:


“Tendrá competencia para conocer de estas infracciones, la autoridad encargada de autorizar la realización del espectáculo de fútbol profesional, de conformidad al procedimiento establecido en el artículo 26.”.”.

El Jefe del Plan Estadio Seguro señaló que esta norma busca regular la relación económica entre el club y los hinchas, a propósito de malas prácticas que se han registrado entre dirigentes y las barras de los equipos. Además, hizo presente que esta norma se encuentra en armonía con el régimen de sanciones que establece la ley, fijando una alta sanción para el caso más grave.  


En este mismo orden de ideas, expresó que el régimen de sanciones para el organizador está en manos del Intendente o Gobernador en su caso, en primera instancia, con la posibilidad de revisión ante los tribunales de justicia, cuestión que fue informada en su oportunidad por la Corte Suprema, la cual sugirió una serie de ajustes que fueron debidamente considerados en la tramitación en la Honorable Cámara de Diputados. 


- Puestas en votación, las indicaciones números 27 y 28 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.

Número 9)


Modifica el artículo 6°A, que ha pasado a ser 13°, norma que establece las sanciones para quienes cometan alguno de los delitos previstos en los artículos 269, 296, 297, 391, 395, 396, 397, 433 ó 436, inciso primero, del Código Penal, con motivo u ocasión de un espectáculo de fútbol profesional, dentro del recinto deportivo o en sus inmediaciones.


Su letra a) modifica la norma a fin de hacerla aplicable cuando tales delitos se cometen en el desarrollo de hechos o circunstancias conexas.

Su letra b) establece el siguiente tipo penal:


“El que, mediante el uso de violencia, intimidación o coacción ejercidas en la persona del conductor o auxiliares o los pasajeros, retuviere, asumiere el control o utilizare indebidamente algún vehículo destinado al transporte público remunerado de pasajeros, será sancionado con presidio menor en su grado máximo.”.

Para este literal se presentaron las indicaciones números 29 de S.E. la Presidenta de la República y 30 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, para reemplazarla por la siguiente:


“b) Agrégase un inciso segundo del siguiente tenor:


“El que, con violencia o intimidación en las personas, participare como autor, cómplice o encubridor en la retención, toma de control o utilización indebida de algún vehículo destinado al transporte público, ejecutado con motivo u ocasión de los espectáculos de fútbol profesional o los hechos conexos a los que hace referencia la presente ley será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, sin perjuicio de las penas que correspondan por los delitos que se cometan durante la ejecución del ilícito anterior, las que se impondrán conjuntamente con ella, en la forma prescrita por el artículo 74 del Código Penal.”.”.

Consultado por la Comisión, el penalista señor Juan Domingo Acosta señaló que en el caso del tipo penal propuesto, se inclinaba por la opción de trasladar la norma al Código Penal, como una nueva figura.


En este mismo sentido, agregó que la norma aprobada en general no refleja que los hechos que se pretenden sancionar deben ocurrir con ocasión de un espectáculo profesional de futbol, sino que en cualquier contexto. 


Directamente relacionado con lo anterior, señaló que se debe especificar que se trata de vehículos de transporte público de pasajeros que se encuentren efectivamente en servicio los que se ven involucrados en estas conductas, como asimismo que en lugar de hacer referencia a la violencia resulta conveniente mencionar las lesiones que se pudieran ocasionar en la comisión de estos hechos. 


Por otra parte, consideró  muy elevadas las penas propuestas si se tiene en cuenta la aplicación de otras penas al aplicarse las reglas de acumulación material conforme al artículo 74 del Código Penal, incluso por el delito de daños.


Así las cosas, propuso que se considerara como pena para el nuevo tipo, la de presidio menor en su grado medio a máximo. Asimismo, en el caso de la aplicación de penas por el delito de robo con violencia, señaló que la imposición sólo del grado máximo resulta desproporcionada y excesiva, de modo que sugirió la aplicación de un grado mínimo en cada caso, lo que, según precisó, no significa que no pueda llegar a aplicarse el grado máximo conforme a la regla de determinación de la pena.


En cuanto a su comparación con las penas contenidas en la Ley N° 12.927, sobre Seguridad del Estado, indicó que no procedía por cuanto esta última es una legislación especial que se aplica dentro de contextos particulares de grave alteración del orden público o institucional.


Expresando su concordancia con lo antes señalado, el representante del Gobierno indicó que su opción era mantener la norma que establece el tipo penal en esta ley, con algunas modificaciones, pues resultaba perfectamente coherente con algunos de los propósitos que tiene la iniciativa en discusión, en especial con ampliar su alcance a los hechos conexos, constituyendo precisamente éste, uno de los más graves dentro del contexto o con ocasión de un espectáculo de futbol profesional.


Respecto de los vocablos utilizados en la norma, se inclinó por los términos violencia o intimidación, pues estos últimos implican la comisión de un delito en sí mismos y no una modalidad de ejecución de ellos. Asimismo, agregó que cambiarían las expresiones “lesiones o daños” por la palabra delitos, toda vez que existen otros delitos no asociados a lesiones o a daños, lo mismo con respecto a delitos en contra de la propiedad que no generan lesiones o daños a los pasajeros.


Para complementar lo anterior, el Honorable Senador señor Espina indicó que se trata de una conducta habitual en los partidos de fútbol,  que no obstante no se sanciona por cuanto el tipo penal se encuentra establecido en la Ley de Seguridad Interior del Estado, norma que resulta muy difícil de aplicar cada vez que hay incidentes en un partido pues, como se ha indicado, dicha ley tiene otra finalidad.


Señaló que para resolver esta materia están planteados básicamente dos criterios: por una parte está la posibilidad de construir una norma que se ubique dentro de los delitos  de desórdenes en general, en el marco del Código Penal, con lo que además se resuelve el problema de aplicar la Ley de Seguridad Interior de Estado, o bien mantener esta norma dentro de la presente ley.  


De consagrarse este nuevo tipo penal, hizo presente que significa la posibilidad de aplicar una sanción ejemplar dentro de la regla general, sin tener que utilizar la mencionada Ley de Seguridad Interior del Estado.


Frente a una consulta de la Honorable Senadora señora Von Baer respecto al motivo por el cual se prefiere dejar esta conducta penal en la presente ley y no en la otra ya mencionada, el representante del Ejecutivo señaló que ello obedecía a las motivaciones u objetivos del proyecto, uno de los cuales consiste en extender su aplicación  hacia los hechos conexos, siendo uno de los más relevantes el traslado desde y hacia los recintos deportivos que, de acuerdo a esta nueva normativa quedaría efectivamente cubierto, pues hasta ahora ello no es así.


El Honorable Senador señor Zaldívar estuvo de acuerdo con lo hasta aquí expresado con respecto a que se fije el tipo penal con ocasión de este proyecto, pero en el Código Penal, e insto porque se haga efectivamente la respectiva modificación en dicho cuerpo normativo.


Con respecto a las penas, hizo presente que la Ley de Seguridad Interior del Estado se aplica de manera muy excepcional, pues adolece del grave problema que una vez invocada no existe la retractación, precisamente por la excepcional alteración del orden público que ha derivado en su aplicación.


Dicho esto, enfatizó que en este caso no se trata de situaciones excepcionales sino que, por el contrario, de regular ocurrencia con ocasión de un espectáculo profesional de fútbol, por lo que estimó válidas las razones para establecer una diferenciación de las penas, suprimiendo el grado final. 


Enseguida, el Honorable Senador señor Espina expresó ser partidario de cambiar en el texto la mención a la amenaza por otra a intimidación, y solicitó el establecimiento de una pena intermedia que es presidio mayor en su grado mínimo. Además, concordó en la conveniencia de incorporar la norma en el Código Penal, y que en la normativa se recoja una referencia  a que se aplicaran las penas accesorias cuando los delitos se cometan con ocasión de un espectáculo de fútbol. 


En sesión posterior, el Ejecutivo propuso la eliminación de este inciso, para incorporar un tipo penal especial en el Código Penal, incorporando para ello un nuevo artículo 3° en el proyecto, lo que fue acogido favorablemente por la Comisión


Vuestra Comisión concordó con tal propuesta, y acordó someter a votación las indicaciones, modificándolas en el sentido de suprimir la letra b) aprobada en general, realizando los cambios formales consecuentes.


- Puestas en votación, las indicaciones números 29 y 30 fueron aprobadas, modificadas en el sentido antes expresado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.

Número 10)


Este numeral reemplaza en el artículo 6°C, que ha pasado a ser artículo 15, las expresiones “6°, 6°A y 6°B” por “12, 13 y 14”, y “6°D” por “16”.
Artículo 15°


Esta norma establece la facultad del juez que conoce de los delitos previstos en los artículos antes citados de esta ley, de decretar como medida cautelar personal la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, en la forma establecida en la letra b) del inciso primero del artículo 16.

La indicación número 31 de S.E. la Presidenta de la República y la indicación número 32 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, son para sustituirlo por el siguiente:


“10) Modifícase el artículo 6° C, que ha pasado a ser 15, en el siguiente sentido:


a) Reemplázanse las expresiones “6°, 6°A y 6°B” por “12, 13 y 14”, y “6°D” por “16”.


b) Incorpórase el siguiente inciso segundo:


“Al momento de imponer la medida cautelar establecida en el inciso anterior, el Juez podrá establecer la medida adicional señalada en  el inciso tercero del artículo 16.”.”.

Según explicó el Honorable Senador señor Espina, la indicación repite la modificación de las referencias aprobada en general en su letra a), y agrega, en su letra b), la posibilidad de que el juez de la causa, junto con decretar la medida cautelar personal de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, establezca la obligación de presentarse y permanecer en la unidad policial más cercana a su domicilio cuando se celebre los partidos que el tribunal determine, de acuerdo a la modificación que se introduce más adelante al artículo 16.


- Sometidas a votación, las indicaciones números 31 y 32 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.

Número 11)


Mediante este numeral introduce modificaciones en el artículo 6°D, que ha pasado a ser artículo 16°.
Artículo 16°


Se refiere a las penas accesorias para delitos cometidos en el marco de esta ley.


Su letra b) literalmente expresa:


“b) La prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional y a las inmediaciones en que éste se realice, por un período de dos a cuatro años, aunque la pena privativa de libertad impuesta lo fuere por un tiempo menor. Si se tratare de los delitos previstos en los artículos 391, 395, 396, 397, 433 ó 436, inciso primero, del Código Penal, referidos en el artículo 13, la prohibición será decretada por un lapso de entre tres y quince años, según la gravedad del delito. En caso de reincidencia en alguno de los delitos señalados en los artículos 12 y 14, la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional se elevará al doble. Si el reincidente cometiere nuevamente alguno de los delitos señalados precedentemente, la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional tendrá una duración de entre cinco y diez años y, tratándose de los delitos previstos en los artículos 391, 395, 396, 397, 433 ó 436, inciso primero, del Código Penal, será perpetua.

El que quebrante la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo. La misma pena se impondrá a quien quebrantare la medida cautelar personal establecida en el artículo 6º C.
Sin perjuicio de las penas aplicables a los que quebranten la condena, si quien infrinja esta prohibición ha sido beneficiado con alguna pena sustitutiva a las privativas de libertad, ella se entenderá revocada por el solo ministerio de la ley.

Están obligados a denunciar el quebrantamiento de esta prohibición los dirigentes de los clubes participantes en el espectáculo de fútbol profesional en que se produzca dicha infracción, dentro del plazo señalado en el artículo 176 del Código Procesal Penal. En caso de incumplimiento de esta obligación les será aplicable lo dispuesto en el artículo 177 de dicho Código.”.


Respecto de este literal se presentaron las indicaciones números 33 de S.E. la Presidenta de la República y 34 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, que proponen reemplazar el párrafo segundo de la letra b), por el siguiente:


“b) Sustitúyese el párrafo segundo de la letra b) del artículo 6°D, que ha pasado a ser 16, por el siguiente:


“El que quebrante la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo, junto a la pena accesoria de prohibición de ingreso a espectáculos de fútbol profesional por tres años, que serán adicionales a los impuestos por la pena quebrantada. La misma pena se impondrá a quien quebrantare la medida cautelar personal y adicional establecidas en el artículo 15 y a quienes incumplan con la condición de prohibición de ingreso a los estadios de fútbol profesional, cuando ésta ha sido establecida de conformidad a lo previsto en el artículo 238 del Código Procesal Penal. En este último caso, esta sanción se aplicará, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 239 del mismo cuerpo legal.”.”.

Sobre el particular, el señor Roa indicó que la pena principal es aquélla asociada al delito o a la falta y se considera la pena accesoria de inhabilitación de ser dirigente y la de ingreso al estadio que consideró es la más importante. Agregó que el citado artículo 238 se refiere a las condiciones por cumplir cuando se ha decretado suspensión condicional del procedimiento, que puede consistir en prohibición de ingreso al estadio, y el 239 a la revocación de la suspensión condicional por incumplimiento de las medidas decretadas a raíz de la referida suspensión del procedimiento.


El Honorable Senador señor Quinteros consultó si la pena accesoria de prohibición de asistir al estadio que se aplica a los autores del delito, puede ser objeto de pena sustitutiva o remisión condicional, de conformidad con la ley N° 18.216.


A mayor abundamiento, señaló que de ser así, sería posible que el autor de una simple falta resultare condenado a una pena accesoria sin posibilidad de cumplimiento alternativo, en circunstancias que el autor de un delito mayor, podría eximirse de cumplir la pena accesoria antes señalada.


A este respecto, el señor González precisó que el mecanismo de cumplimiento alternativo de penas se refiere a la pena corporal principal y, a su juicio, no interfiere en las penas accesorias. 


El asesor señor Frites hizo presente que en estas materias la Contraloría General de la República ha interpretado que al producirse la remisión de la pena principal, ella alcanza a la penas accesorias. En este sentido, señaló que podría llegarse a la situación que el autor de un delito más grave pueda ser beneficiado con la remisión, en tanto que al autor de una falta no tendrá ese beneficio.


Establecido lo anterior, el señor Roa planteó que, en la práctica, cuando hay remisión condicional de la pena corporal principal, la prohibición de ingreso al estadio ha seguido vigente. 


Enseguida, el Honorable Senador señor Espina planteó que se debía dejar claramente establecido el criterio en esta materia, con el objeto que no pueda burlarse por esta vía la pena accesoria. En este caso, instó a buscar una norma que refleje el espíritu de esta ley que no es otro que en caso de sustitución de la pena principal no quede sin efecto la pena accesoria de prohibición de ingreso al estadio. 


En este mismo orden de ideas, el Honorable Senador señor Zaldívar señaló que la Contraloría General de la República ha emitido pronunciamiento respecto de las penas accesorias de inhabilidad para ejercer cargos públicos, no  obstante que a su parecer, ello no guarda relación con la sanción penal pena de que trata la norma.


El señor Roa compartió el criterio planteado e hizo presente que el proyecto de ley crea un registro a cargo de la Subsecretaría de Prevención del Delito, donde se podrá consultar acerca de todas las personas que tengan la prohibición de ingresar al estadio. Agregó que dicho registro será manejado por la Subsecretaría y entregado a los organizadores con el objeto de implementar el respectivo control, de modo tal que en estas condiciones, le pareció que sería muy difícil que un condenado a la pena accesoria la incumpla.


Respecto del párrafo segundo, el Jefe del Plan Estadio Seguro hizo presente que la norma busca sancionar el quebrantamiento de la condena de prohibición de ingreso al estadio, tanto respecto de la pena principal como también respecto de la medida cautelar y el incumplimiento de la condición de la suspensión condicional del procedimiento. 


Posteriormente, se propuso reemplazar en la letra b) de este numeral la referencia a los artículos 12, 13 y 14, por otra a los artículos 12, 13 o 14, pues no se requiere copulativamente la comisión de los delitos a que se refieren tales normas.


- Puestas en votación, las indicaciones números 33 y 34 fueron aprobadas, con las modificaciones antes consignadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.
Letra c)


La letra c) del artículo 6° D, que pasa a ser artículo 16, se refiere a la inhabilitación especial temporal, durante el tiempo de la condena, para asociarse a un club de fútbol profesional, pena que no será inferior a dieciocho meses, aunque la pena privativa de libertad impuesta lo fuere por un tiempo menor.

Su segundo párrafo dispone “La resolución que imponga la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, sea como medida cautelar personal o como pena accesoria será comunicada, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hubiere sido dictada, a los clubes de fútbol profesional, a Carabineros de Chile y a la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, o a quien jurídicamente sea su continuador, para su cumplimiento en lo que corresponda.”.


La indicación número 35 de S.E. la Presidenta de la República y la indicación número 36 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, proponen sustituirla por la siguiente:


“c) Incorpóranse los siguientes incisos tercero y cuarto:


“Tratándose de la pena accesoria de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional respecto de los delitos establecidos en los artículos 12, 13 y 14, el tribunal deberá establecer la obligación de los condenados de presentarse y permanecer, durante el tiempo que dure dicha pena, en la unidad policial más cercana a su domicilio o  el lugar que determine, mientras se desarrollen, dentro o fuera de Chile, los espectáculos de fútbol profesional que el mismo tribunal precise.


Las penas accesorias señaladas en el inciso primero, así como la medida adicional establecida en el inciso anterior, podrán ser también impuestas a quienes fueren condenados por la comisión de delitos distintos a los contemplados en esta ley y que se hubieren cometido con ocasión de un espectáculo deportivo de fútbol profesional o en un hecho o circunstancia conexas al mismo.”.”.

El Honorable Senador señor Espina destacó que con esta normativa se introduce la obligación para las personas condenadas de presentarse  y permanecer  durante el tiempo que dure dicha pena, en la unidad policial más cercana a su domicilio o en otro lugar determinado por el juez, sólo en los casos de los delitos que indica.


Enseguida, el Honorable Senador señor Zaldívar indicó que esta medida podría no resultar aplicable en la práctica si se adopta como norma general, de modo que instó a buscar otra fórmula que permita al juez aplicar su criterio y que esta norma se reserve sólo para los casos que sean considerados más graves por el juez competente. Dicho esto, señaló que a su parecer debe mantenerse como una facultad del juez y no como una obligación.


Acto seguido, el señor Roa señaló que los condenados por delitos representan una mínima cantidad, y que estando vigente esta facultad, en la práctica no se aplica.


Por su parte, el Honorable Senador señor Quinteros opinó que para mejorar la situación en los estadios y erradicar todo hecho de violencia se deben aplicar las penas como corresponde, de modo que los jueces debieran tener la obligación de aplicar la sanción. Agregó que en la mayoría de los casos, quienes cometen hechos de violencia al interior de los recintos deportivos, resultan ser siempre los mismos.


En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Espina hizo presente que estando vigente la norma que le otorga la facultad al juez para aplicar esta sanción, ello no ocurre, lo que explica la modificación propuesta en las indicaciones.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Púbica, señor Rodrigo González hizo presente que en la actualidad, con la facultad existente, no hay personas afectas a esta medida de modo que no ha resultado ser efectiva, y que mutar su carácter de facultativa a obligatoria permitirá, a su juicio, que se utilice para el caso de las infracciones más graves, que corresponde a un porcentaje muy mínimo de infractores.


El Honorable Diputado señor Pilowsky recalcó que esta facultad existe, y que al realizarse las modificaciones de esta normativa que entraron en vigencia el año 2014, ella quedó dentro de un artículo transitorio, de tal manera que en el principio de la tramitación de esta iniciativa esta norma había quedado excluida de toda discusión.


Luego, hizo presente que en la tramitación de esta norma en la Honorable Cámara de Diputados, se optó por consignar la facultad y no la obligatoriedad para el juez, por cuanto consideraron que éste último debiese tener la posibilidad de discernir al momento de aplicar una sanción dependiendo de la entidad del delito o si se trata de aquéllas personas que reiteradamente incurren en las conductas que castiga esta ley. 


Respecto de la implementación de esta medida, señaló que se debe contar con personal destinado en las distintas comisarías para hacerse cargo de estas personas, que hoy en día son muy pocos, pero que no se ha proyectado hasta cuántas personas se puede llegar a sancionar de esta forma por los delitos aquí señalados.


Acto seguido, el Honorable Senador señor Zaldívar indicó que la aplicación de esta pena, que puede llegar hasta los tres años efectivamente, puede significar la acumulación de un importante número de personas condenadas que deban concurrir a las comisarías, razón por la cual planteó que para solucionar la situación se podría establecer que en caso de reincidencia el tribunal estará obligado a imponer esta sanción.


El Honorable Senador señor Quinteros no compartió la idea planteada respecto que se producirá un aumento de los condenados sino que, por el contrario, estimó que la norma establecería un castigo ejemplar y de gran disuasión, lo que podría influiría en alcanzar el propósito compartido de que no se sigan cometiendo delitos que ameriten esta sanción, de concurrir a la comisaría más cercana a su domicilio mientras se desarrollen los espectáculos de fútbol profesional.


Con posterioridad el Ejecutivo, acogiendo las diversas observaciones expuestas, propuso una nueva redacción para la letra c) que, de acogerse, con los dos párrafos vigentes más los tres que se incorporarían, quedaría redactada de la siguiente forma:


“c) La inhabilitación especial temporal, durante el tiempo de la condena, para asociarse a un club de fútbol profesional. Esta pena no será inferior a dieciocho meses, aunque la pena privativa de libertad impuesta lo fuere por un tiempo menor.
La resolución que imponga la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, sea como medida cautelar personal o como pena accesoria será comunicada, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hubiere sido dictada, a los clubes de fútbol profesional, a Carabineros de Chile y a la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, o a quien jurídicamente sea su continuador, para su cumplimiento en lo que corresponda.
Tratándose de la pena accesoria de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional respecto de los delitos establecidos en los artículos 12, 13 y 14, el tribunal podrá establecer la obligación de los condenados de presentarse y permanecer, durante el tiempo que dure dicha pena, en la unidad policial más cercana a su domicilio o  el lugar que determine, mientras se desarrollen, dentro o fuera de Chile, los espectáculos de fútbol profesional que el mismo tribunal precise.
Respecto a la facultad establecida en el inciso anterior, el tribunal deberá imponerla siempre en aquellos casos que se trate de un reincidente.
Las penas accesorias señaladas en el inciso primero, así como la medida adicional establecida en el inciso anterior, podrán ser también impuestas a quienes fueren condenados por la comisión de delitos distintos a los contemplados en esta ley y que se hubieren cometido con ocasión de un espectáculo deportivo de fútbol profesional o en un hecho o circunstancia conexas al mismo.”.


- Puestas en votación, las indicaciones números 35 y 36 fueron aprobadas con el texto de los últimos tres párrafos, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.

Número 12)


Incorpora enmiendas en el artículo 6°F, que ha pasado a ser 18°.

La referida disposición establece sanciones a los representantes legales de los clubes participantes en un espectáculo deportivo y a las organizaciones deportivas profesionales, por su actuar culpable o negligente en distintas situaciones.


El número aprobado en general contiene dos letras; la primera adapta las referencias que contiene la norma, y la segunda propone agregar el siguiente inciso tercero:


“El club visitante será responsable por los daños ocasionados por los espectadores del sector visitante, lo que se pondrá en conocimiento y resolverá la entidad superior del fútbol profesional.”.

Para este literal se presentaron las indicaciones números 37, de S.E. la Presidenta de la República y 38 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, para eliminarla.

El Honorable Senador señor Espina expresó que se propone la supresión de esta letra, en atención a que no resulta razonable la responsabilidad que se establece para el club visitante, ya que es el organizador el que tiene las herramientas y facultades necesarias para evitar los desmanes, que en el proyecto se amplían, de las cuales carece el visitante. Por último, manifestó la necesidad de introducir las modificaciones consecuenciales a la eliminación de la letra b).


- Puestas en votación, las indicaciones números 37 y 38 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.

Número 15)


Mediante este numeral se agrega en el artículo 7, que ha pasado a ser artículo 19°, un inciso final, nuevo.


El Artículo 7°, que pasa a ser artículo 19, establece literalmente:


“Artículo 7°.- Se considerarán circunstancias agravantes especiales:

1a. Ser integrante de un grupo organizado para la realización de los ilícitos descritos en los artículos precedentes.

2a. Ser organizador o protagonista en el espectáculo de fútbol profesional, o dirigente de alguno de los clubes participantes en él.”.


Por su parte, el inciso que el proyecto aprobado en general señala: 

“Sin perjuicio del efecto general de las circunstancias agravantes establecidas en el Código Penal, las circunstancias agravantes especiales contempladas en esta ley producirán el efecto de elevar al triple las penas pecuniarias impuestas y el tiempo de cumplimiento de las sanciones restrictivas de derechos.”.
El Jefe del Plan Estadio Seguro precisó que no se modifican las circunstancias agravantes, no obstante se les otorga un efecto expreso que es triplicar las penas pecuniarias, como también el tiempo de las mismas.


 Posteriormente el Ejecutivo, de acuerdo con los criterios generales expuestos por los miembros de la Comisión durante el estudio de otras normas, propuso modificar esta disposición, número, a fin de reemplazar la redacción de su encabezado por la siguiente:

“Artículo 19.-  Se considerarán circunstancias agravantes especiales en los delitos cometidos con ocasión de la celebración de un espectáculo de fútbol profesional, o en un hecho o circunstancia conexa al mismo, las siguientes:”.


- Sometidas a votación la modificación antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina  Quinteros y Zaldívar.
Número 16)


Mediante este numeral se propone intercalar como artículo 20, el siguiente:

“Artículo 20.- Se suspenderá el derecho de afiliación a organizaciones relacionadas con el fútbol profesional por el término de tres años respecto de quienes tengan vigente alguna de las siguientes sanciones:

a) Prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional.

b) Inhabilitación para ser dirigente de un club deportivo de fútbol profesional.

c) Inhabilitación para asociarse a un club deportivo de fútbol profesional.

d) Cualquier sanción establecida por la presente ley.”.

La indicación número 39 de S.E. la Presidenta de la República y la indicación número 40 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, proponen sustituirlo por el siguiente:


“17) Intercálase el siguiente artículo 20:


“Artículo 20.- Se suspenderá el derecho de afiliación a organizaciones relacionadas con el fútbol profesional a quienes tengan vigente cualquiera de las sanciones establecidas en la presente ley, por el período que dure dicha sanción, y durante los tres años siguientes a su cumplimiento.”.”.

El Honorable Senador señor Espina planteó la necesidad de incorporar en este artículo la suspensión del derecho de ser socio de los clubes, teniendo presente que el término afiliado carece de precisión en la actual estructura de los clubes de fútbol profesional, criterio que fue compartido por los miembros de la Comisión. 


Recogiendo el contenido de estas indicaciones y las observaciones planteadas, el Ejecutivo propuso la siguiente nueva redacción para la norma:


“Artículo 20.- Se suspenderá el derecho a ser socio o afiliado de organizaciones relacionadas con el fútbol profesional a quienes tengan vigente cualquiera de las sanciones establecidas en la presente ley, por el período que dure dicha sanción, y durante los tres años siguientes a su cumplimiento.”.


- Sometidas a votación las indicaciones números 39 y 40 fueron aprobadas, con la modificación antes consignada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.

Artículo 24°

En este artículo se establece el procedimiento para desarrollar la investigación y el juzgamiento de los delitos contemplados en esta ley.


A su respecto se presentaron las indicaciones números 41 de S.E. la Presidenta de la República y 42 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, para incorporar el siguiente numeral 20), nuevo:


“20) Intercálase un inciso tercero, nuevo, al artículo 10, que ha pasado a ser 24, del siguiente tenor:


“Las sentencias o resoluciones de los tribunales con competencia en lo criminal que impongan condenas o medidas cautelares referidas a la prohibición de asistencia a espectáculos de fútbol profesional, producirán sus efectos únicamente en lo referido a esta prohibición, desde que hayan sido notificadas al imputado y sin perjuicio de los recursos que procedan en su contra.”.


Se discutió en el seno de la Comisión sobre la posibilidad de dar valor a la pena accesoria antes que la sentencia se encuentre ejecutoriada y sobre la naturaleza de las resoluciones que imponen medidas cautelares.


Analizada la materia, la Comisión resolvió permitir que dicha pena  accesoria, que incluso podría haber estado rigiendo como medida cautelar, se aplique en cuanto sea notificada.


 Puestas en votación, las indicaciones números 41 y 42 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina y Quinteros.

Número 20)

Mediante este número se agregan a la ley los artículos 25, 26, 27, 28, 29 y 30, nuevos.

Artículo 25°

Este artículo establece las sanciones a las infracciones a lo dispuesto en la presente ley o su reglamento, cometidas por los organizadores de espectáculos de fútbol profesional, las organizaciones deportivas, los administradores de recintos deportivos o dirigentes de los clubes y asociaciones de fútbol profesional.


Vuestra Comisión discutió conjuntamente las indicaciones 43 a 50, que recaen todas sobre esta disposición.


Sus incisos primero y segundo disponen:


“Artículo 25.- Las infracciones a lo dispuesto en la presente ley o su reglamento, cometidas por los organizadores de espectáculos de fútbol profesional, las organizaciones deportivas, los administradores de recintos deportivos o dirigentes de los clubes y asociaciones de fútbol profesional, sin perjuicio de otras responsabilidades que pudieran corresponder, serán sancionadas de la siguiente manera:

1) Multa de 25 a 1000 unidades tributarias mensuales, en los siguientes supuestos:

a) Incumplimiento por parte del organizador de un espectáculo de fútbol profesional de lo dispuesto en los artículos 4°, 5° y 6°.

b) Incumplimiento por parte de las personas naturales que representen legalmente a las organizaciones deportivas y las demás personas señaladas en el artículo 10°, inciso cuarto, de las prohibiciones manifestadas en ese precepto.

c) Ofrecer, el organizador de un espectáculo de fútbol profesional, un número de entradas superior al que se le hubiere autorizado para el evento respectivo por la autoridad competente.

d) Incumplimiento por parte del dueño o administrador de los recintos deportivos de las condiciones de seguridad que motivaron su autorización o las establecidas por la autoridad competente en la resolución que autoriza el recinto deportivo.

e) No cumplir con el deber de entregar la información requerida por la autoridad solicitada por cualquier medio idóneo, o retardar su cumplimiento.

2) Multa de 5 a 500 unidades tributarias mensuales, en los siguientes supuestos:

a) En el caso del organizador de espectáculos de fútbol profesional cuyos dispositivos de seguridad no sean aptos ni suficientes.

b) En el caso del organizador de espectáculos de fútbol profesional cuyos dispositivos de seguridad no controlen el cumplimiento de las condiciones de ingreso y permanencia, salvo que se haya ejercido efectivamente el derecho de admisión respecto de quien la haya incumplido.

c) En el caso de contravenciones o infracciones a la presente ley o su reglamento, si no tuvieren señalada una sanción diferente en la misma ley.

El reglamento establecerá la graduación para la aplicación de las multas de este artículo, descendiendo según se trate de partidos categoría A, B o C y la división de fútbol profesional de que se trate.”.

Respecto de estos incisos se presentó la indicación número 43 de S.E. la Presidenta de la República y la indicación número 44 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, proponen reemplazarlos por los siguientes:


“Artículo 25.- Las infracciones a lo dispuesto en la presente ley o su reglamento que sean cometidas por los organizadores, dirigentes de clubes y asociaciones de fútbol profesional, serán sancionadas de la siguiente forma:


1) Con multa de 5 a 500 unidades tributarias mensuales a quienes pertenezcan o representen a los clubes de primera división B y segunda división, cuando se infrinjan los artículos 3°, 4°, 5° o 6° de la presente ley, o cuando ofrezcan a cualquier título un número de entradas superior al que se le hubiere autorizado para el evento respectivo por la autoridad competente.


2) Con multa de 25 a 1000 unidades tributarias mensuales a quienes pertenezcan o representen a clubes de primera división A, cuando infrinjan los artículos 3°, 4°, 5° o 6° de la presente ley, o cuando ofrezcan a cualquier título un número de entradas superior al que se le hubiere autorizado para el evento respectivo por la autoridad competente.


3) Con idénticas multas a las referidas en los números 1 y 2 anteriores, según corresponda, cuando la infracción no tenga una sanción expresamente establecida.


Para la determinación de las multas referidas, la autoridad competente deberá tomar especialmente en consideración la clasificación del partido que señala la resolución que lo autoriza, la gravedad de la infracción, las circunstancias de comisión de la misma y la mayor o menor extensión del mal causado, sin perjuicio de las normas especiales señaladas en el inciso siguiente.”.

Por su parte, el inciso tercero de la norma señala:


“Dichas multas se elevarán al doble en los casos en que, producto de las infracciones a lo dispuesto en la presente ley, a su reglamento o a lo dispuesto por la autoridad competente en la resolución administrativa que autoriza al respectivo recinto o evento deportivo, se produjeren desórdenes, agolpamientos, tumultos u otras circunstancias que afecten o pongan en peligro a los asistentes, o cualquier otra alteración al orden público, o que hiciere necesaria la intervención de Carabineros de Chile.”.

Respecto del inciso tercero se presentaron las indicaciones números 45 de S.E. la Presidenta de la República y 46 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, proponen eliminar la expresión “, o que hiciere necesaria la intervención de Carabineros de Chile”.

En seguida, el inciso cuarto señala literalmente:


“En caso de reincidencia, se elevarán las multas antes señaladas al doble. Se considerará reincidente a quien sea sancionado por infracciones a este título más de dos veces dentro del plazo de un año.”.

Sobre este inciso se presentó la indicación número 47  de S.E. la Presidenta de la República y la indicación número 48 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, son para sustituir el referido inciso cuarto por el siguiente:


“En caso de reincidencia en alguna de las conductas expresadas en este artículo las sanciones se elevarán al doble. Si el organizador cometiere nuevamente alguna de las infracciones señaladas precedentemente, las sanciones se elevarán al triple. Se entenderá, para los efectos de este artículo, que habrá reincidencia cuando un mismo organizador haya sido sancionado por la comisión de alguna de las infracciones contempladas en este artículo, en un plazo inferior a 24 meses contados desde la comisión de la anterior.”.

Finalmente, la indicación número 49 de S.E. la Presidenta de la República y la indicación número 50 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, proponen agregar los siguientes incisos séptimo y octavo:


“La imposición de la sanción consistente en la prohibición de asistir a espectáculos de fútbol profesional por no pago de multa, referida en el inciso anterior, suspenderá el plazo de prescripción de la sanción.





La entidad superior del fútbol profesional será subsidiariamente responsable del pago de las multas impuestas a los clubes participantes, a causa de infracciones cometidas durante el desarrollo del espectáculo de fútbol profesional.”.

El señor Roa destacó que en esta norma se establece el régimen sancionatorio de los organizadores de los espectáculos de fútbol profesional, consagrándose el principio que a equipos de primera división, mayor rango de sanción y a equipos de menores divisiones, menores sanciones.


Agregó que además se estableció un rango para la aplicación de las sanciones y se consignan criterios específicos para que la autoridad correspondiente pueda recorrer la extensión de dichas sanciones.


La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó una mayor explicación con respecto al rango establecido para determinar el monto de las multas señaladas, que consideró bastantes elevadas.


Recogiendo la inquietud, el personero de Gobierno explicó que en principio existía la referencia a un reglamento para establecer la forma de resolver la gradualidad
 dentro de cada rango de penas, ello por cuanto las situaciones que se suscitan en partidos de primera división y en partidos en otras divisiones son diversas, de modo que entre los criterios para graduar la pena se debe considerar la clasificación del partido. 

Para mayor claridad, agregó que  la clasificación de los partidos corresponde a A, B, C y D, siendo A los partidos más complejos y de mayor riesgo y que requieren de una importante logística y organización, y D los partidos prácticamente sin riesgo y pocas amenazas para la afectación de las personas y la alteración del orden público.

A este respecto, el Honorable Senador señor Quinteros señaló que para cumplir con el objetivo de esta ley que es, entre otros, erradicar los hechos de violencia y permitir que vuelva la paz y la familia a los estadios, a su parecer, se deben aplicar sanciones así de elevadas.


En este sentido, indicó que una amonestación no surtirá efecto alguno y recalcó que efectivamente la situación que se da entre los diferentes clubes varía mucho una de la otra, siendo muy pocos los partidos que concentran a una gran cantidad de público.


Enseguida, el Honorable Senador señor Zaldívar consideró elevadas las sanciones, además que enfatizó que es contradictorio que se puedan duplicar, pues el mismo artículo considera nuevamente esa situación en otra norma.


Dicho esto, hizo presente su acuerdo con que se establezca un sistema de multas importante, no obstante que señaló que se debe revisar la normativa en cuanto a la posibilidad de elevar al doble la multa.


El señor Roa indicó que en general, un partido denominado “súper clásico” tiene una recaudación de 1 millón de dólares y otros, en que la asistencia bordea las doscientas personas en primera división.


Luego, señaló que hay infracciones que no generan ningún tipo de perjuicio directo a los asistentes y el orden público, y otras que si lo pueden generar y son precisamente éstas últimas las que pueden duplicarse y lo mismo en caso de reincidencia.


En cuanto al rango, señaló que era perfectamente posible mejorar la redacción con el objeto de abarcar en una misma división todos los rangos de asistencia al recinto deportivo.


Sobre este último punto, la Honorable Senadora señora Von Baer propuso que en este caso se considere un porcentaje de la recaudación de cada partido, pues si bien lo que se busca es que quien infrinja esta ley deba cumplir la sanción, ello no puede derivar en ocasionarle un perjuicio.


Por su parte, el Honorable Senador señor Quinteros no compartió el criterio antes señalado respecto del porcentaje de recaudación, pues la entidad del delito será distinta en el caso que asistan doscientas personas o cincuenta mil, de modo que planteó la posibilidad de rebajar los montos de las multas propuestas.


A su turno, el Jefe del Plan Estadio Seguro hizo presente que la información con respecto a las recaudaciones de cada espectáculo deportivo es de dudosa confiabilidad.


Dentro de este contexto, la Comisión resolvió rebajar el monto de las sanciones, considerar la reincidencia e incorporar los criterios de clasificación de riesgo del partido dentro de los elementos a considerar al momento de aplicar las multas.


Respecto de lo que se plantea entorno al pago subsidiario, la Comisión estimó que la norma tendría un efecto contrario al que se persigue, sin embargo propuso que la entidad superior del fútbol deba retener los dineros que les correspondan a los clubes, requerida por la autoridad, para asegurar el pago de la multa.  


Posteriormente, el Jefe del Plan Estadio Seguro explicó que para alcanzar la nueva redacción que se propone más adelante, se realizó una nueva clasificación por tipos de partido
 y no por divisiones. En este sentido, precisó que el 75% de los partidos de segunda división son categoría D y un 23% de categoría C. Para el caso de la primera B, sólo un 4% son categoría B y no hay de categoría A.



Indicó que se resguardó la posibilidad de no sobre sancionar a los diferentes clubes, razón por la cual se relacionó la clasificación anterior con multas proporcionales a ellos y destacó que la categorización es realizada por al Intendente partido a partido.


En virtud de lo anteriormente señalado, se modificó la redacción de este artículo con el acuerdo de la Comisión, quedando con el siguiente tenor:


“Artículo 25.- Las infracciones a lo dispuesto en la presente ley que sean cometidas por los organizadores, dirigentes de clubes y asociaciones de fútbol profesional, serán sancionadas de la siguiente forma:
1)
En espectáculos categoría A las contravenciones menos graves serán sancionadas con multa de 25 a 250 UTM, las graves de 251 a 500 UTM; y las gravísimas de 501 a 1000 UTM. 
2)
En espectáculos categoría B las contravenciones menos graves serán sancionadas con multa de 20 a 125 UTM, las graves de 126 a 250 UTM; y las gravísimas de 251 a 500 UTM.
3)
En espectáculos categoría C las contravenciones menos graves serán sancionadas con multa de 10 a 25 UTM, las graves de 26 a 50 UTM; y las gravísimas de 51 a 100 UTM.
4)
En espectáculos categoría D las contravenciones menos graves serán sancionadas con multa de 1 a 5 UTM, las graves de 6 a 10 UTM; y las gravísimas de 11 a 20 UTM.
Se considerarán contravenciones menos graves las establecidas en los artículos 2 a), 2 c) y 3 g); contravenciones graves las establecidas en los artículos 2 b), 3 d), 5 c) y 5 d); y contravenciones gravísimas las establecidas en los artículos 3 a), 3 b), 3 c), 3 h), 5 b), 5 e), 5 f), 5 g), 5 h), 6, 7 inciso final.

Las infracciones a lo dispuesto en el artículo 3 f), artículo 9 inciso segundo y artículo 29 d) serán sancionados con multa de 25 a 100 UTM; a lo dispuesto en el artículo 3 inciso final y artículo 9 inciso primero con multa de 25 a 1000 UTM; y a lo dispuesto en el artículo 20 con multa de 5 a 100 UTM.
Para la determinación de las multas referidas, la autoridad competente deberá tomar especialmente en consideración las circunstancias de comisión de la infracción; la falta de profesionalismo y la experiencia del infractor en organización de espectáculos de futbol profesional; la extensión del mal causado; la capacidad económica del infractor; y el nivel de riesgo a que se vieron expuestos los asistentes al espectáculo o la comunidad.
Se aplicará el límite máximo de las sanciones establecidas en el inciso primero en los casos en que, producto de las infracciones a lo dispuesto en la presente ley, a su reglamento o a lo dispuesto por la autoridad competente en la resolución administrativa que autoriza al respectivo recinto o evento deportivo, se produjeren desórdenes, agolpamientos, tumultos u otras circunstancias que afecten o pongan en peligro gravemente a los asistentes, o cualquier otra alteración al orden público, o que hiciere necesaria la intervención de Carabineros de Chile.

En caso de reincidencia, los límites mínimos y máximo del marco señalado para cada una de las infracciones establecidas en la presente disposición se elevarán conjuntamente al doble. Se entenderá para los efectos de este artículo que habrá reincidencia cuando un mismo infractor haya sido sancionado por la comisión de alguna de las infracciones contempladas en este artículo en un plazo inferior a 24 meses desde la comisión de la anterior.
Adicionalmente, en los casos de los dos incisos anteriores, se podrá aplicar, para los espectáculos de fútbol profesional futuros que la autoridad administrativa determine, la prohibición de asistencia de los hinchas o espectadores del equipo visita o local.
En los casos en que las multas impuestas de conformidad a los incisos anteriores no sean pagadas, se sancionará a los dirigentes del club organizador del espectáculo, o a los dirigentes de los clubes o asociaciones infractoras, en su caso, con la prohibición de asistir a todo espectáculo de fútbol profesional por el período de tres años. La sanción cesará por el solo ministerio de la ley cuando se acredite el pago de las multas impuestas.
La imposición de la sanción consistente en la prohibición de asistir a espectáculos de fútbol profesional por no pago de multa, referida en el inciso anterior, suspenderá el plazo de prescripción de la sanción.
Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, la entidad superior del fútbol profesional retendrá los pagos que, por cualquier concepto, deba hacer a los clubes de fútbol profesional, para hacer efectiva las responsabilidades por las infracciones establecidas en este artículo por las que ellos hayan sido sancionados.”.

- Puestas en votación, las indicaciones números 43, 44, 45, 46, 47, 48, 49 y 50, fueron aprobadas, subsumidas, de acuerdo al texto antes propuesto, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.

Artículo 26°


Establece quien conocerá de las infracciones a que se refiere el artículo anterior.

Su inciso primero dispone:


“ Las infracciones señaladas en el artículo anterior serán conocidas y sancionadas fundadamente por el intendente respectivo a través del procedimiento señalado en la ley N°19.880, con la excepción de lo expresado en los artículos 59 y 60 de ese cuerpo legal, en lo relativo al recurso jerárquico y al recurso extraordinario de revisión.”.


Respecto de este inciso las indicaciones números 51 y 52 de S.E. la Presidenta de la República y de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, respectivamente, son para reemplazar la frase “el intendente respectivo” por “la autoridad encargada de autorizar la realización del espectáculo de fútbol profesional,”.

- Puestas en votación, las indicaciones números 51 y 52 fueron aprobadas, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.

Su inciso segundo señala:

“Sin perjuicio de lo anterior, los afectados por las decisiones administrativas del intendente podrán reclamar la ilegalidad de esa decisión a la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de los 15 días corridos contados desde la notificación a que se refiere el artículo 46 de la ley N°19.880.”.

En relación a este inciso, la indicación número 53 de S.E. la Presidenta de la República y la indicación número 54 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, proponen sustituir la expresión “del intendente” por “de la autoridad encargada de autorizar la realización del espectáculo de fútbol profesional,”.

Sobre el particular, el Jefe del Plan Estadio Seguro manifestó que en su oportunidad, con ocasión de la consulta realizada por la Honorable Cámara de Diputados a la Corte Suprema respecto de esta materia, el máximo tribunal realizó una serie de observaciones que fueron debidamente consideradas e incorporadas en esa instancia, a la presente norma.


- Sometidas a votación las indicaciones números 53 y 54 fueron aprobadas, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes  de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.



Artículo 27°


Esta norma, en su inciso primero, señala: l


“Artículo 27.- Constituirán infracciones a la presente ley las siguientes conductas:”, contemplando diversas acciones en sus letras a) a f).


Su letra f) es del siguiente tenor:


“f) Cometer alguna de las conductas descritas en los artículos 494, números 1°, 4° y 16°; 495, números 1°, 2°, 4° y 5°, y 496, números 1°, 10°, 11°, 18° y 26°, del Código Penal, en el ámbito señalado en el inciso segundo del artículo 1°.”.”.


En relación a esta letra se presentó la indicación número 55 de S.E. la Presidenta de la República y la indicación número 56 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, son para reemplazarla por la siguiente:


“f) Cometer, provocar o participar en desórdenes que alteren el orden y tranquilidad del espectáculo de fútbol profesional o infringir las instrucciones y reglas que dictare la intendencia u otra autoridad para su normal desarrollo.”.

Los representantes del Ejecutivo manifestaron que con esta norma se consolidan en un solo artículo todas las conductas sancionadas actualmente en la ley, sin grandes modificaciones, salvo la mención final y el cambio de competencia, que ahora introduce a los Juzgados de Policía Local.


La Honorable Senadora señora Von Baer hizo presente que esta nueva normativa se refiere a los hechos cometidos por las personas en los denominados actos conexos. Sin embargo recalcó que en el presente artículo no hay referencias a tales conductas y más bien se limita a los hechos acontecidos al interior del recinto deportivo.


Sobre el particular, el Jefe del Plan Estadio Seguro enfatizó que el literal b) contiene una mención a los hechos acontecidos en actividades conexas, y asimismo, puso de relieve que a estas conductas se le deben agregar los delitos que ya están consagrados en la ley vigente, es decir, en los hechos conexos se puede incurrir en delitos consagrados en la ley vigente o en ciertas conductas tipificadas en la presente normativa.


Con ocasión del el estudio de esta letra, vuestra Comisión analizó conjuntamente la letra g) de este inciso primero, que expresa: 


“g) Manifestar expresiones de carácter discriminatorio, motivadas por raza, etnia o color de piel, sea por la emisión de gritos injuriosos, por el porte de carteles, pancartas o lienzos, o por cualquier otro medio apto para tal fin.”.


Ante una controversia surgida en el seno de la Comisión respecto del alcance de la disposición, el Honorable Senador señor Zaldívar estuvo de acuerdo con su actual redacción, haciendo presente que siempre la apreciación de que un hecho importa una determinada conducta punible corresponde al juez de la causa. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Espina manifestó su voluntad en orden a eliminar este literal, pues consideró que en la práctica podría resultar inaplicable, o bien, si la Comisión lo estima apropiado, reformular su redacción con el objeto de no sancionar a las personas que interpretan canticos típicos, himnos, arengas u otras manifestaciones típicas de los distintos clubes de fútbol que se expresan con ocasión de una espectáculo de futbol profesional.


Agregó que la norma debiese reflejar de mejor manera que se trata básicamente de sancionar expresiones discriminatorias proferidas a ciertas personas que participan en el espectáculo, especialmente jugadores, árbitros y equipos técnicos.   


Refiriéndose a una consulta respecto de la posible sanción de algunas de estas conductas conforme a la ley antidiscriminación, el señor Roa, señaló que ella no establece sanciones contra privados, sino que sanciona a los actores públicos cuando la omisión se mantiene en el tiempo.  


En otro tema, el Honorable Senador señor Quinteros, llamo la atención respecto del hecho que la indicación presentada para el inciso tercero entrega la notificación a los juzgados de policía local por la vía de la carta certificada. Sobre el particular, expresó que muchas de las personas que incurren regularmente en conductas sancionadas por esta ley, viven en lugares donde el servicio de correos de Chile no concurre por razones de seguridad, de modo que lo más probable es que dicha notificación sea devuelta al tribunal.


Dicho esto propuso que se incorpore en el inciso tercero que en la situación antes descrita el tribunal puede aplicar el inciso tercero del artículo octavo de la ley N°18.287, que Establece  procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, que faculta a los jueces a que, por resolución fundada, puedan ordenar que la notificación sea realizada por Carabineros de Chile. 


Respecto del delito de injurias, los representantes del Ejecutivo señalaron que se trata de un ilícito que no tiene una acción penal publica, de tal manera que frente a hechos gravemente injuriosos ocurridos en el marco de una espectáculo profesional de futbol, es necesario que exista una denuncia, razón por la cual se consideró entregar dicha acción a Carabineros.


El Honorable Senador señor Espina indicó que la responsabilidad de la denuncia podría recaer en el organizador o en el jefe de seguridad del espectáculo, ya que son ellos quienes están directamente relacionados con el desarrollo del espectáculo. Agregó que no se debe olvidar que una de la idea de esta normativa es propender a que los funcionarios de dicha institución no ingresen al estadio. Además, señaló que para el caso de que trata la norma son plenamente aplicables las reglas generales existentes.


Posteriormente, el Ejecutivo propuso reemplazar la letra g) en los términos propuestos por las indicaciones anteriores, y hacer lo propio con la letra g) para la cual, de acuerdo a las opiniones vertidas en la Comisión, propone la siguiente redacción:


“g) Efectuar o proferir expresiones de carácter discriminatorio sancionadas por la ley en contra de cualquiera de los participantes del espectáculo de fútbol profesional.”.


- Sometidas a votación las indicaciones números 55 y 56 fueron aprobadas, con las modificaciones antes consignadas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

Inciso segundo


Durante el estudio de este artículo, vuestra Comisión acordó suprimir el inciso segundo propuesto para el artículo 27, acuerdo adoptado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.
Inciso tercero

El inciso señala: “Tales conductas serán conocidas por el juzgado de policía local competente en el territorio jurisdiccional donde se hubiere perpetrado el hecho, por medio del procedimiento establecido en la ley N°18.287.”.

Para este inciso se presentaron las indicaciones número 57 de S.E. la Presidenta de la República y la número 58 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, para sustituir la frase “se hubiere perpetrado el hecho,” por “se hubiere dado principio a la ejecución del hecho que da origen al proceso,”.


- Puestas en votación, las indicaciones números 57 y 58 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.


Las indicaciones números 59 y 60 de S.E. la Presidenta de la República y de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, respectivamente, proponen agregar a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), lo siguiente: “Sin perjuicio de lo anterior, el recurso de apelación contra la sentencia definitiva se concederá en el sólo efecto devolutivo y no se podrá conceder orden de no innovar. Asimismo, las resoluciones dictadas en el proceso, incluyendo las sentencias definitivas, serán notificadas siempre por carta certificada al infractor.”.

Posteriormente, la Comisión acordó eliminar en el inciso segundo  la frase “y no se podrá conceder orden de no innovar”, y agregar en la parte final del inciso lo siguiente: “sin perjuicio de la facultad del Tribunal de determinar, en casos calificados y por resolución fundada, que la notificación sea realizada por Carabineros de Chile.”.

- Puestas en votación, las indicaciones números 59 y 60 fueron aprobadas, con las modificaciones antes consignadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.

Inciso cuarto

Encabezamiento

“El tribunal, en los casos anteriores, aplicará las siguientes sanciones, de acuerdo a la gravedad de la conducta:”

A este inciso se presentaron las indicaciones números 61 de S.E. la Presidenta de la República y 62 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, para intercalar luego de la palabra “aplicará” el vocablo “conjuntamente”.

- Puestas en votación, las indicaciones números 61 y 62 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.

Letras a), b), c) y d)


La indicación número 63  de S.E. la Presidenta de la República, y número 64 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, son para reemplazarlas por los números “1)”, “2)”, “3)” y “4)”, respectivamente.

- Puestas en votación, las indicaciones números 63 y 64 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.

La letra a) señala:


“a) Multa de 1 a 25 unidades tributarias mensuales, a beneficio municipal.”.

Respecto de esta letra, que pasa a ser número 1), se presentaron las indicaciones números 65 de S.E. la Presidenta de la República, y 66 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, para intercalar a continuación de la expresión “a beneficio municipal” lo siguiente: “, a excepción de la conducta descrita en la letra c) de este artículo, la que se sancionará con las penas de multa establecida en los incisos segundo y tercero del artículo 2° de la ley N° 19.680, según sea el caso, y la de comiso del inciso cuarto de esa disposición, sin perjuicio de la aplicación de las demás sanciones que a continuación se señalan”.

- Sometidas a votación, las indicaciones números 65 y 66 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.


Enseguida, y como consecuencia de las modificaciones acordadas para el artículo 16, vuestra Comisión acordó reemplazar, en la letra b), que pasa a ser número 2), la referencia al “inciso segundo” del artículo 16, por otra al “inciso tercero”, acuerdo que adoptó  por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar

Incisos quinto, sexto y séptimo

“Tratándose del no pago de la multa impuesta, se impondrá como sanción la prohibición de asistir a todo espectáculo de fútbol profesional por el período de tres años. La sanción señalada anteriormente cesará por el solo ministerio de la ley cuando se acredite el pago de las multas impuestas, sin perjuicio de la prohibición de ingreso decretada por el tribunal con competencia en lo criminal.

En caso de reincidencia en alguna de las conductas señaladas en este artículo, las sanciones se elevarán al doble. Si el reincidente cometiere nuevamente alguna de las infracciones señaladas precedentemente, las sanciones se elevarán al triple, y así sucesivamente.

En caso de incumplimiento de la sanción de prohibición de asistencia a un espectáculo de fútbol profesional impuesta por haberse cometido alguna de las infracciones previstas en el presente artículo o por su reiteración, el infractor será sancionado con la pena señalada en el párrafo segundo de la letra b) del artículo 16.”.

Las indicaciones números 67 de S.E. la Presidenta de la República, y 68 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, proponen reemplazarlos por los siguientes:


“En caso de reincidencia en alguna de las conductas señaladas en este artículo, las sanciones se elevarán al doble. Si se cometieren nuevamente, las sanciones se elevarán al triple. Se entenderá para los efectos de este artículo, que habrá reincidencia o nueva comisión, según el caso, cuando un mismo sujeto haya sido sancionado por la comisión de alguna de las  infracciones contempladas en la presente disposición, en un plazo inferior a 24 meses contados desde la comisión de la última.


Tratándose del no pago de la multa impuesta, se impondrá como sanción la prohibición de asistir a todo espectáculo de fútbol profesional por todo el tiempo que el infractor no pague la multa o ésta no le sea sustituida, lo que se impondrá sin perjuicio de la prohibición señalada en el número 2) del inciso cuarto. La sanción señalada anteriormente cesará por el solo ministerio de la ley cuando se acredite el pago de las multas impuestas, sin perjuicio de la prohibición de ingreso decretada por el tribunal con competencia en lo criminal. Asimismo, el tribunal podrá, en casos calificados, imponer adicionalmente al infractor, por vía de sustitución y apremio, las medidas establecidas en el artículo 23 de la ley N° 18.287.


La imposición por parte del Tribunal de la prohibición de asistir a espectáculos de fútbol profesional referida en el inciso anterior, suspenderá el plazo de prescripción de la sanción.”.

Posteriormente, el Ejecutivo propuso la siguiente nueva redacción, para los incisos quinto, sexto y séptimo:





“En caso de reincidencia en alguna de las conductas señaladas en este artículo, las sanciones se elevarán al doble. Si se cometieren nuevamente, las sanciones se elevarán al triple. Se entenderá para los efectos de este artículo, que habrá reincidencia o nueva comisión, según el caso, cuando un mismo sujeto haya sido sancionado por la comisión de alguna de las  infracciones contempladas en la presente disposición, en un plazo inferior a 24 meses contados desde la comisión de la última.




Tratándose del no pago de la multa impuesta, se impondrá como sanción la prohibición de asistir a todo espectáculo de fútbol profesional por todo el tiempo que el infractor no pague la multa o ésta no le sea sustituida, lo que se impondrá sin perjuicio de la prohibición señalada en el número 2) del inciso cuarto. La sanción señalada anteriormente cesará por el solo ministerio de la ley cuando se acredite el pago de las multas impuestas, sin perjuicio de la prohibición de ingreso decretada por el tribunal con competencia en lo criminal. Asimismo, el tribunal podrá, en casos calificados, imponer adicionalmente al infractor, por vía de sustitución y apremio, las medidas establecidas en el artículo 23 de la ley N° 18.287.


La imposición por parte del Tribunal de la prohibición de asistir a espectáculos de fútbol profesional referida en el inciso anterior, suspenderá el plazo de prescripción de la sanción.”.

- Puestas en votación, las indicaciones números 67 y 68 fueron aprobadas con las modificaciones consignadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.

Inciso octavo

Indica literalmente: “El juzgado de policía local será competente para conocer de las acciones civiles que interpongan los afectados con las conductas señaladas”.

La indicación número 69 de S.E. la Presidenta de la República, y número 70 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, son para intercalar luego de la palabra “señaladas” la frase “, de conformidad a lo establecido en el artículo 9° de la ley N° 18.287”.

Respecto de este inciso, el Jefe del Plan Estadio Seguro hizo presente que en su oportunidad el Instituto de Jueces de Policía Local hizo un conjunto de observaciones respecto al procedimiento aquí propuesto, todas las cuales fueron recogidas por el Ejecutivo a través de estas indicaciones.


En cuanto a la última parte que se propone agregar, indicó que este hace referencia a la norma que establece el procedimiento asociado a las acciones civiles indemnizatorias asociadas a una conducta infraccional, para evitar posteriores discusiones.


- Puestas en votación, las indicaciones números 69 y 70 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.

Artículo 28

Esta norma establece las facultades de Carabineros de Chile para supervigilar el cumplimiento de las disposiciones de esta ley, de sus reglamentos y de las resoluciones administrativas que autorizan los respectivos recintos o eventos de fútbol profesional.


Las indicaciones números 71 de S.E. la Presidenta de la República, y 72  de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, para sustituir la voz “supervigilará” por “supervisará”.

El señor Roa manifestó que en este caso se establece el rol adicional que asume Carabineros de Chile en el marco de las reformas a la ley, particularmente en el entendido que Carabineros, que está presente en todos los partidos, pueda verificar el incumplimiento de ciertas normativas y denunciar frente a la autoridad correspondiente, que será el juez de policía local en el caso de las contravenciones, o bien frente al Intendente o la autoridad que corresponda, cuando se trate de incumplimientos por parte del organizador.


Agregó que actualmente para cada partido, independientemente de la división de que se trate, hay un jefe de servicio que está presente, no sólo en el Estadio, sino que también a cargo de las imágenes y de la coordinación de todo el dispositivo de seguridad pública y privada. En síntesis, Carabineros siempre está presente en los recintos deportivos.


- Puestas en votación, las indicaciones números 71 y 72 fueron aprobadas con las modificaciones consignadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.

Artículo 29

Dispone los mecanismos de comunicación de las sentencias o resoluciones administrativas, según la naturaleza de las mismas, para los efectos de ejercer el derecho de admisión, aplicar la prohibición de asistir a todo espectáculo de fútbol profesional y las demás sanciones previstas en la ley.
Su letra a) dispone:


“a) Tratándose de delitos, el tribunal con competencia en lo criminal que hubiere conocido de la causa deberá comunicar a la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hubieren sido dictadas, las sentencias condenatorias ejecutoriadas que consignen la comisión de delitos o faltas sujetas a la presente ley, las resoluciones judiciales que impongan medidas cautelares personales o las que aprueben suspensiones condicionales del procedimiento.”.

Respecto de esta letra se presentaron las indicaciones número 73 de S.E. la Presidenta de la República, y número 74 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, para reemplazarla por la siguiente:


“a) Tratándose de delitos, el tribunal con competencia en lo criminal que hubiere conocido de la causa deberá comunicar a la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hubiesen quedado ejecutoriadas, las sentencias condenatorias que consignen la comisión de delitos o faltas sujetas a la presente ley, las resoluciones judiciales que impongan medidas cautelares personales o las que aprueben suspensiones condicionales del procedimiento. Sin embargo, en el caso de aquellas sentencias o resoluciones que impongan la prohibición de ingresar a espectáculos de fútbol profesional, el Tribunal correspondiente deberá remitirlas a la Subsecretaría señalada, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hayan sido notificadas al imputado.”.

A este respecto, el Jefe del Plan Estadio Seguro recalcó que la reforma a esta ley establece la creación de un registro que estará a cargo de la Subsecretaria de Prevención del Delito, donde se encontrarán concentradas, entre otras, todas las prohibiciones judiciales de ingreso al estadio, así como también, el ejercicio del derecho de admisión por parte de los privados.


Agregó que este y los siguientes artículos crean este registro y los mecanismos de comunicación de esta información, además de establecer loa debidos resguardos para la adecuada protección de los datos privados de las personas involucradas.


Si bien señaló que este articulado fue objeto de indicaciones por parte del informe de la Corte Suprema, hizo hincapié en que todas ellas fueron íntegramente acogidas por el Ejecutivo.


La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó una mayor explicación con respecto a la forma de funcionamiento de la prohibición de ingresar que puede ejercer el club de futbol, pues no le pareció suficientemente claro. 


Sobre este punto en particular, el señor Roa hizo presente que la ley estableció el derecho de admisión de los clubes, y que el reglamento dictado en el año 2012 señala que los clubes lo pueden ejercer para el caso de incumplimiento de condiciones de ingreso y permanencia de las personas. 


Así, lo que se propone es tener una base de datos centralizadas donde estarán los datos de todas las personas que tiene prohibición judicial de ingresas al estadio o bien, aquéllas que respecto de las cuales el club ha ejercido el derecho de admisión, de modo que se pueda verificar que el club efectivamente los mantiene fuera del recinto deportivo.


Precisó que todos los antecedentes tienen una cierta vigencia y caducidad, y que la publicidad de este registro apunta a que no se produzcan hechos de violencia en ningún espectáculo profesional de futbol, con independencia de la ciudad o del equipo con que se juegue. Agregó que también existen requisitos de vigencia y proporcionalidad para estas medidas.  

Respecto a la redacción de este literal, el Honorable Senador señor Espina consideró la necesidad de reformularlo, pues a su parecer, tal como está redactado resulta confuso, pues se mezclan las sentencias condenatorias ejecutoriadas con resoluciones que imponen medidas cautelares personales.


En sesión posterior y con el acuerdo de la Comisión, el Ejecutivo propuso la siguiente nueva redacción para este numeral:


“a) Tratándose de delitos realizados con ocasión de la celebración de un espectáculo de fútbol profesional o de un hecho o circunstancia conexa al mismo, el tribunal con competencia en lo criminal que corresponda, deberá comunicar a la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, las sentencias condenatorias que consignen la comisión de los mismos, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hubiesen quedado ejecutoriadas. Sin embargo, en el caso de aquellas sentencias condenatorias que impongan prohibición de ingresar a espectáculos de fútbol profesional, el Tribunal correspondiente deberá remitirlas a la Subsecretaría señalada, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hayan sido notificadas al imputado.
Asimismo, tratándose de tales delitos los tribunales referidos, deberán comunicar también a la Subsecretaría de Prevención del Delito, las resoluciones judiciales que impongan o dejen sin efecto medidas cautelares personales o las que aprueban suspensiones condicionales del procedimiento, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que se hubiesen notificado al imputado.”.


- Sometidas a votación, las indicaciones números 73 y 74 fueron aprobadas con las modificaciones consignadas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.


Su letra b) dispone:


“b) Tratándose de las infracciones administrativas a que hace referencia el artículo 25, la intendencia respectiva comunicará a la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hubieren sido dictadas, las resoluciones administrativas ejecutoriadas que consignen infracciones de este carácter según lo establecido en la presente ley, su reglamento, o a lo resuelto por la autoridad competente en la resolución administrativa que autoriza el respectivo recinto o evento de fútbol profesional.”.

Para esta letra, las indicaciones números 75 de S.E. la Presidenta de la República, y 76 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, proponen sustituirla por la siguiente:

“b) Tratándose de las infracciones administrativas a que hace referencia el artículo 25, la intendencia respectiva comunicará a la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hubieren sido notificadas, las resoluciones administrativas que consignen infracciones de este carácter, así como aquéllas que impongan la sanción de prohibición de asistencia espectáculos de fútbol profesional por no pago de multa de acuerdo a lo establecido en el inciso sexto del artículo 25, según lo establecido en la presente ley, su reglamento, o a lo resuelto por la autoridad competente en la resolución administrativa que autoriza el respectivo recinto o evento de fútbol profesional.”.


El Jefe del Plan Estadio seguro hizo presente que el Intendente o la autoridad que corresponda que hubiese autorizado el partido, va a establecer sanciones a los organizadores en general. Agregó que respecto de dicha sanción va a informar a la Subsecretaría de Prevención del Delito, lo que tendrá utilidad al momento de determinar las reincidencias.


- Puestas en votación, las indicaciones números 75 y 76 fueron aprobadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.

La letra c) señala textualmente:


“c) Tratándose de las infracciones a que se refiere el artículo 27, los juzgados de policía local que hubieren conocido de los procesos por infracciones a los que tal disposición se refiere, deberán remitir las sentencias condenatorias ejecutoriadas a la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hubieren sido dictadas.”.

La indicación número 77 de S.E. la Presidenta de la República, y  número 78 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, son para reemplazarla por la siguiente:


“c) Tratándose de las infracciones a que se refiere el artículo 27, los juzgados de policía local que hubieren conocido de los procesos por infracciones a los que tal disposición se refiere, deberán remitir las sentencias condenatorias, aquellas resoluciones que impongan la sanción de prohibición de asistencia a espectáculos de fútbol profesional por no pago de multa de acuerdo a lo establecido en el inciso sexto del artículo 27 y las que acrediten su pago efectivo o el cumplimiento de la sanción sustitutiva, a la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hubieren sido notificadas.”.

El personero de Gobierno, sugirió reemplazar la expresión “sexto” que viene después de “establecido en el inciso”, y antes de la oración del “artículo 27”, por la expresión quinto, quedando de la siguiente manera: “…establecido en el inciso quinto del artículo 27...”.


- Puestas en votación, las indicaciones números 77 y 78 fueron aprobadas con las modificaciones consignadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.

Letra d)

“d) Tratándose del ejercicio del derecho de admisión, el organizador deberá remitir las decisiones con sus antecedentes individualizando a él o los afectados a la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, de acuerdo a lo establecido en el reglamento de esta ley.”.

Para este literal, se presentaron las indicaciones número 79, de S.E. la Presidenta de la República, y número 80, de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, para sustituirla por la siguiente:


“d) Tratándose del ejercicio del derecho de admisión, la entidad superior del fútbol profesional deberá remitir a la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro de las veinticuatro horas siguientes a que haya tomado conocimiento, las decisiones de los organizadores en dicha materia, de acuerdo a lo establecido en el Reglamento de esta ley. En la información que se remita se deberán incorporar los antecedentes de la decisión e individualizar a los afectados.”.

- Puestas en votación, las indicaciones números 79 y 80 fueron aprobadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.

Inciso segundo
“Las comunicaciones de las sentencias, resoluciones administrativas o decisiones de los organizadores se incorporarán en una sección especial del registro a que alude el artículo siguiente, la que se denominará “sección de registro de sanciones y exclusiones de la ley”.


Para este inciso se presentaron la indicación número 81, de S.E. la Presidenta de la República, y la número 82, de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, para intercalar a continuación de la frase “de los organizadores” lo siguiente: “se remitirán por vía electrónica al correo institucional que al efecto señale la Subsecretaría de Prevención del Delito y”.

- Puestas en votación, las indicaciones números 81 y 82 fueron aprobadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.

Inciso cuarto

“Corresponderá al reglamento de esta ley fijar las condiciones de esta sección del registro, el contenido de la misma, los responsables de su mantención, las formas de comunicación de las sentencias, resoluciones y decisiones aludidas y las modalidades de su acceso y comunicación.”.

Las indicaciones número 83, de S.E. la Presidenta de la República, y número 84, de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, proponen eliminarlo.

- Puestas en votación, las indicaciones números 83 y 84 fueron aprobadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.

Artículo 30

Este artículo consagra la configuración de  un registro de la ley N° 19.327 a cargo de la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

Para este artículo se presentaron las indicaciones número 85 de S.E. la Presidenta de la República, y número 86 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 30.- Para la adecuada aplicación de la presente ley, los derechos que consagra y deberes que ella impone, así como las sanciones que consigna, deberá configurarse un registro de la ley N° 19.327 a cargo de la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que contendrá una base de datos de las organizaciones deportivas de fútbol profesional; los organizadores de espectáculos regidos por la presente ley; las asociaciones y los clubes de fútbol profesional, sus dirigentes y representantes legales; de los seguros o cauciones establecidos en el artículo 6°, letra b); de asistentes; de las personas en contra de quienes los organizadores han hecho ejercicio del derecho de admisión, y de las prohibiciones de ingreso a los estadios, y demás sanciones que hayan sido aplicadas.


Se aplicará en el tratamiento y comunicación de los datos contenidos en el presente registro lo señalado en la ley N° 19.628, la que regirá supletoriamente en todo aquello no regulado por la presente ley.


Los intendentes o autoridades encargadas de autorizar los espectáculos de futbol profesional tendrán acceso a los datos del registro referido y podrán consultarlos para el ejercicio de las facultades establecidas en la presente ley.”.

En este punto, la Honorable Senadora señora Von Baer consultó respecto de la utilidad de este registro de asistente, por cuanto estimó que se debiese a apuntar a mantener información con respecto a las personas que infringen la ley y no respecto de todos los asistentes. 


Sobre el particular, el señor Roa indicó que el registro de asistentes tiene como objetivo el lograr una adecuada segregación entre barras, cuando se trata de encuentros de alta complejidad lo que permite, además, adoptar otras medidas de seguridad.


- Puestas en votación, las indicaciones números 85 y 86 fueron aprobadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.

o o o

Las indicaciones número 87 de S.E. la Presidenta de la República, y número 88 de los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, son para incorporar un artículo 31 del siguiente tenor:


“Artículo 31.- Las infracciones referidas en el artículo 25 de la presente ley, así como las acciones que persigan la responsabilidad por las infracciones establecidas en el artículo 27, prescribirán en el plazo de un año, contado desde su comisión.

Las sanciones impuestas por el intendente respectivo o la autoridad que corresponda, de conformidad con el artículo 25, así como las que apliquen los Juzgados de Policía Local por las contravenciones señaladas en el artículo 27, prescribirán en el plazo de dos años, contados desde que hubiere quedado ejecutoriado el acto administrativo o la sentencia condenatoria, respectivamente.”.

El Jefe del Plan Estadio Seguro señaló que esta norma se refiere exclusivamente a los hinchas, respecto de los cuales, la prescripción de la acción infraccional es de un año, tanto para reclamar ante el Intendente o frente al Juez de Policía Local.

 
Lo segundo, de acuerdo a su precisión, se trata de la prescripción de la sanción que es de dos años.


No obstante lo anterior, en el seno de la Comisión surgió el acuerdo para cambiar la redacción de este artículo con el objeto de hacerlo más sencillo de entender y que no quede sujeto a muchas interpretaciones.


En sesión posterior y con el acuerdo de la Comisión, el Ejecutivo propuso la siguiente nueva redacción para este numeral:

“Artículo 31.- Las infracciones previstas en el artículo 25 de la presente ley, prescribirán en el plazo de un año, contado desde la comisión de las mismas.

En el mismo plazo establecido en el inciso anterior, prescribirán las acciones que persigan la responsabilidad por las infracciones establecidas en el artículo 27, contados desde la comisión de las mismas.

Las sanciones impuestas por el intendente respectivo o la autoridad que corresponda , por las infracciones establecidas en el artículo 25, prescribirán en el plazo de dos años, contados desde que hubiere quedado ejecutoriado el acto administrativo que ordenó su imposición. 

En el mismo plazo establecido en el inciso anterior, prescribirán aquéllas sanciones que apliquen los Juzgados de Policía Local por las contravenciones señaladas en el artículo 27, contados desde que hubiere quedado ejecutoriada la sentencia condenatoria.”

- Puestas en votación, las indicaciones números 87 y 88 fueron aprobadas, con las modificaciones antes consignadas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.
o o o

Artículo 2°


 Agrega la siguiente letra f) al artículo 13 de la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, y modifica diversos cuerpos legales.


“f) Asesorar al Ministro del Interior y Seguridad Pública en lo relativo a la formulación de planes y medidas de prevención de hechos ilícitos y de violencia relacionados con los espectáculos deportivos y hechos, conductas y circunstancias conexas regidas por la ley N°19.327 y, en particular, mantener el registro al que hace referencia el artículo 30 de dicho cuerpo legal.”.

Con el objeto de armonizar los cuerpos legales, se acordó la siguiente redacción a este nuevo literal:


“f) Asesorar al Ministro del Interior y Seguridad Pública en lo relativo a la formulación de planes y medidas de prevención de hechos ilícitos y de violencia relacionados con los espectáculos deportivos y hechos, conductas y circunstancias conexas regidas por la ley N°19.327, de derechos y deberes de los espectáculos de fútbol profesional y, en particular, mantener el registro al que hace referencia el artículo 30 de dicho cuerpo legal.”.


- Sometida a votación esta modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

o o o


En sesión posterior, el Ejecutivo de acuerdo al debate suscitado al pronunciarse sobre el número 9) del artículo 1° del proyecto, propuso la  incorporación un artículo 3°, nuevo, del siguiente tenor, lo que fue acogido favorablemente por la Comisión:





Artículo 3°.- Modifíquese el Código Penal,  de la siguiente manera:





1) Intercálase, a continuación del artículo 268 quinquies, el siguiente párrafo 1 ter y artículo 268 sexies, en el Título VI del Libro II:


1 ter. Retenciones o toma de control de vehículo de transporte público de pasajeros.


Art. 268 sexies.- Los que mediante violencia o intimidación retuvieren o tomaren el control de un vehículo de transporte público de pasajeros serán sancionados con la pena de presidio mayor en su grado mínimo, sin perjuicio de las penas que correspondan por los otros delitos cometidos con ocasión del hecho. En este último caso, todas las penas se impondrán conjuntamente, en la forma prescrita por el artículo 74 del Código Penal.


Si el hecho consistiere en la apropiación del vehículo no tendrá lugar lo previsto en el inciso precedente y, en su lugar, se impondrán las penas de los delitos establecidos en los artículos 433 y 436, inciso primero, del Código Penal, según correspondiere, con exclusión de su grado mínimo.


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, si los hechos constituyeren algún delito o delitos de mayor gravedad, se estará a la pena señalada para ellos”.





2) Sustitúyese el epígrafe del párrafo 2 del Título VI denominado  “Desórdenes públicos" por “Otros desordenes públicos”.




3) En el artículo 269, reemplazar el pronombre inicial "Los", por la frase "Fuera de los casos sancionados en el párrafo anterior, los".


- Sometido a votación, este artículo fue aprobado, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

MODIFICACIONES





En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo 1º

Número 2)





--Reemplazar la mención “artículos 1°, 2° y 3°” por “artículos 1°, 2°, 3° y 3° bis”.

(unanimidad, 5x0. Artículo 125 del reglamento del Senado)

TÏTULO PRELIMINAR

Artículo 1°





--Intercalar en el inciso segundo del artículo 1°, nuevo propuesto, las palabras “por cualquier persona”, entre la voz “cometidas” y la expresión “con ocasión”.   

(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 1 y 2) 

Artículo 3°





-- Sustituir su encabezado por el que sigue:





“Artículo 3°.- Son deberes de los organizadores, asociaciones y dirigentes de fútbol profesional, en el marco de la celebración de espectáculos organizados por ello o que les hubiesen sido autorizados, así como en los hechos o circunstancias conexas a éstos, los siguientes:”.
(unanimidad, 5x0, artículo 125 Reglamento del Senado)





-- Reemplazar en su letra b) la frase “adoptadas por la autoridad administrativa y policial”, por lo siguiente: “que la autoridad administrativa o policial le hayan ordenado adoptar,”. 

(unanimidad, 5x0, indicaciones Nos 3 y 4)




-- Intercalar en su letra c), entre las palabras “seguridad” y “necesarias”, la frase: “establecidas en las leyes, reglamentos, disposiciones de la autoridad y protocolos determinados por la entidad superior del futbol profesional”.

(unanimidad, 5x0, artículo 125 Reglamento del Senado)





--Sustituir su letra d) por la que sigue:





“d) Entregar a la autoridad, a la mayor brevedad, todos los antecedentes que le sean requeridos, tales como grabaciones, listado de asistentes, registros contables contemplados en el artículo 10° de esta ley y aquella que da cuenta del monto de la recaudación por concepto de venta de entradas de cada espectáculo de futbol profesional, documentos de la organización, informes técnicos y, en general, toda otra información que se le solicite.”.

(unanimidad, 5x0, indicaciones Nos 5 y 6)




-- Reemplazar, en su letra e), la expresión “podrá reservarse” por “deberá ejercer”, e incorporar como su párrafo segundo, nuevo, el que sigue:


“Asimismo, el organizador deberá impedir el acceso al recinto deportivo a aquellas personas respecto de quienes, éste o cualquier otro organizador, hubiere ejercido el derecho de admisión y que ello haya sido informado e incorporado al registro a que hace referencia el artículo 30.”.

(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 7 y 8)




-- Sustituir, en su letra f), la expresión inicial “Promover y realizar” por “Realizar”.

(unanimidad, 4x0, Artículo 125 Reglamento del Senado)





--Suprimir, en su letra g), sus palabras finales “conforme disponga el reglamento” y la coma (,) que le precede.

(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 9 y 10)




-- Incorporar como letra h), nueva, la siguiente: 





“h) Denunciar, ante la autoridad que corresponda, los delitos que presenciaren o de los que tomaren conocimiento con ocasión de los espectáculos de futbol profesional o hechos conexos, en especial, los que les afectaren a ellos o a la institución a la que representan.”.

(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 11 y 12)




-- Intercalar en el inciso final propuesto, a continuación de su expresión “Asimismo,” la oración “y sin perjuicio de la responsabilidad por el incumplimiento de las obligaciones señaladas anteriormente,”, y suprimir las comillas (“) y el punto (.) que le sigue.
(unanimidad, 3x0, indicaciones Nos 13 y 14)




-- Agregar como su inciso final, nuevo, el siguiente:





“La entidad superior del fútbol profesional tendrá como deber elaborar el calendario de competiciones, mantener una adecuada organización del campeonato y velar porque los clubes participantes cumplan con los requisitos establecidos por la ley, el reglamento y las resoluciones administrativas correspondientes.”.

(unanimidad, 3x0, indicaciones Nos 15 y 16)
o o o





--Incorporar como artículo final del Título Preliminar el siguiente artículo 3° bis, nuevo:





“Artículo 3° bis.- Sin perjuicio de las obligaciones de los organizadores y asistentes establecidas en los artículos precedentes, toda persona natural o jurídica que tenga información o antecedentes que permitan identificar a los responsables de una infracción o delito que se haya producido con motivo u ocasión de la realización de un espectáculo de fútbol profesional o hecho o actividad conexa al mismo, tales como grabaciones o fotografías, deberá entregarla, a la mayor brevedad, a las policías o al Ministerio Público, cuando les sean requeridos por estos.





El requerimiento de información y antecedentes efectuados por las policías, podrá realizarse en el marco de las primeras diligencias efectuadas por aquellas y, en todo caso, no necesitará instrucción previa del fiscal competente.





La negativa injustificada a entregar dichas informaciones o antecedentes se castigará con la pena señalada para el delito establecido en el artículo 269 bis del Código Penal.”.
(unanimidad, 5x0, indicaciones Nos 17 y 18)
o o o





--Intercalar como número 3), nuevo, cambiando la numeración correlativa de los siguientes numerales, el que sigue:





“3) Reemplázase en el artículo 2°, que ha pasado a ser artículo 5°, su letra g), por la siguiente: 





“g) Disponer de medios de grabación, a través de cámaras de seguridad, que tengan los estándares de calidad suficientes para identificar a los asistentes al espectáculo de futbol profesional, junto con vigilar el perímetro del lugar donde se celebre el mismo. Estas cámaras deberán ser monitoreadas permanentemente por los organizadores durante el desarrollo del espectáculo, debiendo resguardarse sus imágenes por un periodo mínimo de 90 días y ello sin perjuicio de lo señalado en el artículo 3° bis.”.”.

(unanimidad, 3x0, indicaciones Nos 19 y 20)
o o o

Número 3)





- Ha pasado a ser número 4), con las siguientes enmiendas:





--Reemplazar, en su encabezado, la expresión “incisos cuarto y quinto” por “incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo”;

(unanimidad, 4x0, artículo 125 Reglamento del Senado)





-- Sustituir el inciso cuarto por los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto, pasando el inciso quinto propuesto a ser inciso séptimo: 





“Asimismo el intendente, o quien lo represente, podrá, fundado en razones de orden y seguridad, requerir a los organizadores cumplir con medidas adicionales de seguridad, rechazar por sectores el aforo máximo para el desarrollo del espectáculo, rechazar la programación del evento deportivo o su realización en un recinto determinado.





El Intendente podrá revocar, en cualquier momento, cuando se comprometa gravemente la seguridad y el orden público, y previo informe verbal o escrito de Carabineros, la respectiva autorización de un espectáculo de futbol profesional, decisión que se comunicará a Carabineros, al jefe de seguridad y al árbitro del encuentro.





Las facultades de los dos incisos anteriores se aplicarán a los hechos y circunstancias conexas señaladas en el inciso segundo del artículo primero, cuando proceda.”.

(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 21, 22, 23 y 24)
Número 4)





- Ha pasado a ser número 5), con las siguientes modificaciones:





--Reemplazar su letra a) por la que sigue:





a) En su inciso primero, intercálase entre las palabras “podrá” y “controlar” la frase “, siempre sujeto a las órdenes y disposiciones del organizador,”, y sustitúyese el texto que sigue a la expresión “presente ley”, por el siguiente: “, impedir el ingreso de elementos prohibidos; revisar el correspondiente ticket de ingreso; corroborar la identidad del asistente; hacer efectivo el derecho de admisión; impedir el ingreso de quienes tengan prohibición judicial de acceso y hacer efectiva la expulsión de los asistentes, cuando corresponda.”.




-- Agregar como letra b), nueva, la siguiente:





“b) Incorpórase como incisos segundo y tercero, nuevos, los siguientes:





“Para el ejercicio de las funciones referidas en el inciso anterior, el personal de seguridad estará facultado para registrar vestimentas, bolsos, vehículos y todo elemento con que ingresen los espectadores al recinto deportivo.





El personal de seguridad podrá siempre solicitar el auxilio de la fuerza pública en caso de estimarse necesario.”.”.




-- En su letra b), que ha pasado a ser letra c), ha reemplazado las palabras “segundo” por “cuarto” y “suficiencia” por “capacidades”, respectivamente.

(unanimidad, 4x0, artículo 125 Reglamento del Senado)
Número 5)





- Ha pasado a ser número 6), reemplazado por el que sigue:





“6) Modifícase el artículo 3°, que ha pasado a ser artículo 9°, en el siguiente sentido:





a) Reemplázase en el inciso segundo la palabra “veinticuatro” por “la expresión “setenta y dos”, y 





b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:





“Sin perjuicio de lo anterior, la Intendencia respectiva podrá, en casos calificados y mediante resolución fundada, autorizar la celebración de un partido de fútbol profesional que no haya sido informado dentro del plazo señalado en el inciso anterior.”.”.
(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 25 y 26)
Número 6)





Ha pasado a ser número 7), reemplazado por el que sigue:





“7) Modifícase el artículo 4°, que ha pasado a ser artículo 10°, en el siguiente sentido: 





a) Remplázase en el inciso tercero la expresión “doscientas” por “mil”.





b) Sustitúyese su inciso final por el siguiente:





“Tendrá competencia para conocer de estas infracciones, la autoridad encargada de autorizar la realización del espectáculo de fútbol profesional, de conformidad al procedimiento establecido en el artículo 26.”.”.

(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 27 y 28)
Número 7)





Ha pasado a ser número 8), sin enmienda.

Número 8)





Ha pasado a ser número 9), sin modificaciones.

Número 9)





Ha pasado a ser número 10), con las siguientes enmiendas:





--Reemplazar su encabezado por el que sigue:





“10) En el artículo 6° A, que ha pasado a ser artículo 13, intercálase, luego del vocablo “inmediaciones”, la siguiente frase: “, o en el desarrollo de hechos o circunstancias conexas, de acuerdo a lo previsto en el inciso segundo del artículo 1°”.”.





-- Suprimir sus letras a) y b).

(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 29 y 30)
Número 10)





Ha pasado a ser número 11), reemplazado por el que sigue:





“11) Modifícase el artículo 6° C, que ha pasado a ser artículo 15, en el siguiente sentido: 




a) Reemplázanse en las expresiones “6°, 6°A y 6°B” por “12, 13 y 14”, y “6°D” por “16”.





b) Incorpórase como inciso segundo, nuevo, el siguiente:





“Al momento de imponer la medida cautelar establecida en el inciso anterior, el Juez podrá establecer la medida adicional señalada en  el inciso tercero del artículo 16.”.”.

(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 31 y 32)
Número 11)





-- Ha pasado a ser número 12), con las siguientes modificaciones:





-- En su letra b), reemplazar “y las expresiones “6°” por “12”, “6°A” por “13”, “6°B” por “14” y “6°C” por “15”” por el siguiente texto: “y las expresiones “6°A” por “13” y “6° y 6°B” por “12 o 14”.





-- Incorporar como letra c), nueva, la que sigue:





“c) Sustitúyese el párrafo segundo de la letra b) por el siguiente:





“El que quebrante la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo, junto a la pena accesoria de prohibición de ingreso a espectáculos de fútbol profesional por tres años, que serán adicionales a los impuestos por la pena quebrantada. La misma pena se impondrá a quien quebrantare la medida cautelar personal y adicional establecidas en el artículo 15 y a quienes incumplan con la condición de prohibición de ingreso a los estadios de fútbol profesional, cuando ésta ha sido establecida de conformidad a lo previsto en el artículo 238 del Código Procesal Penal. En este último caso, esta sanción se aplicará, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 239 del mismo cuerpo legal.”.”.
(unanimidad, 5x0, indicaciones Nos 33 y 34)




-- Reemplazar su letra c), que ha pasado a ser letra d), por la siguiente:





“d) Incorpóranse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos:





“Tratándose de la pena accesoria de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional respecto de los delitos establecidos en los artículos 12, 13 y 14, el tribunal podrá establecer la obligación de los condenados de presentarse y permanecer, durante el tiempo que dure dicha pena, en la unidad policial más cercana a su domicilio o  el lugar que determine, mientras se desarrollen, dentro o fuera de Chile, los espectáculos de fútbol profesional que el mismo tribunal precise.





En aquellos casos que se trate de un reincidente, el tribunal deberá imponer siempre la obligación de presentarse y permanecer, de que trata el inciso anterior.





Las penas accesorias señaladas en el inciso primero, así como la medida adicional establecida en el inciso tercero, podrán ser también impuestas a quienes fueren condenados por la comisión de delitos distintos a los contemplados en esta ley y que se hubieren cometido con ocasión de un espectáculo deportivo de fútbol profesional o en un hecho o circunstancia conexas al mismo.”.”.
(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 35 y 36)
Número 12)





Ha pasado a ser número 13), reemplazado por el que sigue:





“13) En el inciso primero del artículo 6°F, que ha pasado a ser artículo 18, reemplázase la expresión “6°, 6°A y 6°B” por “12, 13 y 14”.”.

(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 37 y 38)
Números 13) y 14)





Han pasado a ser números 14) y 15), respectivamente, sin otra modificación.

Número 15)





Ha pasado a ser número 16, reemplazado por el que sigue:





“16) Sustituir el encabezado del artículo 7°, que ha pasado a ser 19, por el siguiente: 





“Artículo 19.- Se considerarán circunstancias agravantes especiales en los delitos cometidos con ocasión de la celebración de un espectáculo de fútbol profesional, o en un hecho o circunstancia conexa al mismo, las siguientes:”.”.
(unanimidad, 5x0, artículo 125 Reglamento del Senado)
Número 16)





Ha pasado a ser número 17), reemplazando el artículo 20 que propone, por el que sigue:





“Artículo 20.- Se suspenderá el derecho a ser socio o afiliado de organizaciones relacionadas con el fútbol profesional a quienes tengan vigente cualquiera de las sanciones establecidas en la presente ley, por el período que dure dicha sanción, y durante los tres años siguientes a su cumplimiento.”.

(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 39 y 40)
Números 17) y 18)





Han pasado a ser números 18 y 19, respectivamente, sin modificaciones.

o o o





--Incorporar como numeral 20), nuevo, el siguiente:





“20) Intercálase en el artículo 10, que ha pasado a ser artículo 24, como inciso tercero, nuevo, el que sigue:





“Las sentencias o resoluciones de los tribunales con competencia en lo criminal que impongan condenas o medidas cautelares referidas a la prohibición de asistencia a espectáculos de fútbol profesional, producirán sus efectos únicamente en lo referido a esta prohibición, desde que hayan sido notificadas al imputado y sin perjuicio de los recursos que procedan en su contra.”.”.

(unanimidad, 3x0, Indicaciones Nos 41 y 42)
o o o

Número 19)





Ha pasado a ser número 21), sin otra enmienda,

Número 20)





Ha pasado a ser número 22), con las siguientes modificaciones:





En su Artículo 25:





--Reemplazar sus incisos primero y segundo, por los que siguen:





“Artículo 25.- Las infracciones a lo dispuesto en la presente ley que sean cometidas por los organizadores, dirigentes de clubes y asociaciones de fútbol profesional, serán sancionadas de la siguiente forma:





1) En espectáculos categoría A las contravenciones menos graves serán sancionadas con multa de 25 a 250 UTM, las graves de 251 a 500 UTM; y las gravísimas de 501 a 1000 UTM. 





2) En espectáculos categoría B las contravenciones menos graves serán sancionadas con multa de 20 a 125 UTM, las graves de 126 a 250 UTM; y las gravísimas de 251 a 500 UTM.





3) En espectáculos categoría C las contravenciones menos graves serán sancionadas con multa de 10 a 25 UTM, las graves de 26 a 50 UTM; y las gravísimas de 51 a 100 UTM.





4) En espectáculos categoría D las contravenciones menos graves serán sancionadas con multa de 1 a 5 UTM, las graves de 6 a 10 UTM; y las gravísimas de 11 a 20 UTM.





Se considerarán contravenciones menos graves las establecidas en los artículos 2 letra a), 2 letra c) y 3 letra g); contravenciones graves las establecidas en los artículos 2 letra b), 3 letra d), 5 letra c) y 5 letra d); y contravenciones gravísimas las establecidas en los artículos 3 letra a), 3 letra b), 3 letra c), 3 letra e), 3 letra h), 5 letra b), 5 letra e), 5 letra f), 5 letra g), 5 letra h), 6 y 7, inciso final.





Las infracciones a lo dispuesto en el artículo 3 f), artículo 9 inciso segundo y artículo 29 d) serán sancionados con multa de 25 a 100 UTM; a lo dispuesto en el artículo 3 inciso final y artículo 9 inciso primero con multa de 25 a 1000 UTM; y a lo dispuesto en el artículo 20 con multa de 5 a 100 UTM.





Para la determinación de las multas referidas, la autoridad competente deberá tomar especialmente en consideración las circunstancias de comisión de la infracción; la falta de profesionalismo y la experiencia del infractor en organización de espectáculos de futbol profesional; la extensión del mal causado; la capacidad económica del infractor; y el nivel de riesgo a que se vieron expuestos los asistentes al espectáculo o la comunidad.”.
(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 43 y 44)




--En su inciso tercero, que ha pasado a ser inciso quinto, sustituir sus palabras iniciales “Dichas multas se elevarán al doble” por ”Se aplicará el límite máximo de las sanciones establecidas en el inciso primero”, la expresión “en peligro” por “en grave peligro”, y eliminar su frase final “o que hiciere necesaria la intervención de Carabineros de Chile” y la coma (,) que le precede.

(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 45 y 46)




--Reemplazar su inciso cuarto, que ha pasado a ser inciso sexto, por el que sigue:





“En caso de reincidencia, los límites mínimos y máximo del marco señalado para cada una de las infracciones establecidas en la presente disposición se  elevarán conjuntamente al doble. Se entenderá para los efectos de este artículo que habrá reincidencia cuando un mismo infractor haya sido sancionado por la comisión de alguna de las infracciones contempladas en este artículo en un plazo inferior a 24 meses desde la comisión de la anterior.”.
(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 47 y 48)





--Agregar como incisos noveno y décimo, nuevos, los siguientes:  





“La imposición de la sanción consistente en la prohibición de asistir a espectáculos de fútbol profesional por no pago de multa, referida en el inciso anterior, suspenderá el plazo de prescripción de la sanción.





Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, la entidad superior del fútbol profesional retendrá los pagos que, por cualquier concepto, deba hacer a los clubes de fútbol profesional, para hacer efectivas las responsabilidades por las infracciones establecidas en este artículo por las que ellos hayan sido sancionados.”.
(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 49 y 50)




En su artículo 26:





--Reemplazar, en su inciso primero, la expresión “el intendente respectivo”, por “la autoridad encargada de autorizar la realización del espectáculo de fútbol profesional,” y, en su inciso segundo, las palabras “del intendente” por “de la autoridad encargada de autorizar la realización del espectáculo de fútbol profesional,”.

(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 51, 52, 53 y 54)




En su artículo 27:





--Reemplazar sus letras f) y g), de su inciso primero, por las que siguen:





“f) Cometer, provocar o participar en desórdenes que alteren el orden y tranquilidad del espectáculo de fútbol profesional o infringir las instrucciones y reglas que dictare la intendencia u otra autoridad para su normal desarrollo.





g) Efectuar o proferir expresiones de carácter discriminatorio sancionadas por la ley en contra de cualquiera de los participantes del espectáculo de fútbol profesional.”.
(unanimidad, 5x0, indicaciones Nos 55 y 56)




--Suprimir su inciso segundo.

(unanimidad, 5x0, Artículo 125 del Reglamento del Senado)




--Reemplazar en su inciso tercero, que ha pasado a ser inciso segundo, la frase “se hubiere perpetrado el hecho” por “se hubiere dado principio a la ejecución del hecho que da origen al proceso,”, y agregar después de su punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido, las siguientes oraciones: “Sin perjuicio de lo anterior, el recurso de apelación contra la sentencia definitiva se concederá en el sólo efecto devolutivo. Asimismo, las resoluciones dictadas en el proceso, incluyendo las sentencias definitivas, serán notificadas siempre por carta certificada al infractor, sin perjuicio de la facultad del Tribunal de determinar, en casos calificados y por resolución fundada, que la notificación sea realizada por Carabineros de Chile.”. 

(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 57, 58, 59 y 60)




En su inciso cuarto:





--En su encabezado, intercalar la palabra “conjuntamente” entre las voces “aplicará” y “las”;

(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 61 y 62)




--Sustituir la denominación de los literales “a)”, “b)”, “c)” y “d)” por “1)”, “2)”, “3)” y “4)”, respectivamente;

(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 63 y 64)




--En su letra a), que ha pasado a ser número 1), reemplazar su punto final (.) por una coma (,) y agregar lo siguiente: “a excepción de la conducta descrita en la letra c) de este artículo, la que se sancionará con las penas de multa establecida en los incisos segundo y tercero del artículo 2° de la ley N° 19.680, según sea el caso, y la de comiso del inciso cuarto de esa disposición, sin perjuicio de la aplicación de las demás sanciones que a continuación se señalan.”.
(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 65 y 66)




--En su letra b), que ha pasado a ser número 2), sustituir su voz final “segundo” por “tercero”.

(unanimidad, 4x0, artículo 125 del Reglamento del Senado)





--Reemplazar sus incisos quinto, sexto y séptimo, por los siguientes:





“En caso de reincidencia en alguna de las conductas señaladas en este artículo, las sanciones se elevarán al doble. Si se cometieren nuevamente, las sanciones se elevarán al triple. Se entenderá para los efectos de este artículo, que habrá reincidencia o nueva comisión, según el caso, cuando un mismo sujeto haya sido sancionado por la comisión de alguna de las  infracciones contempladas en la presente disposición, en un plazo inferior a 24 meses contados desde la comisión de la última.





Tratándose del no pago de la multa impuesta, se impondrá como sanción la prohibición de asistir a todo espectáculo de fútbol profesional por todo el tiempo que el infractor no pague la multa o ésta no le sea sustituida, lo que se impondrá sin perjuicio de la prohibición señalada en el número 2) del inciso tercero. La sanción señalada anteriormente cesará por el solo ministerio de la ley cuando se acredite el pago de las multas impuestas, sin perjuicio de la prohibición de ingreso decretada por el tribunal con competencia en lo criminal. Asimismo, el tribunal podrá, en casos calificados, imponer adicionalmente al infractor, por vía de sustitución y apremio, las medidas establecidas en el artículo 23 de la ley N° 18.287.





La imposición por parte del Tribunal de la prohibición de asistir a espectáculos de fútbol profesional referida en el inciso anterior, suspenderá el plazo de prescripción de la sanción.”.
(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 67 y 68)




--En su inciso octavo, sustituir su punto final (.) por una coma (,), y agregar la siguiente frase: “de conformidad a lo establecido en el artículo 9° de la ley N° 18.287.”.

(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 69 y 70)




--En su artículo 28, reemplazar la palabra “supervigilará” por “supervisará”.

(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 71 y 72)




En el artículo 29:





--Remplazar su letra a) por la siguiente:





“a) Tratándose de delitos cometidos con ocasión de la celebración de un espectáculo de fútbol profesional o de un hecho o circunstancia conexa al mismo, el tribunal con competencia en lo criminal que corresponda deberá comunicar a la Subsecretaría de Prevención del Delito, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, las sentencias condenatorias que consignen la comisión de los mismos, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hubieren quedado ejecutoriadas. Sin embargo, en el caso de aquellas sentencias condenatorias que impongan prohibición de ingresar a espectáculos de fútbol profesional, el Tribunal correspondiente deberá remitirlas a la Subsecretaría señalada, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hayan sido notificadas al imputado.





Asimismo, tratándose de tales delitos los tribunales referidos deberán comunicar también, a la Subsecretaría de Prevención del Delito, las resoluciones judiciales que impongan o dejen sin efecto medidas cautelares personales o las que aprueban suspensiones condicionales del procedimiento, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que se hubieren notificado al imputado.”.
(unanimidad, 5x0, indicaciones Nos 73 y 74)




--En su letra b), reemplazar la expresión “dictadas, las resoluciones administrativas ejecutoriadas” por “notificadas, las resoluciones administrativas” e intercalar entre las palabras “carácter” y “según” la oración “, así como aquellas que impongan la sanción de prohibición de asistencia a espectáculos de fútbol profesional por no pago de multa de acuerdo a lo establecido en el inciso octavo del artículo 25,”.

(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 75 y 76)




--En su letra c), sustituir la palabra “ejecutoriadas” por la siguiente oración: “, aquellas resoluciones que impongan la sanción de prohibición de asistencia a espectáculos de fútbol profesional por no pago de multa de acuerdo a lo establecido en el inciso quinto del artículo 27 y las que acrediten su pago efectivo o el cumplimiento de la sanción sustitutiva,”.

(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 77 y 78).





--Reemplazar su letra d), por la siguiente:





“d) Tratándose del ejercicio del derecho de admisión, la entidad superior del fútbol profesional deberá remitir a la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro de las veinticuatro horas siguientes a que haya tomado conocimiento, las decisiones de los organizadores en dicha materia, de acuerdo a lo establecido en el Reglamento de esta ley. En la información que se remita se deberán incorporar los antecedentes de la decisión e individualizar a los afectados.”.
(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 79 y 80)




--En su inciso segundo, intercalar entre la palabra “organizadores” y las voz “se”, lo siguiente: “se remitirán por vía electrónica al correo institucional que al efecto señale la Subsecretaría de Prevención del Delito y”.

(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 81 y 82)




--Suprimir su inciso final.

(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 83 y 84)




En su artículo 30:





--En su inciso primer suprimir su oración final, pasando el punto seguido (.), que sigue a la palabra “aplicadas”, a ser punto final (.).





--En su inciso segundo, reemplazar el punto, las comillas y el punto final (.”.) por una coma (,); agregar la siguiente frase: “la que regirá supletoriamente en todo aquello no regulado por la presente ley.”, 





--Incorporar como inciso tercero, nuevo, el siguiente:





“Los intendentes o autoridades encargadas de autorizar los espectáculos de futbol profesional tendrán acceso a los datos del registro referido y podrán consultarlos para el ejercicio de las facultades establecidas en la presente ley.”.
(unanimidad, 4x0, indicaciones Nos 85 y 86)
o o o

Artículo 31, nuevo





Consignar como artículo 31, nuevo, el que sigue:





“Artículo 31.- Las infracciones previstas en el artículo 25 de la presente ley, prescribirán en el plazo de un año, contado desde la comisión de las mismas.





En el mismo plazo establecido en el inciso anterior, prescribirán las acciones que persigan la responsabilidad por las infracciones establecidas en el artículo 27, contado desde la comisión de las mismas.





Las sanciones impuestas por el intendente respectivo o la autoridad que corresponda , por las infracciones establecidas en el artículo 25, prescribirán en el plazo de dos años, contado desde que hubiere quedado ejecutoriado el acto administrativo que ordenó su imposición. 





En el mismo plazo establecido en el inciso anterior, prescribirán aquéllas sanciones que apliquen los Juzgados de Policía Local por las contravenciones señaladas en el artículo 27, contado desde que hubiere quedado ejecutoriada la sentencia condenatoria.”.
(unanimidad, 5x0, indicaciones Nos 87 y 88)
o o o

Artículo 2°





En la letra f) que propone, reemplazar “ley N°19.327” por “ley N° 19.327, de derechos y deberes en los espectáculos de fútbol profesional”.

(unanimidad, 5x0, artículo 125 Reglamento del Senado)
o o o

Artículo 3°, nuevo





--Incorporar como artículo 3°, nuevo, el siguiente:





“Artículo 3°.- Modifícase el Código Penal,  de la siguiente manera:





1) Intercálase, a continuación del artículo 268 quinquies, el siguiente párrafo 1 ter y artículo 268 sexies, en el Título VI del Libro II:


“1 ter. Retenciones o toma de control de vehículo de transporte público de pasajeros.


Art. 268 sexies.- Los que mediante violencia o intimidación retuvieren o tomaren el control de un vehículo de transporte público de pasajeros serán sancionados con la pena de presidio mayor en su grado mínimo, sin perjuicio de las penas que correspondan por los otros delitos cometidos con ocasión del hecho. En este último caso, todas las penas se impondrán conjuntamente, en la forma prescrita por el artículo 74 del Código Penal.


Si el hecho consistiere en la apropiación del vehículo no tendrá lugar lo previsto en el inciso precedente y, en su lugar, se impondrán las penas de los delitos establecidos en los artículos 433 y 436, inciso primero, del Código Penal, según correspondiere, con exclusión de su grado mínimo.


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, si los hechos constituyeren algún delito o delitos de mayor gravedad, se estará a la pena señalada para ellos.”.





2) Sustitúyese el epígrafe del párrafo 2 del Título VI denominado  “Desórdenes públicos" por “Otros desordenes públicos”.





3) En el artículo 269, reemplázase el pronombre inicial "Los", por la frase "Fuera de los casos sancionados en el párrafo anterior, los".”.
(unanimidad, 5x0, artículo 125 Reglamento del Senado) 

o o o

Artículo 3°





Ha pasado a ser artículo 4°, sin enmiendas.

- - -





En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

“PROYECTO DE LEY:





Artículo 1°.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley N°19.327, que fija normas para prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional:





1) Sustitúyese el epígrafe de la ley N°19.327 por el siguiente: “Ley N°19.327, de derechos y deberes en los espectáculos de fútbol profesional”.





2) Agrégase el siguiente Título Preliminar, incorporando los siguientes artículos 1°, 2°, 3° y 3° bis, alterándose la actual numeración del articulado de la ley en referencia como sigue: los artículos 1°, 2°, 2°A, 2°B, 2°C, 3°, 4°, 5°, 6°, 6°A, 6°B, 6°C, 6°D, 6°E, 6°F, 7°, 7°A, 9°, 9°A y 10, pasan a ser, respectivamente, los artículos 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9°, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 21, 22, 23 y 24.

“TÍTULO PRELIMINAR

Del ámbito de aplicación, derechos y deberes de los asistentes y de los organizadores de espectáculos de fútbol profesional.





Artículo 1°.- La presente ley regula la realización de los espectáculos de fútbol profesional, establece los derechos y deberes de los asistentes, los requisitos de los recintos deportivos en que éstos se desarrollen, y las obligaciones de las organizaciones deportivas de fútbol profesional, de los organizadores de dichos espectáculos y de los administradores de los recintos correspondientes.





Se aplicará la presente ley, de igual manera, a los delitos, faltas e infracciones cometidas por cualquier persona con ocasión de un espectáculo de fútbol profesional, sea en el interior del recinto deportivo o en sus inmediaciones. Asimismo, se aplicará a todos los hechos y circunstancias conexas a dicho espectáculo y, especialmente, a los ejecutados en el transcurso de entrenamientos, animaciones previas, celebraciones, venta de entradas, uso de los servicios de transporte público remunerado de pasajeros y desplazamientos de los equipos, de los asistentes, de los medios de comunicación y otros intervinientes a los recintos deportivos y lugares de concentración, anteriores o posteriores a un evento deportivo, que tengan como motivo o causa principal los espectáculos antes referidos.





También se aplicará a las conductas ejecutadas contra los actores relacionados con los espectáculos mencionados, tales como jugadores, directores técnicos, miembros del equipo técnico, dirigentes, funcionarios administrativos de los clubes y del ente superior del fútbol profesional, periodistas y árbitros, en su calidad de tales, en el marco del espectáculo de fútbol profesional y de los hechos conexos.





Artículo 2°.- Son derechos y deberes de los asistentes a espectáculos de fútbol profesional los siguientes:





a) Derecho a asistir y participar del espectáculo deportivo y conocer las condiciones de ingreso y de permanencia en el recinto, las que se establecerán en el reglamento de esta ley.





b) Derecho a que los espectáculos y los recintos deportivos cumplan con condiciones básicas de higiene, seguridad y salubridad.





c) Derecho a contar con información oportuna sobre las condiciones básicas de seguridad en el espectáculo y en el recinto deportivo, sobre las medidas de prevención y protección de riesgos inherentes a la actividad, y todas las medidas técnicas necesarias y suficientes que los organizadores, dentro de su esfera de control, deban adoptar con dicho propósito.





d) Deber de respetar las condiciones de ingreso y de permanencia, y no afectar o poner en peligro su propia seguridad, la del resto de los asistentes o del espectáculo en general.





Estos derechos y deberes deberán ser informados por los organizadores del espectáculo a través de medios tecnológicos, medios de comunicación local o nacional u otros aptos para tal efecto.





Artículo 3°.- Son deberes de los organizadores, asociaciones y dirigentes de fútbol profesional, en el marco de la celebración de espectáculos organizados por ello o que les hubiesen sido autorizados, así como en los hechos o circunstancias conexas a éstos, los siguientes:




a) Organizar y administrar el espectáculo deportivo adoptando todas las medidas necesarias y las exigidas para el correcto desarrollo del mismo, incluyendo aquellas que sean determinadas por el intendente al autorizar el espectáculo.





b) Supervisar y garantizar el cumplimiento de la ley, su reglamento y las disposiciones que la autoridad administrativa o policial le hayan ordenado adoptar, para cada espectáculo deportivo, hecho o actividad conexa.





c) Adoptar las medidas de seguridad establecidas en las leyes, reglamentos, disposiciones de la autoridad y protocolos determinados por la entidad superior del futbol profesional necesarias para prevenir alteraciones a la seguridad y al orden público que sean producto del espectáculo deportivo de fútbol profesional, hecho o actividad conexa, tales como venta de entradas, entrenamientos, concentraciones y traslados de equipos.





d) Entregar a la autoridad, a la mayor brevedad, todos los antecedentes que le sean requeridos, tales como grabaciones, listado de asistentes, registros contables contemplados en el artículo 10° de esta ley y aquella que da cuenta del monto de la recaudación por concepto de venta de entradas de cada espectáculo de futbol profesional, documentos de la organización, informes técnicos y, en general, toda otra información que se le solicite.





e) El organizador deberá ejercer el derecho de admisión, conforme lo establezca el reglamento, respecto de quienes infrinjan las condiciones de ingreso y permanencia o cuando existan motivos que justifiquen razonablemente la utilización de dicha facultad.





Asimismo, el organizador deberá impedir el acceso al recinto deportivo a aquellas personas respecto de quienes, éste o cualquier otro organizador, hubiere ejercido el derecho de admisión y que ello haya sido informado e incorporado al registro a que hace referencia el artículo 30.




f) Realizar actividades de difusión y extensión que promuevan una cultura de convivencia, bienestar y seguridad en los espectáculos de fútbol profesional.





g) Establecer accesos preferenciales para espectadores que asistan con menores de edad, mujeres embarazadas, personas con situación de discapacidad y adultos mayores.





h) Denunciar, ante la autoridad que corresponda, los delitos que presenciaren o de los que tomaren conocimiento, con ocasión de los espectáculos de futbol profesional o hechos conexos, en especial, los que les afectaren a ellos o a la institución a la que representan.





Asimismo, y sin perjuicio de la responsabilidad por el incumplimiento de las obligaciones señaladas anteriormente, los organizadores de espectáculos de fútbol profesional estarán sujetos a las obligaciones que para los proveedores impone la ley N°19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, debiendo aplicarse el procedimiento establecido en dicho cuerpo normativo respecto de las eventuales infracciones a los preceptos mencionados.





La entidad superior del fútbol profesional tendrá como deber elaborar el calendario de competiciones, mantener una adecuada organización del campeonato y velar porque los clubes participantes cumplan con los requisitos establecidos por la ley, el reglamento y las resoluciones administrativas correspondientes.




Artículo 3° bis.- Sin perjuicio de las obligaciones de los organizadores y asistentes establecidas en los artículos precedentes, toda persona natural o jurídica que tenga información o antecedentes que permitan identificar a los responsables de una infracción o delito que se haya producido con motivo u ocasión de la realización de un espectáculo de fútbol profesional o hecho o actividad conexa al mismo, tales como grabaciones o fotografías, deberá entregarla, a la mayor brevedad, a las policías o al Ministerio Público, cuando les sean requeridos por estos.





El requerimiento de información y antecedentes efectuados por las policías, podrá realizarse en el marco de las primeras diligencias efectuadas por aquellas y, en todo caso, no necesitará instrucción previa del fiscal competente.





La negativa injustificada a entregar dichas informaciones o antecedentes se castigará con la pena señalada para el delito establecido en el artículo 269 bis del Código Penal.”.




3) Reemplázase en el artículo 2°, que ha pasado a ser artículo 5°, su letra g), por la siguiente: 





“g) Disponer de medios de grabación, a través de cámaras de seguridad, que tengan los estándares de calidad suficientes para identificar a los asistentes al espectáculo de futbol profesional, junto con vigilar el perímetro del lugar donde se celebre el mismo. Estas cámaras deberán ser monitoreadas permanentemente por los organizadores durante el desarrollo del espectáculo, debiendo resguardarse sus imágenes por un periodo mínimo de 90 días y ello sin perjuicio de lo señalado en el artículo 3° bis.”.





4) Agréganse en el artículo 2°A, que ha pasado a ser 6°, los siguientes incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo:





Asimismo el intendente, o quien lo represente, podrá, fundado en razones de orden y seguridad, requerir a los organizadores cumplir con medidas adicionales de seguridad, rechazar por sectores el aforo máximo para el desarrollo del espectáculo, rechazar la programación del evento deportivo o su realización en un recinto determinado.





El Intendente podrá revocar, en cualquier momento, cuando se comprometa gravemente la seguridad y el orden público, y previo informe verbal o escrito de Carabineros, la respectiva autorización de un espectáculo de futbol profesional, decisión que se comunicará a Carabineros, al jefe de seguridad y al árbitro del encuentro.





Las facultades de los dos incisos anteriores se aplicarán a los hechos y circunstancias conexas señaladas en el inciso segundo del artículo primero, cuando proceda.




Las medidas adicionales de seguridad impuestas a los organizadores deberán ser proporcionales a la clasificación del riesgo del encuentro de fútbol profesional, de acuerdo a lo establecido en el reglamento de esta ley.”.





5) Efectúanse las siguientes modificaciones en el artículo 2° B, que ha pasado ser 7°:





a) En su inciso primero, intercálase entre las palabras “podrá” y “controlar” la frase “, siempre sujeto a las órdenes y disposiciones del organizador,”, y sustitúyese el texto que sigue a la expresión “presente ley”, por el siguiente: “, impedir el ingreso de elementos prohibidos; revisar el correspondiente ticket de ingreso; corroborar la identidad del asistente; hacer efectivo el derecho de admisión; impedir el ingreso de quienes tengan prohibición judicial de acceso y hacer efectiva la expulsión de los asistentes, cuando corresponda.”.




b) Incorporar como incisos segundo y tercero, nuevos, los siguientes:




“Para el ejercicio de las funciones referidas en el inciso anterior, el personal de seguridad estará facultado para registrar vestimentas, bolsos, vehículos y todo elemento con que ingresen los espectadores al recinto deportivo.





El personal de seguridad podrá siempre solicitar el auxilio de la fuerza pública en caso de estimarse necesario.”.




b) Introdúcese el siguiente inciso cuarto:





“El reglamento fijará la aptitud, capacidades y las obligaciones que deberán cumplir los guardias de seguridad.”.





6) Modifícase el artículo 3°, que ha pasado a ser artículo 9°, en el siguiente sentido:





a) Reemplázase en el inciso segundo la palabra “veinticuatro” por “la expresión “setenta y dos”, y 





b) agrégase el siguiente inciso final, nuevo:





“Sin perjuicio de lo anterior, la Intendencia respectiva podrá, en casos calificados y mediante resolución fundada, autorizar la celebración de un partido de fútbol profesional que no haya sido informado dentro del plazo señalado en el inciso anterior.”.




7) Modifícase el artículo 4°, que ha pasado a ser artículo 10°, en el siguiente sentido: 





a) Remplázase en el inciso tercero la expresión “doscientas” por “mil”.





b) Sustitúyese su inciso final por el siguiente:





“Tendrá competencia para conocer de estas infracciones, la autoridad encargada de autorizar la realización del espectáculo de fútbol profesional, de conformidad al procedimiento establecido en el artículo 26.”.




8) Reemplázase en el artículo 5°, que ha pasado a ser 11, el ordinal “1°” por “4°”.





9) Agrégase en el inciso 1° del artículo 6°, que ha pasado a ser 12, luego del vocablo “inmediaciones”, la siguiente frase: “, o en el desarrollo de hechos o circunstancias conexas, de acuerdo a lo previsto en el inciso segundo del artículo 1°”.





10) En el artículo 6° A, que ha pasado a ser artículo 13, intercálase, luego del vocablo “inmediaciones”, la siguiente frase: “, o en el desarrollo de hechos o circunstancias conexas, de acuerdo a lo previsto en el inciso segundo del artículo 1°”.





11) Modifícase el artículo 6° C, que ha pasado a ser artículo 15, en el siguiente sentido: 




a) Reemplázanse en las expresiones “6°, 6°A y 6°B” por “12, 13 y 14”, y “6°D” por “16”.





b) Incorpórase como inciso segundo, nuevo, el siguiente:





“Al momento de imponer la medida cautelar establecida en el inciso anterior, el Juez podrá establecer la medida adicional señalada en el inciso tercero del artículo 16.”.





12) Efectúanse las siguientes modificaciones en el artículo 6°D, que ha pasado a ser 16:





a) Reemplázase en su inciso primero la expresión “6°, 6°A y 6°B” por “12, 13 y 14”.





b) Sustitúyense en la letra b) el vocablo “uno” por “dos”; la palabra “dos” por “cuatro”; y las expresiones “6°A” por “13” y “6° y 6°B” por “12 o 14”.




c) Sustitúyese el párrafo segundo de la letra b) por el siguiente:





“El que quebrante la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo, junto a la pena accesoria de prohibición de ingreso a espectáculos de fútbol profesional por tres años, que serán adicionales a los impuestos por la pena quebrantada. La misma pena se impondrá a quien quebrantare la medida cautelar personal y adicional establecidas en el artículo 15 y a quienes incumplan con la condición de prohibición de ingreso a los estadios de fútbol profesional, cuando ésta ha sido establecida de conformidad a lo previsto en el artículo 238 del Código Procesal Penal. En este último caso, esta sanción se aplicará, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 239 del mismo cuerpo legal.”.




d) Incorpóranse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos:





“Tratándose de la pena accesoria de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional respecto de los delitos establecidos en los artículos 12, 13 y 14, el tribunal podrá establecer la obligación de los condenados de presentarse y permanecer, durante el tiempo que dure dicha pena, en la unidad policial más cercana a su domicilio o  el lugar que determine, mientras se desarrollen, dentro o fuera de Chile, los espectáculos de fútbol profesional que el mismo tribunal precise.





En aquellos casos que se trate de un reincidente, el tribunal deberá imponer siempre la obligación de presentarse y permanecer, de que trata el inciso anterior.





Las penas accesorias señaladas en el inciso primero, así como la medida adicional establecida en el inciso tercero, podrán ser también impuestas a quienes fueren condenados por la comisión de delitos distintos a los contemplados en esta ley y que se hubieren cometido con ocasión de un espectáculo deportivo de fútbol profesional o en un hecho o circunstancia conexas al mismo.”.




13) En el inciso primero del artículo 6°F, que ha pasado a ser artículo 18, reemplázase la expresión “6°, 6°A y 6°B” por “12, 13 y 14”.





14) Suprímese el artículo 6°G.




15) Elimínase el artículo 6°H.




16) Sustituir el encabezado del artículo 7°, que ha pasado a ser 19, por el siguiente: 





“Artículo 19.- Se considerarán circunstancias agravantes especiales en los delitos cometidos con ocasión de la celebración de un espectáculo de fútbol profesional, o en un hecho o circunstancia conexa al mismo, las siguientes:”.




17) Intercálase el siguiente artículo 20:





“Artículo 20.- Se suspenderá el derecho a ser socio o afiliado de organizaciones relacionadas con el fútbol profesional a quienes tengan vigente cualquiera de las sanciones establecidas en la presente ley, por el período que dure dicha sanción, y durante los tres años siguientes a su cumplimiento.”.





18) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 9°, que ha pasado a ser 22:





a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “6°, 6°A y 6°B” por “12, 13 y 14”.





b) Sustitúyese en el inciso segundo la expresión “6°D” por el vocablo “16”. 





19) Incorpóranse las siguientes enmiendas en el artículo 9°A, que ha pasado a ser 23:





a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “los artículos 6°G y 6°H” por “el artículo 27”.





b) Sustitúyese en el inciso segundo la expresión “6°G” por el vocablo “27”.”.





20) Intercalar en el artículo 10, que ha pasado a ser artículo 24, como inciso tercero, nuevo, el que sigue:





“Las sentencias o resoluciones de los tribunales con competencia en lo criminal que impongan condenas o medidas cautelares referidas a la prohibición de asistencia a espectáculos de fútbol profesional, producirán sus efectos únicamente en lo referido a esta prohibición, desde que hayan sido notificadas al imputado y sin perjuicio de los recursos que procedan en su contra.”.





21) Reemplázase el epígrafe del TÍTULO III por el siguiente: 

“TÍTULO III

Infracciones administrativas y su procedimiento sancionatorio”





22) Agréganse los siguientes artículos 25, 26, 27, 28, 29 y 30:





“Artículo 25.- Las infracciones a lo dispuesto en la presente ley que sean cometidas por los organizadores, dirigentes de clubes y asociaciones de fútbol profesional, serán sancionadas de la siguiente forma:





1) En espectáculos categoría A las contravenciones menos graves serán sancionadas con multa de 25 a 250 UTM, las graves de 251 a 500 UTM; y las gravísimas de 501 a 1000 UTM. 





2) En espectáculos categoría B las contravenciones menos graves serán sancionadas con multa de 20 a 125 UTM, las graves de 126 a 250 UTM; y las gravísimas de 251 a 500 UTM.





3) En espectáculos categoría C las contravenciones menos graves serán sancionadas con multa de 10 a 25 UTM, las graves de 26 a 50 UTM; y las gravísimas de 51 a 100 UTM.





4) En espectáculos categoría D las contravenciones menos graves serán sancionadas con multa de 1 a 5 UTM, las graves de 6 a 10 UTM; y las gravísimas de 11 a 20 UTM.





Se considerarán contravenciones menos graves las establecidas en los artículos 2 letra a), 2 letra c) y 3 letra g); contravenciones graves las establecidas en los artículos 2 letra b), 3 letra d), 5 letra c) y 5 letra d); y contravenciones gravísimas las establecidas en los artículos 3 letra a), 3 letra b), 3 c), 3 letra e), 3 letra h), 5 letra b), 5 letra e), 5 letra f), 5 letra g), 5 letra h), 6 y 7, inciso final.




Las infracciones a lo dispuesto en el artículo 3 f), artículo 9 inciso segundo y artículo 29 letra d) serán sancionados con multa de 25 a 100 UTM; a lo dispuesto en el artículo 3 inciso final y artículo 9 inciso primero con multa de 25 a 1000 UTM; y a lo dispuesto en el artículo 20 con multa de 5 a 100 UTM.





Para la determinación de las multas referidas, la autoridad competente deberá tomar especialmente en consideración las circunstancias de comisión de la infracción; la falta de profesionalismo y la experiencia del infractor en organización de espectáculos de futbol profesional; la extensión del mal causado; la capacidad económica del infractor; y el nivel de riesgo a que se vieron expuestos los asistentes al espectáculo o la comunidad.




Se aplicará el límite máximo de las sanciones establecidas en el inciso primero en los casos en que, producto de las infracciones a lo dispuesto en la presente ley, a su reglamento o a lo dispuesto por la autoridad competente en la resolución administrativa que autoriza al respectivo recinto o evento deportivo, se produjeren desórdenes, agolpamientos, tumultos u otras circunstancias que afecten o pongan en grave peligro a los asistentes, o cualquier otra alteración al orden público.





En caso de reincidencia, los límites mínimos y máximo del marco señalado para cada una de las infracciones establecidas en la presente disposición se elevarán conjuntamente al doble. Se entenderá para los efectos de este artículo que habrá reincidencia cuando un mismo infractor haya sido sancionado por la comisión de alguna de las infracciones contempladas en este artículo en un plazo inferior a 24 meses desde la comisión de la anterior.




Adicionalmente, en los casos de los dos incisos anteriores, se podrá aplicar, para los espectáculos de fútbol profesional futuros que la autoridad administrativa determine, la prohibición de asistencia de los hinchas o espectadores del equipo visita o local.





En los casos en que las multas impuestas de conformidad a los incisos anteriores no sean pagadas, se sancionará a los dirigentes del club organizador del espectáculo, o a los dirigentes de los clubes o asociaciones infractoras, en su caso, con la prohibición de asistir a todo espectáculo de fútbol profesional por el período de tres años. La sanción cesará por el solo ministerio de la ley cuando se acredite el pago de las multas impuestas.





La imposición de la sanción consistente en la prohibición de asistir a espectáculos de fútbol profesional por no pago de multa, referida en el inciso anterior, suspenderá el plazo de prescripción de la sanción.





Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, la entidad superior del fútbol profesional retendrá los pagos que, por cualquier concepto, deba hacer a los clubes de fútbol profesional, para hacer efectivas las responsabilidades por las infracciones establecidas en este artículo por las que ellos hayan sido sancionados.”.




Artículo 26.- Las infracciones señaladas en el artículo anterior serán conocidas y sancionadas fundadamente por la autoridad encargada de autorizar la realización del espectáculo de fútbol profesional, a través del procedimiento señalado en la ley N°19.880, con la excepción de lo expresado en los artículos 59 y 60 de ese cuerpo legal, en lo relativo al recurso jerárquico y al recurso extraordinario de revisión.





Sin perjuicio de lo anterior, los afectados por las decisiones administrativas de la autoridad encargada de autorizar la realización del espectáculo de fútbol profesional, podrán reclamar la ilegalidad de esa decisión a la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de los 15 días corridos contados desde la notificación a que se refiere el artículo 46 de la ley N°19.880.





La Corte de Apelaciones deberá disponer que el reclamo de ilegalidad sea notificado por cédula al intendente, el que dispondrá del plazo de diez días para presentar sus descargos u observaciones. Evacuado el traslado por el intendente, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación.





La Corte de Apelaciones escuchará los alegatos de las partes, a solicitud de ellas, y dictará sentencia dentro del término de diez días, contado desde la fecha en que se celebre la audiencia antes referida.





Artículo 27.- Constituirán infracciones a la presente ley las siguientes conductas:





a) Revender entradas para espectáculos de fútbol profesional. Para estos efectos, se entenderá por reventa de entradas, todo acto que tenga por objeto enajenar, comercializar, vender o ceder a título oneroso uno o más boletos de ingreso a un espectáculo de fútbol profesional, adquiridos previamente y por medio de las vías oficiales, a un precio superior al establecido por el organizador del espectáculo de fútbol profesional.





b) Ingresar indebidamente a un recinto donde se realiza un espectáculo de fútbol profesional, o actividades conexas que no sean de libre acceso al público, ocupando formas o vías no dispuestas por el organizador o el administrador del recinto deportivo, o irrumpir sin autorización en el terreno de juego del recinto deportivo o del campo de entrenamiento, o cualquier otra zona del recinto deportivo cuyo acceso no sea de libre acceso público.





c) Portar, activar o lanzar bengalas, petardos, bombas de estruendo o, en general, todos aquellos elementos a que se refiere el artículo 3°A de la ley N°17.798, en espectáculos de fútbol profesional o en actividades conexas.





d) Ejecutar cualquier conducta que ponga en peligro la seguridad y tranquilidad del desarrollo del espectáculo, tales como lanzar objetos en dirección al campo de juego, trepar o escalar el alambrado o barreras de separación del recinto.





e) Realizar conductas que interrumpan el espectáculo de fútbol profesional o retrasaren su inicio.





f) Cometer, provocar o participar en desórdenes que alteren el orden y tranquilidad del espectáculo de fútbol profesional o infringir las instrucciones y reglas que dictare la intendencia u otra autoridad para su normal desarrollo.





g) Efectuar o proferir expresiones de carácter discriminatorio sancionadas por la ley en contra de cualquiera de los participantes del espectáculo de fútbol profesional.




Tales conductas serán conocidas por el juzgado de policía local competente en el territorio jurisdiccional donde se hubiere dado principio a la ejecución del hecho que da origen al proceso, por medio del procedimiento establecido en la ley N°18.287. Sin perjuicio de lo anterior, el recurso de apelación contra la sentencia definitiva se concederá en el sólo efecto devolutivo. Asimismo, las resoluciones dictadas en el proceso, incluyendo las sentencias definitivas, serán notificadas siempre por carta certificada al infractor, sin perjuicio de la facultad del Tribunal de determinar, en casos calificados y por resolución fundada, que la notificación sea realizada por Carabineros de Chile.




El tribunal, en los casos anteriores, aplicará conjuntamente las siguientes sanciones, de acuerdo a la gravedad de la conducta:





1) Multa de 1 a 25 unidades tributarias mensuales, a beneficio municipal, a excepción de la conducta descrita en la letra c) de este artículo, la que se sancionará con las penas de multa establecida en los incisos segundo y tercero del artículo 2° de la ley N° 19.680, según sea el caso, y la de comiso del inciso cuarto de esa disposición, sin perjuicio de la aplicación de las demás sanciones que a continuación se señalan.




2) Prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, por un período de entre uno y dos años, aplicándose lo dispuesto en el artículo 16, inciso tercero.





3) Suspensión de la calidad de afiliado, abonado, dirigente o socio de los clubes deportivos a los que perteneciere el infractor, por uno a tres años.





4) Inhabilitación absoluta de las calidades señaladas en la letra anterior, entre uno y hasta tres años.





En caso de reincidencia en alguna de las conductas señaladas en este artículo, las sanciones se elevarán al doble. Si se cometieren nuevamente, las sanciones se elevarán al triple. Se entenderá para los efectos de este artículo, que habrá reincidencia o nueva comisión, según el caso, cuando un mismo sujeto haya sido sancionado por la comisión de alguna de las  infracciones contempladas en la presente disposición, en un plazo inferior a 24 meses contados desde la comisión de la última.





Tratándose del no pago de la multa impuesta, se impondrá como sanción la prohibición de asistir a todo espectáculo de fútbol profesional por todo el tiempo que el infractor no pague la multa o ésta no le sea sustituida, lo que se impondrá sin perjuicio de la prohibición señalada en el número 2) del inciso tercero. La sanción señalada anteriormente cesará por el solo ministerio de la ley cuando se acredite el pago de las multas impuestas, sin perjuicio de la prohibición de ingreso decretada por el tribunal con competencia en lo criminal. Asimismo, el tribunal podrá, en casos calificados, imponer adicionalmente al infractor, por vía de sustitución y apremio, las medidas establecidas en el artículo 23 de la ley N° 18.287.





La imposición por parte del Tribunal de la prohibición de asistir a espectáculos de fútbol profesional referida en el inciso anterior, suspenderá el plazo de prescripción de la sanción.




El juzgado de policía local será competente para conocer de las acciones civiles que interpongan los afectados con las conductas señaladas,  de conformidad a lo establecido en el artículo 9° de la ley N° 18.287.




Artículo 28.- Carabineros supervisará el cumplimiento de las disposiciones de esta ley, de sus reglamentos y de las resoluciones administrativas que autorizan los respectivos recintos o eventos de fútbol profesional, estando facultado para dar inicio, por la vía más expedita posible, a los procedimientos administrativos o judiciales a que hacen referencia los artículos anteriores para la persecución de las infracciones a las que aquellos se apliquen.





Artículo 29.- Para los efectos de ejercer el derecho de admisión, aplicar la prohibición de asistir a todo espectáculo de fútbol profesional y las demás sanciones previstas en la ley, se establecerán, según sea el caso, los siguientes mecanismos de comunicación de las sentencias o resoluciones administrativas, según la naturaleza de la misma:





a) Tratándose de delitos cometidos con ocasión de la celebración de un espectáculo de fútbol profesional o de un hecho o circunstancia conexa al mismo, el tribunal con competencia en lo criminal que corresponda deberá comunicar a la Subsecretaría de Prevención del Delito, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, las sentencias condenatorias que consignen la comisión de los mismos, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hubieren quedado ejecutoriadas. Sin embargo, en el caso de aquellas sentencias condenatorias que impongan prohibición de ingresar a espectáculos de fútbol profesional, el Tribunal correspondiente deberá remitirlas a la Subsecretaría señalada, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hayan sido notificadas al imputado.





Asimismo, tratándose de tales delitos los tribunales referidos deberán comunicar también, a la Subsecretaría de Prevención del Delito, las resoluciones judiciales que impongan o dejen sin efecto medidas cautelares personales o las que aprueban suspensiones condicionales del procedimiento, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que se hubieren notificado al imputado.





b) Tratándose de las infracciones administrativas a que hace referencia el artículo 25, la intendencia respectiva comunicará a la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hubieren sido notificadas, las resoluciones administrativas que consignen infracciones de este carácter, así como aquellas que impongan la sanción de prohibición de asistencia a espectáculos de fútbol profesional por no pago de multa de acuerdo a lo establecido en el inciso octavo del artículo 25, según lo establecido en la presente ley, su reglamento, o a lo resuelto por la autoridad competente en la resolución administrativa que autoriza el respectivo recinto o evento de fútbol profesional.





c) Tratándose de las infracciones a que se refiere el artículo 27, los juzgados de policía local que hubieren conocido de los procesos por infracciones a los que tal disposición se refiere, deberán remitir las sentencias condenatorias, aquellas resoluciones que impongan la sanción de prohibición de asistencia a espectáculos de fútbol profesional por no pago de multa de acuerdo a lo establecido en el inciso quinto del artículo 27 y las que acrediten su pago efectivo o el cumplimiento de la sanción sustitutiva, a la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hubieren sido dictadas.





d) Tratándose del ejercicio del derecho de admisión, la entidad superior del fútbol profesional deberá remitir a la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro de las veinticuatro horas siguientes a que haya tomado conocimiento, las decisiones de los organizadores en dicha materia, de acuerdo a lo establecido en el Reglamento de esta ley. En la información que se remita se deberán incorporar los antecedentes de la decisión e individualizar a los afectados.




Las comunicaciones de las sentencias, resoluciones administrativas o decisiones de los organizadores se remitirán por vía electrónica al correo institucional que al efecto señale la Subsecretaría de Prevención del Delito y se incorporarán en una sección especial del registro a que alude el artículo siguiente, la que se denominará “sección de registro de sanciones y exclusiones de la ley”.





A la sección anterior del registro tendrán acceso, respecto de las materias de su competencia, las intendencias, el Ministerio Público, los tribunales de justicia, los juzgados de policía local, Carabineros de Chile, la Policía de Investigaciones, los clubes de fútbol profesional y la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, o quien jurídicamente sea su continuador, en los términos establecidos en el reglamento de esta ley.





Artículo 30.- Para la adecuada aplicación de la presente ley, los derechos que consagra y deberes que ella impone, así como las sanciones que consigna, deberá configurarse un registro de la ley N°19.327 a cargo de la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que contendrá una base de datos de las organizaciones deportivas de fútbol profesional; los organizadores de espectáculos regidos por la presente ley; las asociaciones y los clubes de fútbol profesional, sus dirigentes y representantes legales; de los seguros o cauciones establecidos en el artículo 6°, letra b); de asistentes; de las personas en contra de quienes los organizadores han hecho ejercicio del derecho de admisión, y de las prohibiciones de ingreso a los estadios, y demás sanciones que hayan sido aplicadas. 





Se aplicará en el tratamiento y comunicación de los datos contenidos en el presente registro lo señalado en la ley N°19.628, la que regirá supletoriamente en todo aquello no regulado por la presente ley.




Los intendentes o autoridades encargadas de autorizar los espectáculos de futbol profesional tendrán acceso a los datos del registro referido y podrán consultarlos para el ejercicio de las facultades establecidas en la presente ley.




Artículo 31.- Las infracciones previstas en el artículo 25 de la presente ley, prescribirán en el plazo de un año, contado desde la comisión de las mismas.





En el mismo plazo establecido en el inciso anterior, prescribirán las acciones que persigan la responsabilidad por las infracciones establecidas en el artículo 27, contado desde la comisión de las mismas.





Las sanciones impuestas por el intendente respectivo o la autoridad que corresponda, por las infracciones establecidas en el artículo 25, prescribirán en el plazo de dos años, contado desde que hubiere quedado ejecutoriado el acto administrativo que ordenó su imposición. 





En el mismo plazo establecido en el inciso anterior, prescribirán aquéllas sanciones que apliquen los Juzgados de Policía Local por las contravenciones señaladas en el artículo 27, contado desde que hubiere quedado ejecutoriada la sentencia condenatoria.”.




Artículo 2°.- Agrégase la siguiente letra f) al artículo 13 de la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, y modifica diversos cuerpos legales:





“f) Asesorar al Ministro del Interior y Seguridad Pública en lo relativo a la formulación de planes y medidas de prevención de hechos ilícitos y de violencia relacionados con los espectáculos deportivos y hechos, conductas y circunstancias conexas regidas por la ley N° 19.327, de derechos y deberes en los espectáculos de fútbol profesional y, en particular, mantener el registro al que hace referencia el artículo 30 de dicho cuerpo legal.”.





Artículo 3°.- Modifíquese el Código Penal,  de la siguiente manera:





1) Intercálese, a continuación del artículo 268 quinquies, el siguiente párrafo 1 ter y artículo 268 sexies, en el Título VI del Libro II:

“1 ter. Retenciones o toma de control de vehículo de transporte público de pasajeros.

Art. 268 sexies.- Los que mediante violencia o intimidación retuvieren o tomaren el control de un vehículo de transporte público de pasajeros serán sancionados con la pena de presidio mayor en su grado mínimo, sin perjuicio de las penas que correspondan por los otros delitos cometidos con ocasión del hecho. En este último caso, todas las penas se impondrán conjuntamente, en la forma prescrita por el artículo 74 del Código Penal.

Si el hecho consistiere en la apropiación del vehículo no tendrá lugar lo previsto en el inciso precedente y, en su lugar, se impondrán las penas de los delitos establecidos en los artículos 433 y 436, inciso primero, del Código Penal, según correspondiere, con exclusión de su grado mínimo.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, si los hechos constituyeren algún delito o delitos de mayor gravedad, se estará a la pena señalada para ellos.”.





2) Sustitúyese el epígrafe del párrafo 2 del Título VI denominado  “Desórdenes públicos" por “Otros desordenes públicos”.





3) En el artículo 269, reemplázase el pronombre inicial "Los", por la frase "Fuera de los casos sancionados en el párrafo anterior, los".




Artículo 4°.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley se financiará con los recursos que se contemple en el presupuesto del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 31 marzo, 1, 6 y 7 de abril de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ena Von Baer Jahn, y señores Carlos Bianchi Chelech, Alberto Espina Otero (Presidente), Rabindranath Quinteros Lara y Andrés Zaldívar Larraín. 


Sala de la Comisión, a 14 de Abril  de 2015.

(Fdo.): Juan Pablo Durán G., Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.327, EN LO TOCANTE A SU ÁMBITO DE APLICACIÓN Y AL ESTABLECIMIENTO DE UN RÉGIMEN SANCIONATORIO EFECTIVO, Y LA LEY N° 20.502, EN MATERIA DE FUNCIONES DE LA SUBSECRETARÍA DE PREVENCIÓN DEL DELITO
(9.566-29)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.
A la sesión en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el Jefe de la División de Prevención y Seguridad en Eventos Masivos y Director de Estadio Seguro, señor José Roa, y los asesores señores Rodrigo González y Rodrigo Medina.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Giovanni Semería. 

De la Dirección de Presupuestos, el Subdirector, señor Gustavo Rivera.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el asesor parlamentario, señor Samuel Argüello.

El Jefe de Gabinete del Senador Zaldívar, señor Christian Valenzuela.

El asesor del Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.
- - -

Cabe consignar que el presente proyecto de ley fue analizado, en segundo informe, por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Extender el ámbito de aplicación de la ley N° 19.327, que fija normas para prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, a todos los hechos conexos a dicha actividad deportiva, como entrenamientos, desplazamientos y venta de entradas.

Asimismo, propone crear un registro, a cargo de la Subsecretaría de Prevención del Delito, que contenga una base de datos que permita establecer un régimen sancionatorio efectivo en contra de las entidades antes mencionadas, en caso de incumplimiento de las obligaciones que señala la ley. Se encomienda a los intendentes la aplicación de las sanciones, susceptibles de reclamación ante la Corte de Apelaciones respectiva, y a los juzgados de policía local el conocimiento de las infracciones a la ley cometidas por los asistentes a espectáculos de fútbol profesional.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

La Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo expresado sobre el particular por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe.

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Hacienda no efectuó modificaciones al texto del proyecto aprobado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe.
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR
Enseguida, de conformidad con su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció acerca del artículo 1°, números 7), letra a); 14); 15); y 22) -respecto de los artículos 25, incisos primero a sexto; 27, inciso tercero N° 1), y 30-; y artículo 4° del proyecto de ley, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe, como corresponde de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41 del Reglamento de la Corporación.
A continuación se da cuenta de dichas disposiciones de competencia de la Comisión, así como de los acuerdos adoptados a su respecto:

Artículo 1°

El artículo introduce, mediante veintidós numerales, diversas modificaciones en la ley N° 19.327, que fija normas para prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional:

Número 7)



Modifica, a través de 2 literales, el artículo 4° de la ley N° 19.327, que establece la obligación de registrar contablemente toda contribución de una organización deportiva a hinchas o simpatizantes de un club, sancionando con multa su incumplimiento.
Letra a)



Reemplaza, en el inciso tercero, la expresión “doscientas” por “mil”, reemplazo que implica quintuplicar el máximo de la multa establecida para el incumplimiento de la obligación.


El Jefe de la División de Prevención y Seguridad en Eventos Masivos, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor José Roa, explicó que el artículo regula la relación de la entrega de dinero de las organizaciones de fútbol profesional a los asistentes a los estadios. En primer término, la disposición prohíbe a personas naturales entregar dinero a los integrantes de las barras y, luego, regula la contribución en dinero de personas jurídicas a dichas personas, obligando a las entidades a registrar tales aportes e informar al Intendente Regional.



Señaló, además, que la Asociación Nacional de Fútbol Profesional (ANFP), reconoció que la contribución en dinero de los dirigentes deportivos a los simpatizantes del club originó una relación impropia con las barras, razón por la cual se propone incrementar el monto de la multa para sancionar la omisión del deber de informar que establece la ley.



Puesta en votación la letra a) del número 7), fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Número 14)



Suprime el artículo 6° G.-, que fijaba una multa dentro de las sanciones a las faltas que señala la ley.
Número 15)



Elimina el artículo 6° H.-, que sancionaba con multa la reventa y sobreventa de entradas.
El Jefe de la División de Prevención y Seguridad en Eventos Masivos del Ministerio, señor Roa, precisó que, no obstante que los numerales eliminan sanciones a conductas descritas en la ley N° 19.327, aquéllas fueron incorporadas en el nuevo artículo 27, que mantiene el monto de las multas, pero incrementa las hipótesis de su aplicación.

El Honorable Senador señor Montes consultó, si con las modificaciones propuestas, se mantiene la prohibición de asistir en la ley N° 19.327.

El señor Roa respondió que la prohibición de asistir se mantiene, pues el artículo considera una pena principal, que corresponde a la aplicación de una multa, y una pena accesoria, que prohíbe al infractor el ingreso a los estadios por un período determinado.

Puestos en votación los números 14) y 15) fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Número 22)



El numeral agrega los artículos 25 a 30, mediante los cuales establece sanciones a las infracciones a la ley N° 19.327, fija competencia para el conocimiento de ellas, ordena a Carabineros de Chile supervisar el cumplimiento de la normativa y crea un registro.
Artículo 25



El artículo fija sanciones a las infracciones a lo dispuesto en la ley 19.327, estableciendo la aplicación de multa en los incisos primero a sexto.

Incisos primero a sexto



Los incisos describen las sanciones a las infracciones cometidas por organizadores, dirigentes de clubes y asociaciones de fútbol profesional; monto, determinación de multas y reincidencia.

El Jefe de la División de Prevención y Seguridad en Eventos Masivos del Ministerio, señor Roa, expuso que el artículo 25 incorpora una sanción pecuniaria para los organizadores de espectáculos de fútbol profesional que infrinjan las disposiciones de la ley N° 19.327, ya que actualmente no se considera pena en caso de infracción. El artículo establece un rango extenso para aplicación de multa, de 1 a 1.000 Unidades Tributarias Mensuales (UTM), cuya escala dependerá de la calificación de riesgo de los partidos de fútbol (categorías A a D) y de la entidad de la infracción (gravísima, grave y menos grave). Así, para un espectáculo deportivo de menor riesgo, como un partido de fútbol categoría D, se establecen multas de 1 a 20 UTM, en cambio, para eventos futbolísticos de mayor riesgo, partido de fútbol categoría A, las multas oscilan entre 25 y 1.000 UTM.

El objetivo de la nueva disposición, indicó, es establecer una sanción proporcional para las infracciones, dependiendo de la magnitud del espectáculo deportivo, el club organizador del evento y la probabilidad de riesgo para los asistentes. Luego, señaló que se contemplan dos reglas con impacto en la aplicación de multas: se impondrá el tope de la multa si al incumplir las disposiciones de la ley se pone en grave riesgo a los asistentes; y en caso de reincidir en una infracción, el infractor se expone al doble de la multa.

El Honorable Senador señor García consultó si una norma como la descrita también se aplica para la organización de espectáculos masivos distintos a los deportivos.

El Honorable Senador señor Montes, a su turno, compartió la inquietud del Honorable Senador que lo antecedió en el uso de la palabra, preguntando, además, si el proyecto de ley define claramente la figura del organizador del espectáculo deportivo, porque en ciertos casos el organizador puede ser la sociedad anónima deportiva, la corporación de fútbol o una empresa contratada para tal efecto.

El Honorable Senador señor Coloma, a su vez, consultó si la iniciativa legal en estudio considera un procedimiento de reclamación de multas.

El Honorable Senador señor Lagos, por su parte, pidió aclarar si los costos asociados a la seguridad de los eventos masivos serán soportados por los organizadores de los espectáculos, dado que en la actualidad el Estado incurre en un enorme gasto al asumir tareas que son propias del responsable del evento.

El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo González, manifestó que se ha comprometido para el segundo semestre del presente año la presentación de un proyecto de ley que regule la organización de los espectáculos masivos, basado en el espíritu de la ley N° 19.327, donde la responsabilidad de la seguridad de los asistentes le corresponderá a los organizadores y la supervisión a la autoridad administrativa, estableciendo, además, sanciones para el caso de incumplimiento de las disposiciones. Del mismo modo, declaró que dicha iniciativa legal obligará a los organizadores de eventos masivos a asumir los costos de seguridad, de tal manera que la fuerza pública sólo cumpla funciones en materia de orden y seguridad en la vía pública y no dentro del recinto donde se desarrolla el espectáculo.
El Jefe de la División de Prevención y Seguridad en Eventos Masivos del Ministerio, señor Roa, respondió que la facultad para reclamar de las multas está contemplada en el nuevo artículo 26, inciso primero, otorgando competencia a las Cortes de Apelaciones para su conocimiento, aun cuando, aclaró, el mayor número de multas posibles de aplicar son de menor entidad, debido a que las multas de mayor rango se consideran sólo para partidos de fútbol categoría A, que corresponde sólo al 4% del total de espectáculos deportivos.

En cuanto al organizador de espectáculo deportivo, detalló que dicha figura corresponde a quien perciba los ingresos del evento futbolístico, en el caso en cuestión, las sociedades anónimas deportivas, no los clubes deportivos ni las empresas de servicios de organización contratadas para el evento. Así, graficó, en un partido de fútbol de Colo Colo, el organizador del evento será Blanco y Negro S.A., no el Club Social y Deportivo Colo Colo, ni tampoco una productora de eventos contratada al efecto. Recordó también, que la razón de responsabilizar a los organizadores del evento, y no al propietario o administrador del estadio, se debió a que la mayoría de los estadios son fiscales o municipales, y muy excepcionalmente privados.
Puestos en votación los incisos primero a sexto, del artículo 25, del número 22), fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 27



El artículo describe las conductas que constituirán infracciones a la ley N° 19.327, fijando en su inciso tercero N° 1) una multa a beneficio municipal.

Inciso tercero



El inciso establece, mediante cuatro numerales, la facultad del tribunal de aplicar conjuntamente en los casos descritos una serie de sanciones de acuerdo a la gravedad de la conducta.

Número 1)



El número fija como sanción la aplicación de una multa de 1 a 25 UTM, a beneficio municipal.



El número 1), del inciso tercero, del artículo 27, del número 22), fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 30



Crea un registro a cargo de la Subsecretaría de Prevención del Delito, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que contendrá una base de datos para una adecuada aplicación de la ley N° 19.327.



El Jefe de la División de Prevención y Seguridad en Eventos Masivos del Ministerio, señor Roa, expuso que la creación del registro con datos sobre infractores, sanciones aplicadas, organizaciones deportivas de fútbol profesional, organizadores de espectáculos deportivos y dirigentes, permitirá una fiscalización y sanción efectiva de las conductas contrarias a las disposiciones de la ley N° 19.327, el que será administrado por la Subsecretaría de Prevención del Delito, con el objetivo de implementar el régimen de sanciones principales y accesorias, y, en particular, de controlar la reincidencia de las conductas prohibidas.


La normativa vigente, recordó, contempla entre sus sanciones la prohibición de ingreso a los estadios de fútbol. Precisó que, sin embargo, es difícil controlar la aplicación de dicha medida por la inexistencia de un registro adecuado para su cumplimiento.

El Honorable Senador señor Coloma hizo presente que el registro propuesto en el presente proyecto de ley no es la primera iniciativa sobre el particular que se toma al respecto, ya que la ley N° 19.327 y sus modificaciones ha creado otros registros con distintos objetivos, por tal motivo, consultó por el resultado de tales medidas y por la posibilidad de hacer uso de dichas bases de datos, para evitar la creación de una nueva y el consiguiente costo fiscal que ello significa. 
Asimismo, solicitó al Ejecutivo aclarar la existencia de un registro de asistentes a los estadios de fútbol, el cual se aplica a cualquier ciudadano, y no sólo a reincidentes en conductas contrarias a la ley N° 19.327, puesto que la exigencia de cédula de identidad para ingresar a un partido de fútbol a todos los asistentes, en su opinión, no parece razonable.

El Jefe de la División de Prevención y Seguridad en Eventos Masivos del Ministerio, señor Roa, explicó que el registro al cual aludió el Honorable Senador que lo antecedió en el uso de la palabra, correspondía al empadronamiento de barristas, base de datos generada por cada club deportivo, no por el Estado, y cuyo resultado fue un rotundo fracaso. Recordó que la existencia de dicho empadronamiento fortaleció la relación impropia entre dirigentes y barristas, y constituyó uno de los motivos por el que tal registro fue derogado en la última modificación a la ley N° 19.327.

De esta forma, continuó, durante la implementación práctica de las modificaciones aprobadas durante el año 2012 se detectó la necesidad de crear un registro público para el control efectivo de las sanciones establecidas en la ley, conjuntamente con otras medidas, como la obligación para los reincidentes de presentarse en una comisaría antes de un partido de fútbol, la obligación del club organizador de controlar la identidad de los asistentes o la posibilidad de sancionar a un club deportivo por una mala administración de tal control.

Con relación al registro de asistentes a un estadio de fútbol, comentó que dicha medida se utiliza sólo para cierta categoría específica de partidos, donde participan barras contrarias, caso en el cual se exige la adecuada segregación entre las barras local y visita, facultad otorgada al Intendente Regional, desarrollada en el reglamento respectivo. La utilización de dicha base de datos fue informada favorablemente por la Corte Suprema, en la medida que la información sea usada por la autoridad competente, con pleno respeto de los derechos establecidos en la ley N° 19.628, tal cual se reitera en este artículo 30.

En cuanto a la exigencia de exhibir la cédula de identidad para cada persona que pretenda ingresar a un espectáculo de fútbol, recordó que dicha obligación se incorporó en las modificaciones introducidas a la ley N° 19.327 en el año 2012, por tanto, en la actualidad todos los clubes deportivos llevan una base de datos de asistentes. El proyecto de ley, apuntó, establece la facultad de la autoridad administrativa para solicitar información al club deportivo, y sólo en ese evento dicha información se incorporará en el nuevo registro propuesto.

El Honorable Senador señor Coloma resaltó que se trata de una disposición de aplicación general, por lo que deberán registrarse todos los asistentes a todos los partidos, lo cual es una cosa distinta al uso selectivo que se haga de esa información.

El Honorable Senador señor Montes puso de manifiesto que, con ocasión de la discusión anual del presupuesto del sector público, se ha debatido la posibilidad de incorporar el Plan Estadio Seguro en el Ministerio del Deporte, dado que no se puede asumir como habitual las conductas delictivas que puedan acontecer durante el desarrollo de un espectáculo futbolístico.

El Honorable Senador señor Zaldívar, como miembro de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, previno que la creación del registro es esencial para la aplicación de las sanciones descritas en la ley N° 19.327, y aunque concordó con el Honorable Senador señor Montes, señaló que la administración de la Subsecretaría de Prevención del Delito permitirá impedir el ingreso al estadio de personas que lideran actos de violencia al interior de una barra de fútbol.

Además, señaló que el costo de la medida significará una inversión inicial de $329 millones, y luego su costo en régimen corresponderá a $56 millones anuales.

El Honorable Senador señor Lagos, a su turno, recalcó la importancia de proteger los datos personales y respetar los derechos establecidos en la ley N° 19.628.

El Honorable Senador señor Coloma reiteró su preocupación por la exigencia de registrar a cada persona asistente a un partido de fútbol, razón por la cual anunció su abstención.

A su vez, el Honorable Senador señor Montes hizo presente que, sin perjuicio de anunciar su voto favorable, insistió en la necesidad de otorgar al Plan Estadio Seguro una dependencia institucional distinta, ya que la violencia en las actividades deportivas debería asumirse como política global, y no enfocarse únicamente en el fútbol.

Puesto en votación el artículo 30, del número 22), fue aprobado por tres votos favorables y dos abstenciones. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar, en tanto, se abstuvieron los Honorables Senadores señores Coloma y García.

Artículo 4°



Contempla que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la ley se financiará con los recursos del presupuesto del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

El artículo 4° fue aprobado por tres votos favorables y dos abstenciones. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar, en tanto, se abstuvieron los Honorables Senadores señores Coloma y García.

- - -

INFORME FINANCIERO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 9 de septiembre de 2014, señala lo siguiente:
“I. Antecedentes

El presente proyecto de ley tiene como objetivo extender el ámbito de aplicación de la ley de violencia en los estadios a todo tipo de hechos y circunstancias conexas a la actividad del fútbol profesional, tales como entrenamientos, desplazamientos, venta de entradas, entre otras, que tengan como motivo u origen principal los espectáculos deportivos de fútbol profesional.

Junto a lo anterior, se dispone que la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, configure un Registro de la Ley N° 19.327, que contendrá una base de datos sobre las organizaciones deportivas de fútbol profesional, los organizadores de espectáculos regidos por la presente ley, las asociaciones y clubes de fútbol profesional, sus dirigentes y representantes legales, y las sanciones que les hayan sido aplicables. Lo anterior, tiene como finalidad una adecuada aplicación del presente Proyecto de Ley, los derechos que consagra y deberes que ella impone, así como las sanciones que consigna y de las que puedan ser acreedores los sujetos de la presente ley.

II. Efecto del Proyecto sobre los Gastos Fiscales

El proyecto de ley irroga un mayor gasto fiscal de $329.234 miles en su primer año de aplicación y en régimen de $ 56.294 miles, conforme se detalla en el siguiente cuadro:

                                                                                 Miles de $
	Denominación
	Año 1
	En
Régimen

	Gasto en Personal
	36.000
	36.000

	Bienes y Servicios de Consumo
	140.294
	20.294

	Adquisición de Activos no Financieros
	152.940
	0

	Totales
	329.234
	56.294


El mayor gasto fiscal por aplicación del presente proyecto de ley, se financiará con cargo a los recursos que se asignen anualmente en el presupuesto de la Subsecretaría de Prevención del Delito.”.
Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO 


En virtud de los acuerdos expresados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe, cuyo texto es el siguiente:
PROYECTO DE LEY:





“Artículo 1°.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley N°19.327, que fija normas para prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional:





1) Sustitúyese el epígrafe de la ley N°19.327 por el siguiente: “Ley N°19.327, de derechos y deberes en los espectáculos de fútbol profesional”.





2) Agrégase el siguiente Título Preliminar, incorporando los siguientes artículos 1°, 2°, 3° y 3° bis, alterándose la actual numeración del articulado de la ley en referencia como sigue: los artículos 1°, 2°, 2°A, 2°B, 2°C, 3°, 4°, 5°, 6°, 6°A, 6°B, 6°C, 6°D, 6°E, 6°F, 7°, 7°A, 9°, 9°A y 10, pasan a ser, respectivamente, los artículos 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9°, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 21, 22, 23 y 24.

“TÍTULO PRELIMINAR

Del ámbito de aplicación, derechos y deberes de los asistentes y de los organizadores de espectáculos de fútbol profesional.





Artículo 1°.- La presente ley regula la realización de los espectáculos de fútbol profesional, establece los derechos y deberes de los asistentes, los requisitos de los recintos deportivos en que éstos se desarrollen, y las obligaciones de las organizaciones deportivas de fútbol profesional, de los organizadores de dichos espectáculos y de los administradores de los recintos correspondientes.





Se aplicará la presente ley, de igual manera, a los delitos, faltas e infracciones cometidas por cualquier persona con ocasión de un espectáculo de fútbol profesional, sea en el interior del recinto deportivo o en sus inmediaciones. Asimismo, se aplicará a todos los hechos y circunstancias conexas a dicho espectáculo y, especialmente, a los ejecutados en el transcurso de entrenamientos, animaciones previas, celebraciones, venta de entradas, uso de los servicios de transporte público remunerado de pasajeros y desplazamientos de los equipos, de los asistentes, de los medios de comunicación y otros intervinientes a los recintos deportivos y lugares de concentración, anteriores o posteriores a un evento deportivo, que tengan como motivo o causa principal los espectáculos antes referidos.





También se aplicará a las conductas ejecutadas contra los actores relacionados con los espectáculos mencionados, tales como jugadores, directores técnicos, miembros del equipo técnico, dirigentes, funcionarios administrativos de los clubes y del ente superior del fútbol profesional, periodistas y árbitros, en su calidad de tales, en el marco del espectáculo de fútbol profesional y de los hechos conexos.





Artículo 2°.- Son derechos y deberes de los asistentes a espectáculos de fútbol profesional los siguientes:





a) Derecho a asistir y participar del espectáculo deportivo y conocer las condiciones de ingreso y de permanencia en el recinto, las que se establecerán en el reglamento de esta ley.





b) Derecho a que los espectáculos y los recintos deportivos cumplan con condiciones básicas de higiene, seguridad y salubridad.





c) Derecho a contar con información oportuna sobre las condiciones básicas de seguridad en el espectáculo y en el recinto deportivo, sobre las medidas de prevención y protección de riesgos inherentes a la actividad, y todas las medidas técnicas necesarias y suficientes que los organizadores, dentro de su esfera de control, deban adoptar con dicho propósito.





d) Deber de respetar las condiciones de ingreso y de permanencia, y no afectar o poner en peligro su propia seguridad, la del resto de los asistentes o del espectáculo en general.





Estos derechos y deberes deberán ser informados por los organizadores del espectáculo a través de medios tecnológicos, medios de comunicación local o nacional u otros aptos para tal efecto.





Artículo 3°.- Son deberes de los organizadores, asociaciones y dirigentes de fútbol profesional, en el marco de la celebración de espectáculos organizados por ello o que les hubiesen sido autorizados, así como en los hechos o circunstancias conexas a éstos, los siguientes:




a) Organizar y administrar el espectáculo deportivo adoptando todas las medidas necesarias y las exigidas para el correcto desarrollo del mismo, incluyendo aquellas que sean determinadas por el intendente al autorizar el espectáculo.





b) Supervisar y garantizar el cumplimiento de la ley, su reglamento y las disposiciones que la autoridad administrativa o policial le hayan ordenado adoptar, para cada espectáculo deportivo, hecho o actividad conexa.





c) Adoptar las medidas de seguridad establecidas en las leyes, reglamentos, disposiciones de la autoridad y protocolos determinados por la entidad superior del futbol profesional necesarias para prevenir alteraciones a la seguridad y al orden público que sean producto del espectáculo deportivo de fútbol profesional, hecho o actividad conexa, tales como venta de entradas, entrenamientos, concentraciones y traslados de equipos.





d) Entregar a la autoridad, a la mayor brevedad, todos los antecedentes que le sean requeridos, tales como grabaciones, listado de asistentes, registros contables contemplados en el artículo 10° de esta ley y aquella que da cuenta del monto de la recaudación por concepto de venta de entradas de cada espectáculo de futbol profesional, documentos de la organización, informes técnicos y, en general, toda otra información que se le solicite.





e) El organizador deberá ejercer el derecho de admisión, conforme lo establezca el reglamento, respecto de quienes infrinjan las condiciones de ingreso y permanencia o cuando existan motivos que justifiquen razonablemente la utilización de dicha facultad.





Asimismo, el organizador deberá impedir el acceso al recinto deportivo a aquellas personas respecto de quienes, éste o cualquier otro organizador, hubiere ejercido el derecho de admisión y que ello haya sido informado e incorporado al registro a que hace referencia el artículo 30.




f) Realizar actividades de difusión y extensión que promuevan una cultura de convivencia, bienestar y seguridad en los espectáculos de fútbol profesional.





g) Establecer accesos preferenciales para espectadores que asistan con menores de edad, mujeres embarazadas, personas con situación de discapacidad y adultos mayores.





h) Denunciar, ante la autoridad que corresponda, los delitos que presenciaren o de los que tomaren conocimiento, con ocasión de los espectáculos de futbol profesional o hechos conexos, en especial, los que les afectaren a ellos o a la institución a la que representan.





Asimismo, y sin perjuicio de la responsabilidad por el incumplimiento de las obligaciones señaladas anteriormente, los organizadores de espectáculos de fútbol profesional estarán sujetos a las obligaciones que para los proveedores impone la ley N°19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, debiendo aplicarse el procedimiento establecido en dicho cuerpo normativo respecto de las eventuales infracciones a los preceptos mencionados.





La entidad superior del fútbol profesional tendrá como deber elaborar el calendario de competiciones, mantener una adecuada organización del campeonato y velar porque los clubes participantes cumplan con los requisitos establecidos por la ley, el reglamento y las resoluciones administrativas correspondientes.




Artículo 3° bis.- Sin perjuicio de las obligaciones de los organizadores y asistentes establecidas en los artículos precedentes, toda persona natural o jurídica que tenga información o antecedentes que permitan identificar a los responsables de una infracción o delito que se haya producido con motivo u ocasión de la realización de un espectáculo de fútbol profesional o hecho o actividad conexa al mismo, tales como grabaciones o fotografías, deberá entregarla, a la mayor brevedad, a las policías o al Ministerio Público, cuando les sean requeridos por estos.





El requerimiento de información y antecedentes efectuados por las policías, podrá realizarse en el marco de las primeras diligencias efectuadas por aquellas y, en todo caso, no necesitará instrucción previa del fiscal competente.





La negativa injustificada a entregar dichas informaciones o antecedentes se castigará con la pena señalada para el delito establecido en el artículo 269 bis del Código Penal.”.




3) Reemplázase en el artículo 2°, que ha pasado a ser artículo 5°, su letra g), por la siguiente: 





“g) Disponer de medios de grabación, a través de cámaras de seguridad, que tengan los estándares de calidad suficientes para identificar a los asistentes al espectáculo de futbol profesional, junto con vigilar el perímetro del lugar donde se celebre el mismo. Estas cámaras deberán ser monitoreadas permanentemente por los organizadores durante el desarrollo del espectáculo, debiendo resguardarse sus imágenes por un periodo mínimo de 90 días y ello sin perjuicio de lo señalado en el artículo 3° bis.”.





4) Agréganse en el artículo 2°A, que ha pasado a ser 6°, los siguientes incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo:





Asimismo el intendente, o quien lo represente, podrá, fundado en razones de orden y seguridad, requerir a los organizadores cumplir con medidas adicionales de seguridad, rechazar por sectores el aforo máximo para el desarrollo del espectáculo, rechazar la programación del evento deportivo o su realización en un recinto determinado.





El Intendente podrá revocar, en cualquier momento, cuando se comprometa gravemente la seguridad y el orden público, y previo informe verbal o escrito de Carabineros, la respectiva autorización de un espectáculo de futbol profesional, decisión que se comunicará a Carabineros, al jefe de seguridad y al árbitro del encuentro.





Las facultades de los dos incisos anteriores se aplicarán a los hechos y circunstancias conexas señaladas en el inciso segundo del artículo primero, cuando proceda.




Las medidas adicionales de seguridad impuestas a los organizadores deberán ser proporcionales a la clasificación del riesgo del encuentro de fútbol profesional, de acuerdo a lo establecido en el reglamento de esta ley.”.





5) Efectúanse las siguientes modificaciones en el artículo 2° B, que ha pasado ser 7°:





a) En su inciso primero, intercálase entre las palabras “podrá” y “controlar” la frase “, siempre sujeto a las órdenes y disposiciones del organizador,”, y sustitúyese el texto que sigue a la expresión “presente ley”, por el siguiente: “, impedir el ingreso de elementos prohibidos; revisar el correspondiente ticket de ingreso; corroborar la identidad del asistente; hacer efectivo el derecho de admisión; impedir el ingreso de quienes tengan prohibición judicial de acceso y hacer efectiva la expulsión de los asistentes, cuando corresponda.”.




b) Incorporar como incisos segundo y tercero, nuevos, los siguientes:




“Para el ejercicio de las funciones referidas en el inciso anterior, el personal de seguridad estará facultado para registrar vestimentas, bolsos, vehículos y todo elemento con que ingresen los espectadores al recinto deportivo.





El personal de seguridad podrá siempre solicitar el auxilio de la fuerza pública en caso de estimarse necesario.”.




b) Introdúcese el siguiente inciso cuarto:





“El reglamento fijará la aptitud, capacidades y las obligaciones que deberán cumplir los guardias de seguridad.”.





6) Modifícase el artículo 3°, que ha pasado a ser artículo 9°, en el siguiente sentido:





a) Reemplázase en el inciso segundo la palabra “veinticuatro” por “la expresión “setenta y dos”, y 





b) agrégase el siguiente inciso final, nuevo:





“Sin perjuicio de lo anterior, la Intendencia respectiva podrá, en casos calificados y mediante resolución fundada, autorizar la celebración de un partido de fútbol profesional que no haya sido informado dentro del plazo señalado en el inciso anterior.”.




7) Modifícase el artículo 4°, que ha pasado a ser artículo 10°, en el siguiente sentido: 





a) Remplázase en el inciso tercero la expresión “doscientas” por “mil”.





b) Sustitúyese su inciso final por el siguiente:





“Tendrá competencia para conocer de estas infracciones, la autoridad encargada de autorizar la realización del espectáculo de fútbol profesional, de conformidad al procedimiento establecido en el artículo 26.”.




8) Reemplázase en el artículo 5°, que ha pasado a ser 11, el ordinal “1°” por “4°”.





9) Agrégase en el inciso 1° del artículo 6°, que ha pasado a ser 12, luego del vocablo “inmediaciones”, la siguiente frase: “, o en el desarrollo de hechos o circunstancias conexas, de acuerdo a lo previsto en el inciso segundo del artículo 1°”.





10) En el artículo 6° A, que ha pasado a ser artículo 13, intercálase, luego del vocablo “inmediaciones”, la siguiente frase: “, o en el desarrollo de hechos o circunstancias conexas, de acuerdo a lo previsto en el inciso segundo del artículo 1°”.





11) Modifícase el artículo 6° C, que ha pasado a ser artículo 15, en el siguiente sentido: 




a) Reemplázanse en las expresiones “6°, 6°A y 6°B” por “12, 13 y 14”, y “6°D” por “16”.





b) Incorpórase como inciso segundo, nuevo, el siguiente:





“Al momento de imponer la medida cautelar establecida en el inciso anterior, el Juez podrá establecer la medida adicional señalada en el inciso tercero del artículo 16.”.





12) Efectúanse las siguientes modificaciones en el artículo 6°D, que ha pasado a ser 16:





a) Reemplázase en su inciso primero la expresión “6°, 6°A y 6°B” por “12, 13 y 14”.





b) Sustitúyense en la letra b) el vocablo “uno” por “dos”; la palabra “dos” por “cuatro”; y las expresiones “6°A” por “13” y “6° y 6°B” por “12 ó 14”.




c) Sustitúyese el párrafo segundo de la letra b) por el siguiente:





“El que quebrante la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo, junto a la pena accesoria de prohibición de ingreso a espectáculos de fútbol profesional por tres años, que serán adicionales a los impuestos por la pena quebrantada. La misma pena se impondrá a quien quebrantare la medida cautelar personal y adicional establecidas en el artículo 15 y a quienes incumplan con la condición de prohibición de ingreso a los estadios de fútbol profesional, cuando ésta ha sido establecida de conformidad a lo previsto en el artículo 238 del Código Procesal Penal. En este último caso, esta sanción se aplicará, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 239 del mismo cuerpo legal.”.




d) Incorpóranse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos:





“Tratándose de la pena accesoria de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional respecto de los delitos establecidos en los artículos 12, 13 y 14, el tribunal podrá establecer la obligación de los condenados de presentarse y permanecer, durante el tiempo que dure dicha pena, en la unidad policial más cercana a su domicilio o  el lugar que determine, mientras se desarrollen, dentro o fuera de Chile, los espectáculos de fútbol profesional que el mismo tribunal precise.





En aquellos casos que se trate de un reincidente, el tribunal deberá imponer siempre la obligación de presentarse y permanecer, de que trata el inciso anterior.





Las penas accesorias señaladas en el inciso primero, así como la medida adicional establecida en el inciso tercero, podrán ser también impuestas a quienes fueren condenados por la comisión de delitos distintos a los contemplados en esta ley y que se hubieren cometido con ocasión de un espectáculo deportivo de fútbol profesional o en un hecho o circunstancia conexas al mismo.”.




13) En el inciso primero del artículo 6°F, que ha pasado a ser artículo 18, reemplázase la expresión “6°, 6°A y 6°B” por “12, 13 y 14”.





14) Suprímese el artículo 6°G.




15) Elimínase el artículo 6°H.




16) Sustituir el encabezado del artículo 7°, que ha pasado a ser 19, por el siguiente: 





“Artículo 19.- Se considerarán circunstancias agravantes especiales en los delitos cometidos con ocasión de la celebración de un espectáculo de fútbol profesional, o en un hecho o circunstancia conexa al mismo, las siguientes:”.




17) Intercálase el siguiente artículo 20:





“Artículo 20.- Se suspenderá el derecho a ser socio o afiliado de organizaciones relacionadas con el fútbol profesional a quienes tengan vigente cualquiera de las sanciones establecidas en la presente ley, por el período que dure dicha sanción, y durante los tres años siguientes a su cumplimiento.”.





18) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 9°, que ha pasado a ser 22:





a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “6°, 6°A y 6°B” por “12, 13 y 14”.





b) Sustitúyese en el inciso segundo la expresión “6°D” por el vocablo “16”. 





19) Incorpóranse las siguientes enmiendas en el artículo 9°A, que ha pasado a ser 23:





a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “los artículos 6°G y 6°H” por “el artículo 27”.





b) Sustitúyese en el inciso segundo la expresión “6°G” por el vocablo “27”.”.





20) Intercalar en el artículo 10, que ha pasado a ser artículo 24, como inciso tercero, nuevo, el que sigue:





“Las sentencias o resoluciones de los tribunales con competencia en lo criminal que impongan condenas o medidas cautelares referidas a la prohibición de asistencia a espectáculos de fútbol profesional, producirán sus efectos únicamente en lo referido a esta prohibición, desde que hayan sido notificadas al imputado y sin perjuicio de los recursos que procedan en su contra.”.





21) Reemplázase el epígrafe del TÍTULO III por el siguiente: 

“TÍTULO III

Infracciones administrativas y su procedimiento sancionatorio”





22) Agréganse los siguientes artículos 25, 26, 27, 28, 29 y 30:





“Artículo 25.- Las infracciones a lo dispuesto en la presente ley que sean cometidas por los organizadores, dirigentes de clubes y asociaciones de fútbol profesional, serán sancionadas de la siguiente forma:





1) En espectáculos categoría A las contravenciones menos graves serán sancionadas con multa de 25 a 250 UTM, las graves de 251 a 500 UTM; y las gravísimas de 501 a 1000 UTM. 





2) En espectáculos categoría B las contravenciones menos graves serán sancionadas con multa de 20 a 125 UTM, las graves de 126 a 250 UTM; y las gravísimas de 251 a 500 UTM.





3) En espectáculos categoría C las contravenciones menos graves serán sancionadas con multa de 10 a 25 UTM, las graves de 26 a 50 UTM; y las gravísimas de 51 a 100 UTM.





4) En espectáculos categoría D las contravenciones menos graves serán sancionadas con multa de 1 a 5 UTM, las graves de 6 a 10 UTM; y las gravísimas de 11 a 20 UTM.





Se considerarán contravenciones menos graves las establecidas en los artículos 2 letra a), 2 letra c) y 3 letra g); contravenciones graves las establecidas en los artículos 2 letra b), 3 letra d), 5 letra c) y 5 letra d); y contravenciones gravísimas las establecidas en los artículos 3 letra a), 3 letra b), 3 letra c), 3 letra e), 3 letra h), 5 letra b), 5 letra e), 5 letra f), 5 letra g), 5 letra h), 6 y 7, inciso final.





Las infracciones a lo dispuesto en el artículo 3 letra f), artículo 9, inciso segundo, y artículo 29 letra d) serán sancionados con multa de 25 a 100 UTM; a lo dispuesto en el artículo 3 inciso final y artículo 9, inciso primero, con multa de 25 a 1.000 UTM; y a lo dispuesto en el artículo 20 con multa de 5 a 100 UTM.





Para la determinación de las multas referidas, la autoridad competente deberá tomar especialmente en consideración las circunstancias de comisión de la infracción; la falta de profesionalismo y la experiencia del infractor en organización de espectáculos de futbol profesional; la extensión del mal causado; la capacidad económica del infractor; y el nivel de riesgo a que se vieron expuestos los asistentes al espectáculo o la comunidad.




Se aplicará el límite máximo de las sanciones establecidas en el inciso primero en los casos en que, producto de las infracciones a lo dispuesto en la presente ley, a su reglamento o a lo dispuesto por la autoridad competente en la resolución administrativa que autoriza al respectivo recinto o evento deportivo, se produjeren desórdenes, agolpamientos, tumultos u otras circunstancias que afecten o pongan en grave peligro a los asistentes, o cualquier otra alteración al orden público.





En caso de reincidencia, los límites mínimos y máximo del marco señalado para cada una de las infracciones establecidas en la presente disposición se elevarán conjuntamente al doble. Se entenderá para los efectos de este artículo que habrá reincidencia cuando un mismo infractor haya sido sancionado por la comisión de alguna de las infracciones contempladas en este artículo en un plazo inferior a 24 meses desde la comisión de la anterior.




Adicionalmente, en los casos de los dos incisos anteriores, se podrá aplicar, para los espectáculos de fútbol profesional futuros que la autoridad administrativa determine, la prohibición de asistencia de los hinchas o espectadores del equipo visita o local.





En los casos en que las multas impuestas de conformidad a los incisos anteriores no sean pagadas, se sancionará a los dirigentes del club organizador del espectáculo, o a los dirigentes de los clubes o asociaciones infractoras, en su caso, con la prohibición de asistir a todo espectáculo de fútbol profesional por el período de tres años. La sanción cesará por el solo ministerio de la ley cuando se acredite el pago de las multas impuestas.





La imposición de la sanción consistente en la prohibición de asistir a espectáculos de fútbol profesional por no pago de multa, referida en el inciso anterior, suspenderá el plazo de prescripción de la sanción.





Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, la entidad superior del fútbol profesional retendrá los pagos que, por cualquier concepto, deba hacer a los clubes de fútbol profesional, para hacer efectivas las responsabilidades por las infracciones establecidas en este artículo por las que ellos hayan sido sancionados.”.




Artículo 26.- Las infracciones señaladas en el artículo anterior serán conocidas y sancionadas fundadamente por la autoridad encargada de autorizar la realización del espectáculo de fútbol profesional, a través del procedimiento señalado en la ley N°19.880, con la excepción de lo expresado en los artículos 59 y 60 de ese cuerpo legal, en lo relativo al recurso jerárquico y al recurso extraordinario de revisión.





Sin perjuicio de lo anterior, los afectados por las decisiones administrativas de la autoridad encargada de autorizar la realización del espectáculo de fútbol profesional, podrán reclamar la ilegalidad de esa decisión a la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de los 15 días corridos contados desde la notificación a que se refiere el artículo 46 de la ley N°19.880.





La Corte de Apelaciones deberá disponer que el reclamo de ilegalidad sea notificado por cédula al intendente, el que dispondrá del plazo de diez días para presentar sus descargos u observaciones. Evacuado el traslado por el intendente, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación.





La Corte de Apelaciones escuchará los alegatos de las partes, a solicitud de ellas, y dictará sentencia dentro del término de diez días, contado desde la fecha en que se celebre la audiencia antes referida.





Artículo 27.- Constituirán infracciones a la presente ley las siguientes conductas:





a) Revender entradas para espectáculos de fútbol profesional. Para estos efectos, se entenderá por reventa de entradas, todo acto que tenga por objeto enajenar, comercializar, vender o ceder a título oneroso uno o más boletos de ingreso a un espectáculo de fútbol profesional, adquiridos previamente y por medio de las vías oficiales, a un precio superior al establecido por el organizador del espectáculo de fútbol profesional.





b) Ingresar indebidamente a un recinto donde se realiza un espectáculo de fútbol profesional, o actividades conexas que no sean de libre acceso al público, ocupando formas o vías no dispuestas por el organizador o el administrador del recinto deportivo, o irrumpir sin autorización en el terreno de juego del recinto deportivo o del campo de entrenamiento, o cualquier otra zona del recinto deportivo cuyo acceso no sea de libre acceso público.





c) Portar, activar o lanzar bengalas, petardos, bombas de estruendo o, en general, todos aquellos elementos a que se refiere el artículo 3°A de la ley N°17.798, en espectáculos de fútbol profesional o en actividades conexas.





d) Ejecutar cualquier conducta que ponga en peligro la seguridad y tranquilidad del desarrollo del espectáculo, tales como lanzar objetos en dirección al campo de juego, trepar o escalar el alambrado o barreras de separación del recinto.





e) Realizar conductas que interrumpan el espectáculo de fútbol profesional o retrasaren su inicio.





f) Cometer, provocar o participar en desórdenes que alteren el orden y tranquilidad del espectáculo de fútbol profesional o infringir las instrucciones y reglas que dictare la intendencia u otra autoridad para su normal desarrollo.





g) Efectuar o proferir expresiones de carácter discriminatorio sancionadas por la ley en contra de cualquiera de los participantes del espectáculo de fútbol profesional.




Tales conductas serán conocidas por el juzgado de policía local competente en el territorio jurisdiccional donde se hubiere dado principio a la ejecución del hecho que da origen al proceso, por medio del procedimiento establecido en la ley N°18.287. Sin perjuicio de lo anterior, el recurso de apelación contra la sentencia definitiva se concederá en el sólo efecto devolutivo. Asimismo, las resoluciones dictadas en el proceso, incluyendo las sentencias definitivas, serán notificadas siempre por carta certificada al infractor, sin perjuicio de la facultad del Tribunal de determinar, en casos calificados y por resolución fundada, que la notificación sea realizada por Carabineros de Chile.




El tribunal, en los casos anteriores, aplicará conjuntamente las siguientes sanciones, de acuerdo a la gravedad de la conducta:





1) Multa de 1 a 25 unidades tributarias mensuales, a beneficio municipal, a excepción de la conducta descrita en la letra c) de este artículo, la que se sancionará con las penas de multa establecida en los incisos segundo y tercero del artículo 2° de la ley N° 19.680, según sea el caso, y la de comiso del inciso cuarto de esa disposición, sin perjuicio de la aplicación de las demás sanciones que a continuación se señalan.




2) Prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, por un período de entre uno y dos años, aplicándose lo dispuesto en el artículo 16, inciso tercero.





3) Suspensión de la calidad de afiliado, abonado, dirigente o socio de los clubes deportivos a los que perteneciere el infractor, por uno a tres años.





4) Inhabilitación absoluta de las calidades señaladas en la letra anterior, entre uno y hasta tres años.





En caso de reincidencia en alguna de las conductas señaladas en este artículo, las sanciones se elevarán al doble. Si se cometieren nuevamente, las sanciones se elevarán al triple. Se entenderá para los efectos de este artículo, que habrá reincidencia o nueva comisión, según el caso, cuando un mismo sujeto haya sido sancionado por la comisión de alguna de las  infracciones contempladas en la presente disposición, en un plazo inferior a 24 meses contados desde la comisión de la última.





Tratándose del no pago de la multa impuesta, se impondrá como sanción la prohibición de asistir a todo espectáculo de fútbol profesional por todo el tiempo que el infractor no pague la multa o ésta no le sea sustituida, lo que se impondrá sin perjuicio de la prohibición señalada en el número 2) del inciso tercero. La sanción señalada anteriormente cesará por el solo ministerio de la ley cuando se acredite el pago de las multas impuestas, sin perjuicio de la prohibición de ingreso decretada por el tribunal con competencia en lo criminal. Asimismo, el tribunal podrá, en casos calificados, imponer adicionalmente al infractor, por vía de sustitución y apremio, las medidas establecidas en el artículo 23 de la ley N° 18.287.





La imposición por parte del Tribunal de la prohibición de asistir a espectáculos de fútbol profesional referida en el inciso anterior, suspenderá el plazo de prescripción de la sanción.




El juzgado de policía local será competente para conocer de las acciones civiles que interpongan los afectados con las conductas señaladas,  de conformidad a lo establecido en el artículo 9° de la ley N° 18.287.




Artículo 28.- Carabineros supervisará el cumplimiento de las disposiciones de esta ley, de sus reglamentos y de las resoluciones administrativas que autorizan los respectivos recintos o eventos de fútbol profesional, estando facultado para dar inicio, por la vía más expedita posible, a los procedimientos administrativos o judiciales a que hacen referencia los artículos anteriores para la persecución de las infracciones a las que aquellos se apliquen.





Artículo 29.- Para los efectos de ejercer el derecho de admisión, aplicar la prohibición de asistir a todo espectáculo de fútbol profesional y las demás sanciones previstas en la ley, se establecerán, según sea el caso, los siguientes mecanismos de comunicación de las sentencias o resoluciones administrativas, según la naturaleza de la misma:





a) Tratándose de delitos cometidos con ocasión de la celebración de un espectáculo de fútbol profesional o de un hecho o circunstancia conexa al mismo, el tribunal con competencia en lo criminal que corresponda deberá comunicar a la Subsecretaría de Prevención del Delito, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, las sentencias condenatorias que consignen la comisión de los mismos, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hubieren quedado ejecutoriadas. Sin embargo, en el caso de aquellas sentencias condenatorias que impongan prohibición de ingresar a espectáculos de fútbol profesional, el Tribunal correspondiente deberá remitirlas a la Subsecretaría señalada, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hayan sido notificadas al imputado.





Asimismo, tratándose de tales delitos los tribunales referidos deberán comunicar también, a la Subsecretaría de Prevención del Delito, las resoluciones judiciales que impongan o dejen sin efecto medidas cautelares personales o las que aprueban suspensiones condicionales del procedimiento, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que se hubieren notificado al imputado.





b) Tratándose de las infracciones administrativas a que hace referencia el artículo 25, la intendencia respectiva comunicará a la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hubieren sido notificadas, las resoluciones administrativas que consignen infracciones de este carácter, así como aquellas que impongan la sanción de prohibición de asistencia a espectáculos de fútbol profesional por no pago de multa de acuerdo a lo establecido en el inciso octavo del artículo 25, según lo establecido en la presente ley, su reglamento, o a lo resuelto por la autoridad competente en la resolución administrativa que autoriza el respectivo recinto o evento de fútbol profesional.





c) Tratándose de las infracciones a que se refiere el artículo 27, los juzgados de policía local que hubieren conocido de los procesos por infracciones a los que tal disposición se refiere, deberán remitir las sentencias condenatorias, aquellas resoluciones que impongan la sanción de prohibición de asistencia a espectáculos de fútbol profesional por no pago de multa de acuerdo a lo establecido en el inciso quinto del artículo 27 y las que acrediten su pago efectivo o el cumplimiento de la sanción sustitutiva, a la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hubieren sido dictadas.





d) Tratándose del ejercicio del derecho de admisión, la entidad superior del fútbol profesional deberá remitir a la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro de las veinticuatro horas siguientes a que haya tomado conocimiento, las decisiones de los organizadores en dicha materia, de acuerdo a lo establecido en el Reglamento de esta ley. En la información que se remita se deberán incorporar los antecedentes de la decisión e individualizar a los afectados.




Las comunicaciones de las sentencias, resoluciones administrativas o decisiones de los organizadores se remitirán por vía electrónica al correo institucional que al efecto señale la Subsecretaría de Prevención del Delito y se incorporarán en una sección especial del registro a que alude el artículo siguiente, la que se denominará “sección de registro de sanciones y exclusiones de la ley”.





A la sección anterior del registro tendrán acceso, respecto de las materias de su competencia, las intendencias, el Ministerio Público, los tribunales de justicia, los juzgados de policía local, Carabineros de Chile, la Policía de Investigaciones, los clubes de fútbol profesional y la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, o quien jurídicamente sea su continuador, en los términos establecidos en el reglamento de esta ley.





Artículo 30.- Para la adecuada aplicación de la presente ley, los derechos que consagra y deberes que ella impone, así como las sanciones que consigna, deberá configurarse un registro de la ley N°19.327 a cargo de la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que contendrá una base de datos de las organizaciones deportivas de fútbol profesional; los organizadores de espectáculos regidos por la presente ley; las asociaciones y los clubes de fútbol profesional, sus dirigentes y representantes legales; de los seguros o cauciones establecidos en el artículo 6°, letra b); de asistentes; de las personas en contra de quienes los organizadores han hecho ejercicio del derecho de admisión, y de las prohibiciones de ingreso a los estadios, y demás sanciones que hayan sido aplicadas. 





Se aplicará en el tratamiento y comunicación de los datos contenidos en el presente registro lo señalado en la ley N°19.628, la que regirá supletoriamente en todo aquello no regulado por la presente ley.




Los intendentes o autoridades encargadas de autorizar los espectáculos de futbol profesional tendrán acceso a los datos del registro referido y podrán consultarlos para el ejercicio de las facultades establecidas en la presente ley.




Artículo 31.- Las infracciones previstas en el artículo 25 de la presente ley, prescribirán en el plazo de un año, contado desde la comisión de las mismas.





En el mismo plazo establecido en el inciso anterior, prescribirán las acciones que persigan la responsabilidad por las infracciones establecidas en el artículo 27, contado desde la comisión de las mismas.





Las sanciones impuestas por el intendente respectivo o la autoridad que corresponda, por las infracciones establecidas en el artículo 25, prescribirán en el plazo de dos años, contado desde que hubiere quedado ejecutoriado el acto administrativo que ordenó su imposición. 





En el mismo plazo establecido en el inciso anterior, prescribirán aquéllas sanciones que apliquen los Juzgados de Policía Local por las contravenciones señaladas en el artículo 27, contado desde que hubiere quedado ejecutoriada la sentencia condenatoria.”.




Artículo 2°.- Agrégase la siguiente letra f) al artículo 13 de la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, y modifica diversos cuerpos legales:




“f) Asesorar al Ministro del Interior y Seguridad Pública en lo relativo a la formulación de planes y medidas de prevención de hechos ilícitos y de violencia relacionados con los espectáculos deportivos y hechos, conductas y circunstancias conexas regidas por la ley N° 19.327, de derechos y deberes en los espectáculos de fútbol profesional y, en particular, mantener el registro al que hace referencia el artículo 30 de dicho cuerpo legal.”.





Artículo 3°.- Modifíquese el Código Penal,  de la siguiente manera:





1) Intercálese, a continuación del artículo 268 quinquies, el siguiente párrafo 1 ter y artículo 268 sexies, en el Título VI del Libro II:

“1 ter. Retenciones o toma de control de vehículo de transporte público de pasajeros.

Art. 268 sexies.- Los que mediante violencia o intimidación retuvieren o tomaren el control de un vehículo de transporte público de pasajeros serán sancionados con la pena de presidio mayor en su grado mínimo, sin perjuicio de las penas que correspondan por los otros delitos cometidos con ocasión del hecho. En este último caso, todas las penas se impondrán conjuntamente, en la forma prescrita por el artículo 74 del Código Penal.

Si el hecho consistiere en la apropiación del vehículo no tendrá lugar lo previsto en el inciso precedente y, en su lugar, se impondrán las penas de los delitos establecidos en los artículos 433 y 436, inciso primero, del Código Penal, según correspondiere, con exclusión de su grado mínimo.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, si los hechos constituyeren algún delito o delitos de mayor gravedad, se estará a la pena señalada para ellos.”.





2) Sustitúyese el epígrafe del párrafo 2 del Título VI denominado  “Desórdenes públicos" por “Otros desordenes públicos”.





3) En el artículo 269, reemplázase el pronombre inicial "Los", por la frase "Fuera de los casos sancionados en el párrafo anterior, los".




Artículo 4°.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley se financiará con los recursos que se contemple en el presupuesto del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 15 de abril de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber (Presidente Accidental) y Carlos Montes Cisternas.


Sala de la Comisión, 20 de abril de 2015.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario Accidental de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE EXCEPCIÓN PARA LA PESCA ARTESANAL CON LÍNEA DE MANO DE LA ESPECIE JUREL Y QUE MODIFICA REGULACIÓN PARA ESTABLECIMIENTO DE AMPLIACIÓN DE RÉGIMEN DE ÁREAS DE MANEJO Y EXPLOTACIÓN DE RECURSOS BENTÓNICOS
(9.097-21)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Antonio Horvath y Alejandro Navarro.


De la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura, el Subsecretario señor Raúl Súnico; los asesores señora María Angélica Barbieri y señores Alejandro González, Aldo Rojas, Alejandro Gertosio, César Astete, Javier González, Paolo Trejo, Eugenio Zamorano. 


Del Servicio Nacional de Pesca, el Director señor José Miguel Burgos, el Subdirector de Pesquería señor Jorge Toro y la asesora jurídica, señora María Gabriela Ilabaca. 


De la Secretaría General de la Presidencia, el Jefe de la División de Relaciones Políticas señor Gabriel de la Fuente y la asesora señora Camila Sanhueza.


De la Biblioteca del Congreso Nacional el asesor señor Leonardo Arancibia.


Además, el asesor del Instituto Libertad, señor Sebastián David y los asesores de la Honorable Senadora señora Goic, señor Aldo Rojas, de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe señor Juan Paulo Morales y del Honorable Senador Horvath, señor Bernardo Cow.

 Asimismo, se hace presente que en esta iniciativa de ley, por acuerdo de la Sala, se reabrió el plazo para presentar indicaciones directamente en la Secretaría de la Comisión, lapso en el cual se formularon las indicaciones que más adelante se consignan. Ahora bien, con el objeto de no variar la numeración que ya tenían las indicaciones contenidas en el Boletín correspondiente, se ha procedido a asignar a las nuevas indicaciones una numeración que las intercala en el orden correlativo del articulado del proyecto.

- - -
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Os hacemos presente que el artículo 1° numerales 5) y 10) son normas de quórum calificado conforme con lo dispuesto el artículo 19 N° 23 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66 inciso tercero de la misma Carta Fundamental. 

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto de

         indicaciones ni modificaciones: No hay.

2.-
Indicaciones aprobadas 


sin modificaciones: números 16 y 17.

3.-
Indicaciones aprobadas 


con modificaciones: números 1, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 13, 15 y 20.

4.-
Indicaciones rechazadas: número 14.

5.-
Indicaciones retiradas: número 11 bis.

6.-
Indicaciones declaradas 


inadmisibles: números 2, 3, 4, 12, 18, 19, 21 y 22.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, que se describen, y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.


Cabe hacer presente que con el parecer unánime de la Comisión, se recibieron por parte del Ejecutivo indicaciones que obedecen acuerdos adoptados en el marco de la discusión, respecto de la redacción final de algunos artículos del proyecto de ley y que se consigan a continuación, en el orden en que se desarrolló el debate.

Artículo 1º


Modifica el artículo 2° de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


El artículo 2º de la citada ley, sobre el cual incide la indicación en estudio, establece el significado que se dará a distintas palabras en el marco de esta normativa.

o o o


La indicación número 1, de la Honorable Senadora señora Goic, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) En el artículo 2°, número 14), párrafo primero, introdúcese la siguiente oración final: “En la región de Magallanes, la embarcación pesquera artesanal podrá desarrollar, además, la actividad de embarcación de transporte para el traslado de capturas de embarcaciones pesqueras artesanales, desde la zona de pesca hasta el puerto de desembarque, sin necesidad de registro especial.”.”.


La Honorable Senadora señora Goic haciendo uso de la palabra, enfatizó que la Región de Magallanes tiene una realidad muy particular debido a la distancia existente entre el lugar en que se capturan los recursos y el de su desembarque, lo que provoca que el transporte de la captura lo realicen otras naves para permitir que las embarcaciones no estén más tiempo destinadas al traslado de su captura que a la pesca. 


Dicho esto indicó que aunque no debiese darse esta situación en la práctica se hace habitualmente transporte y pesca, lo que está sujeto a los cambios de autoridad o a sus criterios. Agregó que la actividad de transporte se puede realizar siempre y cuando estén las embarcaciones inscritas en el Registro Especial de Transporte, de modo que la indicación propuesta no afectaría la actividad sino que más bien vendría a regularizar una situación que se explica debido a las particulares condiciones geográficas de la zona.  


Por su parte, el señor Subsecretario dijo compartir el criterio planteado en un principio que estimó que ésta indicación afectaría las actuales facultades a Sernapesca en lo que dice relación con mantener el registro de todas aquéllas naves que desarrollan transporte. Señaló que la inclusión en dicho registro permite asegurar el cumplimiento de ciertas condiciones que no se exigen a otro tipo de embarcación, como  la certificación de toda la carga y el disponer de un posicionador satelital.


Agregó que el contenido de esta indicación es compartido por el Gobierno, pero que la excepción no debiera establecerse sólo para la Región de Magallanes, sino que incluyendo a las regiones décima y undécima, que tienen una situación bastante parecida.


Enfatizó que el Ejecutivo estaba de acuerdo en patrocinar la indicación siempre que se ampliara a otras regiones y se mantuviera el sistema de certificación y la obligación de contar con un posicionador satelital, materia que si bien está regulada en otra norma puede extenderse a este caso. En este sentido, precisó que esas obligaciones no son aplicables a todas las naves pesqueras y que, por ello, se debe ser muy específico para no modificar las demás exigencias.


En sesión posterior, considerando el contenido de la indicación y con el acuerdo de la Comisión, el Ejecutivo propuso la siguiente redacción:


“,,,) Intercálase en el artículo 162, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual a ser inciso sexto:

“Sin perjuicio de lo indicado en el inciso precedente, el Servicio estará facultado para autorizar que embarcaciones pesqueras artesanales que efectúen faenas de pesca en las Regiones de Los Lagos, Aysén y Magallanes desarrollen, además, la actividad de embarcación de transporte, en la forma y condiciones que se fijen mediante Resolución.”.”.

-Sometida a votación la indicación número 1 se aprobó con modificaciones, conforme al texto antes consignado, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz y Van Rysselberghe y señores García-Huidobro y Quinteros.
o o o


La indicación número 2 del Honorable Senador señor  Navarro, es para consignar un número nuevo, del siguiente tenor:

“…) En el artículo 2°, incorpórase el siguiente numeral 72):


“72) Trabajador pesquero de planta de procesamiento y pesca extractiva es todo aquel que con contrato de trabajo vigente, presta servicio bajo supervisión y dependencia en una empresa de la industria pesquera relacionada con recursos hidrobiológicos, ya sea en un establecimiento, planta de proceso u otro relacionada con la misma, y/o bajo supervisión o dependencia de un armador de la industrial pesquero de recursos hidrobiológicos.”.”.

El Honorable Senador señor Navarro señaló que la propuesta dice relación con la necesidad de establecer una definición exacta para que permita la calificación del tipo de trabajador, ya que ello ayuda a definir sus labores en todo ámbito y facilita determinar los beneficiarios de la plataforma social que contempla la ley.


Agregó que la aprobación de su indicación permitiría regular adecuadamente el trabajo de todas las personas que se desempeñan en el sector, delimitando claramente el área de la actividad, lo que en definitiva facilita la adopción de las políticas públicas que resulten pertinentes.


En este punto la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe indicó que esta materia ya se encontraba regulada en el Código del Trabajo, de modo que inquirió mayor información con el objeto de entender qué aspecto, que no está regulado actualmente, quiere precisar la indicación respecto de los trabajadores indicados.


El señor Subsecretario hizo presente que, a su juicio, la indicación en discusión excede las ideas matrices del proyecto de ley y que, además, se trata además de materias propias del Código del Trabajo y no de la regulación pesquera. Agregó que si se tratara de esto último, al ampliar el concepto de trabajador pesquero se incorporarían nuevos beneficiarios a un universo que recibe subsidios por parte del Estado y se aumenta el gasto fiscal, tema que igualmente determina que sea materia propia de la  iniciativa exclusiva del Ejecutivo.


Tanto el Honorable Senador señor Quinteros como la Honorable Senadora señora Goic consultaron al representante del Gobierno si los problemas en materias de plataforma social son susceptibles de ser corregidos por la via reglamentaria, por lo que solicitaron mayor especificidad a este respecto por parte del Ejecutivo.


Ante la consulta, el señor Subsecretario indicó que si lo que se quiere es modificar los requisitos que contempla para acceder a los beneficios de capacitación y bonos de los trabajadores de la industria la indicación es comprensible pero, agregó, ella recae en una materia que se ha estado modificando en un proceso en que se han sostenido diversas reuniones con los trabajadores para ajustar el período de postulación y el tipo de profesiones y oficios en que pueden ser capacitados.


En relación con la indicación, indicó que los trabajadores embarcados y las trabajadoras de planta de proceso son los actuales beneficiarios, lo que responde a la discusión que ya se dio en su oportunidad y respecto de la cual existen muchas interpretaciones y posiciones, y manifestó su disposición para llevar adelante esta discusión.


Agregó que lo que plantea la indicación es una definición que, a su juicio, corresponde al ámbito del Código del Trabajo, pues en dicho cuerpo normativo se regulan los contratos de trabajo, así como es propio de la legislación pesquera el regular la actividad de la pesca.


En este punto el Honorable Senador señor Navarro indicó que si se pretende establecer de manera estricta e inequívoca las ideas matrices del proyecto para determinar que indicaciones serán consideradas habrá una serie de ellas que no prosperarán, incluyendo las del Ejecutivo, al tiempo que sostuvo que el proyecto de ley ya es una iniciativa de índole miscelánea, por lo que solicitó se establezca un criterio al respecto.


En este mismo orden de ideas, el señor Senador insistió en que la definición que propone no requiere mayor explicación y que la descripción de la actividad que realizan estas personas deja en evidencia no es una materia ajena a la Ley de Pesca sino que, muy por el contrario, es parte esencial de la misma.
La señora Presidenta de la Comisión señaló que la indicación no es precisa y que la legislación pesquera es tan compleja que, a su juicio, en la medida de lo posible hay que ceñirse a las ideas matrices del proyecto para evitar abrir excesivamente el debate y generar incertidumbre en el sector. En este mismo sentido, agregó que no tiene inconveniente en discutir una modificación legal como la planteada, siempre que se precise los puntos de la ley de pesca que se desea someter a discusión.

Expresó que el proyecto en discusión atiende temas muy urgentes, como son las áreas de manejo y la pesca de subsistencia, haciendo presente que si a partir de esta iniciativa se quiere entrar a debatir en forma amplia la Ley General de Pesca, con todas las complejidades que ello implica, las situaciones urgentes que se desea atender se verán postergadas.

Enseguida el Honorable Senador señor Navarro indicó que la indicación de que es autor busca corregir un error de fondo en esta materia, y que no le parece coherente con el sentido de la Ley General de Pesca que no se acepte la definición que propone, pues ella permite superar un vacío de la misma, que la afecta en su eficacia.

Por su parte la Honorable Senadora señora Muñoz estimó admisible la indicación en comento ya que viene a incorporarse en una norma que, precisamente, realiza una serie de definiciones para los efectos de la Ley General de Pesca y Acuicultura, permitiendo superar una carencia existente en la normativa vigente. Sin perjuicio de ello, manifestó que si para solucionar el problema se requiere de una modificación a la legislación laboral ello también es perfectamente posible de realizar.

En cuanto al ámbito del reglamento, indicó que en él se subestiman las actividades que determinan calidad de trabajador pesquero, y que tiene una mayor solidez y claridad el consagrar la definición de trabajador pesquero de planta de procesamiento y pesca extractiva en la propia ley.

Por otra parte, reafirmó la idea de que el presente proyecto constituye una legislación miscelánea, pues en la misma se han incorporado otros temas ajenos a los inicialmente propuestos, de modo que solicitó una decisión a este respecto.

A continuación el señor Subsecretario recalcó que este es un proyecto de ley que apunta a corregir un conjunto de errores de la ley de pesca y vacíos que se generaron, y que no se trata de generar por su intermedio una rediscusión de materias que fueron largamente discutidas en su oportunidad. En este sentido precisó que tales vacíos, según el proyecto de ley, se encuentran en el tema de las áreas de manejo que quedaron paralizadas (400 áreas), y en la pesca del jurel con línea de mano, que también quedó fuera del articulado.

Dicho esto, indicó que no existe problema en que se genere un nuevo debate pero no en esta discusión, en la que ya participó la Honorable Cámara de Diputados, lo que además requeriría la presencia de todos los actores involucrados, por lo que insistió en que si bien se acogió la primera indicación con las limitantes específicas ya señaladas, la presente indicación amplia tanto el concepto de trabajador pesquero que se producirían efectos financieros para el Fisco que caen en la esfera de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, lo que estima  requiere de una discusión mayor y separada.

Finalmente el Honorable Senador señor Navarro insistió en que se trata de una definición estricta de la función, que resuelve un vacío en la ley. Con respecto a los beneficios indicó que las condiciones para optar a ellos se establecen por ley, y que no dejan de ser beneficiarios aquéllos que cumplen los requisitos aunque no los considere una definición restrictiva de sus labores.

-Cerrado el debate, la señora Presidenta la declaró inadmisible por tratarse de materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso tercero, de la Carta Fundamental.

o o o

La indicación número 3 del Honorable Senador señor Pérez Varela, es para introducir el siguiente número, nuevo:


“…) En el artículo 3°, letra c), acápite “Cuota de reserva para consumo humano de las empresas de menor tamaño de conformidad con la ley N° 20.416”, elimínase la expresión “, los demersales”.”.

- La señora Presidenta de la Comisión la declaró inadmisible por tratarse de materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso tercero, de la Carta Fundamental.

o o o

Número 1


Modifica el artículo 3° de la Ley General de Pesca y Acuicultura, disposición que establece las facultades de conservación de los recursos hidrobiológicos, confiriéndoselas al Ministerio, quien en los casos señalados podrá establecer las prohibiciones o medidas de administración que establece la misma ley.

o o o


La indicación número 4 del Honorable Senador señor Navarro es para considerar el siguiente número, nuevo:

“…) En el artículo 3°, letra c), acápite “Cuota de reserva para consumo humano de las empresas de menor tamaño de conformidad con la ley N° 20.416”, suprímense las expresiones “, los demersales”, y “para realizar actividades de transformación sobre dichas especies”.”.

-La señora Presidenta de la Comisión la declaró inadmisible por tratarse de materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso tercero, de la Carta Fundamental.

o o o

Enseguida, vuestra Comisión acordó analizar en conjunto las indicaciones números 5 a la 9.


La indicación número 5 de la Honorable Senadora señora Goic, es para reemplazar el párrafo final propuesto para la letra c) del artículo 3° de la Ley General de Pesca y Acuicultura, por el siguiente:


“El desarrollo de la actividad de pesca artesanal de jurel ejercida sólo con línea de mano a bordo de embarcaciones sin cubierta, menores a 12 metros de eslora, quedará exenta de la cuota global de captura, debiendo para estos efectos el Comité Científico Técnico respectivo, definir el límite anual de las toneladas exentas, el cual no podrá exceder de un 0,040% de la cuota global anual.”.


La indicación número 6 de la Honorable Senadora señora Muñoz, es para sustituir el antes referido párrafo final, por el que se transcribe a continuación:


“Para el desarrollo de la actividad de pesca artesanal de jurel ejercida sólo con línea de mano a bordo de embarcaciones sin cubierta inferiores a 12 metros de eslora, la Subsecretaría reservará, antes del fraccionamiento entre sectores, un límite anual, en porcentaje o toneladas, que no podrá exceder del 0,040% de la cuota global anual de captura.”.


La indicación número 7 del Honorable Senador señor Quinteros, también es para reemplazar el párrafo final propuesto, por el siguiente:


“A la pesca artesanal de jurel ejercida sólo con línea de mano a bordo de embarcaciones sin cubierta de hasta 12 metros de eslora, se le fijará una cuota particular. Para estos efectos, el Comité Científico y la Subsecretaría de Pesca deberán incluir en la fijación de la cuota global de captura de esta especie, las capturas de este sector.”.


La indicación número 8 de los Honorables Senadores señoras Goic y Muñoz y señores Horvath, Quinteros y Rossi, es para sustituir el párrafo final propuesto, por el que se expresa enseguida:


“El desarrollo de la actividad de pesca artesanal, ejercida solo con línea de mano a bordo de embarcaciones sin cubierta de hasta 12 metros de eslora, tendrá un 1% de la cuota global de captura.”.


La indicación número 9  de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, es para sustituir, en el párrafo final propuesto para el artículo 3° de la Ley General de Pesca y Acuicultura, el guarismo “12” por “8”.


El asesor jurídico de la Subsecretaría señor Alejandro González hizo presente que si bien algunas de las indicaciones antes transcritas, desde su perspectiva, dicen relación con facultades exclusivas del Ejecutivo, considera que podrían contenerse en un nuevo texto que se refiera a todas ellas, resguardando las facultades legislativas del Ejecutivo y evitando dejar entregado a la discrecionalidad de la autoridad la reserva de jurel para la pesca artesanal con línea de mano. 


A mayor abundamiento, hizo presente que lo anterior se plantea teniendo en consideración las últimas estadísticas respecto del porcentaje de captura de subsistencia del jurel con línea de mano, entregadas por el Servicio Nacional de Pesca, que el año 2012 alcanzó el 0.035%.


Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe manifestó que el conjunto de estas indicaciones buscan resguardar la pesca de subsistencia, de modo que consideró relevante que considerar sólo a las embarcaciones sin cubierta, pues aquéllas que la poseen tienen bodegas de 10 toneladas, teniendo una capacidad de pesca  que no puede considerase como la propia de la pesca de subsistencia. 

Después de analizar las indicaciones el señor Subsecretario expresó que, de acuerdo a su contenido y propósito el Ejecutivo proponía modificar el párrafo final de la letra c) del artículo 3° de la Ley General de Pesca y Acuicultura recogiendo el contenido de las indicaciones números 5 a la 9, de acuerdo al siguiente texto: 




“Reemplazar el numeral 1) por el siguiente:





“1) En su artículo 3° introdúcense las siguientes enmiendas:

a) En su letra c) agrégase como párrafo final, nuevo, el siguiente:

“Para el desarrollo de la actividad de pesca artesanal de jurel ejercida sólo con línea de mano a bordo de embarcaciones sin cubierta inferiores a 12 metros de eslora, la Subsecretaría reservará, antes del fraccionamiento entre sectores, un límite anual, en porcentaje o toneladas que será del 0,040% de la cuota global anual de captura.”.”.




Analizada la proposición anterior, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión acordó subsumir las indicaciones 5 a 9 en el texto propuesto por el Ejecutivo.


-Sometidas a votación las indicaciones números 5, 6, 7, 8 y 9 fueron aprobadas, con la modificación antes indicada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz y Van Rysselberghe y señor Quinteros.
o o o

La indicación número 10 de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, y la indicación número 11 del Honorable Senador señor Navarro, son para intercalar el siguiente número, nuevo:

“…) En la letra f) del artículo 3°, incorpórase el siguiente párrafo final:

“En el caso de aquellas pesquerías pelágicas pequeñas en que las especies constituyan una pesquería mixta y que se encuentren sometidas a un programa o plan de conformidad con el artículo 7° A, se podrá autorizar que la totalidad o un porcentaje de las capturas efectuadas en cualquiera de dichas especies sean imputadas, en forma conjunta, a la sumatoria de las cuotas globales que al efecto se establezcan. Para los efectos antes indicados, se permitirá el desembarque de los recursos previa certificación de estos.”.”.

-La señora Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, declaró inadmisibles estas indicaciones por tratarse de materias de iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso tercero, de la Carta Fundamental.

Posteriormente se solicitó la reapertura del debate respecto de estas indicaciones, de acuerdo al artículo 125 del Reglamento, y acordada dicha reapertura por la unanimidad de los miembros de la Comisión, el Ejecutivo, acogiendo las indicaciones números 10 y 11 propuso la siguiente enmienda a  la letra f) del artículo 3°:
“b) Agrégase en la letra f) del artículo 3° el siguiente párrafo final:
“En el caso de aquéllas pesquerías pelágicas pequeñas en que las especies constituyan una pesquería mixta y que se encuentren sometidas a un programa o plan de conformidad con el artículo 7° A, se podrá autorizar que la totalidad o un porcentaje de las capturas efectuadas en cualquiera de dichas especies sean imputadas, en forma conjunta, a la sumatoria de las cuotas globales que al efecto se establezcan. Para los efectos antes indicados, se permitirá el desembarque de los recursos previa certificación de estos.”.”.

-Sometidas a votación las indicaciones números 10 y 11, modificadas en la forma antes transcrita, fueron aprobadas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz y Van Rysselberghe y señores García-Huidobro y Quinteros.
o o o

La indicación número 11 bis, de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, es para incorporar el siguiente numeral nuevo:

“…) Incorpórase el siguiente inciso final en el literal f) del artículo 3°:

“En el caso de aquéllas pesquerías pelágicas pequeñas en que las especies constituyan una pesquería mixta y que se encuentren sometidas a un programa o plan de conformidad con el artículo 7°A, se podrá autorizar que la totalidad o un porcentaje de las capturas efectuadas en cualquiera de dichas especies sean imputadas en forma conjunta a la sumatoria de las cuotas globales que al efecto se establezcan. Para los efectos antes indicados, se permitirá el desembarque de los recursos previa certificación de estos.”.

-Esta indicación fue retirada por su autora.

o o o

La indicación número 12  del Honorable Senador señor Navarro, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) En el artículo 39, inciso segundo, suprímese la oración: “Este régimen no será aplicable a las pesquerías declaradas en plena explotación administradas con licencias transables de pesca.”.”.

Al fundamentar su indicación, el Honorable Senador señor Navarro señaló que, a su juicio, la principal contradicción que existe en la Ley General de Pesca se encuentra precisamente en su artículo 39, toda vez que establece una excepción para las pesquerías declaradas en plena explotación administradas por licencias transables de pesca, sin que exista fundamento alguno para esa diferenciación, en el entendido que la norma apunta a la conservación y cuidado del recurso.

Agregó que cuando una pesquería es declarada en régimen de recuperación expiran, por el ministerio de la ley, todas las autorizaciones de pesca relativas a esa pesquería, y que la norma en que recae la indicación agrega una excepcionalidad que rompe la regla básica del criterio de preservación, lo que implica una contradicción al espíritu de la ley y que constituye una anomalía que la indicación viene a corregir. 

-Cerrado el debate la señora Presidenta de la Comisión declaró inadmisible la indicación por tratarse de materias de iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso tercero, de la Carta Fundamental.

o o o

Número 11)

Modifica el artículo 63 de la Ley General de Pesca y Acuicultura que se describe a continuación.

El referido artículo 63 establece las reglas que deben cumplir los armadores pesqueros industriales o artesanales al momento de informar al Servicio respecto de sus capturas y desembarques, por cada nave que utilicen.

La indicación número 13 de los Honorables Senadores señoras Goic y Muñoz y señores Horvath y Quinteros, es para intercalar en el inciso final propuesto, a continuación de la palabra “fidedigna”, lo que se expresa enseguida: “, de manera simple”.

El Honorable Senador señor Horvath indicó que existe una queja generalizada de parte de los afectados debido a que la cantidad de información que exige la ley de pesca es, a su juicio, enorme y, por tanto, difícil de procesar, con el agravante de que si no se entrega se aplican sanciones que pueden llegar a ser bastante graves en algunos casos.

Agregó que la indicación persigue simplificar el proceso de entrega de información, para lo que se propone que la información se presente en forma simple y clara, sin que los afectados deban someterse a un proceso cuto grado de complejidad llega a parecer  arbitrario.

Por su parte, el representante del Ejecutivo hizo presente que la norma que se aprobó en primer trámite para el mismo artículo 63 decía relación con materias que ya estaban rigiendo en virtud del Reglamento N°129 que regula la entrega de información y que básicamente corresponde a lo señalado en la norma respectiva, al limitarse a declarar que la información debe ser entregada en forma completa, fidedigna y oportuna.

Además, estimó que la indicación contiene cierta subjetividad cuando plantea que la entrega sea realizada de “manera simple”, lo que no permite saber de qué forma se exigirá la entrega de información, lo que puede generar alguna dificultad.

Por su parte, el Honorable Senador señor Horvath insistió en que de no considerarse, la norma hace que la entrega de información sea tremendamente engorrosa, situación que han hecho presente dirigentes tanto de los industriales como de los acuicultores, al punto que dicha información es exagerada y ni siquiera resulta procesable, por lo que solicitó se busque una fórmula para evitar la ambigüedad y  solucionar este problema.

El señor asesor de la Subsecretaría recalcó que en este punto la atribución queda radicada en el órgano de control, que es el Servicio Nacional de Pesca, encargado de implementar estas medidas, de modo que si hay algún tipo de información que pueda resultar engorrosa o dificultosa para el usuario, en su opinión ello se debe a un problema de índole administrativo que es precisamente la instancia que puede simplificarlo.

A su turno, el señor Subsecretario agregó que existe un principio general en cuanto a la simpleza, o simplicidad de los actos ante la administración y que si bien no está definida la forma de implementarla ello se hace mediante resoluciones, en este caso del Servicio Nacional de Pesca, de modo que estimó que no era conveniente establecer una definición no acotada en la ley con respecto a este tema. 

Enseguida el Honorable Senador señor Navarro destacó lo sensible que es el tema de la información en materia de pesca y agregó que las resoluciones del Servicio Nacional de Pesca son tan  tecnificadas que prácticamente resultan ininteligibles, no obstante que se trata de resoluciones que dicen relación con la prestación de un servicio, de modo que propuso que se acompañen de algún resumen que colabore a su comprensión además de tener una introducción que grafique la idea central de cada resolución.

El señor Subsecretario si bien estuvo de acuerdo en tratar de simplificar las resoluciones, insistió en que a su entender ello no deber ser una materia que se consigne en la ley, pues se trata de una definición más bien de índole administrativa que debe indicar la forma de entregar la información o hacer los formularios adecuados para ello. 

Por su parte la Honorable Senadora señora Muñoz señaló estar de acuerdo con el tenor de la indicación, pues ella busca solucionar un problema real y complejo para el funcionamiento del sector derivado de lo complejo que resulta la entrega de la información que la ley exige, haciendo presente que en forma recurrente los afectados formulan denuncias o reclamos respecto del tema.

El representante del Ejecutivo hizo hincapié en que es un tema propio de reglamento, y que conforme a la propia ley se encuentra entregada a la potestad reglamentaria.

 No obstante lo anterior, el Honorable Senador señor Horvath insistió en que se debe consignar que la entrega de la información se hará de manera simple, porque lo que existe actualmente es inmanejable, y que no es razonable que como consecuencia de un proceso administrativo engorroso todo un sector productivo resulte afectado.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe reafirmó su postura con respecto a que incluir el contenido de la indicación en la ley puede resultar aún más complejo, pues de igual forma se debe definir lo que se entiende por “de manera simple”, ya que de otra manera la norma sería sólo una declaración de intenciones.
El Ejecutivo, a través del asesor de la Subsecretaría indicó que lo que se está discutiendo no es un tema menor, pues las materias que regula la ley de pesca son sumamente técnicas y muy complejas, razón por la cual se exige cierta cantidad de información al usuario de acuerdo a las exigencias de la misma ley. Sin embargo, dijo que esta situación puede ser perfectamente analizada en forma interna, y sin que sea necesario discutirlo o resolverlo en esta instancia legislativa.

En este mismo sentido, el Honorable Senador señor Navarro hizo presente que muchas veces la reglamentación vulnera el espíritu de la ley, siendo un tema que deberá abordarse en su oportunidad.

El señor Subsecretario indicó que estaban disponibles para revisar los reglamentos referidos a las solicitudes de información, teniendo presente que muchos de los antecedentes son exigidos por la propia ley, y compartió que quizás lo que se necesita es una mayor explicación con respecto a los antecedentes que se piden en cada caso.

Finalmente la Honorable Senadora señora Goic propuso que se vea en el mes de marzo próximo una propuesta de modificación de reglamento en esta materia de parte de la Subsecretaría, la cual tenga por objeto simplificar este proceso. 

-Cerrado el debate y puesta en votación la indicación número 13, votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señora Muñoz y señor Quinteros, por la negativa la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, y se abstuvo la Honorable Senadora señora Goic.


-Repetida la votación, en conformidad al artículo 178 del Reglamento, se registró el mismo resultado, votando en igual forma los señores Senadores y por consiguiente, quedó aprobada la indicación, con modificaciones formales.
o o o

La indicación número 14 de la Honorable Senadora señora Allende, propone intercalar un número nuevo, del tenor que se señala:

“…) Incorpórase el siguiente artículo 66 ter:

“Artículo 66 ter.- En caso que se requiera el pronunciamiento de un Comité de Manejo y éste no se haya evacuado en el plazo de un mes contado desde el requerimiento, se podrá prescindir del mismo, sometiéndose, en tal caso, al procedimiento establecido en el artículo 47 inciso cuarto de la ley.”.”.





Sobre el particular, el señor Alejandro González señaló que a juicio de la Subsecretaría existe un vacío con respecto a este punto, y planteó la posibilidad que se proceda frente al silencio de un Comité de Manejo de la misma forma en que la ley lo señala para los Consejos Zonales de Pesca.





Enseguida el Honorable Senador señor Navarro requirió mayor información con respecto al reglamento que regula la actividad del Comité de Manejo, tanto respecto de la periodicidad de sus actividades como también sobre la forma en que se deben contabilizar los respectivos plazos, pues la indicación se refiere a ello.





El señor Subsecretario hizo presente que la ley obliga a que se constituyan los Comités de Manejo de las pesquerías sobreexplotadas, y que su principal objetivo es la recuperación de la respectiva pesquería, de donde la dificultad o el silencio se produce en aquéllos casos en que dicho Comité no se ha constituido por diversas razones, de modo que se manifestó de acuerdo con la aprobación de esta indicación.

Por su parte la Honorable Senadora señora Muñoz enfatizó su postura contraria a la aprobación de esta indicación ya que la aplicación práctica de la disposición causaría en definitiva el menoscabo de la “primera milla”
 o la afectación de la misma y agregó que el referente de consulta no da, a su juicio, transparencia suficiente que le permita cerciorarse que los pescadores artesanales no se verán afectados.

- Sometida a votación, la indicación número 14 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y señor Quinteros.

o o o

Número 14)

Ordinal i)

Modifica el artículo 91 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, norma que define las características de los programas de investigación que debe elaborar la Subsecretaría para la regulación de la pesca y acuicultura, y los organismos a quienes podrá requerir propuestas de investigación para cumplir dicho objetivo. 


Su inciso cuarto establece que para elaborar el programa la Subsecretaría (de Pesca) podrá requerir propuestas de investigación a los Consejos Nacional y Zonales de Pesca y a la Comisión Nacional de Acuicultura, así como al Instituto de Fomento Pesquero. En su segunda oración la norma expresa que asimismo, deberá requerir propuestas a los Comités Científicos Técnicos, así como al Instituto de Fomento Pesquero.


El literal i) aprobado en general elimina de este inciso la expresión “así como al Instituto de Fomento Pesquero” 


La indicación número 15 de los Honorables Senadores señor Horvath, señoras Goic y Muñoz y señor Quinteros, es para eliminarlo.

La indicación número 16 de la Honorable Senadora señora Muñoz, es para reemplazarlo por el que se señala enseguida:

“i. Elimínase, la primera vez que aparece, la expresión “, así como al Instituto de Fomento Pesquero”.”.

Estas indicaciones fueron analizadas en conjunto por la Comisión, y al respecto el Ejecutivo hizo presente que se incurrió en un error en el trámite legislativo anterior al proponerse eliminar toda alusión al Instituto de Fomento Pesquero, en circunstancias que debe mantenerse la obligación en lo que dice relación con el informe para el programa de investigación pesquera respecto de dicha institución, es decir, debe mantenerse la referencia al Instituto en la segunda oración. 

-Puestas en votación las indicaciones número 15 y 16, fueron aprobadas subsumidas en el texto de la número 16, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Goic, Muñoz y Van Rysselberghe y señor Quinteros.

Número 17)

Mediante este numeral se propone derogar el artículo 114 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, norma que establece las sanciones a la realización de actividades pesqueras extractivas con artes o aparejos de pesca prohibidos sin resultado de captura.





La indicación número 17 de la Honorable Senadora señora Muñoz, es para suprimir el numeral.

El Ejecutivo hizo presente que con respecto a la sanción contenida en el artículo 114, se replicó la misma sanción en el artículo 110 ter literal e). No obstante, agregó, surgió la aprehensión por parte de los Senadores en el sentido que en este artículo, a diferencia de lo dispuesto en el mencionado artículo 114, no se establece una sanción por la reincidencia.

Dicho esto, indicó que el artículo 108 A establece una norma general que para los efectos de la ley de pesca se entenderá por reincidencia la reiteración de cualquiera de las infracciones o medidas de la administración pesquera, y agregó que el mismo artículo señala que en caso de reincidencia las sanciones pecuniarias se duplicarán, de modo que lo que no decía en forma clara el artículo 114, ya está regulado en el artículo 108 A, aunque no exactamente en los mismos términos.

-Puesta en votación, la indicación número 17 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz y Van Rysselberghe y señores García- Huidobro y Quinteros.

o o o

La indicación número 18 del Honorable Senador señor Harboe, y la indicación número 19 del Honorable Senador señor Navarro, son para incorporar el siguiente número, nuevo:

“…) En el artículo 146, inciso segundo, número 2, agrégase a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Además, dos representantes de las organizaciones gremiales de empresas de menor tamaño de conformidad con la ley N° 20.416 del sector pesquero empresarial legalmente constituidas, designados por las respectivas organizaciones.”.”.





El artículo 146 establece la integración del Consejo Nacional de Pesca.

-Estas indicaciones fueron declaradas inadmisibles por la señora Presidenta de la Comisión por tratarse de materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso tercero, de la Carta Fundamental.

o o o

La indicación número 20 de la Honorable Senadora señora Muñoz, es para introducir un número, nuevo, del tenor que se expresa:

“…) Agrégase a la letra i) del artículo 152 el siguiente párrafo segundo:

“En el caso de que el Consejo Zonal agrupe a dos o tres regiones, cada una de ellas deberá disponer de al menos un consejero.”.”.





El referido artículo 152 se refiere a la integración de los Consejos Zonales de Pesca, y su literal i) determina que lo integrarán “Tres consejeros en representación de las organizaciones gremiales legalmente constituida del sector pesquero, entre los cuales deberán quedar representados, los armadores artesanales, los pescadores artesanales propiamente y los mariscadores o algueros.”.

El señor Asesor de la Subsecretaría puso de relieve que no estaban en desacuerdo con esta indicación porque en el caso a que se refiere se produce un problema, en el sentido que para la representación de los pecadores artesanales la ley determina que ella será  por categoría, pero no se pone en el caso de que en algunas regiones no queden debidamente representadas.

 Establecido lo anterior, el Ejecutivo propuso la siguiente redacción para el párrafo segundo de la letra i) del artículo 152, recogiendo el contenido de la indicación número 20, texto que fue acogido favorablemente por la Comisión: 

“…) Agrégase a la letra i) del artículo 152 el siguiente párrafo final:
“En caso que el Consejo Zonal agrupe a más de una región, cada uno de los miembros antes señalados deberá representar a lo menos a una región, independiente de la categoría de que se trate.”.”.

-Sometida a votación, la indicación número 20, modificada de acuerdo a la propuesta del Ejecutivo, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz y Van Rysselberghe y señores García-Huidobro y Quinteros.
o o o

ARTÍCULO 2°





El artículo 2° del proyecto aprobado en general introduce enmiendas en la ley N° 20.657, que modifica en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura. 

o o o

La indicación número 21 de los Honorables Senadores señoras Goic y Muñoz y señores Horvath y Quinteros, es para intercalar el siguiente número, nuevo:

“…) Elimínase la oración final del artículo tercero transitorio.”.





El señor Subsecretario hizo presente que conforme al proceso de licitaciones establecido en la ley, el primer año de licitación de las cuotas a que se refiere la mencionada disposición transitoria será el año 2016, por cuanto allí se dispondrá de los puntos biológicos de referencia y se podrá determinar aquéllas pesquerías en plena explotación.





Agregó que las pesquerías sobreexplotadas entrarán en licitación tres años después de la publicación de los puntos biológicos de referencia con lo cual se alcanzará aproximadamente el 96% del total de las capturas, quedando pendiente un 2.4% que corresponde a aquéllas especies en situación de colapso, como por ejemplo: el alfonsino, el besugo, el orange rafi, la anchoveta quinta octava, la sardina española y el congrio dorado.




Enseguida, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe enfatizó que, en su opinión, el permitir que se liciten las pesquerías colapsadas sin que previamente se mejore la cantidad de biomasa existente es atentar contra la sustentabilidad del recurso.





Por su parte el Honorable Senador señor Horvath manifestó que en principio se tiende a coincidir con el planteamiento anterior, pero que también es posible opinar en un sentido diverso, y sostener por ejemplo que el mantener las pesquerías colapsadas puede tener como objetivo el evitar que existan licitaciones.





Agregó que se debe tener como referencia las licitaciones ya efectuadas, como es el caso del 1% para las pymes que efectivamente han demostrado un alto interés por participar, existiendo incluso empresas dispuestas a pagar muchísimo mas por concepto de patente u otros permisos, y solicitó que la Subsecretaría presente un detalle, además de las especies señaladas, para determinar la forma en que se transitará desde las pesquerías colapsadas a las sobreexplotadas, con el objeto de contar con más antecedentes para definir este punto.





Recogiendo los planteamientos antes señalados, el señor Subsecretario manifestó su disposición para llevar adelante una discusión sobre este tema e informar lo que se está haciendo en cada caso.

- Cerrado el debate, la señora Presidenta de la Comisión declaró inadmisible la indicación por tratarse de materias de iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República, conforme con lo dispuesto en el artículo 65, inciso tercero, de la Carta Fundamental.

o o o

La indicación número 22  del Honorable Senador señor Navarro, es para incorporar un número, nuevo, del tenor que se expresa enseguida:

“…) Reemplázase la oración final del artículo tercero transitorio, por la siguiente:

“En el caso de las pesquerías colapsadas, se establecerá una veda extractiva para el sector industrial de acuerdo al inciso tercero de la letra a) del artículo 3°. Después de la veda y cuando de conformidad con la determinación de los puntos biológicos de referencia se haya alcanzado el estado de sobreexplotación, se procederá con las subastas establecidas en este artículo.”.”.

- La indicación fue declarada inadmisible por la señora Presidenta de la Comisión, por recaer en materias reservadas a la iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso tercero, de la Carta Fundamental.

o o o

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo 1º

Número 1


Reemplazarlo por el siguiente:





“1) En su artículo 3° introdúcense las siguientes enmiendas:

a) En su letra c) agrégase como párrafo final, nuevo, el siguiente:

“Para el desarrollo de la actividad de pesca artesanal de jurel ejercida sólo con línea de mano a bordo de embarcaciones sin cubierta inferiores a 12 metros de eslora, la Subsecretaría reservará, antes del fraccionamiento entre sectores, un límite anual, en porcentaje o toneladas que será del 0,040% de la cuota global anual de captura.”.

(Unanimidad 4x0. Indicaciones números 5, 6, 7,8 y 9)

 



b) En su letra f), incorpórase como párrafo final, nuevo, el que sigue:





“En el caso de aquéllas pesquerías pelágicas pequeñas en que las especies constituyan una pesquería mixta y que se encuentren sometidas a un programa o plan de conformidad con el artículo 7° A, se podrá autorizar que la totalidad o un porcentaje de las capturas efectuadas en cualquiera de dichas especies sean imputadas, en forma conjunta, a la sumatoria de las cuotas globales que al efecto se establezcan. Para los efectos antes indicados, se permitirá el desembarque de los recursos previa certificación de estos.”.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones números 10 y 11)
Número 11

Sustituir el inciso final que propone por el siguiente:

“La entrega de la información que conforme a éste artículo debe realizarse, se hará de manera simple, completa, fidedigna y oportuna.”.
(Mayoría 3x1 abstención. Indicación número 13)

Número 14
Ordinal i)


Reemplazarlo por el que sigue:

“i. Elimínase, la primera vez que aparece, la expresión “, así como al Instituto de Fomento Pesquero”.”.
(Unanimidad 4x0. Indicaciones números 15 y 16)

Número 17


Suprimirlo

(Unanimidad 5x0. Indicación número 17)

Numero 18


Ha pasado a ser número 17, sin enmiendas.

o o o

Número 18, nuevo

Incorporar como número 18), nuevo, el siguiente:

“18) Agregar a la letra i) del artículo 152 el siguiente párrafo final:

“En caso que el Consejo Zonal agrupe a más de una región, cada uno de los miembros antes señalados deberá representar a lo menos a una región, independiente de la categoría de que se trate.”.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 20)

o o o

Número 19, nuevo

Incorporar como número 19) nuevo, el siguiente:


“19) Intercalar en el artículo 162, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual a ser inciso sexto:

“Sin perjuicio de lo indicado en el inciso precedente, el Servicio estará facultado para autorizar que embarcaciones pesqueras artesanales que efectúen faenas de pesca en las Regiones de Los Lagos, Aysén y Magallanes desarrollen, además, la actividad de embarcación de transporte, en la forma y condiciones que se fijen mediante Resolución.”.”.
(Unanimidad 4x0. Indicación número 1)

o o o

- - -

TEXTO DEL PROYECTO:


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- Introdúcense en la ley N°18.892, General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, las siguientes modificaciones:





1) En su artículo 3° introdúcense las siguientes enmiendas:





a) En su letra c) agrégase como párrafo final, nuevo, el siguiente:





“Para el desarrollo de la actividad de pesca artesanal de jurel ejercida sólo con línea de mano a bordo de embarcaciones sin cubierta inferiores a 12 metros de eslora, la Subsecretaría reservará, antes del fraccionamiento entre sectores, un límite anual, en porcentaje o toneladas que será del 0,040% de la cuota global anual de captura.”.





b) En su letra f), incorpórase como párrafo final, nuevo, el que sigue:





“En el caso de aquéllas pesquerías pelágicas pequeñas en que las especies constituyan una pesquería mixta y que se encuentren sometidas a un programa o plan de conformidad con el artículo 7° A, se podrá autorizar que la totalidad o un porcentaje de las capturas efectuadas en cualquiera de dichas especies sean imputadas, en forma conjunta, a la sumatoria de las cuotas globales que al efecto se establezcan. Para los efectos antes indicados, se permitirá el desembarque de los recursos previa certificación de estos.”.

2) Incorpórase el siguiente artículo 28 B: 

“Artículo 28 B.- Los titulares de licencias transables de pesca clase A o B deberán dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 17.”.

3) En el artículo 40 C intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando los actuales incisos cuarto y quinto, a ser quinto y sexto, respectivamente: 

“El armador que efectúe operaciones de pesca en pesquerías administradas por licencias transables de pesca o permisos extraordinarios de pesca, sin contar con una licencia o permiso, o sin que éstos se encuentren inscritos en el Registro a que se refiere el artículo 30, será sancionado de conformidad con el procedimiento del inciso primero, aplicándosele una multa, a todo evento, de 1.200 unidades tributarias mensuales, y en la multiplicación se aplicará el triple de las toneladas objeto de la infracción.”.

4) En el artículo 44 incorpórase, entre las expresiones “autorización” y “o permiso”, la expresión “, licencia”.

5) Reemplázase, en el inciso noveno del artículo 50, en la letra a) del inciso tercero del artículo 50 A, en el inciso primero del artículo 50 B, y en el inciso primero del artículo 55 I, el guarismo “33” por “24”.

6) En el artículo 50 A letra c), intercálase, entre las expresiones “fauna acompañante” y “de las pesquerías”, la frase “o especies asociadas en el caso de los recursos bentónicos”.

7) En el artículo 50 B inciso quinto, reemplázase el guarismo “29” por “28”.

8) En el artículo 51 letra a), sustitúyese el guarismo “29” por “28”.

9) En el artículo 55 inciso tercero, reemplázase la expresión “50 A” por “50 B”.

10) En el artículo 55 N inciso noveno, sustitúyese la palabra “anterior” por “séptimo”.

11) En el artículo 63 agrégase el siguiente inciso final:





“La entrega de la información que conforme a éste artículo debe realizarse, se hará de manera simple, completa, fidedigna y oportuna.”.

12) En el artículo 63 quáter inciso final, sustitúyese la expresión “113 B” por “113 D”.

13) En el artículo 64 B inciso primero, intercálase un punto y coma (;) después de la palabra “industriales”. 

14) En el artículo 91, inciso cuarto:





i. Elimínase, la primera vez que aparece, la expresión “, así como al Instituto de Fomento Pesquero”.


ii. Agréganse, a continuación de las palabras “requerir propuestas”, la segunda vez que aparecen, los vocablos “de investigación”. 
15) En el artículo 92 inciso tercero, reemplázase la frase “mediante licitación pública” por “de conformidad con la ley N° 19.886”.

16) En el artículo 113:


i. Derógase el inciso tercero.


ii. En el inciso cuarto, sustitúyese la frase “a que se refiere el artículo 63 ter” por “a que se refieren los artículos 63, 63 bis y 63 ter”. 


iii. Intercálase el siguiente inciso quinto, nuevo, pasado el actual quinto a ser sexto: 


“En caso que la información entregada en cumplimiento del artículo 63 ter sea falsa, la sanción será de multa de 50 a 300 unidades tributarias mensuales.”.


17) En el artículo 129 inciso primero:


i. Reemplázase la palabra “quedando” por la expresión “los cuales podrán quedar”.


ii. Agrégase, a continuación de la expresión “determine su destino”, la frase “o bien ser puestos en forma inmediata a disposición del tribunal”.
18) Agregar a la letra i) del artículo 152 el siguiente párrafo final:


“En caso que el Consejo Zonal agrupe a más de una región, cada uno de los miembros antes señalados deberá representar a lo menos a una región, independiente de la categoría de que se trate.”.

19) Intercalar en el artículo 162, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual a ser inciso sexto:

“Sin perjuicio de lo indicado en el inciso precedente, el Servicio estará facultado para autorizar que embarcaciones pesqueras artesanales que efectúen faenas de pesca en las Regiones de Los Lagos, Aysén y Magallanes desarrollen, además, la actividad de embarcación de transporte, en la forma y condiciones que se fijen mediante Resolución.”.
Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.657:


1) En el artículo 1°:


i. Elimínase el numeral 113).


ii. Intercálase en el numeral 118), entre la letra “c)” y la palabra “del”, la expresión “del numeral 1.”. 


2) En el artículo vigésimo segundo transitorio, reemplázase la frase “Sin embargo, en ambos casos se considerarán ingresadas, para efectos de esta ley, todas aquellas solicitudes presentadas hasta seis meses después de la entrada en vigencia de la misma.” por la siguiente: “Con todo, en el plazo antes señalado, podrán establecerse las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos y ampliaciones a áreas decretadas, cuyo establecimiento u ampliación haya sido solicitado hasta el 9 de agosto de 2013 inclusive.”.”.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 17 de diciembre de 2014 y  07 de enero y 11 de marzo de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señoras Jacqueline Van Rysselberghe (Presidenta), Carolina Goic y Adriana Muñoz, y señores Alejandro García-Huidobro y Rabindranath Quinteros.


Sala de la Comisión, a 11 de marzo de 2015.

(Fdo.): Juan Pablo Durán G., Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE EXCEPCIÓN PARA LA PESCA ARTESANAL CON LÍNEA DE MANO DE LA ESPECIE JUREL Y QUE MODIFICA REGULACIÓN PARA ESTABLECIMIENTO DE AMPLIACIÓN DE RÉGIMEN DE ÁREAS DE MANEJO Y EXPLOTACIÓN DE RECURSOS BENTÓNICOS
(9.097-21)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera, con urgencia calificada de “suma”.

A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, el Subsecretario de Pesca y Acuicultura, señor Raúl Súnico; y los asesores, señora Marcela Cabezas, y señores Alejandro González y Maximiliano Astorga. 

Del Ministerio de Hacienda, la Coordinadora Legislativa, señorita Macarena Lobos.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Giovanni Semería.
De la Biblioteca del Congreso Nacional, el asesor, señor Samuel Argüello.

Del Instituto Igualdad, la asesora, señorita Lía Arroyo.

De la Fundación Jaime Guzmán, el asesor, señor Benjamín Rug.

Del Comité Partido por la Democracia, el asesor, señor Reinaldo Monardes.

El asesor del Honorable Senador García, señor Tomás Zamora.

El asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.

- - -
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


La Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo expresado por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura en su segundo informe. 
- - -

Para efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Hacienda no realizó enmiendas respecto del texto aprobado por la precitada Comisión en su segundo informe.
- - -

Previo a la discusión de los asuntos de competencia de la Comisión, el Subsecretario de Pesca, señor Raúl Súnico, explicó que el presente proyecto de ley apunta básicamente a resolver algunos problemas administrativos a que ha dado lugar la actual redacción de la ley de pesca, poniendo el foco en los siguientes aspectos: permitir a los pescadores artesanales –especialmente de las regiones de Atacama y Coquimbo- capturar el jurel con línea de mano (pesca que se ejecuta con lienza en embarcaciones menores de 12 metros, sin cubierta, básicamente en las orillas y con alcance de entre 20 y 50 kilogramos, y que constituye una práctica histórica en la zona), en forma acotada al 0,040% del global de la cuota; reestablecer la facultad de requisar la pesca ilegal para el Servicio Nacional de Pesca (SERNAPESCA); y dar solución a la situación de aproximadamente 500 áreas de manejo (espacios marinos que se entregan a los pescadores para que cuiden y cultiven bancos naturales), cuya asignación había quedado paralizada.

En lo que importa a los asuntos que conoce la Comisión de Hacienda, en tanto, hizo ver que el proyecto de ley no cuenta con informe financiero, toda vez que no hay gasto fiscal involucrado. Con todo, existen dos disposiciones relativas a multas que deben ser examinadas por la Comisión: una asociada a las personas que ejecuten pesca ilegal y la otra al descarte que no se informa en la respectiva bitácora. Su aprobación importará la existencia de instrumentos sancionatorios que siempre debieron estar.

El Honorable Senador señor Coloma consultó por la situación pesquera general de las regiones aledañas a la octava, que estarían teniendo un tratamiento menos ventajoso que aquella.


El señor Subsecretario explicó que debe haber claridad sobre que, en lo que concierne estrictamente al proyecto de ley, las multas se aplicarán cuando se verifique una pesca ilegal, cualquiera sea la región en que se sitúe la nave infractora. 

La iniciativa, en consecuencia, no guarda relación con la que pareciera ser la preocupación que plantea el señor Senador, vinculada a la regionalización de los recursos pesqueros y, en concreto, al debate que existe en la Región del Maule en torno a la administración de pesquerías macrozonales, como la sardina y la anchoveta, que biológicamente transitan entre la quinta y décima regiones. 


En 1991, expuso, teniendo en consideración los tipos de embarcaciones y sus capacidades de maniobra, se estableció la regionalización de los recursos pesqueros, que supone que una embarcación inscrita en una región no puede moverse a las contiguas. Las características y capacidades de las naves ciertamente han variado a estas alturas, y posteriormente, cuando se modificó la ley de pesca, se dispuso que las naves de una región podrían pasar a otra previo acuerdo de los pescadores de la misma especie de esta última. Esto es, por ejemplo, que las siete naves que tienen inscrita la sardina en la séptima región aprueben, en una votación, el ingreso de las naves de la octava región. Este acuerdo en particular hasta ahora no se ha producido, por lo que no es procedente el traspaso de flotas desde un lugar a otro. Lo que no obsta a que sí existen casos en los que las voluntades han confluido: la undécima región recibe a 570 buzos de la décima región en virtud de un acuerdo de zonas contiguas, los pescadores de la décima región aprobaron el ingreso de noventa naves de la octava región para la pesca de reineta.


Observó que la regionalización es una materia que ciertamente es objeto de debate, pero que en la actualidad se encuentra regulada para todas las regiones por igual. Y que no es abordada, reiteró, por el proyecto de ley que hoy está conociendo la Comisión. 

En la siguiente sesión, el Honorable Senador señor García expresó haber consultado a pescadores artesanales de caletas cercanas a Queule sobre la pesca con línea de mano, y agregó que existen casos en que no se ha obtenido o no se encuentra inscrita la licencia o permiso respectivo. Sobre la materia, preguntó cómo se podría regularizar la situación descrita.

El señor Subsecretario planteó que para poder ejercer la actividad pesquera en nuestro país, en cualquiera de sus rubros, se requiere encontrarse inscrito en el registro correspondiente. Añadió que la gran mayoría de las pesquerías en Chile se encuentran con sus registros cerrados para contenerlas y conservarlas. Si se permitiera el ingreso de nuevos actores, indicó, se estarían distribuyendo cada vez menos peces entre más personas.

Observó que en el norte del país, principalmente, existen pescadores que cuentan con la pesquería debidamente inscrita, y lo que hace el proyecto de ley es permitir la captura con línea de mano hasta un tope de 0,040% de la cuota anual de captura, lo que equivale, aproximadamente, a 100-120 toneladas, que se destina casi en su totalidad a consumo humano.

Agregó que, en el caso de pescadores que no cuentan con licencias inscritas, se ha modificado la Resolución N° 3.115, que permite que muchas de las especies que son fauna acompañante puedan pasar a ser objetivo de pesca de ellos.

Además, destacó que en el caso del jurel se debe actuar con extremo cuidado, debido a que se trata de una pesquería regulada internacionalmente, contando con un comité científico internacional y en el que participan muchos países.

El Honorable Senador señor Coloma consultó si el tope de la pesca artesanal de jurel que se reservará hasta un 0,040% de la cuota global anual, se completará durante el año en el momento en que se llegue al porcentaje indicado, aunque ello ocurra en abril, por ejemplo, o se distribuirá con cierta uniformidad durante el período de doce meses.

El señor Subsecretario manifestó que la especie se captura hasta completar el tope señalado, pero que la pesca se da con una cierta temporalidad, debido que no es una especie que se encuentre siempre cerca de la orilla. Añadió que el porcentaje se calculó en base al promedio de captura anual de los últimos 6 años.

Expresó que la pesca con línea de mano del jurel es una materia que se viene planteando desde antes de la existencia de la Ley de Pesca, y en la última gran modificación que se hizo de dicha ley la norma que ahora se discute y propone restablecer, fue eliminada. Observó que, anteriormente, la norma no contemplaba un tope de captura respecto de la cuota anual, cosa que ahora sí se introduce.

DISCUSIÓN

De conformidad con su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció acerca de las siguientes disposiciones del proyecto de ley: artículo 1°, números 3) y 16), numeral iii.

Lo hizo en los términos en que fueron aprobadas por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura en su segundo informe, como corresponde de acuerdo con lo prescrito en el artículo 41 del Reglamento de la Corporación. 

Artículo 1º

Número 3)


Intercala, en el artículo 40 C, el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando los actuales incisos cuarto y quinto, a ser quinto y sexto, respectivamente: 

“El armador que efectúe operaciones de pesca en pesquerías administradas por licencias transables de pesca o permisos extraordinarios de pesca, sin contar con una licencia o permiso, o sin que éstos se encuentren inscritos en el Registro a que se refiere el artículo 30, será sancionado de conformidad con el procedimiento del inciso primero, aplicándosele una multa, a todo evento, de 1.200 unidades tributarias mensuales, y en la multiplicación se aplicará el triple de las toneladas objeto de la infracción.”.
El Honorable Senador señor Coloma consultó a qué casos se aplicará la disposición que se encuentra en discusión.

El asesor de la Subsecretaría, señor Alejandro González, explicó que la disposición se refiere a una sanción para armadores artesanales o industriales que no cuenten con licencias o permisos y efectúen operaciones de pesca. Agregó que la norma está dirigida, principalmente, hacia el sector industrial.

Observó que la sanción se establece del mismo modo que aquella del inciso primero del artículo 40 C, y se aplica, a todo evento, una multa de 1.200 UTM.

El señor Subsecretario sostuvo que el proyecto de ley se hace cargo de vacíos que se han constatado en la legislación respectiva, y uno de ellos se refiere a la imposición de sanciones respecto de los armadores. 

El Honorable Senador señor García preguntó qué significa la última frase del inciso cuarto, nuevo, que se propone: “y en la multiplicación se aplicará el triple de las toneladas objeto de la infracción”, y planteó que la redacción de la misma parece confusa en relación al resto del inciso.

El asesor de la Subsecretaría, señor González, indicó que la frase referida implica que una parte de la multa –distinta a la que es a todo evento- resultará de triplicar el valor de las toneladas objeto de la infracción.

El Honorable Senador señor Coloma señaló que debe observarse como contexto el actual artículo 40 C, en que ya existen tres hipótesis de multas dirigidas al titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia o permiso, y ahora se agrega el caso del armador.

El asesor de la Subsecretaría, señor González, expresó que, efectivamente, la sanción se dirige al armador y se agrega, a la figura de no contar con licencia o permiso, el caso de contar con ella, pero sin que se encuentre inscrita en el registro respectivo.


El número 3) fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Número 16)





Mediante tres ordinales introduce enmiendas en el artículo 113, que establece multas al armador pesquero, en los casos que señala.



El ordinal iii, en particular,  intercala el siguiente inciso quinto, nuevo, pasado el actual quinto a ser sexto: 


“En caso que la información entregada en cumplimiento del artículo 63 ter sea falsa, la sanción será de multa de 50 a 300 unidades tributarias mensuales.”.
El asesor de la Subsecretaría, señor González, explicó que se busca corregir una omisión que dejaba sin sanción la no entrega de información sobre el descarte efectuado.

Agregó que, al mismo tiempo que se tramitó la ley N° 20.657, que modificó la Ley General de Pesca y Acuicultura, se efectuó la tramitación de la llamada ley del descarte, que buscaba regular y obtener información sobre dicha figura, pero no contiene una sanción en caso de que no se entregue la información requerida por la ley. 

El Honorable Senador señor Coloma consultó cómo se determina que la infracción que se propone castigar es más grave que otras contenidas en el mismo artículo 113, como la no presentación de informes o la entrega de información falsa acerca de la posición de la nave.

El asesor de la Subsecretaría, señor González, señaló que el descarte es una materia que ha adquirido mayor relevancia con el paso del tiempo, al detectarse que ha puesto en peligro a muchas de las pesquerías que se ven afectadas por esta figura, dado que al no informarse, no se considera la captura de especies que acompañan, como puede ser la sardina o anchoveta, según el caso.

El señor Subsecretario observó que el descarte es una situación compleja porque genera situaciones de sobreexplotación de varias especies y afecta los modelos de definición científica de cuotas, sin siquiera implicar consumo humano.


Fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.

- - -
TEXTO DEL PROYECTO:


En conformidad a los acuerdos adoptados, la  Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, cuyo texto es el que sigue:


PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- Introdúcense en la ley N°18.892, General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, las siguientes modificaciones:





1) En su artículo 3° introdúcense las siguientes enmiendas:





a) En su letra c) agrégase como párrafo final, nuevo, el siguiente:





“Para el desarrollo de la actividad de pesca artesanal de jurel ejercida sólo con línea de mano a bordo de embarcaciones sin cubierta inferiores a 12 metros de eslora, la Subsecretaría reservará, antes del fraccionamiento entre sectores, un límite anual, en porcentaje o toneladas que será del 0,040% de la cuota global anual de captura.”.





b) En su letra f), incorpórase como párrafo final, nuevo, el que sigue:





“En el caso de aquéllas pesquerías pelágicas pequeñas en que las especies constituyan una pesquería mixta y que se encuentren sometidas a un programa o plan de conformidad con el artículo 7° A, se podrá autorizar que la totalidad o un porcentaje de las capturas efectuadas en cualquiera de dichas especies sean imputadas, en forma conjunta, a la sumatoria de las cuotas globales que al efecto se establezcan. Para los efectos antes indicados, se permitirá el desembarque de los recursos previa certificación de estos.”.

2) Incorpórase el siguiente artículo 28 B: 

“Artículo 28 B.- Los titulares de licencias transables de pesca clase A o B deberán dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 17.”.

3) En el artículo 40 C intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando los actuales incisos cuarto y quinto, a ser quinto y sexto, respectivamente: 

“El armador que efectúe operaciones de pesca en pesquerías administradas por licencias transables de pesca o permisos extraordinarios de pesca, sin contar con una licencia o permiso, o sin que éstos se encuentren inscritos en el Registro a que se refiere el artículo 30, será sancionado de conformidad con el procedimiento del inciso primero, aplicándosele una multa, a todo evento, de 1.200 unidades tributarias mensuales, y en la multiplicación se aplicará el triple de las toneladas objeto de la infracción.”.

4) En el artículo 44 incorpórase, entre las expresiones “autorización” y “o permiso”, la expresión “, licencia”.

5) Reemplázase, en el inciso noveno del artículo 50, en la letra a) del inciso tercero del artículo 50 A, en el inciso primero del artículo 50 B, y en el inciso primero del artículo 55 I, el guarismo “33” por “24”.

6) En el artículo 50 A letra c), intercálase, entre las expresiones “fauna acompañante” y “de las pesquerías”, la frase “o especies asociadas en el caso de los recursos bentónicos”.

7) En el artículo 50 B inciso quinto, reemplázase el guarismo “29” por “28”.

8) En el artículo 51 letra a), sustitúyese el guarismo “29” por “28”.

9) En el artículo 55 inciso tercero, reemplázase la expresión “50 A” por “50 B”.

10) En el artículo 55 N inciso noveno, sustitúyese la palabra “anterior” por “séptimo”.

11) En el artículo 63 agrégase el siguiente inciso final:





“La entrega de la información que conforme a éste artículo debe realizarse, se hará de manera simple, completa, fidedigna y oportuna.”.

12) En el artículo 63 quáter inciso final, sustitúyese la expresión “113 B” por “113 D”.

13) En el artículo 64 B inciso primero, intercálase un punto y coma (;) después de la palabra “industriales”. 

14) En el artículo 91, inciso cuarto:





i. Elimínase, la primera vez que aparece, la expresión “, así como al Instituto de Fomento Pesquero”.


ii. Agréganse, a continuación de las palabras “requerir propuestas”, la segunda vez que aparecen, los vocablos “de investigación”. 
15) En el artículo 92 inciso tercero, reemplázase la frase “mediante licitación pública” por “de conformidad con la ley N° 19.886”.

16) En el artículo 113:


i. Derógase el inciso tercero.


ii. En el inciso cuarto, sustitúyese la frase “a que se refiere el artículo 63 ter” por “a que se refieren los artículos 63, 63 bis y 63 ter”. 


iii. Intercálase el siguiente inciso quinto, nuevo, pasado el actual quinto a ser sexto: 


“En caso que la información entregada en cumplimiento del artículo 63 ter sea falsa, la sanción será de multa de 50 a 300 unidades tributarias mensuales.”.


17) En el artículo 129 inciso primero:


i. Reemplázase la palabra “quedando” por la expresión “los cuales podrán quedar”.


ii. Agrégase, a continuación de la expresión “determine su destino”, la frase “o bien ser puestos en forma inmediata a disposición del tribunal”.
18) Agregar a la letra i) del artículo 152 el siguiente párrafo final:


“En caso que el Consejo Zonal agrupe a más de una región, cada uno de los miembros antes señalados deberá representar a lo menos a una región, independiente de la categoría de que se trate.”.

19) Intercalar en el artículo 162, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual a ser inciso sexto:

“Sin perjuicio de lo indicado en el inciso precedente, el Servicio estará facultado para autorizar que embarcaciones pesqueras artesanales que efectúen faenas de pesca en las Regiones de Los Lagos, Aysén y Magallanes desarrollen, además, la actividad de embarcación de transporte, en la forma y condiciones que se fijen mediante Resolución.”.
Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.657:


1) En el artículo 1°:


i. Elimínase el numeral 113).


ii. Intercálase en el numeral 118), entre la letra “c)” y la palabra “del”, la expresión “del numeral 1.”. 


2) En el artículo vigésimo segundo transitorio, reemplázase la frase “Sin embargo, en ambos casos se considerarán ingresadas, para efectos de esta ley, todas aquellas solicitudes presentadas hasta seis meses después de la entrada en vigencia de la misma.” por la siguiente: “Con todo, en el plazo antes señalado, podrán establecerse las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos y ampliaciones a áreas decretadas, cuyo establecimiento u ampliación haya sido solicitado hasta el 9 de agosto de 2013 inclusive.”.”.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 7 y 15 de abril de  2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Carlos Montes Cisternas (Presidente Accidental).


Sala de la Comisión, a 16 de abril de 2015.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario Accidental de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.089, CON EL OBJETO DE PERMITIR A LOS PEQUEÑOS AGRICULTORES ECOLÓGICOS CON SISTEMAS PROPIOS Y ALTERNATIVOS DE CERTIFICACIÓN QUE COMERCIALICEN SUS PRODUCTOS ORGÁNICOS EN CUALQUIER PUNTO DE VENTA
(9.618-01)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de presentaros su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señoras Loreto Carvajal, Clemira Pacheco, Denise Pascal y Alejandra Sepúlveda y señores Ramón Barros, Iván Fuentes, Javier Hernández, Felipe Letelier y José Pérez, con urgencia calificada de “simple”.

De la iniciativa se dio cuenta a la Sala del Honorable Senado en la sesión del 1 de abril del presente año, disponiéndose su estudio por la Comisión de Agricultura.

Cabe hacer presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un artículo único y, acordó, unánimemente, proponer a la Sala que lo discuta del mismo modo.

A la sesión en que vuestra Comisión trató este proyecto de ley asistió, además de sus miembros el Honorable Senador señor Alejandro Navarro.




Del mismo modo, asistieron especialmente invitados: 

Por el Ministerio de Agricultura, el Ministro, señor Carlos Furche, el Asesor señor Jaime Naranjo y la Periodista, señora María Jesús Espinoza. 

Por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la Asesora, señora Tania Larraín.

Por la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias ODEPA, la Encargada de Agricultura Orgánica, señora Pilar Eguillor. 

Por la Asociación Gremial de Agricultores Orgánicos de Chile “Tierra Viva A.G.”, el Presidente del Comité Técnico, señor Francisco Cornejo.

Por la Asociación de Productores Chiloé Orgánico A.G., el Secretario, señor Reinaldo Troncoso.
Por la Red de Productores Orgánicos Décima Región A.G. Región de Los Lagos, el Presidente, señor Patricio Arriagada. 

Por la Corporación Nacional Forestal CONAF, el Asesor Legislativo, señor Rodrigo Herrera. 

Por la Biblioteca del Congreso Nacional, el Asesor señor Pablo Morales. 

El Asesor Legislativo del Senador José García, señor Rodrigo Fuentes.

El Abogado Asesor del Comité PPD, señor Sebastián  Abarca. 

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

El proyecto de ley busca permitir que las organizaciones de pequeños agricultores ecológicos insertos en sistemas propios y alternativos de certificación, puedan comercializar sin limitaciones sus productos orgánicos certificados, en cualquier punto de venta y no sólo directamente a los consumidores.
- - - 

ANTECEDENTES

Para el estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- La Constitución Política de la República, en su artículo 19 numeral 21°, que garantiza el derecho a desarrollar cualquier actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional, respetando las normas legales que la regulen.

2.- La ley N° 20.089, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Productos Orgánicos Agrícolas.

3.- La ley Nº 18.755, establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero, deroga la ley Nº 16.640 y otras disposiciones legales.

II. ANTECEDENTES DE HECHO

2.1. La Moción que da inicio al presente proyecto de ley, señala que la producción orgánica de nuestro país se rige por la ley N° 20.089, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Productos Orgánicos Agrícolas, y cuyo objetivo es establecer y regular las condiciones para la producción, elaboración y comercialización de productos bajo la denominación de orgánico o sus equivalentes, asegurando y certificando que tales condiciones se adecuen a la normativa y su reglamento. 

Reseña que de acuerdo a la citada ley, todo producto denominado orgánico, biológico o ecológico debe estar debidamente certificado por una entidad certificadora o por una organización de pequeños agricultores ecológicos inscrita en el Registro del Sistema Nacional de Certificación Orgánica que administra el Servicio Agrícola y Ganadero.

Informa que en la actualidad, existen 79.622 hectáreas orgánicas certificadas en nuestro país, de las cuáles 3.571 hectáreas están cultivadas con uva vinífera; 2.815 hectáreas con frutales mayores; 2.384 hectáreas con frutales menores; 683 hectáreas con hortalizas; 129,3 hectáreas con cereales, pseudocereales y oleaginosas; 110,5 hectáreas con hierbas medicinales y aromáticas; 31,7 hectáreas con semillas y plantines, y 2.548 hectáreas con praderas orgánicas. 

Además, precisa que existen 61.751 hectáreas certificadas orgánicas para la recolección silvestre y 5.598,4 hectáreas que están certificadas, pero sin un uso productivo definido.

Asimismo, da cuenta que existen cuatro organizaciones de pequeños agricultores ecológicos inscritos en el Registro Oficial, con un total de ochenta y ocho personas, que abarcan una superficie certificada aproximada de 1.000 hectáreas, incluyendo a productores desde la III Región de Atacama hasta la X Región de Los Lagos. Refirió que existe interés de, al menos, dos nuevas organizaciones por incorporarse al Sistema que crea la ley N° 20.089.

Enseguida, explica que la actual redacción del inciso segundo, del artículo 3°, de la ley N° 20.089, permite a las organizaciones de pequeños agricultores ecológicos insertos en sistemas propios y alternativos de certificación comercializar sus productos orgánicos, pero sólo directamente a los consumidores. 

Considera que esta norma resulta discriminatoria para las organizaciones de pequeños productores ecológicos registrados en el Servicio Agrícola y Ganadero, dado que limita sus alternativas de venta. Resalta que esta limitación ha impedido un adecuado desarrollo de la agricultura orgánica nacional, puesto que ha desincentivado la formación de nuevas organizaciones de pequeños agricultores ecológicos.

Bajo este contexto, da cuenta que los productores orgánicos, intermediarios y consumidores, a través de la Comisión Nacional de Agricultura Orgánica, que asesora al Ministro Agricultura en estas materias, han solicitado esta modificación. 

Por otra parte, hace presente que se observa una tendencia mundial y nacional creciente hacia el consumo de productos orgánicos por parte de los consumidores, lo que hace necesario y conveniente incrementar la oferta y disponibilidad de este tipo de productos en el mercado nacional. 

Además, indica que este proyecto se enmarca en los actuales lineamientos expresados por el Ejecutivo, en torno a la promoción e inclusión de la agricultura familiar campesina y la pequeña agricultura, incentivando la agregación de valor a la producción agropecuaria nacional.

En virtud de lo anterior, los autores de esta Moción, presentaron este proyecto de ley con el objetivo de  permitir que las organizaciones de pequeños agricultores ecológicos insertos en sistemas propios y alternativos de certificación, puedan comercializar sin limitaciones sus productos orgánicos certificados, en cualquier punto de venta y no sólo directamente a los consumidores. Para tal efecto, se propone modificar el inciso segundo, del artículo 3°, de la ley N° 20.089, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Productos Orgánicos Agrícolas. 





2.2. Oficio N° 11.782, de fecha 31 de marzo de 2015, de la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley en estudio, que consta de un artículo único, que modifica el inciso segundo, del artículo 3° de la ley N° 20.089, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Productos Orgánicos Agrícolas.





Esta iniciativa fue informada en la Honorable Cámara de Diputados por la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural. Fue aprobada en la Sala de esa Corporación en general y en particular, por 78 votos a favor, ningún voto en contra y ninguna abstención.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El texto del proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados elimina del inciso segundo del artículo 3° de la ley N° 20.089, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Productos Orgánicos Agrícolas, la frase “directamente a los consumidores”, con el objeto de permitir que las organizaciones de pequeños agricultores ecológicos insertos en sistemas propios y alternativos de certificación, puedan comercializar sin limitaciones sus productos.

La Comisión al analizar este proyecto, invitó a exponer sus puntos de vistas a entidades y especialistas en la materia, representados de la manera que en cada caso se indica.


Asimismo, se deja constancia que fue recibida por la Comisión la minuta preparada por la Biblioteca del Congreso Nacional en esta materia, la cual fue considerada por los miembros de la Comisión y agregada a sus antecedentes.

Al comenzar el análisis del proyecto el señor Ministro de Agricultura señaló que la iniciativa se enmarca dentro de las prioridades del trabajo que el Gobierno se ha propuesto para estos años, cuyo objetivo es agregar valor a la producción de bienes y servicios del sector agrícola. Afirmó que, obviamente, el hecho de contar con producción orgánica certificada y con canales de comercialización diversificados permite avanzar en la dirección del objetivo antes mencionado. 

Resaltó que la producción orgánica en Chile es desarrollada mayoritariamente por pequeños productores. En efecto, dijo, hay 80.000 hectáreas aproximadamente de producción orgánica certificada en distintos ámbitos de la producción agrícola del país, que cubren desde la Región de Atacama hasta la Región de Los Lagos.

Hizo presente que este proyecto de ley que es sencillo en su formulación, porque elimina los vocablos “directamente a los consumidores” del inciso segundo del artículo 3°, de la ley N° 20.089, permite terminar con una situación discriminatoria que afecta a los productores orgánicos, que sólo pueden comercializar de manera directa sus productos a los consumidores, lo que les impide en la práctica llegar a los canales masivos de distribución, como pueden ser los supermercados.

Por consiguiente, sostuvo que al corregir esta distorsión se habilita la multiplicación de sus canales de distribución, de manera tal que los productores orgánicos que deseen continuar comercializando de manera directa, puedan continuar por esa vía y, aquellos que quieran vincularse a otros canales puedan hacerlo de acuerdo al presente proyecto de ley.

Informó que bajo la Coordinación de la Oficina de Estudios y Política Agraria existe una Mesa de Trabajo de Productos Orgánicos que ayuda a definir las políticas y las medidas de fomento apropiadas para la producción orgánica y destacó que una de las principales reivindicaciones levantadas en esa Mesa fue dar a los productores orgánicos la posibilidad de comercializar sin restricciones.

Así, subrayó, para el Ministerio de Agricultura, el proyecto de ley que va en sintonía con sus prioridades, cual es agregar valor a los productos agrícolas y potenciar la calidad de este sector.

A continuación, expusieron diversos representantes de agricultores orgánicos quienes coincidieron en la importancia de aprobar este proyecto de ley.

En primer lugar, la Comisión recibió al Presidente del Comité Técnico Tierra Viva A.G., señor Francisco Cornejo, quien acompañó su exposición por escrito la cual se adjunta a los antecedentes del proyecto. En efecto, luego de agradecer la invitación, indicó que la actividad de la agricultura orgánica es un tema de alta complejidad técnica y de valiosas características.

En efecto, detalló que la agricultura orgánica les permite fertilizar naturalmente la tierra, frenar la desertificación, favorecer la retención del agua, no contaminar los acuíferos, mantener los hábitos de los animales silvestres, favorecer la vida de las especies, respetar los ciclos naturales de los cultivos, evitar la degradación y contaminación de los ecosistemas y fomentar la biodiversidad y el equilibrio ecológico, a través de diferentes prácticas, como las rotaciones, las asociaciones de cultivos, el uso de abonos verdes y la plantación de cercos vivos.

En general, señaló, los agricultores orgánicos favorecen los agroecosistemas destinando parte de la superficie de sus granjas a aumentar la biodiversidad, permitiendo un equilibrio a través del control biológico de plagas, estimulando la presencia de sus enemigos naturales y cuidando los recursos como son la fauna y flora nativa. También, mencionó que significa un mejoramiento de la belleza escénica de las granjas permitiendo incorporarlos al incipiente pero atractivo mercado del agroturismo.

Explicó que promueven y respetan la vida silvestre, ofreciendo áreas de refugio de reproducción a los enemigos naturales. Comentó que incorporaron el componente animal en sus explotaciones, al mantener praderas permanentes, lo que permite evitar la erosión de los suelos, el reciclaje de los nutrientes y la rotación eficiente de los cultivos. En resumen, respetan el equilibrio de la naturaleza y contribuyen a la preservación de los ecosistemas locales y a un desarrollo rural sostenible.

Resaltó que la agricultura orgánica es una ciencia compleja con una tecnología exigente en la aplicación de los conocimientos actualizados. Indicó que hoy los productores orgánicos se enfrentan a escollos, que complican el desarrollo y el avance de esta actividad, como es la limitante para comercializar sus cosechas y productos a terceras partes. Al efecto, señaló que el sistema de certificación autoparticipativa con fiscalización directa del Servicio Agrícola y Ganadero sólo les permite la venta directa de sus productos.

Hizo presente que orientan sus esfuerzos en el cuidado diario de sus parcelas para ser parte de esta noble misión, cual es la producción de alimentos en forma natural y ecológica, que permite satisfacer las necesidades alimentarias y promover la buena salud de los  consumidores, mientras que preservan la fertilidad del suelo y el cuidado del entorno ecológico, para que las futuras generaciones, también, puedan ser beneficiarias de este privilegio.

Por todo lo anterior, solicitó a Sus Señorías dar prioridad a este proyecto de ley, con el fin de permitir a los pequeños agricultores ecológicos, con sistemas propios y alternativos de certificación, comercializar sus productos orgánicos en cualquier punto de venta del país.

En seguida, expuso el  Secretario de la Asociación de Productores Orgánicos de Chiloé, señor Reinaldo Troncoso, quien explicó que la Asociación que representa es una asociación gremial que cuenta con cincuenta y cinco socios y que fue la última organización que se incorporó al sistema de acreditación del Servicio Agrícola y Ganadero para desarrollar el sistema de control interno en materia de certificación; no obstante tener más de veinte años de experiencia en el tema de la agricultura orgánica y en el sistema de producción agroecológico.

Desde esta perspectiva, consideró que una organización, mediante un sistema de control interno, está absolutamente validada para velar por el cumplimiento de esta ley. Explicó que en el sistema de control interno el conjunto de los socios son los que protegen los criterios, los valores y las normas de producción.

Mencionó que el diseño del sistema los obliga a ingresar en una estructura de control, lo que es un beneficio para resguardar, frente al consumidor, los criterios de producción que validan el sello orgánico; sin embargo, refirió, la mayor parte de su organización proviene del mundo campesino, de comunidades indígenas, y de grupos neorurales, entre los cuales él está incluido. Luego, la aplicación de esta norma debe estar acompañada por un conjunto de instrumentos que formen parte de una política estratégica y de un programa nacional de apoyo al desarrollo de la agroecología, con líneas de acción focalizadas en la agricultura orgánica.
Al respecto, observó que tienen que competir en forma desigual con otros sectores para obtener algún beneficio de los diversos instrumentos que entregan el Ministerio de Agricultura, el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo o el Ministerio del Medio Ambiente.

En sintonía con lo anterior, consignó que urge la constitución de comisiones regionales para el desarrollo de la agroecología. Detalló que si bien hoy existe un consejo nacional y consejos regionales para la agricultura orgánica liderados por el Ministerio de Agricultura y en particular, por su Subsecretaría, se requiere rediseñar el tema a fin de constituir consejos públicos y privados en las regiones para fomentar el desarrollo de la agroecología, acordar estrategias y programas coherentes a nivel regional. 

Informó que las primeras asociaciones gremiales se crearon en los años noventa y hoy existe un movimiento agroecológico chileno y una red de agroecología y de consumo responsable, que se basa en alianzas entre organizaciones de productores y organizaciones de consumidores para desarrollar el mercado, especialmente en los mercados de cadenas cortas en las regiones.

Finalmente,  consideró que la modificación que propone el  proyecto de ley será un excelente apoyo para el desarrollo en corto plazo de sus objetivos.

A continuación, intervino el Presidente de la Red de Productores Orgánicos de la X Región A.G. señor Patricio Arriagada, quien recordó que participó en la discusión de esta iniciativa en la Cámara de Diputados y remarcó que este proyecto de ley es de suma importancia para su sector, puesto que  los productores orgánicos sólo pueden comercializar sus productos en forma directa a los consumidores, restringiendo la venta a intermediarios, que es un mercado bastante importante. 

Manifestó que llevan más de tres años en el sistema de certificación participativa del Servicio Agrícola y Ganadero y que han adquirido cierta experiencia que les ha permitido conocer las trabas de este sistema. Al efecto, destacó que la ley permite a los pequeños productores orgánicos la certificación de sus productos, pero bajo las mismas exigencias que tienen las empresas certificadoras, lo cual los deja en desventaja ya que deben certificar a sus cuarenta socios con visitas e inspecciones y sin contar con los recursos necesarios para ello; en cambio, las empresas, sólo realizan la certificación a una sola persona.

También, mencionó, la necesidad de capacitar a los funcionarios públicos sobre qué es la agricultura orgánica, en especial, a los funcionarios de INDAP, que tienen una gran incidencia en la materia.

Por ello, hizo presente a Sus Señorías la importancia de que esta ley cuente con las herramientas y los instrumentos que permitan que las asociaciones de pequeños productores puedan despegar, captar y capacitar a más productores. 

Finalmente, pidió a Sus Señorías aprobar el  proyecto de ley y valoró que la iniciativa cuente con el patrocinio del Ministerio de Agricultura.

El Honorable Senador señor Harboe señaló que tienen absoluta claridad de la necesidad de avanzar en este proyecto de ley y que en uso de las atribuciones que le confiere el Reglamento del Senado pondrá en votación esta iniciativa en general y en particular, toda vez, que se trata de un artículo único, con lo cual podrían despacharlo a la brevedad y enviarlo a la Sala para su discusión. En el mismo sentido, solicitó al Ejecutivo calificarlo con discusión inmediata para su pronto despacho.
En seguida, el Honorable Senador señor Moreira preguntó al Ejecutivo y a los representantes de asociaciones de agricultores orgánicos si tienen alguna estimación de las personas que favorecerá este proyecto de ley a nivel nacional y, en particular, en la Región de Los Lagos.

El señor Ministro de Agricultura respondió que esta iniciativa beneficiará a más de trescientos pequeños productores orgánicos que existen en el país, no obstante, indicó que probablemente al aprobarse este proyecto de ley este número se duplicará, porque elimina una de las mayores trabas de este sector, cual es la limitante que tienen para comercializar sus productos. Además, informó que una de las prioridades de INDAP es el estimular la agroecología, dentro de la cual está contenida la producción orgánica.

Por su parte, el señor Arriagada de la Red Orgánica de la Región de Los Lagos señaló que a nivel regional existen cinco organizaciones inscritas en el Servicio Agrícola y Ganadero facultadas para certificar a sus asociados, de las cuales dos están en la Región de Los Lagos y, una, en la Región de Los Ríos. Detalló que su organización tiene cuarenta asociados y que la Red de Chiloé bordea los cincuenta y cinco asociados. 

Luego, expresó que la importancia de este proyecto radica en el gran potencial que tienen para expandir la agricultura orgánica, ya que existe una significativa demanda por conocer este tipo de agricultura, especialmente en el campesinado, en los pequeños agricultores y en las comunidades indígenas.

El Honorable Senador señor Harboe destacó que el proyecto de ley representa un apoyo y un aporte en la línea de fomentar la agricultura orgánica, no obstante hacer presente que también se requiere de una política pública a este respecto, con líneas de financiamiento especiales y de fomento, materias que corresponden al Gobierno y que no tiene dudas de que en el próximo presupuesto ello se verá reflejado en la Partida del Ministerio de Agricultura. Por último, agradeció el trabajo y la disposición de las  organizaciones de productores tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado y valoró que se potencie la calidad de sus productos.

- Sometido a votación en general y en particular, el proyecto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión,  Honorables Senadores señores Harboe, Moreira y Quinteros.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO 

A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Agricultura os propone aprobar en general y en particular:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Elimínase del inciso segundo del artículo 3° de la ley N°20.089, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Productos Orgánicos Agrícolas, la frase “directa a los consumidores”.”.

- - - 

Acordado en sesión celebrada el 20 de abril de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Felipe Harboe Bascuñán (Presidente), Iván Moreira Barros y Rabindranath Quinteros Lara.
Sala de la Comisión, a 21 de abril de 2015.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE EL DÍA 11 DE JULIO COMO “DÍA DE LA DIGNIDAD NACIONAL”, EN CONMEMORACIÓN DE LA NACIONALIZACIÓN DEL COBRE
(9.443-08)
HONORABLE SENADO:




Vuestra Comisión de Minería y Energía, tiene el honor de informaros acerca del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Isabel Allende Bussi y señores Alfonso de Urresti Longton, Felipe Harboe Bascuñán, Hernán Larraín Fernández y Jorge Pizarro Soto.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 15 de julio de 2014, disponiéndose su estudio por la Comisión de Minería y Energía.

- - -





Cabe hacer presente que, conforme a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió esta iniciativa de ley tanto en general cuanto en particular, por tratarse de un proyecto de artículo único, y acordó proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO





Pretende declarar el 11 de julio de cada año como “Día de la Dignidad Nacional”, a fin de rememorar la fecha en que se aprobó por el Congreso Nacional la ley N° 17.450 que nacionalizó la Gran Minería del Cobre.
- - -

ANTECEDENTES

1.- Antecedentes legales.





a) La ley N° 17.450, sobre nacionalización del cobre.





b) La ley N° 20.747, que establece el 29 de abril de cada año como el “Día de los sewellinos y sewellinas”.


c) La ley N° 20.363, que instituye el 10 de agosto de cada año como el “Día del Minero”.

2.- Moción.


La Moción con que se origina este proyecto de ley hace presente que en los años sesenta del siglo recién pasado se instaló en la opinión pública nacional la preocupación por la recuperación de las riquezas básicas del país. Un primer paso en este proceso, añade, lo constituyó el programa del Gobierno del Presidente don Eduardo Frei Montalva, que incluía una nueva política cuprífera conocida como de “chilenización del cobre”. Esta política permitió, en términos sintéticos, la intervención chilena en la propiedad y dirección de la Gran Minería del Cobre mediante la asociación con el capital extranjero. Contempló, además, un aumento sustancial de la producción mediante relevantes inversiones y la refinación completa del cobre en nuestro territorio.


En pleno desarrollo de este proceso, recuerda la Moción, el alza en el precio del cobre y las altas utilidades de las corporaciones norteamericanas reavivaron en la opinión pública el debate acerca de la necesidad de avanzar hacia una nacionalización total, bajo la forma de una nacionalización pactada. Como consecuencia, al concluir el Gobierno de Frei Montalva el camino a la nacionalización de la Gran Minería del Cobre quedó pavimentado, y fue un objetivo recogido posteriormente por las candidaturas presidenciales de los señores Radomiro Tomic y Salvador Allende.


El triunfo del ex Presidente Salvador Allende, prosigue la Moción, puso en marcha la nacionalización y estatización de la Gran Minería del Cobre, que culminó el 11 de julio de 1971 cuando el Congreso Nacional aprobó, por votación unánime de todas las fuerzas políticas con representación parlamentaria, la enmienda constitucional que hizo posible la nacionalización total del mineral. Ello se plasmó en la ley N° 17.450, cuya disposición decimoséptima transitoria estableció que, por exigirlo el interés nacional y en ejercicio del derecho soberano e inalienable del Estado a disponer libremente de sus riquezas y recursos naturales, se nacionalizaban y declaraban incorporadas al pleno y exclusivo dominio de la Nación las empresas de la Gran Minería del Cobre.

Al finalizar, y luego de recordar que el aporte de CODELCO al erario nacional representa una importante fuente de ingresos y es, también, una significativa fuente de empleos directos e indirectos, la Moción destaca que el rol del cobre en el desarrollo y progreso de Chile justifica un reconocimiento como el que se propone en este proyecto de ley, de manera de rememorar la fecha en que las fuerzas políticas del Congreso de la época acordaron unánimemente nacionalizar la Gran Minería del Cobre.
3.- Estructura del proyecto de ley.




La iniciativa consta de un artículo único, que establece el 11 de julio como “Día de la Dignidad Nacional”, a fin de conmemorar el día en que se aprobó la ley N° 17.450 que permitió la nacionalización de la Gran Minería del Cobre.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR
Al comenzar la discusión de la idea de legislar en la materia, la Honorable Senadora señora Allende, autora de la iniciativa, recordó que la nacionalización del cobre fue un proceso que atravesó diversas etapas y se materializó en forma gradual. En tal sentido, dijo, dicho proceso se inició durante el gobierno del ex Presidente señor Eduardo Frei Montalva con la llamada “chilenización del cobre” para concluir más tarde, ya en el mandato del ex Presidente señor Salvador Allende Gossens, con lo que propiamente constituyó la denominada “nacionalización del cobre”.

Por otra parte, añadió, la creación de la Corporación Nacional del Cobre (CODELCO) ha significado un gran aporte para el desarrollo de nuestro país, por cuanto el mineral que produce esta empresa ha devenido el principal ingreso para el Fisco entre los años 1971 y 2014.

Ante una consulta del Honorable Senador señor García-Huidobro acerca de la razón que explica la propuesta de denominar al 11 de julio de cada año como “Día de la dignidad nacional” y no de otro modo, por ejemplo, como “Día del cobre chileno”, lo que a juicio del señor Senador permitiría incluir en el homenaje a la pequeña y mediana minería, en circunstancias que la ley N° 17.450 se refiere sólo a la gran minería, la Honorable Senadora señora Allende arguyó que el citado cuerpo normativo reguló únicamente a este último sector productivo porque en aquella época era el único existente en nuestro territorio. Y fue durante la discusión misma de esa ley que se habló de recuperar la dignidad nacional mediante la nacionalización de la industria cuprífera, a la sazón en manos de capitales extranjeros. Tal idea suscitó un acuerdo de todos los sectores políticos, sin exclusiones, y se tradujo en la contundente votación favorable a la nacionalización que se verificó en el Congreso Nacional. Esta decisión soberana permitió que una riqueza natural básica de nuestro territorio pasara a manos del Estado de Chile.

No puede olvidarse, dijo la señora Senadora, que la nacionalización del cobre no sólo implicó para el país un enorme desafío económico, sino que también le hizo enfrentar complejas dificultades a nivel internacional, como embargos, bloqueos comerciales y la negativa de venta de repuestos mecánicos necesarios para las faenas de extracción. No obstante todos esos obstáculos Chile pudo desarrollar una sólida industria propia en torno al recurso mineral. Así, los analistas estiman en cerca de US$100.000 millones los ingresos que la nacionalización ha reportado para el Estado de Chile.
El Honorable Senador señor Guillier destacó que el sentido del proyecto se relaciona con dos aspectos. Por una parte, un logro político relevante consistente en la recuperación de nuestra riqueza mineral básica y en el desarrollo de una industria cuprífera chilena de clase mundial que se mueve en torno al principio de autonomía. Por otra parte, una demostración de la capacidad y fortaleza de los ingenieros y trabajadores chilenos para impulsar y concretar un proyecto en condiciones adversas y mientras en el extranjero se pensaba que sería imposible. Ambas consideraciones justifican el homenaje que esta iniciativa legal propone a todos quienes han hecho realidad el éxito de nuestra industria minera. 


- Sometida a votación la idea de legislar en la materia fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier, Pizarro y Prokurica.

- - -


A continuación la Comisión procedió a discutir en particular esta iniciativa legal.


Con motivo de dicho análisis, la Comisión fue partidaria de incorporarle enmiendas formales y de redacción al artículo único del proyecto, de manera de armonizarlo con disposiciones semejantes contenidas en otras iniciativas de la misma índole aprobadas con anterioridad por el Honorable Congreso Nacional.


- Con tales enmiendas y sometido a votación el artículo único del proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier, Pizarro y Prokurica.

- - -


En mérito de los acuerdos anteriores, la Comisión de Minería y Energía os recomienda aprobar el proyecto de ley en informe tanto en general, cuanto en particular, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Declárase el 11 de julio de cada año como Día de la Dignidad Nacional, en conmemoración de la fecha en que se aprobó la ley N° 17.450 que permitió la nacionalización de la Gran Minería del Cobre.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 15 de abril de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señor Alejandro García-Huidobro Sanfuentes (Presidente), señora Isabel Allende Bussi y señores Alejandro Guillier Álvarez, Jorge Pizarro Soto y Baldo Prokurica Prokurica.




Sala de la Comisión, a 16 de abril de 2015.

(Fdo.): Ignacio Vásquez Caces, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO, EN LO RELATIVO A LA DECLARACIÓN DE TRABAJOS PESADOS
(5.205-13)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción del Senador señor Juan Pablo Letelier Morel y de los ex Senadores señores Jaime Gazmuri Mujica, Pedro Muñoz Aburto y Ricardo Núñez Muñoz.


Cabe hacer presente que no obstante tratarse de un proyecto de artículo único, la Comisión de Trabajo y Previsión Social lo discutió sólo en general y acordó proponer a la Sala que adopte igual decisión, con el propósito de introducir los perfeccionamientos que sean necesarios durante la discusión en particular.

OBJETIVOS DEL PROYECTO


-Incorporar al Código del Trabajo un Título sobre los trabajos pesados, que permita agilizar el procedimiento relativo a la declaración de trabajo pesado.


-Contemplar la unificación de criterios, por la autoridad competente, en materia de calificación de los trabajos pesados.

-------


A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, acompañada por el Subsecretario de Previsión Social señor Marcos Barraza Gómez, el Jefe de Asesorías Legislativas señor Pedro Contador, el Encargado de Diálogo Social señor Pablo Chacón, el coordinador legislativo señor Francisco del Río Correa y la asesora de prensa señora Claudia Sánchez; la abogada y la asesora económica de la Biblioteca del Congreso Nacional, señoras Paola Álvarez e Irina Aguayo; la asesora legislativa del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Vanesa Salgado; el asesor del Instituto Igualdad, señor Sebastián Divín. Los asesores parlamentarios: de la Senadora Goic, el señor Juan Pablo Severín, del Senador Allamand, el señor Marcelo Soto y de la Senadora Von Baer, el señor Agustín Briceño. 

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS




- El Código del Trabajo.
-El decreto ley N° 3.500, de 1980, sobre sistema de pensiones, artículos 17 bis, 68 y 68 bis.

-La ley N° 19.404, publicada el año 1995, que dictó normas sobre las pensiones de vejez, considerando el desempeño de trabajos pesados, artículos 2° y 3°.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción que da origen a este proyecto de ley, entre sus fundamentos, señala lo siguiente:

La normativa sobre trabajos pesados se encuentra diseminada en distintos cuerpos legales de carácter especial. En efecto, la ley N° 19.404 introdujo diversas modificaciones al decreto ley N° 3.500, de 1980, con el objeto de establecer el derecho, que asiste ahora a los afiliados al Nuevo Sistema de Pensiones, de obtener pensión con edades inferiores a la legal para pensionarse por vejez (60 o 65 años, según se trate de mujeres u hombres), por el desempeño de trabajos pesados, bajo las condiciones y en los supuestos que se establecen en el nuevo artículo 68 bis del citado decreto ley.

Se entiende que constituyen trabajos pesados aquellos cuya realización acelera el desgaste físico, intelectual o psíquico en la mayoría de quienes los realizan provocando un envejecimiento precoz, aun cuando ellos no generen una enfermedad laboral. De la conceptualización anteriormente expuesta se puede concluir que las normas relativas a los trabajos pesados corresponden a normas destinadas a la protección de los trabajadores, por ende, buscan proteger la integridad de los trabajadores en el desempeño de sus funciones tal como se establece en el Libro II del Código del Trabajo, que se denomina "De la protección a los trabajadores". Por ello, sus autores estimaron importante integrar a dicho cuerpo normativo las principales normas reguladoras de los trabajos pesados.

Nuestro ordenamiento jurídico-laboral establece como organismo competente para la calificación de las labores como pesadas a la Comisión Ergonómica Nacional, entidad autónoma y de conformación eminentemente técnica, entre cuyas funciones se cuenta también la de rebajar la cotización y aporte antes aludidos a un uno por ciento de la remuneración imponible del trabajador, en el evento que al calificar el trabajo como pesado, concluya que éste produce un menor desgaste relativo. Se contempla además, la existencia de una Comisión de Apelaciones, entidad igualmente autónoma, encargada de resolver las apelaciones que presenten los trabajadores, empleadores o demás interesados, en contra de las resoluciones de la Comisión Ergonómica Nacional.

Luego, la Moción describe las ideas matrices de este proyecto, que apuntan en tres direcciones, a saber:
1. Incorporar al Código del Trabajo las principales normas que regulan dicha materia, porque con ello se logrará darle una mayor publicidad a la norma correspondiente, por el hecho de incorporarla al cuerpo legal más importante en materia laboral, y además, se corregirá un error que se ha mantenido en el tiempo, el cual es excluir de los temas netamente laborales el relativo a los trabajos pesados.
2. Flexibilizar las solicitudes que dan inicio al procedimiento de evaluación de trabajos que pueden llegar a ser considerados como trabajos pesados. El proyecto establece que cualquier organización sindical o grupo de trabajadores o trabajador que representen al menos el 5% del total de los trabajadores que realicen el trabajo que se pretende considerar pesado, puedan recurrir sin mediar formalidad alguna al organismo competente para solicitar la calificación de la respectiva labor como trabajo pesado.
3. Unificar los criterios respecto de la calificación de trabajos pesados. El proyecto dispone que ante trabajos de características idénticas o similares, desarrollados en condiciones también similares, el organismo competente, es decir, la Comisión Ergonómica Nacional o la Comisión de Apelaciones según corresponda, deberá declarar la calidad de trabajo pesado de dichas labores, en el evento en que alguna de estas labores haya sido calificada con anterioridad como de trabajo pesado, sin importar si los trabajadores prestan servicios para distintos empleadores o la distinta naturaleza del contrato laboral que los vincula con dicho empleador. Esta normativa pretende evitar que existan trabajadores cuyo trabajo no sea considerado pesado, no obstante, existan otros trabajadores que desarrollen actividades idénticas o similares, en condiciones parecidas o iguales, y reciban los beneficios de ser considerada su labor como trabajo pesado. Con esta norma se evitará situaciones de desprotección, exclusión y discriminación entre trabajadores que desempeñan funciones similares, sin importar quién es su empleador y la naturaleza del contrato laboral por el cual prestan servicios.
DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

El texto del proyecto de ley en informe consta de un artículo único que propone agregar un título nuevo al Libro II del Código del Trabajo, denominado “De los trabajos pesados”. Dicho título consignaría un artículo que posibilita a cualquier organización sindical o grupo de trabajadores que representen al menos el 5% del total de los trabajadores que se desempeñan en una faena, a solicitar a la Secretaría Regional Ministerial correspondiente la declaración de dicha labor como trabajo pesado.

Asimismo, en caso de efectuarse la declaración de trabajo pesado por la autoridad competente, también deberá calificar con igual calidad a todos los trabajos idénticos o similares desarrollados en dicha faena, sin considerar si aquellos trabajadores prestan servicio para distintos empleadores o la naturaleza del contrato es distinta.
SESIÓN CELEBRADA EL 15 DE ABRIL DE 2015


El Senador señor Letelier manifestó que la Moción de su autoría en conjunto con los ex Senadores señores Gazmuri, Muñoz Aburto y Núñez, se fundamenta en que en la actualidad el procedimiento para declarar que se trata de un trabajo pesado impide que trabajadores cuyas labores coinciden con dicho concepto puedan obtener el reconocimiento en tal sentido, particularmente en el ámbito de la minería, ya que la instancia resolutiva es la Comisión Ergonómica Nacional que actuará de oficio o a requerimiento del trabajador interesado, del empleador, del sindicato respectivo o del delgado del personal. Dicho requerimiento deberá presentarse en la Superintendencia de Pensiones o en la Secretaría Regional Ministerial del Trabajo y Previsión Social.


El objetivo del proyecto, indicó, es contemplar un procedimiento distinto, donde efectivamente se produzca la declaración sobre trabajo pesado, porque existen muchas personas que quieren cotizar por trabajo pesado, pero frente a la actual tramitación no hay nada que se pueda hacer. Además, precisó, el sistema vigente califica el trabajo pesado por cada puesto de trabajo, no por actividad y por ello la iniciativa propone unificar los criterios de calificación de trabajos pesados.

SUBSECRETARIO DE PREVISIÓN SOCIAL


El Subsecretario de Previsión Social, señor Marcos Barraza Gómez, manifestó que la iniciativa en análisis constituye un aporte al mejoramiento de la normativa sobre trabajos pesados. Sin embargo, señaló, es preciso abordar las siguientes dimensiones:

-El mejoramiento de las condiciones de trabajo, para prevenir o mitigar al máximo que los trabajadores que ejecuten estas labores no tengan daños a su salud ni enfermedades profesionales.

-Disminución cuantitativa y cualitativa de los trabajos pesados.

-Sobre-cotización suficiente como factor de reducción de la edad para pensionarse por vejez.

-Aspectos institucionales y procedimentales que hagan efectiva la declaración de un puesto de trabajo como pesado.


Agregó que esta moción y otra que se encuentra en la Cámara de Diputados, correspondiente al Boletín N° 6.643-13, abordan en parte las debilidades institucionales y de procedimiento de nuestro sistema de trabajos pesados.


Al respecto, explicó que en los talleres regionales de consulta organizados por la Política Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo, quedó claro el interés de empleadores y trabajadores para que la ley de trabajos pesados cumpla un rol de prevención de riesgos del trabajo, adaptando los puestos de trabajos a las reales capacidades del trabajador. Por tanto, la calificación de un trabajo como pesado, debe traer aparejado, además de la sobre-cotización, que la empresa adopte medidas especiales de prevención y que su organismo administrador de la ley N° 16.744, incluya a tales entidades empleadoras en actividades de prevención adicionales. 
 
Insistió en que debe estimularse a las empresas para que efectúen una buena gestión de prevención de los riesgos de un trabajo pesado a través, por ejemplo, de una disminución de la sobre cotización bipartita y de un alza en caso contrario.

Prosiguió diciendo que la sobre cotización bipartita 1 ó 2% (pagadera por partes iguales entre las empresas y los trabajadores, es decir, total de sobre cotización de 2 y 4% respectivamente) está diseñada para financiar el adelantamiento de la edad para pensionarse por vejez de 65 años los hombres y 60 las mujeres, en razón de 1 año de rebaja por cada 5 cotizados, con tope de 5 ó 2 años de rebaja por cada 5 cotizados, con tope de 10 en el caso de cotización de 4%.

 
Sin embargo, advirtió, estudios recientes de la Superintendencia demuestran que tal sobre cotización no sería suficiente y por tanto no se cumpliría eficientemente el mandato del legislador de adelantar la edad para pensionarse, sin disminución significativa del monto de la pensión.

Informó también que la Comisión Asesora para la Reforma del Sistema de Pensiones se encuentra estudiando las tasas de reemplazo y el monto de las cotizaciones del sistema previsional, incluyendo aquellas establecidas en la ley de trabajos pesados.


Finalmente, señaló que la mayor cantidad de puestos de trabajo calificados como pesados se presentan en la explotación de minas y canteras, transporte, almacenamiento y comunicaciones y en la intermediación financiera. Cabe recordar, precisó, que dicha calificación puede fundarse en el desgaste físico, psíquico y en la carga ambiental u organizacional.


El Senador señor Letelier expresó que la iniciativa en discusión es el primer paso para abordar el problema de las barreras de entrada a la calificación de trabajo pesado.

- Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Allamand y Letelier y Senadora señora Von Baer.
-------

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone aprobar el proyecto de ley en informe en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:

Artículo único.- Agrégase al Libro II del Código del Trabajo el siguiente título nuevo:

“Título VI 
De los trabajos pesados

Artículo 211-K.- Cualquier organización sindical o grupo de trabajadores que representen al menos el 5% del total de los trabajadores que se desempeñan en la faena que se solicita declarar como trabajo pesado, podrán solicitar a la Secretaría Regional Ministerial correspondiente, la declaración de una faena determinada como trabajo pesado.
En el evento de que la autoridad competente haya declarado como trabajo pesado a determinadas actividades o funciones dentro de una faena, ésta deberá calificar obligatoriamente con igual carácter a todos los trabajos idénticos o similares desarrollados en dicha faena, sin considerar para la referida calificación si los trabajadores prestan servicio para distintos empleadores o la distinta naturaleza del contrato laboral que los vincula con el empleador o la empresa mandante en su caso.".


Acordado en sesión celebrada el día 15 de abril de 2015, con asistencia del Senador señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), de las Senadoras señoras Carolina Goic Boroevic, Adriana Muñoz D’Albora y Ena Von Baer Jahn (reemplazó al Senador Larraín) y del Senador señor Andrés Allamand Zavala.

Sala de la Comisión, a 16 de abril de 2015.
(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA GOIC Y SEÑORES CHAHUÁN Y GIRARDI, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 19.451 PARA AMPLIAR LA DONACIÓN CRUZADA DE ÓRGANOS ENTRE PERSONAS VIVAS
(10.009-11)
La evolución demográfica del país, así como las características del estilo de vida urbano están provocando nuevas proyecciones epidemiológicas y de morbilidad, plantea como una de sus consecuencias el incremento cada vez mayor de pacientes que requerirían en el futuro próximo el trasplante de órganos como alternativa de sobrevida o como una opción para quienes anhelen mejorar su calidad de vida y recuperar la autonomía necesaria para reinsertarse en la sociedad.

Al respecto, nuestro país ha implementado políticas, tanto administrativas como legislativas, con el objeto de potenciar la actividad de obtención de órganos con fines de trasplante. Por ejemplo, en el ámbito legislativo, uno de los más importantes avances en esta materia ha sido la entrada en vigencia de la Ley N° 20.673 de donante universal, la cual establece que todas las personas mayores de 18 años son donantes de sus órganos una vez fallecidos, a menos que establezca ante notario su voluntad de no serlo.

A pesar de los avances que ha experimentado nuestra legislación en esta materia, aún la disponibilidad de órganos para trasplante es insuficiente en consideración a la demanda que existe de ellos, lo cual se ve reflejado en la extensa lista de espera nacional de receptores, la que en la actualidad asciende a 1370 pacientes que requieren algún órgano, siendo la más numerosa la referida al trasplante de riñones (1.186 pacientes). Por otro lado, la disponibilidad de órganos por causa de muerte no ha aumentado significativamente durante el último tiempo. Si al año 2010 la tasa de donantes efectivos por millón de habitantes era de 5.4, al año 2013 dicha cifra fue de sólo 5.9.

Este desequilibrio oferta-demanda no se ha manifestado solamente en nuestro país, sino que también ha sido una de las problemáticas que han debido abordar prácticamente todos los Estados, lo cual los ha llevado a desarrollar distintas iniciativas tendientes a aumentar el número de donantes, tanto fallecidos como vivos, resguardando la posibilidad de que medie algún tipo de contraprestación económica o de otro tipo que pueda suponer un comercio de órganos.

Si bien en nuestro país es posible el trasplante de órganos entre personas vivas relacionadas, puede ocurrir que el donante relacionado no sea compatible con el receptor de acuerdo con el grupo sanguíneo ABO, o que no sea positivo el examen de histocompatibilidad, en el caso de trasplante de riñones. Como solución a la voluntad de donación en estos casos, se ha desarrollado por algunas legislaciones la modalidad de donación cruzada de órganos, la cual es aquella que se realiza entre una pareja donante-receptor no compatible entre ellos, que intercambia su órgano con otra pareja -desconocida- en su misma situación.

De esta manera, se otorga la posibilidad de que pacientes que no pueden recibir, por ejemplo, un riñón de un donante vivo por razones de incompatibilidad, se les otorgue la posibilidad de intercambiar los donantes, de manera que cada uno de los receptores reciba un riñón compatible y los donantes realicen su deseo de donación.

Este método de donación de órganos se ha desarrollado en países como Francia, España, Estados Unidos, Reino Unido, Ecuador, Perú, entre otros. Los resultados publicados por algunos de dichos Estados han sido excelentes, tanto en supervivencia del injerto y recuperación del receptor como en satisfacción del donante1, y en algunos casos han evolucionado para incluir múltiples centros a nivel regional y nacional y realizar trasplante renal cruzado con más de dos parejas para conseguir una mejor compatibilidad.

Por otro lado, a través de esta medida se han mantenido los resguardos relativos a la posibilidad de comercio de órganos, ya que el trasplante cruzado entre parejas donantes-receptoras requiere un examen de compatibilidad que es posible sólo entre personas relacionadas.

La insuficiencia del número de donantes fallecidos para atender las necesidades de la lista de espera, la escasa oferta de órganos de donantes jóvenes, las experiencias publicadas sobre el trasplante de órganos entre vivos (especialmente en casos de trasplante renal) de otros países y una mayor supervivencia del trasplante de donante vivo, ha llevado en los últimos años a que la comunidad esté impulsando el desarrollo de programas de trasplante de vivo bajo la modalidad de donación cruzada de órganos.

1. Objetivo del proyecto de ley.

En atención a lo anteriormente mencionado, y considerando la aún escasa disponibilidad de órganos para trasplante en nuestro país, resulta necesario ampliar las posibilidades de donación de órganos incorporando la modalidad de donación cruzada de órganos, con el objeto de:

1. Ofrecer a la sociedad y a los pacientes la posibilidad de donación y trasplante de órganos de vivo en aquellos casos en que no existe compatibilidad entre donante y receptor respecto de personas relacionadas, ya sea por grupo sanguíneo ABO incompatible o por resultar negativo el examen de histocompatibilidad.

2. Potenciar la actividad de obtención de órganos para trasplantes, reduciendo los tiempos de espera en general.

3. Acortar la brecha entre la oferta y demanda de órganos para trasplantes, aumentando la oferta con mejores resultados en supervivencia y rehabilitación. La eliminación de algunas restricciones que impidan la donación entre vivos contribuiría en gran medida a disminuir la escasez de disponibilidad de órganos para trasplante en nuestro país a través de la donación cruzada órganos.

II. Modificaciones propuestas.

1. Se elimina en el artículo 4° la referencia a limitación de extracción de órganos en vida con fines de trasplante entre personas relacionadas, ya que el trasplante cruzado supondría la donación de órganos entre personas no relacionadas, al menos indirectamente.

2. Se incorpora la posibilidad de donación cruzada de órganos entre parejas  donante-receptor que se encuentren inscritas en un registro creado para tal efecto.

3. Se establece que la regulación de la donación cruzada de órganos se realizará vía reglamentaria.

4. Se hace aplicable a la donación cruzada de órganos las normas sobre confidencialidad establecidas en el artículo 3° bis.

En consideración a lo precedentemente señalado y en uso de mis atribuciones constitucionales, vengo en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo único.- Modificase la Ley N° 19.451, sobre trasplante y donación de órganos, de la forma siguiente:

1.- Agréguese en el inciso tercero del artículo 3° bis luego de la palabra "vivas", la expresión ", a excepción de la donación cruzada de órganos establecida en el artículo 4° ter.".

2.-Sustitúyese el inciso primero del artículo 4°, por el siguiente:

"Artículo 4.- La extracción de órganos en vida con fines de trasplante, conforme a lo dispuesto en el artículo siguiente, sólo se realizará cuando se estime que razonablemente no causará un grave perjuicio a la salud del donante y existan perspectivas de éxito para conservar la vida o mejorar la salud del receptor. Esta extracción siempre deberá practicarse previo informe positivo de aptitud física.".

3.-Agréguese un nuevo artículo 4° ter del siguiente tenor:

"En los casos en que no existan las condiciones médicas favorables para el trasplante de órganos entre alguna de las personas mencionadas en el inciso primero del artículo anterior, se permitirá la donación cruzada de órganos, la cual consistirá en aquella que se realice en forma recíproca entre parejas donante-receptor que se encuentren en la situación descrita y siempre que estén inscritas en un registro de parejas donante-receptor.

En un reglamento se establecerán las normas para la organización y funcionamiento de un registro de parejas donante-receptor, el cual tendrá por objeto facilitar la búsqueda de parejas biológicamente compatibles entre sí y aplicar criterios de priorización para su recepción.".
(Fdo.): Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.


Nota: 

1 Se ha evidenciado que los resultados del trasplante de vivo son ciertamente mejores que los del trasplante de donante fallecido, sobre todo considerando la sobrevida del injerto. En el primer año, la sobrevivencia del injerto del órgano del donante vivo es de un 92,3%, mientras que en el caso de la donación cadavérica es de un 83%. La diferencia es aún más notoria a los 9 años del injerto, en cuyo caso la sobrevivencia del trasplante vivo es de un 84,9%, mientras que el cadavérico es de un 66,7%. Dichas cifras se explican, entre otras razones porque es posible efectuar un examen exhaustivo del estado de salud del donante vivo y porque el órgano no hay sufrido algún daño relacionado al fallecimiento del donante.

12

MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO Y LAS SENADORAS SEÑORAS ALLENDE, GOIC, MUÑOZ Y PÉREZ SAN MARTÍN, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA DEL REGLAMENTO DEL SENADO QUE INCORPORA UN ARTÍCULO CON EL FIN DE ESTABLECER UNA CAUSAL DE INADMISIBILIDAD DE LOS MENSAJES Y MOCIONES QUE NO ESTÉN REDACTADOS EN UN LENGUAJE DE GÉNERO INCLUSIVO

(S. 1.805-09)
I De la situación actual de la mujer en Chile.

El año 2010 el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) ingresa al debate sobre la inequidad de género en nuestro país con un amplio estudio presentado en el "Informe de Desarrollo humano (IDH) en Chile. Género: los desafíos de la igualdad", en el cual se exponen las brechas existentes entre hombres y mujeres, así como algunas de sus causas. De ahí en adelante, los progresos en esta materia han sido heterogéneos, presentando avances y retrocesos, lo que nos permite una duda razonable acerca de la vinculación institucional efectiva de los intentos por revertir esta situación.
En el terreno de las estadísticas comparadas, el PNUD evidencia una brecha entre el desarrollo humano general de nuestro país, expresado en el índice de desarrollo humano, y el índice de potenciación de género. En el primero la ubicación de Chile para ese año era en el puesto 44 de entre 182 países y, en el segundo, en el puesto 75 de 109 (La Nación, 2010 y PNUD, 2010).
Lo anterior traducía  que las mujeres ejercían en ese momento sólo el 22% de los altos cargos políticos y el 5% de los económicos, muy por debajo de la razón de paridad recomendada por la ONU (40:60). Así mismo "la estructura de los ingresos refleja el patrón de participación laboral. Alrededor de 90% de los hombres y (solo) el 50% de las mujeres de entre 25 y 60 años perciben ingresos monetarios" (PNUD, 2010 p.135), lo que se complejiza aún más cuando se pone atención a las diferencias salariales; al respecto el IDH sentencia: " El salario promedio de las mujeres está por debajo del de los hombres (datos desagregados por el tipo de empleo). El salario de las mujeres fluctúa entre un mínimo de 73% y un máximo de 97% respecto al salario de los hombres. Sin embargo en dos terceras partes de los casos la brecha está en el rango del 80% a 89%" (p.138).
En ese sentido, el coordinador del IDH, Pablo González afirmaba que "aún persiste la distancia entre la igualdad de género que las personas desean y la que realmente viven" (CONICYT, 2010) quedando en evidencia desafíos culturales importantes al constatar que un 62% de los chilenos se resisten a la plena igualdad de derechos entre hombres y mujeres y que un 18% se autodefine como machista (PNUD, 2010), lo que encuentra su correlato al momento de analizar el porcentaje de participación en labores domésticas, en las que el 78% de las mujeres declararon ser las únicas o principales responsables de ellas, en tanto un 52% de los hombres declaró que normalmente no realiza ninguna (PNUD, 2010 p.74). 
Al respecto, el año 2012 el Foro Económico Mundial (WEF) alertó sobre una estrepitosa caída de 41 posiciones de Chile en su ranking de igualdad de género, desde el puesto 46 al 87, resultando ser "la mayor caída entre los 135 países evaluados y (alejando) a Chile del grupo de los 10 países latinoamericanos con mayor igualdad entre hombres y mujeres" (Emol, 2012)  dejándolo como el más desigual de Sudamérica. Esto se explicaba, según Emol (2012), debido a los nulos avances en el ítem de "participación y oportunidades económicas".  El informe del WEF (2012) consignó, al igual que el IDH (PNUD, 2010) la baja participación de mujeres en cargos gerenciales, directivos y de relevancia política bajando en este último aspecto del puesto 22 al 64. Así mismo, señaló la abismante diferencia entre el ingreso per cápita de las mujeres, calculado en US$ 11.256 al año y, el de los hombres, de US$ 23.127, en tanto que la diferencia en el desempleo era de 53% contra 22% a favor de los varones. En esa misma línea, la Súper Intendencia de Pensiones señaló que en el periodo 2011 - 2012 la diferencia en las remuneraciones entre ambos grupos había aumentado en un 1,5% (cooperativa, 2012).
El mismo año 2012, el Instituto Nacional de Derechos Humanos en un informe del Comité Para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, sobre el estado de la cuestión en Chile llamó la atención, entre otras cosas, sobre la precarización del empleo femenino, señalando que "la participación laboral de las mujeres se ha incrementado en los últimos años: SERNAM da cuenta de 47.8% al cierre de 2011 -aún 26 puntos bajo la participación masculina- e informa que el 63% de los 211.000 empleos creados ese año fueron ocupados por mujeres. Sin embargo, preocupa que se trate principalmente de trabajo precario e inestable. En efecto, entidades especializadas advierten que 47% de estos empleos femeninos son por cuenta propia y 34 % corresponden a empleo asalariado" (INDH, 2012 p.5).Haciendo patente la insuficiencia de las medidas para "modificar los patrones culturales que limitan la participación laboral de las mujeres y para superar la discriminación que las relega a trabajos precarios, desprotegidos y mal remunerados" (p.5), lo que se refleja en la brecha existente entre la proporción de mujeres y hombres en el acceso a contratos escritos, siendo esta de 70% contra 85.9%. (p.5) y en el aumento de la brecha salarial registrada en el 2011 de un 17% (p.4).  
Además, el documento señala  que en nuestro país un tercio de las mujeres declara haber sufrido algún tipo de violencia de género, sentenciando que "La violencia contra las mujeres hace parte de un patrón cultural profundamente arraigado en la sociedad chilena" (INDH, 2012 p.10)
Durante el presente año, el PNUD puso a Chile en el lugar 61 del ranking mundial de disparidad del ingreso nacional bruto y en el 68 en el del índice de desigualdad de género. Al respecto, el coordinador del IDH de Chile sostiene que las desigualdades entre hombres y mujeres se explican por el porcentaje de mujeres que participan en el mercado respecto del total de mujeres (50%) y las diferencias salariales y el acceso al poder político de estas últimas (La Tercera, 2014), agregando que "es una desigualdad de género (...) multidimensional. No se trata solo de reglas y políticas, sino también cultural. Los hombres están muy de acuerdo en que las mujeres trabajen fuera del hogar, pero no apoyan en las labores domésticas y la mujer termina trabajando doble turno" (La Tercera, 2014).
En igual sentido Marcela Ríos, destacada socióloga nacional y erudita al respecto, señaló en el Seminario Interdisciplinario: Nudos críticos de la igualdad de género ¿En qué estamos y hacia dónde vamos? (FACSO, 2013) con respecto al IDH 2010 (PNUD) que "no hemos avanzado nada respecto al rol que ocupan las mujeres en cargos de poder político, no se lograron aprobar políticas - ya sea de paridad o cuotas - que facilitaran el acceso al poder político de las mujeres", al tiempo que María de los Ángeles Fernández, Directora ejecutiva de la Fundación Chile 21, sostuvo, ante el porcentaje de participación de mujeres en las elecciones del 2013, que no solo no habíamos avanzado nada sino que hemos retrocedido (FACSO, 2013). Lo cierto es que hoy las mujeres no son más del 15% de los escaños en el congreso y que "en cargos de alta gerencia de empresas, (su participación) no supera el 10%, mientras que en los Directorios de empresas no supera el 7%" (Senado, 2014).
II De la dominación masculina
Ciertamente no existe un consenso en el origen de la relación de opresión del varón sobre la mujer, teniendo lugar en este campo diferentes teorías. Así lo expresa Ochy Curiel, en su artículo Identidades esencialistas (2002),  en el que hace un recorrido por las diferentes posturas históricas y epistemológicas que los movimientos por la liberación y la dignificación femenina han sostenido. El feminismo de la igualdad, dice Curiel, "sostuvo que las diferencias genéricas entre hombres y mujeres han sido construcciones sociales que crean desigualdades y jerarquías sociales (cuestionando) el determinismo biológico de esas diferencias" (p.99). Por otro lado, continúa la autora: Está un gran movimiento a la feministas socialistas que postulan que anterior a esas construcciones sociales se encuentra la "división sexual del trabajo" que "provocaría la desigualdad entre los sexos (...) destacando como la subordinación de las mujeres en la esfera de la reproducción se traslada al mundo de la producción" (p.99), al tiempo que las feministas materialistas sostuvieron que la mujer misma se ha constituido históricamente a partir de la relación de explotación y opresión. 
Sobre los procesos históricos concretos, el historiador nacional Luis Vitale (1998) plantea como una hipótesis posible el que "en el intercambio de mujeres entre clanes por vía de la exogamia (...), costumbre, impuesta por las necesidades de reproducción de la comunidad gentilicia, pudo haber sido el inicio de la opresión de la mujer" (p.40), así como muchas investigadoras e investigadores empeñados en desnaturalizar las relaciones de dominación vieron en el desarrollo de la agricultura y la domesticación de animales el factor que "permitió a los hombres apropiarse no sólo de las actividades generadoras de alimentos , sino también de las riquezas por ellas producida" (Trufó, 2014 p.146). Esto, sumado al deseo de herencia, se tradujo en la monopolización y administración de los cuerpos femeninos - por parte del varón - en pos de garantizar la paternidad de sus hijos, vistos como herederos, productores y aseguradores de su propiedad.
Si bien, como ya se ha evidenciado, no existe un consenso sobre los orígenes de la problemática, pareciera ser que sí existe un acuerdo general, tanto a nivel académico (que por amplio y numeroso es imposible de citar), como a nivel de instituciones internacionales, sobre la constitución efectiva de la femineidad, y de la mujer propiamente dicha, en una relación asimétrica desfavorable con respecto al varón. Esto quedó contundentemente demostrado el año 2010 con la creación de ONU Mujeres por parte de la Asamblea General de Naciones Unidas, división que busca crear, alentar y potenciar diferentes alternativas y proyectos en pos de la igualdad y el empoderamiento de las mujeres, dando testimonio de una problemática compartida por gran parte de los países en el mundo: "Las desigualdades entre los géneros están muy arraigadas en las sociedades. Las mujeres no tienen acceso a un trabajo decente y se enfrentan a la segregación ocupacional y a las diferencias en los salarios por su sexo. A veces también se les niega el acceso a la educación básica y a los servicios de salud. Las mujeres de todas las regiones del mundo son víctimas de violencia y de discriminación y están mal representadas en los procesos de la toma de decisiones" (ONU Mujeres, s/f)
Esta situación- sostiene Bourdieu (2000) - que ha tomado diferentes formas a lo largo de la historia, es reproducida por una trama compleja de relaciones sociales que estructuran la relación entre los sexos y que al mismo tiempo subjetivan a las partes, otorgándoles roles familiares, posiciones de poder, puestos laborales y valoraciones sociales, de forma diferenciada.
La sociedad occidental (aunque no es la única) se ha erigido sobre un etos machista, sobre una ideología, en el estricto sentido althusseriano (1988), que nos interpela y entrega como obvio y natural lo que es una construcción cultural e histórica, volviéndose por tanto incuestionable desde el sentido común, haciendo falta, en todos los casos, una reflexión consciente para advertirla.
Así es como nos encontramos con una densa red de aparatos ideológicos (Althusser, 1988), que aunque no se comportan de manera homogénea, suelen tender de manera sistemática a la reproducción del diferencial de poder ya advertido: la publicidad, la escuela con sus juegos y canciones infantiles, la empresa con sus preferencias de uno u otro sexo por actividades laborales específicas, la sexuación de los colores y de los juguetes en la familia, la diferencia de derechos sexuales en el matrimonio, etc. El cotidiano está lleno de ejemplos al respecto, que al  ser leídos de manera global e integrada, pueden dar cuenta de la posición subalterna de la mujer.
III De la necesidad de un lenguaje de género inclusivo.
Bourdieu (2000) va más allá, y advierte que las estructuras de dominación de género no solo dan cuenta de las relaciones sociales de un comunidad específica, sino que además condicionan las estructuras cognitivas de los individuos, facilitando o dificultando pensar ciertos fenómenos. En ese sentido, es abundante la bibliografía respecto al rol del lenguaje en la configuración del pensamiento. Desde Vygotsky (2010) hasta los filósofos del giro lingüístico (Ibáñez, 2006), respaldan la sentencia de Gramsci (1971) respecto a que el lenguaje de una formación social determinada, expresa y condiciona (entre otros factores) las operaciones del pensamiento y los consensos culturales e ideológicos de dicha formación social. La supremacía masculina está también presente en el lenguaje, orientando y encuadrando las operaciones del pensamiento de nuestra sociedad.
Sobre ello, Balaguer (2008), catedrática de derecho constitucional, sostiene que por las condiciones de desarrollo histórico de las sociedades de habla hispana, hoy en día el vocablo "hombre" y los artículos "el", "lo" y "los" relativos al vocablo "hombre", entre otras expresiones lingüísticas, en muchos contextos interpelan de manera exclusiva a los varones, alejándose de su origen etimológico (del latín homo) denominativo de especie y por ende excluyen y subentienden a las mujeres en los actos de habla, mas no las reconocen, ni las nombran en horizontalidad. Respaldando la necesidad de modificar el uso del lenguaje dentro de lo que el marco lingüístico del español permite, tanto en el uso cotidiano como en la técnica legislativa.
Algo similar plantea María Pérez (2011) cuando bien ejemplifica que "si en una instancia pública se habla de “los indígenas” (dando por entendido que están incluidas las indígenas) se está, en realidad, haciendo una exclusión que ha tenido como consecuencia que sean los hombres los perpetuos interlocutores con los poderes públicos y los que han manejado la dirección y los intereses de las mujeres indígenas" (p.15), a lo que agrega: "Será difícil alcanzar una mayor equidad si cuando hablamos seguimos reproduciendo los esquemas, las formas y los atavismos que históricamente han conducido a la marginación, la exclusión y la discriminación de las mujeres, a saber, la utilización del lenguaje para invisibilizarlas, entre otros métodos" (p.15)
Desde hace décadas, la UNESCO ha planteado el desafío de combate la discriminación contra las mujeres y el lenguaje sexista. Un extracto de uno de sus documentos señala lo siguiente:

“El párrafo 1 del artículo 1 de la Constitución de la UNESCO menciona entre los propósitos y funciones de la Organización los de «asegurar el respeto universal a la justicia, a la ley, a los derechos humanos y a las libertades fundamentales (. . .) sin distinción de raza, idioma o religión… ”. La Resolución 14.1, aprobada por la Conferencia General en su 24a. reunión, invita al Director General, en el apartado 1) del párrafo 2): «a adoptar, en la redacción de todos los documentos de trabajo de la Organización, una política encaminada a evitar, en la medida de lo posible, el empleo de términos que se refieren explícita o implícitamente a un solo sexo, salvo si se trata de medidas positivas en favor de la mujer». Por su parte, la Resolución 109, aprobada por la Conferencia General de la UNESCO en su 25a. reunión, invita al Director General, en el párrafo 3 de la parte dispositiva, a: «b) seguir elaborando directrices sobre el empleo de un vocabulario que se refiera explícitamente a la mujer, y promover su utilización en los Estados Miembros; y c) velar por el respeto de esas directrices en todas las comunicaciones, publicaciones y documentos de la Organización”. (UNESCO, 1999).
Algunos de las definiciones utilizadas actualmente, nos aproximan  a la necesidad de abogar por un lenguaje inclusivo: 

Se entiende por Sexismo lingüístico a “aquellos mensajes que debido a la forma como fueron presentados, y no tanto a su contenido, subordinan u ocultan a un género, principalmente a la mujer. Es decir, se refiere al modo como fueron construidas y elegidas las palabras y oraciones”. (MMPV; 2013).
Y se entiende por Sexismo social en el lenguaje a “los mensajes que debido a su contenido, y no tanto a la forma, subordinan u ocultan a un género, principalmente al femenino. Es decir, el sentido del mensaje comunica la subordinación y el ocultamiento de un género por el otro, o refuerza estereotipos”. (MMPV; 2013)
El lenguaje inclusivo  puede definirse, como “el conjunto de propuestas de uso de la lengua castellana que busca graficar la presencia de mujeres y hombres al escribir, hablar y representar, promoviendo que las y los hablantes abandonen o no incurran en el sexismo lingüístico y en el sexismo social presente en el lenguaje”. (MMPV; 2013).
Ello no implica modificar las reglas gramaticales de la lengua española, sino que su utilización sea la adecuada  en las comunicaciones, sin que las mismas puedan interpretarse de manera equívoca o promuevan indirectamente la postergación de uno de los géneros.
Lo anterior evidencia la necesidad de incorporar un lenguaje de género inclusivo a la técnica legislativa, entendiendo por éste un lenguaje que reconozca y explicite la diferencia de sexo-género de las personas aludidas. Procurando así dar un  nuevo paso en pos de la integración y el reconocimiento de las mujeres desde una institución privilegiada: el Senado de la República.

IV De los avances en otros países

Tal como se señala en el Boletín N° 8.766-07, que plantea  el “Proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de las Honorables Senadoras señoras Rincón, Pérez San Martín, Allende y Alvear, que introduce adecuaciones en la Ley Fundamental en materia de lenguaje de género”, diversos países han tenido iniciativas para  promover el lenguaje género inclusivo, inclusive en la formulación de iniciativas legislativas. Entre los países mencionados y otros encontramos a  Austria, Suiza, Perú, Argentina, España, México, Canadá.
POR TANTO, VENGO A PROPONER LO SIGUIENTE:

PROYECTO DE ACUERDO NORMATIVO
Artículo único: Créese el siguiente nuevo artículo 80 bis del reglamento del Honorable Senado de la República de Chile:

"No se admitirán a tramitación, en ningún caso, mensajes o mociones que estando dirigidos a varones y mujeres, no estén redactados en un lenguaje inclusivo, que reconozca y explicite la diferencia de sexo-género de las personas aludidas".
(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.
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La capacidad de generar ingresos está correlacionada directamente con el monto invertido
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�  MINUTA APLICACIÓN MULTAS LEY Nº 19.327, ANEXO ÚNICO DEL PRESENTE INFORME. Fuente: Subsecretaría de Prevención el Delito.


� La pesca artesanal tiene reservadas las primeras cinco millas para realizar su labor, llamada Área de Reserva para la Pesca Artesanal. Además, la Ley de Pesca establece la primera milla marítima para el uso exclusivo de embarcaciones de menos de 12 metros de eslora, desde el límite norte del país hasta el límite sur de la isla de Chiloé. Fuente: � HYPERLINK "http://www.subpesca.cl/institucional/602/w3-article-645.html" �http://www.subpesca.cl/institucional/602/w3-article-645.html�.


-Ley General de Pesca, artículos 47 y 47 bis.
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				Casino		Ingresos brutos de juego o win ($ Dic 2012)		Ingresos brutos de juego o win (Millones US$ Dic 2012)		Inversión (Millones US$ Dic 2012)

		1		Casino Sol Calama		13,433,495,439		27.6		49.8

		2		Enjoy Antofagasta		27,963,279,676		57.5		61.7

		3		Antay Casino & Hotel		11,658,440,673		24.0		33.3

		4		Casino de Juegos del Pacífico		5,630,134,425		11.6		46

		5		Casino Rinconada		37,569,666,776		77.3		58.5

		6		Monticello Grand Casino		79,723,400,408		164.0		145.3

		7		Casino de Colchagua		5,838,150,176		12.0		7.7

		8		Gran Casino de Talca		10,159,818,748		20.9		8.3

		9		Termas de Chillán		286,363,015		0.6		7.4

		10		Marina del Sol		35,409,386,121		72.8		89.9

		11		Casino Gran Los Angeles		3,981,200,932		8.2		15

		12		Dreams Temuco		20,456,838,237		42.1		54

		13		Dreams Valdivia		10,531,835,757		21.7		49.2

		14		Casino Sol Osorno		7,625,266,166		15.7		30

		15		Enjoy Chiloé		1,531,379,250		3.2		38.7

		16		Dreams Coyhaique		2,610,150,541		5.4		19.8

		17		Dreams Punta Arenas		14,739,468,293		30.3		39.6

				Total		289,148,274,632		594.8		754.2
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